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Ea  el  tomo  IV  de  la  Enciclopedia  española  del  siglo  XATestá 
inserto  este  tratado  de  administración  bajo  la  forma  de  un  artí- 
culo. El  autor  cede  á  los  consejos  de  sus  amigos  publicándole 
por  separado;  á  cuyo  fin  ha  hecho  alguna  variación,  especial- 
mente introduciendo  la  división  en  capítulos  con  las  oportunas 
eubdivisiones,  paraprocurarmayor  facilidad  y  mejor  electo  eu 
la  lectuja. 


CAPÍTULO  L 


IDEA  GENEUAL   DE   Li    ADMlNISTRACIOTf. 


Definiciones. 

Jri.asta  estos  últimos  tiempos  puede  decirse  que  no  se 
ha  aplicado  con  fruto  el  análisis  á  la  investigación  y  cla- 
sificación de  las  diferentes  operaciones,  que  en  una  na- 
ción practica  el  poder  supremo  parala  conservación,  di- 
rección, y  mejora  de  las  fuerzas  é  intereses  sociales.  El 
hecho  de  administrar  es  tan  antiguo  como  la  existencia 
de  los  gobiernos;  pero  la  ciencia  de  la  administración  es 
muy  moderna. 

Tres  son  los  actos  del  poder  supremo:   pensar,  re- 
solver, y  ejecutar.  Por  el  primero  se  preparan  y  pro- 
ponen las  leyes;  por  el  segundo  se  forman;  y  por  el  ter- 
cero se  hacen  cumplir.  En  el  conjunto  de  estos  tres  ac-. 
tos  se  encierra  el  ejercicio  de  la  soberanía. 

De  consiguiente,  cualquiera  que  sea  la  forma  de  go- 


Licrno  ó  la  organización  del  poder  supremo  en  una  na- 
ción, compcíen  á  la  parte  de  él,  y  á  veces  á  la  delega- 
ción de  él,  encargada  de  hacer  cumplir  las  leyes,  las 
atribuciones  necesarias  para  llenar  satisfactoriamente  su 
cometido. 

Mas  las  atribuciones  inherentes  al  cargo  ds  hacer 
cumplir  las  leyes,  tienen  por  objeto:  ó  las  otras  nacio- 
nes; ó  los  ciudadanos  en  sus  derechos  y  deberes  con  re- 
ferencia al  cuerpo  del  estado;  ó  los  individuos  en  sus 
intereses  con  respecto  á  la  comunidad;  ó  los  individuos 
en  sus  relaciones  eatre  sí.  Donde  se  comprenden  el  de- 
recho público  y  el  privado,  á  saber:  el  público,  dividido 
en  estenio  ó  internacional,  y  en  interno,  que  se  subdi- 
vide  en  político  ó  constitucional,  y  en  administrativo;  y 
el  privado,  dividido  en  civil,  y  criminal.  Por  manera 
que  las  funciones  de  ejecución  son  pohticas,  administra- 
tivas, y  judiciales. 

Esta  división,  que  tan  sencilla  parece,  y  que  al  des- 
lindar el  gobierno  de  lo  personal  de  la  administración 
de  lo  material,  y  del  fallo  de  lo  judicial,  debería  condu- 
cir á  la  fácil  definición  y  clasificación  de  las  atribuciones 
y  funciones  administrativas,  es,  sin  embargo,  insuficien- 
te para  el  objeto,  por  cuanto  los  intereses  de  las  perso- 
nas y  el  ordenamiento  de  las  cosas  se  hallan  enlazados 
de  manera,  que  no  hay  posibilidad  de  separarlos,  ni  en 
la  región  de  las  teorías,  ni  en  el  campo  de  la  gober- 
nación. 

Si  se  busca  la  ilación  de  las  ideas  en  el  tránsito  de 
lo  pasado  á  lo  presente,  aparecerá  que  constantemente 
se  ha  reconocido  en  el  estado,  cuerpo  político,  y  cual-* 


quiera  que  haya  sido  su  representación,  la  necesidad  áé 
allegar  recursos  pecuniarios,  para  conservar  su  inde- 
pendencia, al  mismo  tiempo  que  el  orden  en  la  socie- 
dad. El  patrimonio  del  estado  ha  consistido,  á  veces  en 
fincas,  y  siempre  en  rentas  procedentes  de  los  impues- 
tos públicos:  el  gobierno  se  ha  considerado,  por  abuso 
como  su  dueño,  en  razón  como  su  administrador.  En 
tiempos  ha  sido  esa  administración  vejatoria:  la  ilustra- 
ción progresiva  la  modifica,  y  la  convierte  en  protecto- 
ra, haciéndole  conocer  que  la  fortuna  pública  depende 
de  la  fortuna  de  los  particulares.  De  ahí  una  serie  do 
disposiciones  para  honrar  el  trabajo  y  favorecer  la  pro- 
ducción: de  ahí  las  medidas  para  hacer  efectiva  la  se- 
guridad de  personas  y  bienes,  afianzar  la  tranquilidad 
pública,  y  fomentar  la  prosperidad  general.  A  vueltas 
de  estas  mejoras  se  ha  hecho  sentir  la  necesidad  social 
de  las  garantías  políticas:  el  país  ha  procurado  tomar 
parte  en  el  poder  supremo  para  influir  en  la  administra- 
ción del  patrimonio  del  estado,  c[ue  se  convertía  en  su 
propia  administración,  y  para  sustraerse  en  lo  posible  á 
todo  género  de  arbitrariedades. 

Tal  ha  sido  el  progreso  social  en  los  tiempos  mo- 
dernos, tropezando  en  muchos  errores  para  hallar  el 
camino  de  la  verdad,  dando  en  frecuentes  exageraciones 
por  efecto  de  inesperiencia,  y  cometiendo  no  pocos  des- 
manes á  impulso  del  desenfreno.  Del  tiempo  mismo,  de 
la  ilustración  creciente,  y  de  la  esperiencía  adquirida, 
son  de  «sperar  los  correctivos. 

La  libertad  política  se  ostenta  rob\istecida  en  las  na- 
ciones m^s,  adelantadas  en  esta  laboriosa  carrera;  la  con- 


'lición  de  los  individuos  se  mejora  en  cuanto  lo  consien- 
ten las  complicaciones  del  mismo  movimiento  en  qu« 
buscan  la  prosperidad,  porque  desgraciadamente  la  per- 
fección es  ideal  en  lo  humano;  y  la  administración  pú- 
blica, rota  la  valla  del  miserable  círculo  fiscal,  y  aun  del 
puramente  económico,  se  presenta  y  deja  contemplar  es- 
tensa, tutelar,  benéfica,  creadora,  presidiendo  á  los  des- 
linos del  pais,  y  proveyendo  de  elementos  de  poder  y 
grandeza  al  estado.  Naciones  hay  también  en  que,  sin 
disfi  utarse  los  derechos  pofiticos  que  sirven  de  garantía 
ó  resguardo  á  los  ciudadanos,  se  han  propuesto  los  go- 
biernos modificar  la  administración  pública,  con  tanta 
mas  facilidad  cuanto  mayor  fuerza  llevan  sus  mandatos, 
dispensando  á  los  pueblos  cierta  tolerancia,  dándoles 
buena  parte  en  la  misma  administración,  y  poniéndolos 
en  posesión  de  toda  la  libertad  que  les  hace  falta  para  vi- 
vir contentos.  Esos  gobiernos  serán  muy  ciegos  si  no 
ven  á  dónde  caminan,  y  muy  ilusos  si  piensan  poderse 
detener  en  la  marcha:  los  pueblos  se  harán  exigentes  el 
dia  en  que,  formadas  las  costumbres,  se  les  pretenda 
someter  á  una  arbitrariedad;  y  fehzmente  para  ellos, 
obtendrán  sm  grande  esfuerzo  un  cambio  de  sistema  po- 
lítico, y  sin  necesidad  de  una  revolución  en  el  pais! 

De  los  hechos  sentados  se  deduce,  que  la  adminis- 
tración pública  se  ha  ensanchado  y  ennoblecido  á  me- 
dida que  se  ha  ido  reconociendo  la  utilidad  de  su  acción. 
Y  como  desde  el  recaudar  y  pagar  haya  acudido  á  todas 
partes  á  proteger,  ramificándose  para  fomentar  iodos  los 
intereses  legítimos,  ya  materiales,  ya  morales,  de  ahí 
es  que  estas  nuevas  funciones  le  confieren  mayor  impor- 


lancia  y  consideración  que  las  primitivas,  elevan  el  con- 
junto de  sus  principios  y  reglas  á  la  categoría  de  tras- 
cendentalisima  ciencia  social,  y  ofrecen  al  entendimien- 
to una  idea  grandiosa,  que  se  desvía  notablemente  de  la 
mezquina  que  debió  formarse  en  su  origen. 

Todavía  ha  sido  preciso  que  el  espíritu  filosófico  s© 
apoderase  del  estudio  de  la  estructura  y  vida  de  toda 
sociedad,  para  discernir  y  fijar  en  su  orden  mas  elevado 
las  ideas,  y  determinar  el  sentido  de  las  palabras.  Así  es 
que,  respecto  de  la  administración,  se  ha  convenida  en 
considerarla  científicamente  en  su  acepción  mas  lata,  y 
en  referirla  constantemente  al  conjunto  de  cuidados  que 
exije  la  cosa  púólica,  no  como  atribución  de  suprema- 
cía, sino  al  contrario  como  gestión  de  responsabilidad. 
Porque  en  efecto,  quien  administra  reconoce  depen- 
dencia. 

En  este  supuesto,  la  administración  pública  ó  de  la 
cosa  pública  tiene  por  objeto  la  satisíiiccion  de  las  ne- 
cesidades interiores  de  la  sociedad,  la  vigilancia  sobre 
sus  intereses,  y  el  ordenado  manejo  de  sus  negocios  ea 
la  intención  del  mejor  estar  de  los  asociados,  y  con  su- 
jeción á  reglas  de  un  superior.  Este  superior  es  el  po- 
der supremo  ó  la  personificación  de  la  misma  sociedad, 
y  sus  reglas  son  las  leyes. 

El  gobierno  es  el  poder  supremo  considerado  en  su 
impulso  y  acción  para  ordenar  y  proteger  la  sociedad;  y 
la  administración  constituye  el  servicio  general  ó  el 
agregado  de  medios  y  el  sistema  organizado  pai'a  trans- 
mitir y  hacer  eficaz  el  impulso  del  gobierno,  y  para  re- 
gularizar   la    acción    legal    do  las   entidades  locales». 


De  modo  que   administrando   se  gobierna. 

Para  llenar  su  misión  el  gobierno,  consulta  en  la  es- 
fera de  la  política  esterior  é  interior  los  intereses  pri- 
mordiales de  la  segm:idad  del  estado  y  mantenimiento  de 
las  instituciones  fundamentales,  trata  con  los  demás  go- 
biernos, dispone  de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra,  y  de- 
termina el  movimiento  que  en  cada  época  haya  de  im- 
primirse á  la  sociedad.  La  administración  le  prepara  y 
facilita  todos  los  medios,  y  realiza  todos  sus  propósitos. 
Desde  el  pensamiento  impulsivo  del  gobierno  hasta  la 
acción  administrativa  no  media  distancia  apreciable:  el 
gobierno  y  la  alta  administración  se  tocan,  y  se  confun- 
den á  la  vista. 

De  consiguiente,  siendo  el  poder  supremo  la  volun- 
tad social  representada  en  la  calveza,  es  la  administra- 
ción el  brazo  que  ejecuta,  y  sus  ftinciones  comprenden 
el  cumplimiento  de  las  leyes  en  cuanto  al  gobierno  com- 
pete, con  mas  el  cuidado  de  las  mejoras,  que  son  el  fin 
y  la  condición  de  toda  reunión  de  hombres  civilizados. 

Las  leyes  ordenan  ó  estatuyen  de  una  manera  gene- 
ral: consideran  los  hombres  en  cuerpo  y  las  acciones 
en  abstracto.  Las  escepciones  mismas  creadas  por  las 
leyes,  proclaman  derechos  de  que  gozaria  todo  indivi- 
duo en  iguales  circunstancias  escepcionales.  El  poder 
supremo,  cuando  legisla,  pone  la  mira  en  el  estado,  » 
en  el  orden  que  pudiera  llamarse  general,  porque  crea 
derechos  y  deberes  que  á  nadie  es  dado  resistir;  mas  sus 
leyes  han  de  aplicarse  á  la  familia  por  medio  de  dispo- 
siciones auxiliares.  Esto  es  lo  que  practica  la  adminis- 
tración. O  cumple  y  hace  cumplir  sencillamente  la  ley, 
ó  tiene  ordinariamente  un  mandato  mas  amplio  y  eleva- 


do,  que  es  desenvolverla  y  suplirla  en  los  pormenores, 
llevando  su  espíritu  á  todas  las  consecuencias  razona- 
bles: estudia  siempre  sus  efectos,  prepara  en  su  caso  la 
propuesta  de  su  mejora,  protege  á  los  individuos,  y  fo- 
menta su  acción  productiva;  forma  ordenanzas,  regla- 
mentos, é  instrucciones;  espide  decretos,  circulares,  y 
edictos;  toma  medidas  fundadas  en  conocimientos  espe- 
ciales, y  cuenta  con  el  correspondiente  número  de  fun- 
cionarios ó  agentes  responsables  á  quienes  está  enco- 
mendalR  la  ejecución.  Se  refiere  á  los  individuos  mas 
bien  que  á  los  ciudadanos;  y  para  ofrecerles  segurida- 
des ó  gai'antías  ha  de  tenerlas  ella,  porque  no  puede  pro- 
teger quien  no  sea  fuerte. 

La  administración  general  se  distingue  en^  adminis- 
tración civil  ú  ordinaria,  que  es  la  fundamental,  como 
encargada  de  la  conservación  y  mejora  de  la  sociedad, 
y  en  administraciones  especiales  ó  profesionales  de 
otros  ramos,  que  marchando  paralelamente  á  ella  le  sir- 
ven de  auxiliares:  son  las  de  la  hacienda,  de  la  justicia 
y  culto,  y  déla  fuerza  armada.  Guando  se  trata  indeter- 
minadamente de  administración,  se  entiende  por  anto- 
nomasia la  civil.  Mas  adelante  espondremos  las  atribu- 
ciones, organización,  y  medios  de  acción  que  en  el  in- 
terés general  le  convienen,  sin  que  la  mayor  part^.  de 
sus  reglas  dejen  de  tener  igualmente  aplicación  á  las  ad" 
ministraciones  especiales. 

La  administración  pública,  órgano  de  la  sociedad,  no 
puede,  sino  por  abuso,  desear  ó  hacer  cosa  que  no  sea 
en  beneficio  de  cuantos  la  componen.  Ltiliza  para  todos 
ias  limitaciones  puestas  al  alvedrío  del  hombre  por  el 
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hecho  de  su  estado  social;  y  hace  efectivos  del  modo 
mas  suave  y  llevadero  posible  los  pequeños  sacrificios 
impuestos  por  las  leyes  á  los  individuos,  en  cambio  del 
aumento  de  tuerza  y  productiva  libertad  que  adquieren. 
Porque  de  corto  efecto  seria  el  interés  privado  entrega- 
do á  sí  mismo,  si  en  su  socorro  no  acudiese  la  asocia- 
ción, haciendo  refluir  sobre  él  todo  el  poder  del  interés 
general. 


Diferencias  en  administración,  y  en  derecho  adminis- 
trativo. 

De  diferentes  maneras  se  presenta  la  administración 
en  cada  pais,  porque  no  es  constante  el  método  adopta- 
do para  hacer  cumplir  las  leyes  y  promover  los  intere- 
ses comunes.  Con  todo,  el  influjo  de  la  civilización,  que 
tan  rápidamente  tiende  á  uniformar  el  aspecto  esterior 
de  los  pueblos  y  los  estados,  los  va  también  aproximan- 
do con  una  fuerza  que  ellos  mismos  acaso  no  advierten, 
en  opiniones  y  prácticas  de  buena  gobernación  y  econo- 
mía. Siemdo  uno  el  término,  natural  es  la  convergencia 
de  los  caminos. 

El  derecho  administrativo  de  cada  nación  consiste 
en  la  competencia  de  las  autoridades  encai'gadas  por  la 
ley  de  las  diversas  partes  de  la  administración  pública, 
ya  generales,  ya  especiales,  ó  sea  en  los  preceptos  po- 
sitivos que  rigen  en  la  materia.  Confuso  en  lo  general, 
y  diseminado  en  la  vasta  serie  de  providencias  y  medi- 
das dictadas  en  el  transcurso  de  siglos,  es  muy  impor- 
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tante  y  meritorio  el  servicio  de  los  que  se  dedican  á  en- 
tresacar, coordinar,  y  concordar  aquellas  disposiciones, 
haciendo  posible  y  aun  fácil  su  estudio.  Y  mayor  será 
todavía  el  servicio  del  que,  separando  de  una  apuración 
precisamente  embarazosa  los  principios  generales,  y 
del  derecho  la  doctrina,  reúna  en  un  cuerpo  los  disper- 
sos y  flotantes  elementos  de  la  teoría  administrativa,  y 
por  medio  de  oportunas  clasificaciones  y  concienzudo 
trabajo,  presente  á  la  contemplación  de  los  hombres  la 
ciencia  enloda  su  pureza  y  esplendor,  esa  ciencia  que, 
penetrando  en  el  íntimo  mecanismo  de  la  economía  so- 
cial, es  protectora  á  la  vez  de  los  que  mandan  y  de  los 
que  obedecen.  Esta  obra  esta  por  desempeñar  de  un 
modo  completo:  la  Europa  la  aguarda,  porque  la  nece- 
sita. 


A  quiénes  corresponda  intervenir  en  la  administración. 


Siguiendo  el  comenzado  propósito,  y  sin  aspirar  á 
tanta  gloria,  reservada  á  superiores  talentos  y  esperien- 
eia,  será  bueno  examinar  aqui  una  cuestión  fundamental, 
y  es:  "¿ciiiiénes  deben  tomar  parte  en  la  administración?" 

Si  los  hombres  fueran  todos  buenos  é  incapaces  de 
error  y  pecado,  no  necesitariim  de  leyes  ni  de  gobierno, 
ni  de  administración  pública:  el  mundo  seria  un  cielo  de 
armonía.  Si  los  hombres,  en  medio  de  su  frágil  y  míse- 
ra condición,  estuviesen  dotados  de  idénticas  facidtades 
intelectuales,  y  se  hallasen  á  la  misma  altura  de  iiistruc- 
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cion  para  entender  y  manejar  los  asuntos  públicos,  to- 
dos debieran  intervenir  mas  ó  menos  directamente  en 
ellos,  porque  interesados  en  el  bien,  lo  conocerían  y  se 
lo  apropiarian.  Pero  siendo  evidente  la  diversa  y  des- 
igual capacidad  de  los  individuos,  y  siendo  no  menos 
palpable  que  mal  dirigirá  los  negocios  quien  no  los  en- 
tienda, viniendo  á  hacerse  instrumento  de  agenas  miras 
y  pasiones;  se  sigue  que  el  consejo  de  la  razón  y  el  in- 
terés de  la  sociedad  limitan  el  número  de  los  que  hayan 
de  influir  en  la  administración  de  la  cosa  pública.  El 
derecho  permanente  de  todos  los  individuos  es  el  de 
que  no  se  les  impongan  sino  preceptos  justos  y  pruden- 
tes: mas  el  derecho  de  juzgar  estos  preceptos  de  unmo-- 
do  trascendental,  no  pertenece  sino  á  los  que  sean  capa- 
ces de  hacerlo  con  acierto. 

Esta  limitación  no  encierra  un  sistema  arbitrai'io  ni 
esclusívo:  patente  debe  quedar  la  puerta  á  lodo  indivi- 
duo, á  toda  clase,  que  cultivando  sus  facultades  y  pro- 
í,Tesando,  adquieran  la  capacidad  requerida.  Porque, 
fundada  la  sociedad  en  el  principio  sublime,  que  al  pres- 
cribir el  sacrificio  al  deber,  hace  respetar  los  derechos 
de  todos,  tiene  por  fin  legítimo  el  mayor  bienestar  posi- 
ble de  los  individuos  en  consonancia  con  la  justicia,  y 
no  reconoce  medios  mejores  que  el  estimular  la  perfec- 
ción moral  é  intelectual  de  los  asociados.  Así  que,  co- 
locando el  derecho  en  donde  se  encuentra  la  inteligen- 
cia (que  aunque  difícil  de  medirse,  lo  es  menos,  que  la 
moralidad),  no  se  hace  mas  que  acatar  la  ley  de  con- 
servación y  mejora,  que  rige  á  las  sociedades  como  á  los 
hombres.  De  consiguiente  la  participación  de  los  indivi- 
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dúos  en  ol  manejo  de  los  intereses  públicos,  deljc  ser 
proporcionada  á  la  probabilidad  de  su  buen  desempeño; 
y  como  la  acción  individual  para  ser  provechosa  ha  de 
referirse  á  un  sistema  bien  combinado,  resulta  que  la 
administración  general  necesita  estar  arreglada  en  tér- 
minos de  enlazar  y  dirigir  oportunamente  los  esfuerzos 
de  todos. 


Si  debe  e^tar  centralizada  la  administración. 


La  ciiestion  complementaria  que  luego  se  presenta,  es 
la  siguiente;  "¿debe  estar  centralizada  la  administración, 
y  hasta  qué  punto?" 

La  solución  dada  á  la  primera  cuestión  de  principios, 
deja  preparada  la  de  la  segunda,  que  es  de  aplicación. 
La  fórmula  que  al  resolverla  deduciremos,  subordina  los 
derechos  de  los  individuos  á  la  clase  de  gobierno  de  cada 
pais,  ó  á  la  composición  del  poder  supremo. 

Con  efecto,  hay  en  el  estado  intereses  generales,  6 
intereses  parciales.  Los  primeros  afectan  á  todo  el  cuer- 
po social:  los  segundos  á  las  localidades  y  á  los  indivi- 
duos. Y  todavía  hay  otros  intermedios,  que  son  los  de 
las  grandes  demarcaciones  territoriales.  Los  intereses 
de  las  localidades  radican  en  cada  población,  son  espe- 
cialísimos,  y  forman  pequeños  grupos  municipales  ais- 
lados, cuyo  manejo  ó  dirección  corresponde  esencial- 
mente á  los  habitantes  respectivos;  mientras  que  los  in- 
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terfises  generales  abrazan  á  la  comunidad  formada  por 
todas  esas  localidades,  y  tienen  su  dirección  en  el  centro 
representado  por  el  asiento  del  supremo  gobierno.  Los 
intereses  de  la  parte  deben  estar  subordinados  á  los  del 
todo;  y  de  consiguiente  para  que  un  sistema  administra- 
tivo sea  admisible,  ha  de  asegurar  en  este  concepto  la 
correspondencia  y  armonía  entre  las  operaciones  de  las 
localidades  y  las  de  la  sociedad. 

Pueden  considerarse  los  distritos  municipales,  sin 
perjuicio  de  que  se  formen  agregaciones  territoriales  ó 
provinciales,  como  los  cuerpos  planetarios,  que  giran- 
do sobre  su  eje  tienen  movimiento  propio  de  rotación,  y 
ademas  se  mueven  en  el  espacio  recorriéndole  al  rededor 
de  un  centro  fijo,  de  que  no  pueden  sensiblemente  ale- 
jarse. Si  el  movimiento  rotatorio  sufriese  perturbación, 
se  rompería  la  armonía,  y  si  la  atracción  central  faltase, 
se  disolvería  completamente  el  sistema. 

En  el  orden  de  la  conveniencia  general,  ó  en  las  in- 
dicaciones de  la  teoría,  el  movimiento  propio  de  las  lo- 
calidades debe  ser  mas  ó  menos  libre  y  amplio,  según 
el  grado  de  ilustración  y  suficiencia  de  los  habitantes, 
porque  las  leyes  del  mundo  moral  conceden  una  espon- 
taneidad desconocida  en  las  del  mundo  astronómico.  Y 
así  es  que  entre  el  progreso  de  una  nación  cuyos  indivi- 
duos sepan  hacer  buen  uso  de  la  libertad  ó  del  gobier- 
no de  sí  mismos,  habilitándose,  aunque  con  precaucio- 
nes, para  manejar  sus  intereses  locales,  y  el  atraso  de 
otra  donde  la  ignorancia  incapacite  para  entender  en 
cualquier  negocio,  hay  una  estensa  escala  qco  deben  ir 
recorriendo  las  ¡nsliiuciones  administrativas,  al  compás 
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de  la  marcha  dft  la  civilización  y  del  cultivo  de  la  iiite- 
ligeiicia. 

Mas  en  el  orden  real  y  positivo  de  los  sucesos  polí- 
ticos, como  no  hay  épocas  fijas  para  la  realización  d(t 
las  grandes  mudanzas  en  las  naciones,  se   observa  la 
coexistencia  de  diversas  formas  de  gobierno  aun  en  igual 
estado  de  progreso  social.    En  correspondencia  con  la 
forma  de  gobierno,  su  índole,  y  tendencias,  se  observa 
también  á  la  administración,  instrumento  suyo  y  espre- 
sion  de  su  pensamiento,  ora  dependiente  de  una  sola 
voluntad  central,  ora  vigorosa  en  las  localidades,  ora  en 
fin,  mas  ó  raiipos  compartida  y  armonizada,  raediant» 
una  conexión  parecida  á  la  que  guarda  con  el  prmcipio 
la  consecuencia.  Y  como  este  sea  el  hecho,  queda  de- 
mostrado que  si  la  centraUzacion  ó  escentralizacion  ad- 
ministrativas debieran  depender  de  la  ca*pacidad  de  los 
individuos  que  en  buena  teoría  constituye   el  derecho, 
en  la  práctica  se  refieren  constantemente  y  se  amoldan 
á  la  composición  actual  del  poder  supremo  en  cada 
nación. 


Si  puede  centralizarse  el  gobierno,  y  escentralizarse  la 
administración. 


Este  modo  de  resolver  el  problema  que  sirve  de  ba- 
se á  la  doctrina  de  la  admiaisinicion  pública,  pone  de 
manifiesto  el  eiror  de  los  quj  asientan  como  axioma  de, 
progreso  social,  que  conviene  centralizar  el  gobierno  y 
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esceiitralízar  la  administración,  pues  que  proclaman  un 
pensamiento  falso. 

Se  quiere  dar  á  entender  que  todo  lo  concerniente 
k  la  conservación  é  independencia  del  estado  y  á  algu- 
nos actos  superiores  de  orden  interior,  debe  estar  so- 
metido á  la  acción,  cp^ie  partiendo  desde  el  centro,  sea 
una,  enérgica,  y  preponderante;  y  que  por  el  contrario, 
todo  lo  relativo  á  intereses  especiales,  y  al  régimen  local 
y  provincial,  debe  sustraerse  á  aquella  acción,  y  enco- 
mendarse al  cuidado  esclusivo  de  los  ciudadanos  en  ca- 
da punto  del  territorio. 

Si  la  administración  es  en  lo  personi|||el  sistema  or- 
ganizado para  transmitir  y  hacer  eficaz  el  impulso  del 
poder  supremo,  obligando  á  la  observancia  de  las  leyes, 
no  se  concibe  gamo  pudiera  estar  escentralizada  ó  inde- 
pendiente de  él,  puesto  que  entonces  el  precepto  cen- 
tral no  tendría  agentes  qiie  lo  hiciesen  cumplir,  sino  que 
por  todas  partes  se  encontrada  con  voluntades  que  lo  su- 
jetasen á  discusión.  Sin  administración  subordinada  no 
hay  gobierno,  porque  no  podrá  espedir  órdenes,  sino  á 
lo  sumo  dar  consejos. 

Mas  por  si  acaso  proviniese  tan  palpable  contradic- 
ción del  diverso  significado  que  se  dé  á  las  palabras, 
forzoso  es  detenerse  un  momento  á  examinar  y  apreciar 
los  hechos. 

Centralizar  es  reunir  en  un  punto  el  conoci- 
miento y  dirección  de  las  cosas  ó  el  mando  de  las  per- 
sonas, de  modo  que  la  voluntad  central  llegue  á  todas 
partes  y  produzca  por  igual  sus  efectos.  Asi,  cuando  la 
Francia,  fatigada  de  los  desórdenes  revolucionarios  y  de 
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la  impotencia  de  los  gobiernos  que  de  ellos  salían,  so 
entregó  en  brazos  do  un  hombre  rodeado  de  gloria  en 
quien  habia  adivinado  un  genio  eminentemente  organi- 
zador; cuando  borradas  las  instituciones  privilegiadas  de 
la  antigua  monarquía;  que  lo  mismo  contuvieron  el  mal 
que  estorbaron  el  bien,  alcanzaban  poco  crédito  las  im- 
provisaciones modernas  á  cuya  sombra  se  hablan  come- 
tido tantos  escesos;  fué  la  primer  tarea  del  legislador 
guerrero  establecer  un  sistema  administrativo,  cjue  par.- 
tiendo  de  su  brazo  poderoso  se  dilatara  desembarazada- 
mente hasta  los  viltimos  confines  del  territorio,  para  que 
uniforme  é  instantáneamente  se  viesen  cumplidas  sin 
obstáculo  sus  disposiciones  de  mando  y  de  fomento. 
Entonces  se  centralizó  aquella  administración  del  modo 
mas  sencillo,  espedito,  y  eficaz  que  recuerda  la  histo- 
ria. Los  que  hacen  cargos  á  aquel  grande  hombre  por 
semejante  modo  de  proceder,  podrían  tener  presente 
que  en  la  larga  vida  de  las  naciones  es  un  beneficio  de 
la  Providencia  el  enviarles  quien  sepa  aprovechar  el 
instante  fugaz  propio  para  regenerarlas,  porque  no  era 
de  asambleas  deliberantes  de  donde  pudiera  la  Francia 
esperar  por  fruto  una  buena  administración.  Fué  cierta- 
mente escesiva  la  centralización  del  imperio  para  un 
país  que  pensaba  en  la  libertad:  mas  no  podia  ocultarse 
á  su  autor,  que  después  de  él  tenia  que  corregirse  por 
el  influjo  de  las  ideas  políticas,  que  con  mas  templanza 
hablan  necesariamente   de  continuar  su   interrumpido 
curso.  Sin  aquel  antecedente  no  habría  llegado  la  Fran- 
cia al  envidiable  régimen  administrativo  que  hoy  disfru- 
ta, ni  probablemente  á  su  acertado  gobierno  constitu- 
cional. ^ 
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En  contraposición,  examinemos  la  escentralizacion 
administrativa. 

Escentralizar  es  esparcir  los  atributos  de  autoridad 
que  existian  en  un  punto,  distribuyéndolos  mas  ó  menos 
latamente  por  los  demás  puntos  de*  la  superficie.  Desde 
el  momento  que  los  intereses  especiales,  de  localidad  y 
de  provincia,  tengan  una  administración  propia  y  esclu- 
siva,  se  transforma  el  estado  en  una  federación,  com- 
puesta de  pequeñas  repúblicas,  con  todas  las  condicio- 
nes que  le  son  inherentes.  En  cada  una  de  ellas  estable- 
cerá el  pueblo  su  asamblea  administradora;  elegirá  los 
funcionarios  que  crea  conveniente  establecer  para  en- 
cargarse de  los  diferentes  ramos  del  servicio  de  la  co- 
munidad; y  por  una  consecuencia  natm'al  de  los  celos 
cpie  le  inspiren  sus  mandatarios  en  el  egercicio  tempo- 
ral de  alguna  autoridad  delegada,  los  sujetará  á  muy 
corta  dmacion  en  sus  puestos,  y  castigará  sus  faltas  ne- 
gándoles el  voto  en  las  sucesivas  elecciones,  ó  persi- 
guiéndolos ante  los  tribunales  ordinarios,  que  habrán  de 
influir  poderosamente  en  la  dirección  de  los  negocios. 
Este  orden  de  cosas,  fundado  en  que  nadie  mejor  que 
uno  mismo  cuida  de  lo  que  le  interesa,  crea  ciertamente 
los  hábitos  de  la  vida  pública,  y  arraiga  en  los  corazo- 
nes aquella  especie  de  amor  á  la  patria  que  se  confunde 
con  el  egoísmo  de  la  localidad;  mas  por  lo  tanto  aisla 
las  miras  y  apoca  las  relaciones,  pues  que  ios  pueblos, 
eslabones  casi  desprendidos  de  mía  gran  cadena,  se  im- 
pregnan de  un  espíritu  mezquino,  y  desdeñan  las  con- 
cepciones de  interés  general,  que  no  ani^cian  sino  les 
traen  ventajas  muy  inmediatas  y  muy  pojo  costosas. 
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Allí  iío])e  ser  privativo  de  cathi  piie!)lo  todo  lo  que  por- 
toni'co  á  su  r<''<j;imeu  y  foineiilo;  y  aun  lo  concornieiite 
al  cumpliuiieiito  de  las  leyes,  y  de  las  medidas  emana- 
das del  gobiin'uo  central  (porque  alguno  lia  de  haber 
que  represente  al  estado)  quedará  en  la  forma  y  modo 
de  ejecución,  sometido  al  arbitrio  de  las  mismas  locali- 
dades. 

Sentado  esto,  fácilmente  se  concibe  que  la  adminis- 
tración púijlica  ofrecerá  araves  inconvenientes  si  en  su 
dirección  central  se  acumula  un  número  desproporcio- 
nado de  incumbencias  de  material  ejecución,  porque  so- 
bre atrasarse  indispensablemente  el  despacho  de  los  ne- 
gocios, habrán  de  resolverse  por  los  informes  de  sus 
agentes  en  las  provincias  y  pueblos,  con  menos  acierto 
y  oportunidad  que  si  ellos  los  decidiesen  por  sí  en  mu- 
chos casos  á  virtud  de  mayor  estímulo,  mas  franca  res- 
ponsabilidad, y  mas  inmediato  interés  de  buen  éxito.  Y 
también  traerá  inconvenientes  notables  el  que  la  admi- 
nistración central  ó  sus  agentes  egerzan  aquellos  actos, 
que  los  pueblos  pueden  razonablemente  desempeñar  por 
si  sin  riesgo  de  ofender  la  armonía  genertJ.  Por  el  con- 
trario será  insuficiente  la  administración  pública,  que 
carezca  de  la  autoridad  é  intervención  necesarias  para 
asegm'ar  en  todas  pai'tes  la  completa  ejecución  de  las 
leyes,  y  para  dirigir  y  regularizar  el  movimiento  de  ia*s 
mejoras  sociales,  porque  ni  los  individuos  ni  los  pue- 
blos se  prestan  espontáneamente  á  llevar  las  cargas  pú- 
blicas, ni  á  tolerar  las  privaciones  inherentes  á  la  exis- 
tiiucia  civil,  ni  aun  á  hacer  ios  esfuerzos  qae  aconseja 
el  propio  interés,  que  fi'ecuentemente  desconocen,   bi 
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tod:i  la  vitalidad  del  cuerpo  social  afluye  al  centro,  se 
depauperarán  y  esterilizarán  las'estremidades;  asi  co- 
mo si  en  estas  se  localizan  el  vigor  y  la  fuerza,  desfalle- 
cerá la  parte  destinada  á  ejercer  las  mas  nobles  y  tras- 
cendentales funciones. 

La  escesiva  centralización  se  corrije  de  dos  maneras 
según  los  casos:  ó  distribuyendo  entre  los  agentes  pro- 
vinciales y  locales  el  sobrante  de  atribuciones  é  incum- 
bencias acumuladas  en  el  centro;  ó  bien  traspasando  y 
confiando  á  las  provincias  y  pueblos  parte  de  las  mis- 
mas atribuciones.  Y  ambas  cosas  pueden  tener  lugar  á 
la  vez.  Otros  dos  medios  de  esceutralizar,  pero  perjudi- 
ciales ,  serian :   fraccionar  la   administración   superior 
constituyendo  ramos  distintos,  no  sujetos  á  quien  les 
diera  unidad  y  concierto;  ó  debilitar  por  todas  partes  la 
fuerza  de  la  acción  administrativa.  Lo  uno  baria  imposi- 
ble un  buen  sistema,  y  lo  otro  paralizarla  el  movimien- 
to. La  administración  ha  de  traer  su  origen  y  depen- 
dencia de  un  solo  pensamiento  hábil  y  fecundo,  y  ha 
de  obrar  con  legalidad,  pero  con  energía,  siempre  en 
pié,  siempre  alerta,  alargando  la  vista  al  dia  de  mañana, 
y  cuidando  con  escrupuloso  esmero  de  los  intereses  que 
la  sociedad  le  tiene  confiados.  Podrá  la  administración 
central  plantearse  con  mas  ó  menos  felicidad,  conser- 
var mayores  ó  menores  atribuciones;  pero  el  cercenarle 
los  medios  de  llenarlas,  seria  un  enorme  contrasentido. 
Aqui  viene  naturalmente  el  examen  de  si,  estableci- 
da una  buena  administración,  habrá  de  sufrir  alteracio- 
nes porque  se  modifique  ó  cambie  la  composición  del 
poder  supremo.  Una  parte  hay  en  toda  administración  que 
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rmnca  debe  ser  intempestiva :  aquella  que  fundada  en 
bases  duraderas  é  independientes  del  volul:||e  influjo  de 
la  política,  es  necesaria  y  se  acomoda  á  todas  las  formas 
de  gobierno. 

En  este  sentido  y  dentro  de  este  círculo  se  ha  dicho  muy 
bien  que  las  cuestiones  de  administración  no  son  cues- 
tiones de  libertad:  llevada  mas  allá  la  proposición,  ya 
es  falsa.  La  administración  pública  no  es  esencialmente 
la  libertad,  pero  tampoco  es  independiente  de  ella  en 
sus  formas  y  modo  de  acción,  porque  el  grado  de  liber- 
tad política  de  un  pais  trasciende  y  se  echa  de  ver  en  el 
carácter  é  índole  de  todas  sus  instituciones.  El  gobier- 
no es  la  espresion  mas  ó  menos  genuina,  de  las  opinio- 
nes preponderantes,  porque  sino  lo  fuera,  no  subsistiría; 
arraiga  costumbres,  y  ya  por  instinto,  ya  por  cálculo, 
ya  por  convicción,  se  refleja  y  reproduce  en  todas  las 
creaciones  sociales,  y  especialmente  en  sus  dependen- 
cias y  emanaciones,  es  decir,  en  el  régimen  administrati- 
vo. La  esencia  de  la  administración  es  una  misma  en 
todas  partes:  en  esta  ciencia,  como  en  las  demás,  el  des- 
conocer ó  despreciar  los  sanos  principios  es  caminar  ha- 
cia el  absurdo;  mas  los  medios  de  aplicación,  no  solo 
admiten,  sino  que  exigen  modificaciones  según  las  cir- 
cunstancias. La  administración  injusta,  débil,  ó  desigual, 
es  siempre  mala:  la  vigorosa,  justiciera,  y  activa,  es 
siempre  buena;  pero  en  los  gobiernos  despóticos  vence- 
rá las  dificultades  con  el  terror,  en  los  monárquicos  pu- 
ros con  la  fuerza  de  la  autoridad,  en  los  constituciona- 
les con  la  de  la  ley,  y  en  los  republicanos  con  la  del  ma- 
gistrado. 
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Así  es  qae  el  sisíem;i  conslitiitivo  del  íroiiien.io  sn- 
premo,  se  v¿  constantemente  presidir  á  la  forma  de  la 
administración  pública.  En  la  edad  media  andalia  esta 
l-m  fraccionadA  y  confusa,  como  disputado  y  dislocado 
el  poder.  Guando  los  pne!)los  conseguían  libertades  por 
privilegio,  tanto  eran  administrativas  sus  franquicias  co- 
mo políticas:  cuando  aspiraron  los  reyes  á  consolidar  su 
autoridad,  procuraban  atraer  la  administración  á  con- 
centrarla en  su  mano:  y  cuando  la  libertad  se  hace  el  de- 
recho de  todo5,  á  todos  corresponda  participar  según  su 
capacidad,  así  en  la  administración  como  en  la  política, 
con  arreglo  á  la  naturaleza  y  constitución  del  gobierno. 
En  esa  Francia,  cuyas  vicisitudes  son  un  libro  abierto  á 
las  naciones  que  busquen  la  esperiencia  sin  pasar  por  los 
duros  trances  que  cuesta  el  adquirirla  por  sí,  todos  los 
gobiernos  que  se  han  sucedido  en  el  espacio  de  cuarenta 
años,  han  puesto  en  armonía  con  su  propia  esencia  y 
estructura  las  formas  administrativas  del  pais.  Y  los  go- 
biernos dominaron,  cada  cual  su  temporada.  La  asam- 
hléa  constituyente  arregló  la  administración  local  y  la 
provincial  ó  departamental,  por  medio  de  corporaciones 
populares;  la  convención  por  comisiones  de  vigilancia; 
el  terror  por  agentes  suyos;  el  directorio  le  dio  alguna 
consistencia;  el  consulado  abolió  la  elección  popular;  el 
imperio  adoptó  la  unidad  centralizadora;  la  carta  adelan- 
tó un  paso  hacia  la  escentralizacion  bajo  la  rama  primo- 
génita de  los  Borbones;  y  la  revolución  de  1830  es  la 
que  ha  proporcionado  un  franco  y  prudente  ensanche  á 
los  derechos  de  los  pueblos,  llamándolos  á  la  adminis- 
tración pública  por  la  oportuna  intervención  en  el  ma- 
nejo de  sus  negocios. 


Si  ílespnos  de  esto  se  observa  tjtie  el  poder  supremo 
mas  centralizado  es  el  que  se  cifra  sin  restricciones  en 
una  sola  persona,  y  que  á  medida  que  en  él  obtiene  in- 
tervención el  pais  designando  quienes  voten  las  leyes  « 
influyan  en  el  gobierno^  se  dilatan  sus  raices  por  el  ter- 
ritorio recibiendo  de  la  opinión  pública  su  fuerza  y  esta- 
bilidad, se  hallará  que  en  este  caso  esperimenta  una  es- 
pecie de  escentralizacion  de  su  anterior  autocracia,  tan- 
to mas  grande  cuanto  mas  cabida  adquiera  el  elemento 
popular.  Lo  mismo  sucede  en  administración,  con  la  di- 
ferencia de  que  los  efectos  de  su  escentralizacion  se  ad- 
vierten mas  prontamente  en  la  circunferencia,  porque  la 
institución*  municipM  necesita  íigurar  esencialmente  en 
el  orden  administrativo,  y  no  en  el  político. 

Con  tales  esclarecimientos  ya  es  tacil  probar  la  inexac- 
titud de  la  máxima  que  aconseja  centralizar  el  gobierno, 
y  escentralizar  la  administración. 

Si  por  gobierno  se  entiende  aquí  el  poder  supremo, 
y  este  está  centralizado  ó  se  centraliza,  se  dará  con  el 
absolutismo,  el  cual  á  buen  seguro  que  trueque  la  unidad 
por  las  formas  colectivas  en  administración,  y  menos 
que  la  abandone  á  discreción  de  los  pueblos. 

Si  lo  que  se  pretende  es  centralizar  en  la  monarquía 
constitucional  la  acción  gubernativa,  y  darle  fuerza  para 
atender  á  las  altas  miras  de  la  existencia  y  engrandeci- 
miento del  estado;  mal  se  conseguirá,  según  arriba  se 
dijo  en  general,  sin  los  medios  que  presta  una  adminis- 
tración bien  organizada  y  obediente. 

Si  se  ba  querido  en  fin,  conceder  al  gobierno  una  ad- 
ministración centralizada  y  fuerte  para  asegurar  el  cum- 
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piimiento  de  las  leyes  en  todas  partes,  y  escentralizar  ó 
cometer  á  los  pueblos  lo  concerniente  á  mejoras  mate- 
riales, y  á  las  intelectuales  hasta  cierto  punto,  todavía 
se  inciure  en  los  inconvenientes  que  se  tocan  en  las  fe- 
deraciones. El  bien  no  se  logra  sin  grandes  esfuerzos,  y 
sin  que  haya  quien  lo  promueva  con  eficacia  y  tesón,  á 
diferencia  del  mal  que  nace  y  se  deseuMielve  por  sí  so- 
lo; el  interés  individual  pugna  generalmente  con  los  in- 
tereses ágenos;  y  el  espíritu  de  asociación,  sobre  lo  tar- 
dío en  generalizarse,  especula,  mas  no  siempre  fecunda. 
¿Quién  ignora  que  la  obra  monumental  del  timnel  de  Lon- 
dres habría  quedado  sin  concluir  en  aquel  pais  clásico  de 
las  compañías  empresarias,  si  después  de  larga  inter- 
rupción no  hubiesen  acudido  los  fondos  del  estado  en  su 
auxilio?  La  empresa  de  buques  correos  ingleses  de  va- 
por á  las  indias  occidentales  que  acaba  de  establecerse 
¿no  se  sostiene  con  subsidios  del  gobierno?  Cuanto  mas 
se  complican  las  relaciones  entre  los  individuos  por  la 
multiplicidad  de  situaciones  debidas  al  desarrollo  indus- 
trial, cuanto  mas  se  siente  la  urgencia  de  resolver,  hasta 
el  punto  que  admiten  solución  legislativa,  los  problemas 
sociales,  de  organización  del  trabajo,  diminución  del 
pauperismo,  y  depuración  de  las  costumbres;  tanto  mas 
indispensable  es  la  acción  benéfica  de  un  gobierno  justo 
é  ilustrado,  para  procurar  el  bien,  para  suministrar  da- 
tos, formar  hombres  de  conocimientos  especiales,  diri- 
mir disputas,  allanar  dificultades,  ofrecer  estímulos,  bus- 
car colocación  á  los  productos,  é  intervenir  auxiliando 
de  una  manera  protectora,  suave,  y  paternal.  Lo  cual 
no  puede  hacerse  sin  el  contacto  de  la  administración. 
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Porque  tan  perniciosa  como  es  en  estos  asuntos  la  mano 
dura,  meticulosa,  c.injusta  de  un  mal  gobierno  que  des- 
truje y  esteriliza,  es  útil  y  apetecible  la  del  bueno,  que 
fertiliza  y  fomenta.  Y  en  la  monarquía  constitucional, 
ademas  de  estar  el  interés  del  gefe  del  estado  unido  siem- 
pre al  del  público,  se  han  procurado  combinar  todos  los 
medios  que  alcanza  la  prudencia  humana  para  impedir 
íjue  el  gobierno  sea  malo. 

De  lo  cual  se  infiere:  1."  que  la  administración  pú- 
blica debe  estar  centralizada,  en  cuanto  ha  de  obedecer 
al  impulso  del  gobierno,  trasmitiéndolo  á  todas  parles, 
con  carácter  de  autoridad  para  el  cumplimiento  de  las 
leyes  y  dirección  4e  los  intereses  generales,  y  con  el 
de  protección  y  estíraulo  respecto  de  los  píu:ticulares; 
2.°  que  es  viciosa  la  centralización  escesivij,  sea  por 
aglomerar  incumbencias  en  la  alta  administración,  sea 
por  privar  á  los  pueblos  de  intervenir  en  el  manejo  de 
sus  negocios;  y  que  es  igualmente  viciosa  la  esccntrali- 
zacion  administrativa,  que  traspasando  la  acción  á  las  lo- 
calidades, prive  al  gojjierno  de  la  intervención  y  dirección 
convenientes  para  el  mejor  servicio  del  estado;  3.°  cpie  el 
esceso  de  centralización  administrativa  es  propio  de  los 
gobiernos  absolutos,  y  su  falta  lo  es  de  las  federaciones 
republicanas;  y  que  todo  lo  que  tienda  á  enmendar  esos 
vicios  es  renunciar  á  la  rigidez  de  los  respectivos  princi- 
pios esenciales;  y  4.°  que  por  regla  general  donde  está 
verdaderamente  el  resorte  del  poder,  allí  está  también  la 
administración.  « 


Refutación   de  ejemplos   inconducentes. 

Todavía  es  posible  que  se  pretenda  sostener  la  sen- 
tencia cuya  falsedad  acaf3a  de  ser  demostrada;  alegando 
el  ejemplar  de  los  Estados-Unidos  americanos  y  el  de  In- 
glaterra, donde  se  ha  solido  suponer  la  administración 
localizada,  y  el  gobierno  central  enérgico,  poderoso,  é 
independiente;  mas  lo  que  causa  estrañeza  es,  que  en- 
tendimientos superiores  y  observadores  perspicaces  se 
hayan  equivocado  en  este  particular,  por  confundir  la 
fuerza  de  la  autoridad  con  la  fuerza  de  la  opinión  pública. 

En  los  Estados-Unidos  existe  se^iramente  la  mayor 
parte  de  la  administración  en  cada  estado,  ó  por  mejor, 
decir,  en  cada  localidad;  pero  allí  reside  también  lo 
esencial  del  poder,  pues  el  gobierno  central  es  necesa- 
riamente débil,  porque  así  lo  instituyóla  susceptibilidad 
republicana.  En  aquella  federación  ni  el  congreso  que 
legisla  y  gobierna,  ni  el  presidente  que  ejecuta,  cuidan 
mas  que  de  un  reducido  número  de  intereses  generales, 
por  medio  de  una  administración  no  menos  reducida:  la 
acción  del  poder  central  llega  hasta  donde  alcanzan  sus 
medios  administrativos.  El  dia  en  que  la  Union  haga  un 
grande  alarde  de  fuerza  en  defensa  de  su  honor  ó  de 
sus  intereses  materiales,  no  será  obra  de  una  centraliza- 
ción que  no  existe,  sino  que  será  la  esplosion  de  la  opi- 
nión pública,  reina  soberana  diseminada  en  el  país  y 
contada  por  cabezas,  que  concurre  á  influir  en  los  ne- 
gocios, y  cuyo  intérprete  es  el  gobierno.  Cuando  en  la 
antigua  liorna  no  podia  luiiformarse  esa  opinión  dentro 
de  sus  muros,  se  apelaba  en  momentos  críticos  a  la  dic- 


tarliirn,  qiie  era  tlar  la  luayor  reiitralizacion  posilile, 
aunque  temporalmente,  al  gobierno  y  á  la  adíuiíiistra- 
cion:  los  Estados-Unidos  son  demasiados  jóvenes  para 
haher  esperimentado  aun  serios  conílictos  de  esta  espe- 
cie en  su  marcha. 

En  Inglaterra  ,  nación  que  vive  de  tradiciones  ,  por- 
que las  instituciones  provienen  menos  de  la  lógica  y 
de  las  leyes  que  de  la  costumbre,  ni  está  tan  centrali- 
zado el  poder,  ni  tan  escentralizada  la  administración, 
como  gratuitamente  fe  supone.  En  medio  de  las  inco- 
herencias y  anomalías  que  aíli  se  advierten ,  hay  un 
correctivo  general ,  fruto  del  estudio  y  la  esperiencia, 
que  sirve  de  regulador  en  todos  ramos,  y  es  la  sana  ra- 
zón aplicada  casi  siempre  ,  aunque  no  esté  escrita  casi 
nunca.  La  tendencia  del  dia  es  á  ensanchar  paulatina- 
mente el  círculo  de  los  derechos  políticos  ,  como  conse- 
cuencia indispensable  de  todo  incremento  de  ilustración, 
hasta  donde  lo  consienta  el  temor  de  despertar  influen- 
cias revolucionarias  ,  y  á  organizar  la  administración 
pública,  llevándola  á  la  centralización  correspondiente 
á  aquella  clase  de  gobierno.  La  suerte  de  los  estados 
depende  de  tener  en  cada  época  hombres  proporciona- 
dos á  la  situación ;  y  en  Inglaterra  hay  una  clase  predo- 
minante ,  que  por  largo  espacio  ha  conocido  la  necesi- 
dad de  formailos  y  adiestrarlos  en  dos  campos,  dividi- 
dos por  una  débil  barrera.  La  habilidad  y  las  riquezas 
les  atraen  el  apoyo  de  la  opinión  púlilica  :  ellos  la  em- 
plean y  hasta  donde  alcanzan  la  dirioren  ;  y  este  orden 
de  cosas  no  es  el  (pie  menos  contribuye  al  aspecto  pe- 
culiar y  característico  que  ofrece  la  gobernación  de 
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aquel  país.  La  adoiinislracion  inglesa,  como  su  consti- 
tución política  ,  descansan  principalmente  en  esa  base, 
que  solo  allí  existe ,  y  cuyo  olvido  ó  cuya  inadvertencia 
han  comprometido  la  buena  intención  de  ágenos  imita- 
dores. Una  política  invariable  y  no  siempre  escrupulo- 
sa ,  de  engrandecimiento  ,  de  fomento  á  la  producción 
facilitándole  consumos ,  y  de  preponderancia  en  el  co- 
mercio apartando  rivalidades,  contenta  á  aquella  pobla- 
ción industriosa  ,  y  halaga  al  carácter  nacional  que  la 
prosperidad  ha  engreído.  Fuera  de  cuya  línea  no  hay 
gobierno  fuerte  ni  estable  en  Inglaterra ,  porque  no  está 
ni  puede  estar  constituida  su  acción  en  términos  de  po- 
seer medios  independientes  de  la  voluntad  general ;  una 
guerra  impopular  sería  imposible.  La  gran  fuerza  resi- 
de en  el  espíritu  público ,  en  los  recursos  de  la  nación, 
y  en  que  la  marcha  constitucional  consolidada  autoriza 
y  sanciona  las  buenas  prácticas  de  mando ,  abriendo  el 
camino  á  las  reformas  en  administración ,  y  consagran- 
do dogmas  que  respetan  los  partidos  que  hasta  acpii  han 
turnado  en  el  manejo  de  los  negocios.  Los  gobiernos  que 
tienen  la  conciencia  de  mirar  por  el  pais ,  son  mas  fuer- 
tes de  lo  que  á  veces  creen  ellos  mismos,  porque  el 
gobierno  es  una  necesidad  cpie  se  siente  cada  dia  y  en 
cada  hora. 

En  conclusión,  la  suma  centralización  del  poder  y 
de  la  administración  solo  existen  en  el  gobierno  absolu- 
to. Y  cuando  este  ensaya  á  mejorar  su  régimen  adminis- 
trativo, ya  á  impulsos  de  la  civilización,  ya  para  au- 
mentar con  la  producción  pública  las  rentas  del  estado, 
cuando  lo  esccntraliza  hasta  cierto  punto,  hasta  ese  mis- 
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rao  punió  se  introduce  la  tolerancia  política  ó  la  libertad 
de  hecho,  relajándose  la  doctrina  del  arbitrario  mando, 
porque  el  mundo  no  progresa  á  medias,  y  el  hombre 
que  produce  j  se  ilustra  se  posesiona  de  lo  presente, 
compara,  y  pone  el  pensamiento  en  el  porvenir.  La  su- 
ma escentralizacion  del  poder  y  de  la  administración  es- 
tán en  el  gobierno  republicano  y  especialmente  en  el  fe- 
derativo: sien  él  no  hubiere  administración  localizada  y 
bien  dispuesta,  tampoco  habrá  orden,  ni  fuerza,  y  la 
misma  libertad  será  mentida.  Y  la  centralización  del  po- 
der con  la  escentralizacion  de  la  administración,  no  es- 
tán en  parte  ninguna.  Si  alguna  vez  se  creyese  divisarlas 
no  seria  mas  que  muy  transitoriamente. 

Toda  forma  de  gobierno  admite  buena  administración. 


Lo  cual  no  quiere  decir  que  la  buena  administración 
sea  producto  esclusivo  de  esta  ó  aquella  forma  de  go- 
bierno, puesto  que  la  razón  indica  y  la  historia  demues- 
tra, que  á  unas  y  á  otras  les  ha  tocado  prosperar  ó  de- 
caer, asi  en  el  régimen  interior  como  en  su  considera- 
ción esterior ,  y  dominar  ó  ser  dominadas,  según  varia 
combinación  de  sucesos,  en  que  han  tenido  no  menos 
parte  que  los  elementos  que  en  sí  abrigaban,  los  que  se 
desarrollaban  en  las  naciones  vecinas.  Porque  otra  sería 
la  historia,  si  otros  hubiesen  sido  los  periodos  en  que 
aparecieron  los  hombres  destinados  á  trastornar  en  di- 
versos  sentidos  la  faz  del  mundo.  En  toda  clase  de  go- 
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bierno  cabe  biifeua  y  mala  adininistracioii,  porque  en  to- 
das es  posible  legislar,  ó  no,  seííim  las  necesidades  del 
pais,  ordenar  la  sociedad,  y  proveer  al  cumplimiento  de 
las  leyes.  Sin  embargo,  como  los  censores  y  modera- 
dores de  la  administración  pública  son  los  hombres  lla- 
mados directa  ó  indirectamente  á  tomar  parte  en  la  for- 
mación de  las  leyes,  que  en  la  monarquía  absoluta  es 
uno  solo,  en  la  república  son  todos,  y  en  la  monarquía 
constitucional  se  aspira  á  que  sean  los  capaces;  en  este 
último  sistema  es  donde  el  entendimiento  encuentra  me- 
jores y  mas  sólidas  prendas  de  acierto,,  como  tempera- 
mento equidistante  de  estremos  peligrosos  en  el  presen- 
te estado  de  la  civilización  y  las  ideas. 

La  razonable  centralización  administrativa  es  el  ins- 
tinto de  la  nacionalidad:  es  en  las  masas  el  profundo  sen- 
timiento de  la  necesidad  del  orden,  y  en  los  individuos 
la  conciencia  de  la  debilidad  de  cada  uno  y  de  la  fuerza 
de  todos.  En  ella  está  la  independencia  del  territorio,  la 
autoridad  del  gobierno,  y  la  libertad  de  los  pueblos. 
Porque  no  es  la  centralización  despótica  la  que  conviene 
á  las  naciones,  sino  la  atracción  y  consiguiente  conver- 
gencia de  los  esfuerzos  en  el  sentido  de  la  utilidad  co- 
mún; de  manera  que  si  toda  escentralizacion  política  su- 
pone bastante  ilustración  y  patriotismo  en  los  ciudadanos 
influyentes  para  aunar  sus  conatos  hacia  la  regularizacion 
y  mejora  de  la  marcha  del  poder  supremo,  taud)ien  la 
escentralizacion  administrativa  supone  la  necesaria  inte- 
ligencia y  probidad  para  que  los  llamados  por  elección 
popular  á  participar  en  la  dirección  de  los  intereses  es- 
p(j^iaies,  llcuen  sus  funciones  sin  perder  de  vista  los  m- 
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tereses  de  la  generalidad.  Asi  se  diseinina  el  poder  mo- 
ral sin  debilitarlo,  antes  bien  lortalccióndolo;  asi  los  j)e- 
lifiros  de  la  escentralizacion  se  disminuyen  ó  desaparecen 
ante  la  común  convicción  de  que  el  romper  la  unidatl  do 
miras  administrativas  es  renunciar  al  porvenir  del  pais. 
El  gobierno  central  no  ha  de  ser  invasor,  pero  debe  te- 
ner la  suiiciente  autoridad  para  evitar  y  corregir  los  abu- 
sos de  todos  los  funcionarios  administrativos,  cualquiera 
que  sea  su  procedencia  ó  delegación:  autoridad  mas  enér- 
gica en  las  naciones  de  tendencias  fraccionarias  ó  provin- 
ciales, y  de  irregularidad  de  antecedentes  en  el  ejercicio 
de  la  acción  municipal.     Si  para  venceV  la  inerciu  de  las 
localidades  en  la  via  de  la  perfección  social  se  ha  menes- 
ter en  el  gobierno  un  activo  y  constante  impulso,  ¡cuán- 
to mayor  no  habrá  de  ser  cuando  no  abunden  en  ellas 
los  hábitos,  la  decisión,  y  la  aptitud!  En  no  haberse 
comprendido  bien  estas  verdades,  consiste  el  corto  pro- 
greso, ó  sea  el  atraso  de  algunas  naciones.  Concentrar 
prudentemente  la  luz  es  darle  mayores  reflejos;  dividir 
las  fuerzas  es  debibtarlas;  buscar  libertad  es  preparar 
orden;  desear  un  pueblo  moral  es  desearlo  arreglado  con 
im  gobierno  fuerte;  y  querer  gobierno  fuerte  es  querer- 
lo central.     Huir  empero  de  los  estreñios  viciosos,  es 
condición  esencial  del  equilibrio  de  las  fuerzas  activas  y 
pasivas  de  la  sociedad. 
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La  adminisitracion  es  el  apoyo  de  los  gobiernos. 


El  gobierno  forma  la  administración,  pero  la  admi- 
nistración sostiene  á  ios  gobiernos.     Por  manera  que  un 
sistema  de  gobierno,  sea  el  que  quiera,  puede  conside- 
rarse en  el  aire,  si  no  consigue  fundar  una  buena  admi- 
nistración. Y  al  contrario,  en  un  pais  bien  administra- 
do subsistirá  por  cierto  espacio  de  tiempo  el  gobierno, 
aun  cuando  decayese  y  dejase  que  desear.  De  donde. 
se  infiere  que  si  alguna  máxima  se  pudiera  sentar,  ^n 
caso  de  admitirse  la  discrepancia  entre  la  marcha  del 
poder  supremo  y  la  de  la  administración,  seria  la  con- 
traria á  la  que  hemos  combatido,  y  consistiria  en  cpie, 
cualquiera  que  sea  la  escentralizacion  del  sistema  de  go- 
bierno, conviene  conservar  arreglada,  compacta,  y  pru- 
dentemente   centralizada  la  administración.   Nosotros, 
sin  embargo,  repugnamos  tal  discrepancia,  portpie  ¿có- 
mo se  concibe  la  larga  existencia  de  un  gobierno  débil  y 
descuadernado,  simultáneamente  con  la  de  una  adminis- 
tración emanada  de  él,  firme  y  ordenada?  ¿Cómo  un 
gobierno  hábilmente  combinado  y  dirigido,  dejarla  de 
plantear  una  administración  bien  entendida?  Los  efectos 
son  consiguientes  á  las  causas. 

Cierto  es  que  en  las  naciones  ya  adelantadas  y  prác- 
ticas en  materia  de  política  y  administración,  cuanto  ma- 
yor parte  alcanza  el  elemento  democrático  en  el  derecho 
y  ejercicio  de  la  censura  gubernativa,  con  natural  tenden- 
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cia  á  la  relajación  de  los  vínculos  sociales,  tanta  mas  se- 
guridad y  latitud  se  dan  por  el  raciocinio  de  los  hom- 
bres pensadores  y  por  el  instinto  de  la  conservación  ge- 
neral, á  la  acción  espedita  y  enérgica,  bien  que  respon- 
sable, del  gobierno.  A  este  punto  de  suave  reacción 
llega  tarde  ó  temprano  la  monarquía  constitucional,  sino 
ha  de  ser  símbolo  de  completa  impotencia.  Mas  la  ac- 
ción del  gobierno  se  prepara  y  conduce  en  ella  por  una 
administración  fundada  en  el  raistíio  principio.  Que 
por  grave  error  ha  de  estimarse  la  suposición  de  que  la 
monarquía,  por  estar  acompañada  de  formas  representa- 
tivas, se  halle  condenada  á  ser  una  institución  vacilante 
y  efímera,  y  como  tal  no  mas  que  consentida  y  tolera- 
da temporalmente.  Asi  considerada,  no  seria  forma  ad- 
misible de  gobierno.  Si  en  naciones  poco  preparadas 
para  novedades  pohticas  son  estériles  y  aflictivas  las 
épocas  de  transición  á  la  libertad,  porque  las  costum- 
bres, los  intereses,  y  las  pasiones  se  chocan  producien- 
do una  subversión  comparaljle  con  *cl  caos,  mas  tarde 
vienen  la  esperiencia  y  la  ilustración  á  aleccionar  á  los 
reyes  y  á  los  pueblos,  y  á  hacerles  aceptar  los  princi- 
pios ó  axiomas  sobre  que  debe  asentarse  la  sociedad  en 
su  nuevo  estado,  pocos,  pero  sagrados  é  inalterables.  Si 
los  reyes  quieren  subsistir,  han  de  ser  buenos;  si  los 
pueblos  desean  prosperar,  han  de  tener  juicio.  La  mo- 
narquía constitucional,  dejando  ahora  el  investigar  su  le- 
jano porvenir,  es  susceptible  de  tanto  concierto,  firmeza, 
y  dignidad  en  la  parte  política,  como  de  regulai'idad,  vi- 
gor, y  justificación  en  la  administrativa,  sin  que  la  opi- 
nión pública  las  perturbe  de  necesidad,  aun  en  sus  mo- 
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mentáneas  sobre-escitaciones,  sino  qiie  al  contrario  puo- 
da  servirles  de  estímulo  y  de  verdadero  apoyo.  Cuan- 
do no  van  asi  las  cosas  en  la  monarquía  constitucional, 
es  que  no  se  entienden  ó  no  se  cumplen  sus  condiciones. 
Lo  dificilísimo  es  el  que  en  un  pais  mal  administra- 
do, desordenado  ademas,  y  subvertido  por  el  re^^ntino 
tránsito  á  las  instituciones  representativas,  se  establezca 
una  reforma  radical  y  acertada  de  su  administración  ó 
de  su  economía  social,  porque  es  concluir  por  donde 
fuera  fortuna  haber  empezado.  Este  arduo  problema  es, 
sin  embargo,  el  que  hay  que  resolver  en  Espaíia,  gran- 
de y  singular  espectáculo  á  la  atención  del  resto  del 
mundo. 


Admimstracion  en  la  monarquía  constitucional. 


La  monarquía  constitucional  sirve  esencialmente  pa- 
ra mejorar  lo  ya  establecido.  Procura  evitar  los  inconve- 
nientes de  los  gobiernos  absolutos  y  de  los  democráticos, 
apropiándose  sus  respectivas  ventajas,  y  combinando  la 
rapidez  de  la  ejecución  con  la  madurez  de  las  delibera- 
ciones; da  autoridad  preeminente  á  la  razón  esclarecida 
por  la  discusión  libre;  y  siguiendo  los  consejos  de  la 
prudencia,  aspira  menos  que  á  una  ilusoria  perfección 
precipitada,  á  ir  corrijiendo  imperfecciones. 

.En  ella  la  administración  pública  lleva  impreso  el 
mismo  sdlo  y  carácter:  cualquier  esceso  en  su  objeto  y 


pn  sus  medios  traerla  funestas  consecuencias.  Si  la  ad- 
ministración propendiese  á  ostentación  de  fuerza,  á  lujo 
de  mando,  á  estremada  concentración  de  facultades,  in- 
troduciría en. un  gobierno  libre  los  andamios  del  absolu- 
tismo: si  por  el  contrario  tomase  por  divisa  la  debilidad, 
ó  abandonase  á  los  individuos  el  cuidado  de  las  cosas 
que  ella  debe  manejar,  dejarla  prevalecer,  no  ya  la  re- 
pública, sino  la  anarí{uía  en  la  sociedad.  Con  la  cons- 
titución del  estado  ha  de  ponerse  en  armonía  la  adminis- 
tración del  pais  por  medio  de  leyes  orgánicas,  dando  su 
lugar  á  las  costumbres,  carácter,  y  actual  ilustración  de 
los  habitantes,  y  advirtiendo  que  por  querer  avanzar  de- 
masiado, suele  hacerse  muy  poco,  y  que  á  los  sucesivos 
legisladores  corresponderá  mas  adelante  seguir  con  nue- 
vas leyes  el  movimiento  moral  é  intelectual  de  la  gene- 
ración venidera.  Las  sociedades  no  caminan  con  la  mis- 
ma rapidez  que  la  imaginación  de  los  reformadores,  y 
es  muy  peligroso  el  sustituir  cualquier  genero  de  altera- 
ción violenta  á  la  acción  bienhechora,  pacífica,  y  pau- 
sada de  -las  ideas.   Las   mismas  instituciones  políticas 
y  administrativas  que  vivifican  y  fortalecen  la  gran  repú- 
blica del  norte  de  América,  están  apocando  y  destruyen- 
do las  demás  repúblicas  de  aquel  continente,  solo  por  la 
diferencia  de  civilización,  de  índole,  y  de  preparación 
de  unos  y  otros  moradores. 
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Advertencias. 


Para  pasar  de  estas  consideraciones  generales  á  h 
sucinta  esposicion  de  los  principios  de  la  ciencia  admi- 
nistrativa, solo  falta  que  hacer  dos  advertencias. 

En  primer  lugar,  nos  ocuparemos  de  la  administra- 
ción pública  con  relación  á  la  monarquía  constitucional 
española.  Los  principios  son  constantes,  porque  la  ac- 
ción social  que  determinan  y  regularizan  se  dirige  siem- 
pre al  mismo  fin:  mas  la  aplicación  ha  de  acomodarse  á 
la  naturaleza  de  las  instituciones  políticas,  con  las  cua- 
les no  cabe  antagonismo.  Y  si  el  tratar  estas  materias, 
solicitar  su  discusión,  y  propagar  sus  nociones,  puede 
ser  de  utilidad  ofreciendo  un  sistema  perpcetible  á  la 
buena  razón  del  país,  justo  y  conveniente  es  que  ponga- 
mos la  intención  y  la  vista  en  el  nuestro. 

En  segundo  lugar,  observaremos  que  entre  la  di- 
versidad de  combinaciones  que  se  han  ideado  para  or- 
ganizar políticamente  un  estado,  donde  cabe  tanta  latitud 
de  opiniones,  según  los  alcances  ó  los  intereses  de  cada 
individuo,  hay,  sin  embargo,  bastante  esperiencia  acu- 
mulada en  beneficio  del  género  humano,  para  que  sean 
universalmente  recibidas  y  acatadas  las  doctrinas  que 
sirven  de  refugio  á  la  sociedad  contra  el  abuso  de  uno  y 
los  abusos  de  muchos.  La  ambición,  el  fervor,  los  de- 
seos espresados  según  el  temple  de  los  individuos,  el 
mismo  anhelo  del  bien  que  se  divisa  ó  cree  divisar  cer- 
cano, resultan  impotentes  ó  perjudiciales  si  los  esfuerzos 
combinados  se  empeñan  fuera  del  camino  que  guia  al 
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scierto:  cuanto  mayor  sea  la  vehemencia,  tanto  mas  tras- 
cendental vendrá  á  reconocerse  tardíamente  el  estravío. 
Determinadas  las  condiciones  de  cada  forma  de  gobierno, 
el  aceptar  sns  consecuencias  es  cordura,  y  el  dominar 
los  ímpetus  del  entusiasmo  es  patriotismo,  porque  sien- 
do las  instituciones  políticas  un  medio,  á  la  mejora  social 
no  se  llega  sino  lentamente,  con  decisión,  con  perseve- 
rancia, con  rectitud  de  corazón,  con  paciencia. 

Nada  es  mas  fácil  que  la  exageración;  nada  mas  có- 
modo que  la  formación  de  teorías  estremadas;  nada  mas 
holgado  que  la  proclamación  de  sistemas  sencillísimos  de 
gobierno  y  administración  hechos  á  medida  del  deseo, 
y  exentos  de  todo  inconveniente;  mas  á  semejantes  con- 
cepciones, hijas  de  la  ilusión  é  inesperiencia,  cuando  no 
son  pretestos  á  miras  ambiciosas,  ha  de  tocarles  pasar 
del  dominio  de  la  filosofía  al  de  la  codificación,  ha  do 
llegarles  su  dia  de  prueba  y  de  castigo,  que  es  el  de  la 
práctica.     Nada  mas  usual  en  tiempos  de  pasiones,  que 
el  acusar  y  denostar  los  hombres  ilusos  y  exagerados  á 
los  de  mayor  ilustración  y  cordura,  presentándolos  co- 
mo egoístas,  que  por  propio  y  punible  interés  guardan 
y  ocultan  en  otra  caja  de  Pandora  la  igualdad,  la  liber- 
tad, la  felicidad  de  los  pobres  y  sacrificados  pueblos;  mas 
llegan  las  ocasiones  del  asalto,  ábrense  las  puertas  de  la 
caja  por  manos  violentas  y  desatentadas,  y  lo  que  de  allí 
sacan,  y  lo  que  de  allí  reparten  y  desparraman,  es  lo 
que  ellos  no  presumían  en  su  ceguedad,  el  mal,  el  des- 
orden, la  injusticia,  la  miseria,  la  tiranía,  y  por  último 
la  lección  del  escarmiento.  Si  los  sistemas  desacertados 
no  Sí;  desacreditasen,  ¿dónde  estaría  la  verdad?  Y  si  des- 
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acreditados  no  desapareciesen,  ¿dónde  estarla,. no  ya  la 
razón,  sino  el  mero  instinto  del  género  humano? 

En  administración,  que  es  ciencia  de  aplicaciones  y 
métodos,  son  aun  menos  admisililes  los  raptos  de  la  ima- 
ginación, y  menos  disculpables  los  descarríos.  Fundada 
en  el  conocimiento  del  corazón  del  hombre,  y  en  el  es- 
tudio de  las  necesidades  públicas,  su  misión  es  satisfa- 
cerlas sin  distinción,  conservar  la  armonía  que  convie- 
ne á  la  sociedad,  y  auxiliai'la  para  que  mejorándose  pros- 
pere. Arraigada  una  buena  administración,  no  nos  can- 
saremos de  inculcarlo,  poco  afectan  al  estado  las  osci- 
laciones de  la  discusión  política :  al  contrario,  sin  buena 
administración  las  sacudidas  políticas  se  traducen  por. 
trastornos  sociales. 

,,Dejad  hacer"  dicen  los  cjiíe  llevando  al  campo  de 
la  administración  sus  teorías- exageradas  en  política,  pre- 
tenden confiar  al  interés  individual  el  arreglo  de  los 
otros  intereses  que  le  son  opuestos.  ^,Hacedlo  todo"  di- 
cen por  el  contrario  los.  que  intentan  introducir  la  ac- 
ción del  gobierno  hasta  en  los  mas  sencillos  pormeno- 
res, sin  conceder  á  los  pueblos  ni  á  los  individuos  liber- 
tad, estímulo,  ni  recompensa.  Todos  los  estremos  son  vi- 
ciosos, y  ágenos  de  la  monarquía  constitucional,  en  que 
tanto  lugar  tienen  los  términos  medios.  Los  principios 
administrativos  con  aplicación  á  ella,  vamos  á  procurar 
enunciarlos,  los  que  están  reconocidos,  por  fecundos,  los 
í|ue  han  logrado  reunir  el  asentimiento  y  aprobación  de 
la  gcncrahdad  de  los  hombres  pensadores  y  juiciosos 
del  mundo  civilizado. 


CAPITULO  n. 


ATRIBUCIOPiBS    DE  LA  ADMINISTRACIÓN. 


Servicios  públicos. 


Administrando  se  lleva  con  regularidad  el  conjunto 
de  los  servicios  públicos.  Estos  servicios  determinan  la 
jtiaiería  administrativa,  en  la  cual  figuran  los  individuos 
como  partícipes  en  las  cargas  y  goces  comunes. 

Los  servicios  públicos  que  determinan  la  materia 
administrativa,  corresponden  á  las  diversas  necesidades 
colectivas  ó  sociales.  Estas  se  multiplican  con  la  civili- 
zación, y  se  refieren,  ó  á  la  vida  material  de  los  pue- 
blos, ó  á  su  vida  moral  é  intelectual. 

Los  intereses  que  surgen  de  las  necesidades,  y  en 
!a  sociedad  se  agitan,  son:  de  individualidad,  de  familia, 
de  asociaciones  voluntarias,  de  comunidades  creadas  por 
la  división  del  territorio,  de  nacionalidad,  de  civiliza- 
ción, y  de  humanidad. 

A  poco  que  se  examinen  los  intereses  materiales  é 
inmateriales,  se  encontrará  (jue  tienen  íntimo  enlace  y 
mutua  dependencia.  El  trabajo  que  crea  valores,  mejora 
también  las  costumbres,  al  paso  que  los  preceptos  de  la 
sana  moral  y  el  progreso  intelectual  hacen  mus  lie  vade- 
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ro  y  productivo  el  trabajo.  Pero  unos  y  otros  intereses 
estriban  en  la  base  común  de  la  seguridad  ó  de  la  pro- 
funda convicción  que  asiste  al  hombre  de  que  no  será 
menoscabada  la  libertad  que  le  conceden  las  leyes  res- 
pecto á  su  persona,  su  propiedad,  su  industria,  y  sus 
opiniones.  Y  como  la  seguridad  del  individuo  depende 
del  orden  público,  ó  del  estado  normal  procedente  de 
la  regular  y  exacta  observancia  de  las  leyes,  se  sigue  que 
el  orden  público  es  mas  que  un  interés  social,  porque  es 
la  salvaguardia  de  todos  los  intereses  legítimos,  es  con- 
dición precisa  de  la  existencia  de  la  sociedad. 

Asi  es  que  al  distribuir  y  clasificar  la  materia  admi- 
nistrativa, primero  se  ofrece  á  la  imaginación  la  idea  del 
orden  público,  que  la  de  dirección  y  fomento  de  los  in- 
tereses generales  y  particulares,  porque  antes  es  existir 
que  prosperar.  No  porque  dejen  de  tener  conexión  am- 
bas ideas,  sino  porque  siendo  imposible  la  simultaneidad 
en  su  esposicion,  alguna  sucesión  ha  de  establecerse  pa- 
ra proceder  con  método. 


Conservación  de  la  sociedad  respecto  del 
esterior. 


La  sociedad  se  conserva  y  se  mejora. 

Considerada  la  conservación  ordenada  de  la  socie- 
dad dentro  déla  órbita  de  la  administración,  se  encon- 
trará que  á  esta  competen  los  medios  adecuados  á  su 
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objeto,  de  hacer  respetar  el  país  en  el  esterior,  y  de 
guardar  los  derechos  de  todos  en  el  interior. 

Para  lo  primero  necesita  el  estado  aparecer  fuerte, 
próspero  y  leal,  pues  nada  atrae  tanto  el  respeto  como 
el  ser  respetable.  Hoy  está  amortiguado  ó  disimulado  el 
espíritu  de  conquista  entre  las  naciones  de  Europa,  aun- 
que sus  exorbitantes  ejércitos  siguen  en  pié  como  eu 
orden  de  parada  causando  gastos  superfinos :  el  único 
desahogo  que  se  toma  tal  cual  gobierno  mas  audaz,  es 
el  de  sacudir  á  cañonazos  á  las  naciones  menos  fuertes, 
sea  porque  no  quieren  comerciar  á  gusto  ageno,  sea 
para  establecer  puntos  de  apoyo  á  mas  remota  y  previ- 
sora ambición.  No  hay  guerras  abiertas;  pero  sí  una 
gran  lucha  industrial,  en  que  los  estados  pequeños  sir- 
ven de  pedestal  á  los  grandes:  lucha  de  intereses  mate- 
riales, donde  los  principios  políticos  se  arrojan  como 
amenaza,  donde  las  máximas  de  caridad  suelen  servir 
de  antifaz  al  egoísmo,  y  donde  no  se  busca  el  dominio, 
sino  el  esquilmo  délos  otros  pueblos. 

Las  relaciones  entre  los  estados  consisten:  ó  en  el 
cumplimiento  do  tratados  y  observancia  del  derecho  de 
gentes,  que  son  actos  administrativos,  ó  en  negociacio- 
nes, que  son  gestiones  diplomáticas,  dirigidas  por  el  go- 
bierno con  objeto  de  hacer  nuevos  tratados,  y  promover 
en  todos  sentidos  lo  que  mas  convenga  al  país.  Para  que 
les  sirva  de  preparación  y  base,  estudia  ó  debe  estudiar 
toda  administración  los  diferentes  intereses  públicos,  y 
señala  con  tiempo  las  transacciones  y  permutas  favora- 
bles á  la  industria,  apercibiéndose  para  promover  opor- 
tunamente lo  de  conveniencia  recíproca,  y  para  sustcu- 


tar  con  enerjía  lo  de  justicia  y  de  honor  nacional;  qiio 
no  hay  peor  negociación  que  la  que  se  entabla  en  acti- 
tud suplicante.  Desgraciadamente,  mientras  que  en  el 
anhelo  general  de  estipulaciones  mercantiles  no  haya 
tribunal  dondelas  naciones  ventilen  sus  pleitos,  los  tra- 
tados entre  iguales  podran  ser  mutuamente  cumplidos, 
mas  los  entre  desiguales  solamente  obligarán  al  débil 
hasta  arruinarlo. 

En  defensa  del  honor  y  los  intereses  vienen  las 
fuerzas  militares  de  mar  y  tierra.  Las  primeras  son  las 
mas  esenciales  en  las  naciones  marítimas,  tanto  para  la 
eficaz  protección  del  comercio  en  todo  el  globo,  como 
para  la  conservación  de  sus  provincias  ó  posesiones  le- 
janas, y  para  la  defensa  del  pais  ó  ataque  del  enemigo. 
El  derecho  marítimo  adquiere  cada  dia  mayor  importan- 
cía:  en  la  mar  se  encuentran,  se  rozan,  y  se  cruzan  las 
naciones,  y  allí  se  decidirán  de  hoy  mas  sus  principa- 
les disputas.  La  fuerza  terrestre  tiene  por  primer  obje- 
to esterior  la  guarda  del  territorio,  y  el  sosten  de  la  dig- 
nidad nacional. 

A  la  administración  corresponde  necesariamente  el 
cuidado,  ya  de  un  modo  general,  ya  de  un  modo  espe- 
cial, de  llenar  los  cuadros  del  ejército  y  armada,  de  la 
discipUna  militar,  y  de  los  movimientos  de  las  tropas  y 
escuadras;  atendiendo  al  material,  como  al  personal,  á 
los  institutos  ó  armas,  á  la  justicia  en  delitos  militares, 
á  los  prisioneros  de  guerra,  á  las  plazas  fuertes  y  puer- 
tos con  sus  servidumbres,  á  los  ascensos  y  retiros,  á  los 
hospitales,  transportes,  y  provisiones,  y  al  orden  y  po' 
licía  de  la  navegación  y  pesca  en  el  mar. 
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Conservación  de  la  sociedad  respecto  del 
interior. 


Enumerados  brevemente  los  medios  de  conservación 
social  respecto  al  esterior,  consideremos  los  queconcier- 
iien  al  interior. 

La  fuerza  pública  como  materia  administrativa,  es 
mera  auxiliar  de  la  autoridad  civil.  Ala  autoridad  toca  re- 
querir y  emplear  la  fuerza,  siempre  que  sea  necesaria 
para  el  cumplimiento  de  las  leyes,  ó  lo  que  es  lo  mismo 
para  el  mantenimiento  del  orden  público.  Dos  son  los 
principales  fines  de  la  fuerza  armoda :  reprimir  los  deli- 
tos privados,  y  comprimir  los  delitos  y  desmanes  públi- 
cos. Para  el  primero  sirven  mas  especialmente  los  esco- 
peteros ó  fusileros,  la  gendarmería,  ú  otra  fuerza  de  se- 
guridad pública;  y  para  el  segundo  la  guardia  cívica  ó 
nacional,  que  debe  componerse  de  ciudadanos  realmen- 
te interesados  en  la  tranquilidad  y  buen  orden,  y  en  evi- 
tar todo  linagede  escesos.  Al  mismo  fin  contribuyen  en 
caso  necesario  las  tropas  del  ejército. 

De  la  administración  es  levantar,  instruir,  y  utilizar 
todas  estas  fuerzas  en  el  sentido  de  su  respectivo  institu- 
to. Si  el  ejército  se  emplease  en  tiempo  de  paz  en  cons- 
truir caminos,  abrir  canales,  y  hacer  otras  obras  públi- 
cas, dejaría  de  ser  una  carga  pesadísima  á  los  pueblos, 
y  de  dificultar  en  las  naciones  grandes  é  imposibilitar 
en  las  pequeñas  todo  arreglo  económico,  y  la  re.aliza- 
cion  de  todo  considerable  proyecto  de  prosperidad.  Si 
al  menos  se  ilustrase  debidamente,  sería  un  vehículo  de 
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nociones  útiles  que  llevasen  los  soldados  cumplidos  á  sus 
pueblos,  adquiridas  con  el  estudio  y  con  variada  obser- 
vación. Y  si  la  necesidad  quede  mucho  tiempo  atrás  se 
ha  reconocido  en  España  de  crear  algunas  compañías 
provinciales  para  perseguir  malhechores,  hubiese  sido 
bien  apreciada,  podría  haberse  uniformado,  mejorado, 
y  estendido  esta  institución,  útilísima  cuando  se  la  sabe 
establecer  como  fuerza  civil  de  policía,  para  auxiliar  á 
las  autoridades,  y  para  no  fatigar  escesivamente  á  la  rai- 
hcia  nacional  con  un  servicio  que  algún  dia  se  le  hará 
pesado,  ni  al  ejército  distrayéndole  de  sus  hábitos  de 
orden  y  de  disciplina. 

La  justicia  es  otro  gran  medio  de  conservación  so- 
cial, pues  sin  ella  no  pudieran  permanecer  reunidos  los 
hombres.  La  autoridad  judicial  arréglalos  intereses  pri- 
vados, aplicando  la  ley  en  lo  civil  y  criminal,  con  in- 
dependencia para  los  magistrados  en  sus  funciones,  aun- 
que siempre  deben  estar  sujetos  á  responsabilidad  en 
casos  de  prevailcacion  y  *de  infracción  de  ley.  Materia 
administrativa  es  también,  y  muy  importante,  el  arre- 
glo equitativo  de  los  intereses  privados  contrapuestos  á 
los  públicos. 

Incumbe  á  la  administración  organizar,  y  según  las 
leyes  vigilar  al  orden  judicial  en  toda  su  estension;  mos- 
trarse parte  en  representación  de  la  sociedad  por  el  mi- 
nisterio público,  mal  llamado  fiscal  entre  nosotros,  para 
restablecer  la  tranquilidad  pública  alterada,  para  com- 
probar, perseguir  y  hacer  castigar  los  delitos  y  críme- 
nes, para  proteger  á  individuos  ó  establecimientos  des- 
validos, y  para  defender  los  intereses  comunes  ó  el  pa- 
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irimonio  del  estado;  y  en  fin  le  toca  prestar  maiio  fuer- 
te para  la  cjeciiciou  de  las  sentencias. 

La  conservación  de  la  sociedad  por  medio  de  la  jus- 
ticia y  la  fuerza,  supone  la  hacienda  pública,  que 
subvenga  á  aquellos  gastos,  así  como  á  todos  los  demás 
del  estado.  Las  contribuciones  que  forman  las  rentas, 
deben  ser  generales,  que  no  admitan  escepcion;  propor- 
cionadas, que  se  repartan  á  los  individuos  según  sus 
haberes;  necesarias,  que  no  graven  mas  que  hasta  cu- 
brir las  obligaciones;  y  sencillas,  que  cuesten  poco  de 
recaudar,  y  no  originen  sin  necesidad  vejamen  ni  mor- 
tificación. 

La  materia  imponible,  la  naturaleza  de  los  impues- 
tos, y  su  influencia  sobre  la  propiedad  y  sobre  la  indus- 
tria, son  objeto  de  estudio  para  la  administración,  que 
ha  de  formar  los  presupuestos  generales  de  ingresos  y 
gastos,  que  hace  efectivas  las  rentas,  maneja  el  tesoro 
público,  cubre  las  atenciones  pecuniarias  de  todos  los 
servicios,  acuña  la  moneda,  y  cuida  de  las  aduanas,  y 
de  cuanto  pueda  proporcionar  aumento  de  caudales. 

Finalmente',  hay  otro  elemento  de  conservación  so- 
cial en  las  atribuciones  de  la  administración,  una  institu- 
ción que  planteada  en  todas  partes  de  una  ú  otra  manera, 
tiene  por  objeto  prevenir  ó  refrenar  el  crimen,  tranqui- 
lizar á  la  inocencia,  y  evitar  la  alteración  del  orden  ma- 
terial: es  la  policía  de  seguridad.  Desacreditada  entre 
nosotros,  fraccionada,  y  maleada  como  tantas  otras  co- 
sas que  pudieran  ser  buenas,  anda  vergonzante,  infor- 
me, y  cambiando  de  nombres,  sin  existencia  regular,  y 
propia  por  eso  mismo  para  el  daño  antes  que  para  el 
provecho. 
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Los  que  no  observan  cuidadosamente  la  marcha  de 
la  civilización,  ni  ven  los  gérmenes  de  corrupción  que 
se  desarrollan  á  su  sombra,  están  muy  distantes  de  ima- 
ginar lo  que  tiene  que  velar  la  administración  para  que 
ellos  vivan  y  descansen  sin  recelo.  Los  robos,  los  sal- 
teamientos, los  asesinatos,  los  disturbios,  las  conspira- 
ciones, y  los  insultos,  no  se  contienen  sin  que  haya 
quien  profesionalmente  se  les  anticipe  y  les  salga  al  en- 
cuentro, á  no  ser  que  pretenda  hacerse  del  terror  ó  de 
los  golpes  de  estado  un  medio  de  gobierno,  medio  mo- 
mentáneo, ineficaz,  é  incompatible  con  la  verdadera  justi- 
cia. La  mala  policía,  altanera,  opresora,  y  arbitraria, 
es  ciertamente  una  calamidad  insoportable;  pero,  ¡no  ha 
de  irle  llegando  á  cada  nación  el  dia  de  la  templanza,  de 
la  imparcialidad,  del  criterio,  siquiera  tras  prolongados 
tiempos  de  padecer  y  desengañarse!  Porque  nada  es 
mas  desconsolador;  que  el  que  los  pueblos  vean  motivos 
de  escándalo,  en  donde  debieran  esperar  actos  continuo» 
de  justificación  y  delicadeza. 


Mejora  de  la  sociedad. 


Hasta  aquí  la  materia  administrativa  por  lo  tocante  á 
la  conservación  de  la  sociedad,  en  que  concurren  con  la 
administración  civil  todas  las  administraciones  especia- 
les: resta  enumerar  loque  se  refiere  á  su  mejora.  Esta 
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corresponde  en  su  totalidad  á   la  administración  civil, 
rozándose  únicamente  con  el  ramo  de  hacienda. 

Respecto  á  la  material  existencia,  ninguna  interven- 
ción directa  deben  los  individuos  esperar  de  la  sociedad, 
que  tan  solo  protección  y  estímulo  puede  dispensarles. 
Asegurado  el  orden  público,  basta  el  deseo  natural  en 
el  hombre  de  adelantar,  para  escitarle  á  trabajar  activa- 
mente, resultando  del  concurso  de  los  esfuerzos  indivi- 
duales el  progresivo  acrecentamiento  de  la  prosperidad 
general. 

Pero  este  movimiento  social  encuentra  obstáculos  no 
previstos,  y  complicaciones  que  lo  perturban  ó  detie- 
nen; y  de  ahí  nacen  tantas  necesidades  materiales,  co- 
mo incidencias  reclaman  la  acción  administrativa.  Satis- 
faciéndolas se  protege  la  industria,  y  se  contribuye  á 
las  mejoras. 

Todavía  avanza  á  mas  la  buena  administración.  No 
solamente  desenvuelve  su  acción  propia  para   remover 
obstáculos,  sino  que  ejerce  sobre  las  acciones  de  otros 
una  influencia  saludable,   que  las  favorece  y  fecunda, 
procurando  que  logren  ventajosos  resultados,  y  que  lle- 
ga á  estimularlas,  promoverlas,  y  crearlas.  Esto  es  pro- 
piamente fomentar.  Porque  la  esperiencia  de  medio  si- 
glo ha  demostrado  completamente,  la  insuficiencia  y  es- 
teriUdad  del  individualismo  como  principio  de  pro£>reso 
social,  así  como  ha  puesto  en  evidencia  la  falsedad  de 
todos  los  principios  absolutos  proclamados  dogma  tica- 
mente con  respecto  á  administración,  por  una  escuela 
que  no  podia  ser  mas  que  teórica,  porque  carecía  de 
los  datos  que  hoy  son  propiedad  de  ludos  por  efecto  de 
la  práctica. 
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Forman  parte  de  la  materia  administrativa  las  comu- 
nidades territoriales,  como  provincias  y  pueblos,  y  las 
entidades  intermedias,  como  los  partidos  ó  distritos. 
Sus  relaciones,  ora  con  el  estado,  ora  con  otras  comu- 
nidades iguales,  ora  con  los  individuos,  su  modo  pecu- 
liar de  existencia,  el  manejo  de  su  patrimonio,  la  derra- 
ma de  cargas,  y.  el  cuidado  de  los  establecimientos,  ya 
generales,  ya  provinciales,  ya  locales,  de  humanidad,  ó 
de  represión,  requieren  la  intervención  mas  ó  menos  di- 
recta de  la  autoridad,  para  que  en  todo  se  cumplan  las 
leyes,  se  asegure  el  mejor  servicio,  y  se  mire  por  el 
bien  común. 

Los  establecimientos  formados  por  asociaciones  vo- 
luntarias á  impulso  de  la  beneficencia,  de  la  previsión, 
ó  de  la  economía,  sea  en  socorro  de  los  indigentes,  en 
utilidad  de  las  clases  obreras,  ó  en  el  interés  de  la  in- 
dustria, necesitan  estar  bajo  la  alta  inspección  de  la  ad- 
ministración pública,  con  el  único  fin  de  evitar  los  abu- 
sos á  que  pudiera  la  mala  fé  arrojarse. 

Los  bosques  del  estado  deben  cuidarse  y  llevarse 
por  un  régimen  especial,  y  aun  en  los  montes  y  plantíos 
de  propiedad  particular  conviene  cierta  inspección  ad- 
ministrativa, que  impida  su  destrucción  imprudente.  Las 
minas  se  conceden  generahnente  á  quien  se  propone  be- 
neficiarlas bajo  reglas  establecidas,  así  como  los  terre- 
nos pantanosos  á  quien  se  compromete  á  desecarlos. 
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Administración  con  carácter  privado. 


Materias  hay  de  administración,  en  que  esta  no  tie- 
ne mas  carácter  que  el  de  persona  privada.   Así  sucede 
ruando  cuida  fincas  por  sí,  y  cuando  las  arrienda;  cüaii- 
rlo  celebra  ciertas  contratas  á  nombre  y  por  cuenta  del 
estado;  y  cuando  entiende  en  la  construcción  de  obras 
públicas,  ya  las  dirija  ella  inisma,  ya  las  adjudique  por 
empresa.  En  todos  estos  casos,  y  cuando  recibe  efec- 
tos contratados,  obra  üe  igual  á  igual,  y  está  sujeta  á 
las  condiciones  del  contrato:  lo  que  le  corresponde  es 
requerir  el  exacto  y  buen  desempeño  por  parte  de  los 
otros,  sin  poder  prescindir  de  compelerlos  en  caso  ne- 
cesario, y  de  cubrir  siempre  el  servicio  público;  guar- 
dando por  la  suya   aquella  equidad  y  buen  proceder, 
que  son  la  primera  obligación  como  el  primer  interés  de 
los  gobieraos. 


Policía  administrativa. 


Son  materia  administrativa  las  cosas  de  usó  común  ó 
del  dominio  público,  cuj^o  disfrute  se  regulariza  para 
que  no  resulte  perjuicio  á  tercero  ni  á  la  comunidad, 
tales  conío  la  via  pública,  las  aguas,  el  aire  considera- 
do en  sú  salubridad,  y  cuantos  goces  generales  permi- 
ten las  leyes.  Todas  estas  cosas  que  interesan  al  bu(!n 
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orden,  son  objeto  áela.  policía;  que  si  entre  los  antiguos 
era  la  policía  el  gobierno  de  la  ciudad  cuando  esta  se 
confundía  con  el  estado,  hoy  es  el  ínfimo  gobierno  sise 
quiere,  ínfimo  en  el  orden  gerárquico,  pero  importante 
y  trascendental  hasta  la  sumo,  tanto  por  los  estremos 
que  abraza,  cuanto  porque  constituye  la  atmósfera  que 
inmediatamente  rodea  al  hombre  en  sociedad  y  á  todas 
partes  le  acompaña.  Con  efecto,  á  las  incumbencias  de 
la  política  se  eleva  quien  quiere  ó  puede;  las  obligacio- 
nes para  con  el  estado  pronto  están  satisfechas  por  la 
generalidad;  pero  los  accidentes  que  nacen  de  las  me- 
nudas relaciones  de  la  vida  civil,  activas  y  pasivas,  son 
diarios,  inminentes,  é  inevitables. 

Entre  los  goces  cuya  posesión  es  debida  á  los  indi- 
viduos, figuran  la  tranquilidad  pública,  la  Ubertad,  y  la 
seguridad  personal  y  real.  Por  lo  cual  entran  en  la  ma- 
teria administrativa  como  propiedad  pública,  y  son  ob- 
jeto de  la  policía,  cuyo  instituto  se  estiende  en  el  len  • 
guage  científico  á  proporcionar  á  todos  los  habitantes  en 
el  orden  de  la  economía  social,  las  ventajas  que  no  po- 
drían suficientemente  obtener  por  sus  propios  esfuer- 
zos. Uno  de  sus  ramos  es  la  pohcía  de  seguridad 
arriba  mencionada,  que  ocurre  á  la  necesidad  de  preca- 
ver los  delitos :  la  atención  de  procurar  el  castigo  de  los 
que  no  pudieren  evitarse,  se  llena  por  la  policía  judicial, 
que  en  parte  corresponde  al  orden  civil  ó  propiamente 
administrativo,  y  en  parte  al  de  la  justicia  criminal. 

Es  acto  de  policía  la  declaración  de  utilidad  pública 
en  ciertos  casos  de  construcciones  ó  demoliciones,  que 
debe  determinar  la  ley,  y  cuya  consecuencia  produce. 
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ya  la  espropiocion  forzosa  mediante  indemnización,  ya 
algunas  cargas  ó  servidumbres  locales. 

Con  la  via  pública  se  relacionan,  la  alineación  de  los 
edificios  que  dan  á  los  caminos,  la  servidumbre  de  las 
fincas  contiguas,  sus  zanjas  de  desagüe,  sus  plantíos  de 
árboles,  la  carga  de  los  carruages  según  que  sea  ó  no 
tiempo  de  deshielos,  el  ancho  de  sus  ejes  y  llantas,  y 
el  orden  general  del  tránsito.  Por  via  pública  urbana  se 
entienden  las  calles  y  plazas  de  las  poblaciones. 

En  las  aguas  entran  la  navegación  y  pesca  de  los 
rios,  los  canales,  el  riego,  los  saltos  y  tomas  de  agua 
para  mover  molinos  y  otras  máquinas,  el  siurtido  de  las 
fuentes,  y  demás  aplicaciones  usuales. 

En  la  salubridad  del  aire  se  comprenden  las  precau- 
ciones relativas  á  manufacturas  malsanas  y  cultivos  en- 
fermizos, á  la  ventilación  de  las  poblaciones,  á  los  ce- 
menterios, al  régimen  sanitario,  al  ejercicio  del  arte  de 
curar  y  al  de  la  farmacia,  á  los  baños  minerales^  vete- 
rinaria, y  epizotias. 

También  tiene  aquí  lugar  el  cuidado  de  la  vida  de 
los  hombres,  precaviendo  incendios,  inundaciones,  y 
otros  desastres,  preparando  lo  necesario  para  atajarlos, 
vigilando  la  solidez  de  las  construcciones,  y  obligando  á 
la  renovación  de  los  edificios  rumosos. 

Las  subsistencias,  como  necesidad  universal  enlaza^ 
da  con  la  salud  y  sosiego  del  público,  no  pueden  quedar 
abandonadas  al  interés  particular.  Toca  á  la  adminis- 
tración la  vigilancia  de  panaderías,  carnicerías,  y  fon- 
das, del  aseo  de  los  mercados  y  mataderos,  del  repeso, 
de  la  calidad  de  los  alimentos,  así  como  el  tener  toma- 
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tías  con  anücipaciori  las  oportunas  disposiciones  para  qne 
no  lleguen  á  faltar  provisiones  de  primera  necesidad. 

El  orden  en  los  sitios  públicos,  en  fiestas,  espectá- 
culos, y  puntos  de  reunión,  el  servicio  doméstico,  los 
jornaleros,  los  mendigos,  las  cárceles  y  presidios,  lo 
concerniente  á  pasaportes  y  vagaJumdez,  al  uso  y  ven- 
ta de  armas,  á  represión  de  escándalos  públicos  y  de 
malas  costumbres,  á  impedir  el  deterioro  ó  destrucción 
de  las  obras,  monumentos  del  arte,  y  mejoras  mate- 
riales debidas  al  tiempo  y  al  celo;  soxi  entre  otras  aten- 
ciones de  la  vida  couum,  objetos  de  una  buena  poli(n'a, 
ya  general,  ya  municipal,  que  si  alguna  vez  pueden  has- 
ta afectar  la  conservación  de  la  sociedad,  influyen  mu- 
cho mas  evidentemente  en  la  diaria  marcha  de  su  pro- 
greso. 


Industria. 


La  policía  administrativa  debe  protejcr  á  la  indus- 
tria  agrícola,  asegurándole  la  libertad,  y  penuitiéiidole 
el  desarrollo  de  todas  sus  fuerzas.  Auxilia  por  medio  de 
los  pósitos  á  los  labradores  atrasados,  favorece  el  crédi- 
to territorial,  escita  y  recompensa  á  los  autores  de  toda 
innovación  ventajosa,  estimula  el  rompimiento  de  tierras 
novales,  los  plantíos  de  árboles,  la  mejora  de  las  castas 
de  animales  útiles,  la  destrucción  de  ios  dañinos,  y  pro- 
cura que  se  mantenga  un  precio  razonable  á  los  frutos. 


después  de  cuLiertas  las  necesidades  de  la  püMíicion. 

Lo  mismo  sucede  enlu  industria  l'abiil,  donde  la  ad- 
minislracion  Lien  entendida,  ademas  de  proteger  y  esii- 
mular,  vigila  la  preparación  y  confección  de  iügunos  pro- 
ductos delicados  ó  espueslos,  obliga  á  la  fidelidad  cu' 
las  marcas  ó  contrasenas  de  los  fabricantes,  evita  las 
colisiones  entre  los  capitalistas  y  sus  obreros  y  aprendi- 
ces, y  acude  cuando  es  necesario  á  conservar  el  órdcii 
en  los  talleres  numerosos. 

Respecto  ala  industria  comercial,  tiene  intervención 
en  el  régimen  de  las  lonjas  de  contratación  ó  bolsas  de 
cambio,  cu  las  ferias  y  ventas  públicas,  en  la  ley  de  los 
metales  preciosos,  negociación  de  papel  ó  efectos  pú- 
blicos, circulación  de  moneda,  y  exactitud  de  pesas  y 
medidas. 

Y  á  todas  las  industrias  laspioíege  y  favorece  la  ad- 
ministración, procurando  que  las  leyes  de  aduanas  faci- 
liten el  aumento  de  la  producción  nacional,  por  medio 
de  tarifas  ó  aranceles  sabia  y  prudentemente  acomoda- 
dos á  lo  que  demandan  cada  época  y  cada  situación. 

En  la  industria  fabril  es  donde  mayor  cabida  en- 
cuentran las  gestiones  de  fomento  y  buena  dirección,  por- 
que esa  industria  es  insaciable,  y  poniendo  en  movi- 
miento á  los  pueblos,  los  compromete  con  frecuencia. 
Xa  maquinaria  y  el  vapor  suelen  aglomerar  y  hacinar 
en  corto  espacio  la  población  y  los  productos,  y  en  fal- 
tando la  previsión  son  origen  de  grandes  oscilaciones  y 
violentas  sacudidas,  por  efecto  de  la  universal  concur- 
rencia en  los  mercados,  resultando  de  cada  crisis  la  mi- 
seria de  mucbas  familias.  Si  la  libre  acción  del  interés 
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pariicnlar,  sea  de  individuos,  sea  de  asociaciones,  da  un 
avance  desproporcionado  á  la  industria,  lo  que  hace  es 
caminar  ciegamente  hacia  una  producción  indefinida,  que 
al  cabo  ha  de  encontrarse  sin  colocación:  si  acrecienta 
en  cada  pais  la  masa  de  la  riqueza  pública,  es  momen- 
táneamente, y  puede  llegar  el  caso  de  que  sea  viciando 
la  índole  misma  del  trabajo,  entibiando  los  sentimientos 
religiosos  en  las  clases  obreras,  relajando  los  lazos  de 
familia,  degradando  las  costumbres,  entorpeciendo  el 
desarrollo  físico  é  intelectual  de  los  niños  reducidos  al 
nivel  de  las  máquinas,  acortando  la  vida  de  los  hombres 
por  efecto  de  un  ejercicio  isócrono  que  no  les  deja  sa- 
ber mas  que  una  pequeña  parte  de  un  ofiicio,  dando  na- 
cimiento al  espíritu  desasosegado  de  gentes  de  precaria 
subsistencia,  y  estableciendo  alejamiento  y  hasta  ene- 
miga entre  los  que  trabajan  y  los  que  les  pagan.  Y  la  in- 
definida é  inconlrastada  libertad  en  la  fabricación  equi- 
valdría á  la  autorización  del  fraude,  que  trae  consigo  el 
descrédito  y  la  ruina  de  los  que  proceden  con  legalidad 
y  honradez. 

Atribución  muy  preferente  de  la  administración  es 
buscar  correctivo  á  esos  males,  que  corroen  las  entrañas 
de  las  sociedades  mas  industriosas  y  ricas,  amenazando 
su  porvenir.  Hasta  ahora  los  medios  conocidos  son:  pro- 
pagar la  enseñanza  industrial,  promover  asociaciones  em- 
presarias  bien  constituidas  y  abundantes  en  ^recursos, 
robustecer  el  crédito,  facilitar  vias  de  comunicación, 
buscar  salidas  á  los  productos,  contener  las  falsificacio- 
nes, honrar  la  buena  fe  y  el  trabajo,  abrir  concursos 
Y  hacer  esposiciones  públicas,  distribuir  premios,  prac- 
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ticar  y  costear  ensayos,  formar  cstableciiii lentos  mode- 
los, conceder  privilegios  de  invención  ó  introducción  se- 
giin  las  leyes,  esplorar  remotos  paises  y  mercados,  y 
practicar  todo  género  de  gestiones  de  protección  y  estí- 
mulo. 

Mas  si  el  llenar  estos  estremos,  el  poner  restriccio- 
nes á  la  absoluta  libertad  de  la  fabricación  fijando  las 
horas  del  trabajo  diario,  y  el  de  adoptar  otros  correcti- 
vos con  el  fin  de  cortar  abusos  y  disminuir  males,  es 
obra  de  la  administración  apoyada  en  la  ley,  no  deja  de 
quedar  en  pie  la  dificultad  primordial,  la  incertidumbre 
de  los  consumos,  que  es  inherente  á  la  desmedida  indus- 
tria fabril,  y  que  hasta  cierto  punto  afecta  también  á  la 
rural;  ni  deja  tampoco  degjtusar  inquietudes  al  mundo 
productor  la  actual  organización  del  trabajo,  y  su  influjo 
en  el  precio  de  los  jornales.  Diücibsima  tarea  es  la  de 
conciliar  tan  rebeldes  y  fugaces  elementos  !  pero  de  ella 
depende  en  gran  parte  la  prosperidad  de  las  naciones 
según  las  particulares  circunstancias  de  cada  una;  y  aun- 
que en  España  no  se  han  tocado  todos  los  males  cpie  en 
este  ramo  aflijen  á  otros  paises,  ya  tiene  bastante  espe- 
riencia  propia  y  aviso  ageno  pai'a  conocer  la  necesidad 
de  buenas  medidas  con  que  prevenirse  á  tiempo.  Si  el 
estraordinario  progreso  de  la  industria  lleva  consigo  la 
miseria  de  las  clases  mdustrialcs,  si  la  concurrencia 
ocasiona  frecuentes  catástrofes,  si  la  profusión  de  má- 
quinas es  desmoralizadora;  solamente  ala  administración 
pública  será  posible,  con  una  previsión  ilustrada,  con  ac- 
tividad infatigable,  y  un  ardiente  deseo  del  bien,  atraer- 
se bastante  fuerza  y  ascendiente  para  advertir  á  los  em- 
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prendedores  incultos  el  peligro  que  les  aguarda,  para 
evitarles  ó  minorarles  los  conflictos,  para  inspirarles 
sentimientos  humanos,  benévolos,  y  paternales  hacia  sus 
operarios,  para  hacer  que  estos  les  correspondan  con 
consideración  y  gratitud,  para  acordar  sus  diferencias  y 
mutuas  pretensiones,  para  proporcionarles  cajas  de  ahor- 
ros, de  previsión,  y  de  socorros  mutuos,  montes  de  pie- 
dad, y  compañías  de  seguros,  y  para  abrir  asilos  donde 
recojerlos  en  el  último  caso  de  desgracia.  La  esperien- 
cia  y  los  escarmientos  indican  y  facilitan  ese  camino.  En 
lugar  del  frió  cálculo  del  interés  particular,  que  hasta 
aqui  ha  sido  el  principio  esclusivo  de  la  industria,  en  lu- 
gar de  ese  egoísmo  que  obra  por  repulsión,  empieza  á 
acreditarse  por  todas  parte^l  principio  de  la  caridad, 
que  obra  al  contrario  por  atracción.  Los  afectos  religio- 
sos son  llamados  de  nuevo  á  llenar  el  hondo  vacío  que 
dejaban  en  las  sociedades,  porque  no  se  ha  encontrado 
con  qué  reemplazarlos;  en  ellos  está  la  vida  de  los  pue- 
blos, con  la  principal  esperanza  de  atenuar  los  males  que 
en  medio  de  sus  bienes  acompañan  á  la  civilización  en 
lastimero  séquito.  Trabajar  y  orar  era  para  los  antiguos 
la  carrera  del  hombre  honrado. 


Religión. 


Al  hacár  el  análisis  del  cuerpo  sociid  en  lo  concer- 
niente á  materia  administrativa,  era  imposible  dejar  de 
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encontrar  en  lo  íntimo  de  su  organismo  sus  necesidades 
mas  profundas^  las  morales  é  intelectuales. 

La  religión  es  la  primera,  y  no  se  cuenta  entre  los 
medios  de  conservación,  porque  se  dirije  á  mas:  se  di- 
rije  constantemente  á  la  perfección.  Alli  se  encierra  la 
grande  escuela  de  la  moral  y  el  freno  de  las  conciencias: 
completamente  estraña  al  gobierno,  está  íntimamente  li- 
gada con  la  felicidad  general.  La  administración  pro- 
mueve la  religión,  y  hace  respetar  sus  ceremonias  y 
sus  ministros  en  el  interés  de  la  moral  pública,  asi  co- 
mo entiende  en  todos  los  actos  esteriores  originados  do 
ella,  y  los  vigila  en  el  interés  del  orden  social. 


Educación. 


La  educación  pública  viene  en  seguida,  que  es  el  le- 
gado de  mías  á  otras  generaciones,  y  la  transmisión  de 
la  vida  social  de  los  pueblos.  Conforme  se  propaga  la 
educación,  se  disminuyen  los  delitos:  sin  ella  habrá  en 
un  pais  habitantes,  pero  no  ciudadanos. 

La  educación  es  física,  moral,  é  intelectual;  científi- 
ca, y  popular;  privada  ó  doméstica,  y  pública  ó  nacio- 
nal. La  física  y  moral  es  la  buena  crianza,  ó  la  educa- 
ción propiamente  dicha:  la  intelectual  es  la  instrucción. 
La  primera  desarrolla  las  fuerzas  del  hombre,  forma  su 
corazón,  y  lo  dispone  á  las  virtudes:  empieza  y  se  ro- 
bustece bajo  el  techo  paterno.  La  segunda  ilumma  su 
entendimiento. 
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Respecto  á  la  priinera,  lo  que  compete  al  poder  su- 
premo es  no  escribir  en  las  leyes  cosa  que  dañe  á  la  pu- 
reza de  las  costumbres,  asi  como  corresponde  á  la  admi- 
nistración no  ofrecer  al  público  ningún  acto  que  no  sil- 
va de  buen  ejemplo. 

Respecto  á  la  segunda,  se  la  considera  dividida  en 
primaria,  secundaria,  y  superior. 

La  enseñanza  primaria  es  indispensable  á  todos:  na- 
die debe  carecer  de  ella,  al  menos  por  culpa  de  la  socie- 
dad. Al  pobre  hay  que  proporcionársela  gratuitamente, 
pues  en  ello  no  solo  se  cumple  con  una  máxima  caritati- 
va, sino  que  se  hace  mucho  por  la  paz  y  por  el  bienes- 
tar general. 

La  enseñanza  secundaria  ó  intermedia  es  útil  á  mu- 
chos. Tiene  dos  ramos  principales:  el  uno  que  se  diri- 
ge á  las  artes  y  á  las  ciencias  que  á  ellas  se  aplican;  y 
el  otro  que  se  inclina  á  la  carrera  literaria. 

Y  la  enseñanza  superior  desenvuelve  y  sazona  las 
materias  de  la  intermedia,  á  quien  sirve  de  complemento, 
habilitando  para  el  ejercicio  de  las  profesiones  facultati- 
vas. Esta  enseñanza  es  conveniente  á  algunos,  no  á  de- 
masiados; pues  si  fuese  escesivo  el  número  de  los  que  la 
siguieran  en  busca  de  una  colocación  ventajosa,  de  te- 
mer seria  que  no  habiendo  cabida  para  todos,  se  crea-^ 
sen  elementos  de  perturbación  en  la  sociedad. 

A  medida  que  progresa  la  civilización,  se  simplifica 
la  acción  del  gobierno  respecto  á  la  enseñanza.  La  cnal, 
como  deba  ser  retribuida  por  la  gcnerahdad  de  los  que 
la  reciben,  es  natiu^al  que  se  encuentre  servida  y  pro- 
vista de  escuelas  y  maestros,  y  de  estal)lecimiontos  lite- 
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rarios  y  científicos,  porque  el  cubrir  esta  necesidad  so- 
cial suele  ser  una  honrosa  especulación.  Cuando  no 
se  ha  llegado  á  tal  punto,  y  se  descuidan  los  particu- 
lares ó  las  asociaciones  en  establecer  las  escuelas  con- 
venientes para  arabos  sexos,  á  la  administración  corres- 
ponde hacerlas  plantear  inmediatamente. 

A  la  misma  incarabc  cuidar  de  que  la  enseñanza  se 
organice  para  las  diferentes  edades  de  la  vida,  y  que 
esté  en  relación  con  las  luces  de  la  época  y  las  formas 
políticas  del  estado.  Para  ello  recomienda  y  favorece 
los  mejores  métodos,  estimula  la  composición  y  propa- 
gación de  buenos  libros  elementales,  crea,  costea,  y  po- 
ne á  disposición  del  público  las  bibliotecas,  museos,  jar- 
dines botánicos,  y  colecciones  de  historia  natural,  insti- 
tuye las  academias  y  cuerpos  sabios,  y  procura  que  en 
todas  las  provincias  se  siga  el  mismo  impulso. 

También  debe  celar  que  en  ninguna  parte  se  enseñe 
cosa  opuesta  a  la  sana  moral,  ó  al  respeto  de  las  leyes 
del  pais;  y  entre  otras  medidas  exige  de  los  maestros  y 
profesores  pruebas  de  buenas  costumbres  y  de  capaci- 
dad. Lo  cual  se  entiende  aun  con  los  establecimientos 
privados,  pues  así  lo  Requiere  el  interés  de  la  sociedad, 
de  que  la  administración  es  mandataria  al  paso  que  guar- 
dadora. 

No  es  España  la  nación  que  mas  ha  descuidado  la 
educación  pública,  sino  por  el  contrario  la  que  mayores 
sumas  ha  invertido  en  ella.  Pero  trabajada  por  invasio- 
nes estranjeras  y  por  discordias  hitestinas,  esta  larga 
temporada  que  las  demás  naciones  llevan  de  paz  y  de 
rápido  caminar  en  las  mejoras,  necesita  de  constantes  es- 
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fiierzos  para  no  rezagarse  en  los  diferentes  ramos  de 
instrucción,  todos  conocidos,  aunque  no  todos  igualmen- 
te adelantados.  El  ventajoso  resultado  de  la  escuela  nor- 
mal establecida  en  Madrid  por  el  gobierno  para  formar 
profesores  de  enseñanza  primaria,  las  escuelas  de  pár- 
vulos debidas  en  su  principio  al  celo  de  una  asociación 
filantrópica,  ¡as  escuelas  de  noche  y  de  los  dias  festi- 
vos para  las  clases  jornaleras,  el  ensayo  comparativo  de 
los  diferentes  métodos,  y  la  tendencia  que  generalmen- 
te se  observa  hacia  los  buenos  estudios,  prometen  reem- 
plazar con  verdadera  y  progresiva  instrucción  la  igno- 
rante garrulidad  del  improvisado  empirismo.  Entonces 
y  no  antes,  tendrán  cimiento  las  instituciones  políticas, 
la  paz,  y  la  industria. 

Ni  aquí  ni  en  ninguna  otra  nación  de  Eiu'opa,  está 
bastante  adelantada  la  educación  pública,  para  que  la  ad- 
ministración se  cilla  á  inspeccioucU-,  estimular,  y  prote- 
ger: muy  frecuentemente  tiene  que  crear,  dirigir,  y  apre- 
miar. Por  manera  que  la  erección  de  escuelas  en  don- 
de hacen  falta,  el  buen  orden  en  ellas,  la  preparación 
de  maestros,  la  amplitud  ó  estcnsion  de  la  enseíianza  en 
cada  grado,  y  las  pruebas  de  la  suliciencia  de  maestros 
y  alumnos,  tienen  que  ser  asunto*  de  reglamentos  admi- 
nistrativos. 

Y  el  complemento  de  la  educación  general  por  parte 
de  la  administración,  consiste  en  aprovechar  toda  oca- 
sión de  elogiar  y  recompensar  las  acciones  generosas, 
en  distinguir  y  premiai'  los  pensamientos,  los  trabajos,  y 
los  descubrimientos  útiles  en  todos  ramos,  y  en  íkvore- 
cer  el  desarrollo  de  la  población,  comprobar  su  movi 
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lueinto  por  medio  dft  consos  exactos,  y  dirifíirla  liácia 
las  ocupaciones  y  profesiones  beneficiosas  al  pais. 


Estadística. 


Finalmente,  es  objeto  déla  administración  la  estadís- 
tica general  y  parcial,  ó  sea  la  reimion  de  datos   com- 
probantes de  todos  los  hechos  sociales.  En  este  intere- 
sante repertorio  sigue  el  filósofo  con  la  vista  el  moli- 
miento de  progreso  ó  retroceso  de  cada  ramo,  y  puede, 
asignar  á  cada  efecto  su  causa;  en  él  busca  el  legislador 
las  exigencias  públicas  de  presente  y  las  conveniencias 
de  futuro,  para  motivar  la  formación  de  las  leyes;  alli 
observa  la  misma  administración  los  resultados  de  su 
acción  mas  ó  menos  acertada,  y  determina  las  mejoras 
y  su  oportunidad;  y  allí  se  facihtan  á  los  particulares 
todas  las  noticias  relativas  á  la  producción  y  al  consumo, 
para  iluminarles  en  la  dirección  y  empleo  de  las  fuerzas 
mdustriales  que  tengan  disponibles.  Mientras  se  carezca 
de   una  estadística  que  vaya  aproximándose  cada  vez 
mas  á  la  perfección,  los  problemas  que  afecten  á  la  so- 
ciedad se  resolverán  sin  pleno  conocimiento  de  causa, 
la  nación  no  formará  una  familia,  ni  el  espíritu  público 
será  otra  cosa  que  una  diseminación  de  miras  sin  punto 
de  convergencia,  una  base  donde  nunca  se  elevará  la 
dominadora  pirámide  por  estar  su  cúspide  indeterminada* 


Leyes  políticas. 

Tal  es  CQ  resumen  la  materia  administrativa,  tales 
son  las  atribuciones  de  la  administración.  Al  ocuparse 
de  los  objetos  indicados,  cumple  y  obliga  á  cumplir  las 
leyes  existentes  y  las  ejue  sucesivamente  emanen  del 
poder  supremo,  ampliando  y  haciendo  fáciles  sus  dispo- 
siciones en  todos  sentidos.  En  cuyas  leyes  se  compren- 
den todas  aquellas  cuya  ejecución  corresponde  al  go- 
bierno en  los  diferentes  ramos  del  servicio  público  sin 
escepcion. 

Otro  orden  de  leyes  hay  que  propiamente  pertene- 
ce á  mía  esfera  superior  á  la  materia  íidministrativa:  es 
el  de  las  leyes  políticas.  Y  le  es  superior,  en  cuanto 
estas  leyes  regulai'izan  el  uso  de  derechos  políticos  de 
espontáneo  ejercicio  por  parte  de  los  ciudadanos,  sin 
que  pueda  la  administración  torcer  ó  violentar  su  volun- 
tad y  acción  en  ningún  concepto.  La  administración  sin 
embargo,  contribuye  á  la  ejecución  de  ellas,  ya  con  me- 
didas de  policía  para  conservar  el  orden  y  proteger  la  li- 
bertad de  todos,  ya  llenando  los  deberes  que  en  las 
mismas  leyes  se  le  imponen,  como  á  órgano  constituí, 
do  de  la  acción  social. 


()3 
CAPÍTULO  III. 

OlKiANIZACf ON   A  ÜMIMSTR ATIVA . 

Acción,  consejo,  y  decisión  contenciosa. 


Conocidas  las  cosas  que  son  materia  ó  asunto  de  la 
administración,  examinemos  el  personal  que  se  ocupa  de 
ellas,  ó  el  instrumento  que  funciona,  ó  el  sistema  de 
fuerzas  orgánicas  instituidas  por  la  sociedad  para  asegu- 
rar los  servicios  públicos.  Los  agentes  de  la  administra- 
ción son  los  ejecutores  de  las  leyes,  interpuestos  entre 
ellas  y  los  individuos,  por  donde  se  vé  que  sin  buenos 
agentes  ó  empleados  seria  ilusoria  la  mejor  legislación, 
y  saldria  fallido  el  mas  bien  combinado  sistema. 

Ante  todo  se  supone  el  territorio  de  la  nación  dividi- 
do en  diversas  demarcaciones,  subdivididas  hasta  el  tér- 
mino del  concejo,  que  es  el  elemento  ó  la  unidad  terri- 
torial administrativa.  Cierto  número  de  concejos  forman 
la  provincia,  y  el  conjunto  de  las  provincias  constituye 
la  nación.  En  España  se  echan  menos  los  partidos  ó  dis- 
tritos administrativos,  porque  es  imposible  que  la  auto- 
ridad colocada  en  la  capital  de  la  provincia,  atienda  por 
sí  y  sin  auxiliares  intermedios  á  todos  los  pueblos  de 
ella:  necesidad  reconocida  oficialmente  por  el  gobierno 
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en  mas  de  una  ocasión,  y  nunca  satisfecha  por  temor 
de  aumentar  algunos  gastos,  ó  mas  bien  por  efecto  del 
estado  provisional  en  que  tan  de  atrás  se  va  aquí  tiran- 
do á  salir  del  dia. 

El  fun  lamento  de  la  organización  administrativa  está 
en  determinar  el  modo  mas  fácil  y  eficaz  de  que  se  des- 
empeñe bien  el  servicio  público.  'Así  como  hay  intere- 
ses generales,  y  locales,  hay  también  administración  ge- 
neral, y  local.  La  provincial  es  intermedia.  La  adminis- 
tración general  es  la  que,  dimanando  mmediatamente  del 
gobierno  supremo,  se  estiende  por  todo  el  ámbito  del 
territorio  hasta  los  mas  pequeños  caseríos,  haciendo 
cumplir  las  leyes,  protegiendo  á  los  individuos,  fomen- 
tando la  industria,  y  conservando  el  buen  orden.  La  ad- 
ministración local  es  la  que  en  el  círculo  de  cada  pobla- 
ción y  su  término  municipal  cuida  de  aquellos  intereses 
privativos  y  especiales  que  le  conciernen.  En  la  monar- 
quía constitucional  corresponde  que  la  administración 
local  esté  confiada,  aunque  no  de  un  modo  absoluto,  á 
los  mas  capaces  á  juicio  de  sus  convecinos,  con  tanto  mas 
ensanche,  cuanto  mayor  sea  el  grado  de  ilustración  re- 
conocida; porque  el  señalar  á  pueblos  atrasados  é  igno- 
rantes la  misma  parte  que  á  los  ilustrados  en  la  gestión 
ó  manejo  de  sus  propios  bienes  y  negocios,  y  aun  en 
la  elección  de  los  que  han  de  manejailos,  es  tan  arries- 
gado como  el  conferir  derechos  políticos  de  mayor  tras- 
cendencia á  quienes  no  estén  suficientemente  preparados 
y  dispuestos.  Exageran  lo  que  no  entienden,  y  lo  des- 
naturalizan, vician,  corrompen,  y  desacreditan,  licuan- 
do la  exageración  se  sienta  y  domina  en  los  escañois  de 
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los  que  hacen  las  leyes,  la  sociedad  está  por  entonces 
desquiciada,  y  la  administración  es  imposible. 

De  todos  modos,  y  por  un  principio  fimdaraental  de 
orden  público,  debe  la  administración  general  conservar 
los  medios  de  corregir  los  abusos  en  que  llegare  á  incur- 
rir la  local,  aun  en  las  funciones  que  ejerciese  por  in- 
mediata atribución  de  la  ley,  y  de  contenerla  en  los  lí- 
mites que  le  estuviesen  señalados,  pues  que  el  primor- 
dial interés  de  la  asociación  civil  consiste  en  que  en  to- 
das partes  se  obre  el  bien  y  se  contenga  el  mal. 

Varia  forma  podria  darse  á  la  estructura  ú  organiza- 
ción administratrsa;  pero  en  esto,  como  en  todo, hay  un 
modo  de  acertar,  y  muchos  de  equivocarse.  Al  fijar  las 
bases  ó  establecer  los  principios  procuraremos  demos- 
trar su  exactitud  en  razón  de  la  justicia  y  la  convenien- 
cia, empezando  por  decir  que  las  funciones  administra- 
tivas son  de  ejecución,  que  algunas  veces  precede  con- 
sulta ó  consejo,  y  que  en  otras  se  subsiguen  reclamacio- 
nes que  requieren  decisión  en  forma  de  juicio.  Para  de- 
liberar, como  para  juzgar ,  son  ¿líenos  los  muchos;  pa- 
ra ejecutar,  imo  solo. 

Esta  máxima  reconocida  por  verdadera,  y  aplicada 
con  buen  éxito  en  la  alta  región  política,  ó  en  la  compo- 
sición del  poder  supremo  en  los  estados  mejor  constitui- 
dos según  las  ideas  y  luces  del  siglo,  no  encuentra  opo- 
sitores directos;  pero  sí  muchos  desconfiados,  que  ad- 
mitiéndola como  principio,  no  se  atreven  á  tenerla  por 
del  todo  buena  al  tratarse  de  reducirla  á  práctica.  Y  es 
porque  doblegándose  forzosa  y  maqninalmente  á  la  in- 
fluencia de  la  época  actual,  conservan  siempre  jjTabado 
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en  la  memoria  lo  qtle  leyeron  de  épocas  anteriores,  y 
lo  qae  ellos  mismos  vieron  en  su  juventud  sin  estudiarlo. 

Que  en  ciertos  períodos  de  la  historia  se  encargase 
parle  de  la  administración  á  cuerpos  colegiados,  y  gene- 
ralmente privilegiados,  óbi'ínque  ellos  la  recojiesen,  se 
concibe  fácilmente.  Era  un  orden  de  cosas  nacido  de 
larga  serie  de  varios  sucesos,  en  el  cual  todos  encontra- 
ban sus  ventajas:  los  mismos  cuerpos  un  efugio  á  los 
compromisos  personales,  los  pueblos  un  lenitivo  á  los 
golpes  de  la  arbitrariedad  central,  y  los  reyes  mas  au- 
torizada solemnidad  en  sus  resoluciones,  y  mayor  nú- 
mero de  personas  y  familias  dispuestas  en  cada  localidad 
á  hacerlas  cumplir.  Lo  cual  lejos  de  obstar  para  que  se 
reuniese  en  una  mano  todo  el  poder  en  ocasiones  de  ries- 
go, vino  trayendo  una  legislación  que  entregaba  el  man- 
do de  los  pueblos  á  la  autoridad  judicial,  alternando  con 
la  militar,  y  presidida  por  esta.  También  se  concibe  que 
al  derrocar  al  absolutismo  revestido  de  tales  formas,  as- 
pirasen las  ideas  triunfadoras  á  realizar  las  teorías  pu. 
ramente  populares,  y  las  aplicasen  franca  y  confiada- 
mente á  la  administración  pública  para  hacerla  mas  per- 
fecta según  su  bello  ideal,  pero  las  ilusiones  disculpables 
en  los  que  antes  fueron,  no  autorizan  sino  que  condenan 
los  errores  de  los  que  venimos  después. 

Las  corporaciones  no  sirven  para  ejecutar.  Irresolu- 
tas, desiguales,  lentas  en  su  marcha,  inertes  al  estímu- 
lo, poco  temerosas  de  la  responsabihdad,  carecen  por 
su  índole  y  esencia  de  la  agilidad  necesaria  para  aten- 
der en  cada  instante  á  las  necesidades  que  surgen,  y  pa- 
ra acudir  á  los  puntos  en  que  se  requiere  su  presencia. 
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Por  el  contrario,  cuando  se  confiere  á  uno  solo  la  auto- 
ridad, puede  ser  elegido  con  mayor  esmero;  y  como  se- 
pa que  en  él  se  fijan  todas  las  miradas,  que  su  reputa- 
ción dependerá  de  sus  actos,  que  la  gloria  ó  el  descré- 
dito le  seguirán  de  cerca  y  sin  participes,  y  que  ningún 
obstáculo  encontrará  su  celo,  ni  podrá  alegar  su  indo- 
lencia, es  de  presumir  que  se  penetre  de  sus  deberes  y 
facultades,  que  despliegue  su  actividad  y  recurso?,  que 
obre  con  decisión,  y  que  caminando  con  paso  firme  en 
el  sendero  que  le  traza  la  ley,  procure  ser  fiel  ejecutor 
de  ella,  multiplicándose  para  que  nadie  note  su  falta  en 
ninguna  parte  donde  fuese  menester. 

Escepciones  se  encontrarán  tal  vez,  mas  no  harán 
sino  confirmar  que  este  es  el  orden  regular  de  las  cosas. 
Y  cuando  en  las  combinaciones  humanas  convertidas  en 
reglas  generales  no  es  dado  aspirar  á  la  perfección  ab- 
soluta, aconseja  la  razón  atenerse  á  aquellas  probabili- 
dades que  se  aproximan  á  la  certidumbre  moral.  En  cu- 
ya virtud  escusarémos  la  continuación  del  paralelo  entre 
la  forma  colectiva  y  la  individual  para  desempeñar  fun- 
ciones activas,  y  dejaremos  de  sacar  á  luz  los  abusos 
de  que  en  España  se  cuentan  tantos  ejemplares,  antiguos 
y  modernos.  Donde  quiera  que  las  corporaciones  sean 
llamadas  á  ejecutar,  bien  puede  asegurarse,  ó  que  corre 
el  período  febril  de  los  ensayos  demagójicos,  ó  que  la 
sociedad  está  tan  atrasada,  que  no  ha  aprendido  el  hom- 
bre público  á  respetarse  á  sí  propio,  ni  aspira  el  hombre 
privado  á  mostrar  un  carácter  digno  de  ser  puesto  en  evi- 
dencia, que  se  desconocen  los  verdaderos  progresos  de 
h  época,  y  en  fin  que  no  se  entiendo  la  administración. 
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Blas  la  persona  única,  encargada  de  ejecutar,  si  Lien 
en  las  cosas  de  perentoriedad  y  en  las  claramente  deter- 
minadas en  las  leyes  é  instrucciones,  no  necesita  tomar 
parecer  mas  que  de  su  recto  jnicio  y  buena  intención,  se 
halla  á  veces  en  situaciones  realmente  difíciles  y  de  per- 
plejidad, en  las  cuales,  antes  de  decidirse,  le  convendría 
aconsejarse.  Para  discurrir  en  ocasiones  tales,  deliberar, 
y  dar  consejo,  comienen  las  corporaciones,  aunque  no 
numerosas;  y  no  porque  siempre  se  fijen  en  lo  mejor 
prevaleciendo  el  dictamen  mas  acertado,  sino  porque  en 
la  discusión  rara  vez  dejan  de  presentarse  con  mas  ó 
menos  lucidez,  consideraciones  capaces  de  ilustrar  la  con- 
ciencia del  que  ha  impartido  el  auxilio  intelectual.  Si  el 
funcionario  no  tuviese  á  quien  pedir  consejo,  podria  com- 
prometerse el  buen  servicio,  porque  en  casos  ambiguos 
procedería  con  timidez  ó  con  precipitación  según  su  tem- 
ple y  genialidad:  si  recibido  el  consejo  se  le  impusiera 
la  obligación  de  seguirlo,  quedarla  irresponsable  de  sus 
consecuencias,  pues  no  se  le  habría  dejado  elección;  y  si 
lo  despreciase  siendo  bueno,  y  prefiriese  su  propia  opi- 
nión á  la  de  los  otros,  se  agravaría  por  el  contrario  su  res- 
ponsabilidad, porque  habria  carecido  de  criterio  para  co- 
nocer la  razón,  ó  de  docilidad  para  admitirla,  ó  de  ener- 
gía para  sustentarla. 

Esta  solución,  que  es  la  clave  de  la  organización  ad- 
ministrativa, combina  la  madurez  del  consejo  con  la  ra- 
pidez de  la  acción,  sin  menoscabo  de  la  responsabilidad 
legal  y  moral. 

Todavía  al  hacer  la  administración  cumplir  las  leyes, 
tropieza  con  díílcultades,   reclamaciones,  y  demandas 
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promovidas  por  el  interés  particular,  que  cauteloso,  sa- 
gaz, y  empreudedor,  lucha  á  veces  por  evadir  las  cargas 
y  medrar  á  espensas  del  interés  general,  aunque  otras 
pide  con  razón  la  enmienda  de  un  error  cometido,  ó  el 
precio  del  sacrificio  de  sus  derechos  á  favor  del  procomu  - 
nal.  Las  oposiones  ilegítimas,  la  administración  las  supe- 
ra y  vence  con  la  fuerza  de  su  autoridad;  pero  las  legíti- 
riías,  apoyadas  en  razones  atendibles,  y  en  leyes  ó  en 
disposiciones  administrativas,  mas  ó  menos  genuinamente 
entendidas  ó  interpretadas,  ya  exigen  examinarse  y  re- 
solverse aplicando  el  derecho  á  los  hechos.  Pudieran  es- 
tas incidencias  ponerse  en  tela  de  juicio  ante  los  tribuna- 
les civiles  ó  comunes,  como  las  cuestiones  de  tuyo  y  mió 
que  entre  particulares  se  ventilan;  pero  hace  mucho 
tiempo  que  se  ha  reconocido  que  semejante  sistema  es  ca- 
paz de  comprometer  gravemente  el  buen  servicio  del  es- 
tado. Las  fórmulas  lentas  y  protectrices  de  aquellos  tri- 
bunales, y  su  costumbre  de  aplicar  la  ley  sin  atender 
mis  que  al  estricto  derecho,  atrasarían  el  despacho  de 
negocios  que  requieren  suma  actividad,  y  dejarían  sin 
cabida  en  las  sentencias  á  consideraciones  que  no  ema- 
nan de  la  letra  de  la  ley,  sino  de  preparaciones  especia- 
les, y  sobre  todo  de  un  orden  de  ideas  distinto,  cual  es 
la  necesidad  de  dar  preponderancia  al  interés  general: 
triunfarla  regularmente  la  demanda  del  litigante  afa- 
noso, quedarla  la  administración  desautorizada  (y  eso  sin 
suponer  rivaUdad  ni  intervención  de  pasiones  políticas), 
y  la  marcha  de  los  asuntos  se  entorpecerla  produciendo 
largos  y  peligrosos  paroxismos  sociales.  Con  la  mira  de 
evitar  tales  efectos  se  crearon  entre  nosotros  los  juzga- 
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dos  privativos  ó  de  atribución,  buenos  en  el  objeto,  defec- 
tuosos por  su  multiplicación,  sus  privilegios,  su  desigual- 
dad, y  su  propensión  á  abusos. 

Consistiendo  la  jurisdicción  contenciosa  en  la  inter- 
vención y  reforma  de  los  actos  de  la  administración  pu- 
ra ó  activa,  es  necesario  que  la  misma  administración 
tenga  la  fuerza  de  superar  los  obstáculos  que  se  opongan 
á  su  marcha.  De  otro  modo  el  gobierno  no  seria  un  po- 
der, sino  que  estaña  sujeto  á  la  autoridad  judicial,  care- 
cería de  espontaneidad  de  movimiento,  y  la  responsabi- 
lidad ministerial  desaparecerla,  porque  claro  es  que  la 
responsabilidad  supone  libertad  de  acción. 

Asi  es  que,  si  los  tribunales  ordinarios  conociesen  de 
los  negocios  administrativos,  la  dignidad  de  la  corona 
tendría  un  superior  en  el  juez  de  sus  hechos  ó  de  los  do 
sus  agentes.  Tal  sistema  anularía  la  independencia  del 
monarca,  y  destruiría  el  régimen  monárquico  y  el  cons- 
titucional. Para  evitarlo  se  establece  y  reconoce  en  bue- 
nos principios  la  distinción  de  la  justicia,  en  administra- 
tiva ó  retenida,  y  en  ordinaria  ó  delegada.  La  prime- 
ra consiste  en  el  derecho  de  juzgar  ó  decidir  todo  lo  con- 
tsncioso  administrativo,  y  la  retiene  la  corona  ejercién- 
dola en  el  interés  del  mejor  servicio  público  por  sus  mi- 
nistros, oportunamente  auxiliados  y  sujetos  á  responsa- 
bilidad. La  segunda  la  ejercen,  á  nombre  y  por  delega- 
ción del  rey,  los  tribunales  ordinarios  en  materias  civi- 
les y  crimínales,  y  los  especiales  en  lo  comercial.  Y  lue- 
go se  demostrará  que.  este  orden  de  cosas,  sugerido  por 
la  necesidad,  ademas  de  satisfacer  á  las  condiciones  de  la 
institución  administrativa,  aun  ofrece  en  el  fallo  de  los. 
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negocios  de  este  ramo  mas  amplias  seguridades  ó  garan- 
tías á  los  interesados,  que  en  la  jurisdicción  ordinaria, 
por  cuanto  acumula  mayores  grados  de  responsabilidad 
y  publicidad. 

La  justicia  ordinaria,  que  inmóvil  y  ocupada  de  lo 
pasado  mas  que  de  lo  presente,  conoce  de  las  relaciones 
de  los  individuos  entre  sí,  de  los  asuntos  que  interesan 
al  gobierno  como  persona  que  posee  ó  contrata,  y  de  to- 
dos aquellos  cuya  solución  depende  de  las  disposiciones 
del  derecho  civil  ó  penal,  y  de  convenios  ó  posesión,  no 
debe,  pues,  entender  en  las  relaciones  de  los  ciudadanos 
con  el  estado,  ni  en  las  dificultades  que  se  resuelven  por 
la  ley  política,  y  que  al  gobierno  interesan  como  tal 
gobierno.  Es  contencioso  judicial  todo  lo  que,  según  lo 
espresado,  corresponde  fallarse  por  la  autoridad  judicial, 
ó  los  tribunales  ordinarios,  delegación  de  la  corona  en 
funcionarios  que  instituye  sin  poderlos  libremente  desti- 
tuir. Lo  contencioso  administrativo  abraza  aquello  sobre 
que  ha  estatuido  la  corona,  y  que  la  misma  tiene  derecho 
á  modificar  cuando  lo  crea  conveniente. 

Pero  entiéndase  que  si  la  corona  resuelve  adminis- 
trativamente en  derecho  sobre  las  reclamaciones  y  opo- 
siciones relativas  á  la  ejecución  de  lo  que  ha  estatuidb  y 
mandado,  con  objeto  de  que  el  servicio  no  se  entorpez- 
ca, no  conviene  que  la  administración  propiamente  di- 
cha, tenga  el  derecho  de  castigar  á  los  infractores  de  sus 
reglamentos  y  disposiciones,  ni  aun  aplicándoles  las  pe- 
nas impuestas  de  antemano  por  las  leyes,  porque  inva- 
diria  el  orden  judicial,  quedando  la  sociedad  privada  de 
las  garantías  qu«  ge  han  procurado  concentrar  en  la  im- 
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pcisiLilidaJ  (le  los  triLiiiiales  ordiiiuriüs,  á  quienes  com- 
pete reprimir  la  generalidad  de  las  faltas,  delitos,  y  crí- 
menes cometidos  en  el  pais.  Únicamente  la  necesidad  de 
que  la  administración  pueda  contener  los  desacatos  á  su 
autoridid,  y  la  conveniencia  de  corregir  brevemente 
ciertas  faltas  leves,  justifican  la  facultad  que  constante^ 
mente  se  le  atribuye,  de  aplicar  penas  de  ínfima  entidad 
en  casos  determinados,  con  las  mas  esquisitas  precau- 
ciones para  evitar  todo  abuso. 

La  administración  contenciosa  es  el  complemento  de 
la  administración  activa:  arreglada  de  modo  que  com- 
prenda por  igual  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  ramos 
administrativos,  y  compuesta  de  personas  diferentes  y 
diferentemente  colocadas  que  aquellas  cuyos  actos  debe 
apreciar,  nunca  resultará  peligro  de  parcialidad,  como 
en  el  caso  deqas  fuese  realmente  juez  y  parte.  Ni  son 
los  actos  abusivos  los  que  atpii  hayan  de  llamarse  á  jui- 
cio, ípie  para  ellos  hay  castigo  en  otro  lugar,  sino  los 
incidentes  que  resulten  del  cumplimiento  de  la  ley,  que 
aunqne  lealmente  ejecutada,  nunca  dejará  de  suscitar  al- 
gunas reclamaciones;  ó  los  que  sin  viso  de  queja  se  ori- 
ginen de  las  diversas  y  encontradas  pretensiones  de  los 
individuos  en  negocios  en  que  siempre  sea  parte  la  so- 
ciedad. Los  juzgados  administrativos,  penetrados  del  lu- 
gar preferente  que  en  todo  caso  corresponde  al  interés 
general,  están  destinados  á  sostenerlo,  sin  cometer  em- 
pero injusticias  y  atropellos  con  los  particulares,  cpie  es- 
tos han  de  tener  también  sus  garantías,  y  si  deben  ce- 
der ante  el  imperioso  mandato  de  la  conveniencia  so- 
cial, sea  en  fuerza  de  una  preferencia  legitimada.  AI  in- 
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lerds  privado  que  reclama  con  fuiídainenlo,  se  le  snlis- 
f'ace  sumariamente,  y  con  igual  rapidez  se  desestiman 
las  capciosidades  é  impertinencias,  á  fin  de  separar  á 
un  lado  y  otro  los  obstáculos,  y  poner  desembarazada 
y  franca  la  marcha  de  la  administración. 

En  estos  juzgados  tiene  que  predominar  el  carácter 
administrativo  sobre  el  judicial:  sus  atribuciones  los  co- 
locan en  la  esfera  y  espíritu  de  la  administración,  sin  que 
tengan  otra  conexión  con  el  orden  judicial,  que  la  mas  ó 
menos  perfecta  imitación  de  algunas  de  sus  formas  y  so- 
lemnidades. Asi  es  que  en  todo  rigor  no  les  cuadra  el 
nombre  de  tribunales  ni  aun  el  de  juzgados:  sus  trámi- 
tes son  espeditivos,  y  sus  fallos  no  deben  llevar  el  nom- 
bre de  sentencias  sino  meramente  el  de  decisiones. 

Los  dos  principales  caracteres  de  la  administración 
en  su  abstracción  orgánica,  son  la  unidad  y  la  indepen- 
dencia. La  primera  hace  desaparecer  toda  divergencia 
en  las  miras;  la  segunda  evita  los  inconvenientes  de  las 
rivalidades,  asegurando  la  libre  acción,  y  sirviendo  de 
base  á  la  responsabilidad.  Para  constituir  esa  existencia 
iudependiente  de  todo  lo  que  no  sea  el  supremo  gobier- 
no, es  preciso  que  las  cuestiones  de  competencia  de  ju- 
risdicción, entre  la  autoridad  judicial  y  la  administrati- 
va, ó  entre  los  tribunales  ordinarios  y  los  juzgados  es- 
peciales, que  es  lo  que  se  ha  llamado  conflicto  de  atri- 
bución, se  diriman,  no  por  el  tribunal  supremo  de  jus- 
ticia, ni  por  otro  interesado  en  aumenfarse  incumbencias 
y  cuya  decisión  no  esté  sujeta  á  responsabilidad  ni  ad- 
mita reforma  ó  enmienda,  sino  por  el  monarca,  cuyos 
ministros  responden  de  las  órdenes  que  firman  y  de  las 
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decisiones  que  autorizan.  Si  la  autoridad  judicial  fallase 
soberanamente  en  tales  casos,  supeditarla  al  gobierno  ó 
al  poder  supremo  en  acción:  si  fallase  el  poder  supre- 
mo legislador,  descenderla  á  aplicar  las  leyes,  cuando 
solamente  le  toca  formarlas.  Seguro  es  que  el  tribunal 
que  resolviese  esas  cuestiones  de  competencia,  pronto 
se  apoderaría  de  la  policía,  de  la  administración,  y  del 
gobierno,  como  hizo  en  su  tiempo  y  en  cuanto  pudo  el 
consejo  de  Castilla.  Y  contra  el  espíritu  invasor  de  los 
tribunales  no  hay  remedio,  pues  hasta  los  cuerpos  legis- 
lativos emuudecen  ante  sus  fallos:  por  el  contrario,  los 
errores  ó  los  abusos  ministeriales  admiten  correctivo, 
puesto  que  los  ministros  pueden  constantemente  ser  cen- 
surados y  acusados,  y  sus  disposiciones  erróneas  revoca- 
das por  ellos  mismos  ó  por  sus  sucesores.  De  ahí  es  que 
al  monarca,  gefe  de  uno  y  otro  ramo  de  la  justicia,  cor- 
responde el  determinar  la  competencia  ó  dirimir  los  con- 
ílictos  de  atribución. 

De  lo  espuesto  se  deduce  que  la  administración  ac- 
tiva requiere  en  la  organización  personal  la  unidad,  si 
bien  con  el  arbitrio  de  la  consulta  de  cuerpos  colegiados; 
y  que  las  dificultades  y  contiendas  que  nazcan  de  sus 
operaciones,  deben  ser  salvadas  y  resueltas  brevemente 
por  juzgados  administrativos  ó  tribunales  de  atribución. 
Asi,  en  todos  los  grados  ó  escalones  de  la  gerarquía  ad- 
ministrativa, ya  se  tengan  en  mira  intereses  generales, 
ya  fraccionarios  de;  la  sociedad,  kan  de  hallarse  clasi- 
ficados y  separados,  el  consejo,  la  acción,  y  la  com- 
probación ó  decisión  contenciosa,  residiendo  cada  una, 
de  estas  funciones  en  autoridades  distintas  é  indepen- 
dientes entre  .v/. 
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■      Administración  suprema . 
10  administrador  del  estado  en  la  monarquía 
constitucional  es  el  monarca,  que  también  debe  ser  el 
supremo  juez  en  materias  contencioso-administrativas, 
bajo  la  responsabilidad  de  sus  ministros. 

Si  un  ministro  bastase  para  dar  vado  á  todos  los  ne- 
gocios, podría  abrazar  el  despacho  de  la  administración 
general  del  estado;  mas  no  siendo  esto  hacedero  en  na- 
ciones de  alguna  estension,  hay  que  formar  divisiones 
que  comprendan  los  grandes  servicios  ó  rumos  especia- 
les de  despacho,  que  á  juicio  y  voluntad  del  príncipe  se 
consideren  proporcionados  para  su  buen  desempeño. 
De  este  modo  se  encuentran  en  todas  partes,  cuando  me- 
nos, los  ministerios  de  relaciones  esteriores,  de  hacien- 
da, de  justicia  y  negocios  eclesiásticos,  de  guerra,  y  de 
marina  en  naciones  marítimas^ encargados  de  ejecutar 
las  leyes  en  su  respectivo  departamento,  á  que  dan  im- 
pulso, dirección,  y  regularidad. 

El  de  la  gobernación  es  entre  nosotros  el  de  la  ad- 
ministración civil  ó  fundamental,  porque  es  el  que  diri- 
ge la  cosa  pública,  siendo  los  demás  unos  encargados 
de  prepararle  y  suministrarle  los  auxilios  necesarios  pa- 
ra que  produzca  resultados  satisfactarios.  De  el  nacerán 
con  el  tiempo  otro  ú  otros,  porque  la  instrucción  pública, 
las  ol)ras  púlilicas,  y  la  industria,  son  negociados  dema- 
siado vastos  é  importantes  para  permanecer  aglomerados 
en  aquel,  con  tantos  otros  como  acompañan  al  del  cui- 
dado del  orden  público.  Ei*  1836  pasó  el  negociado  de 
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comercio  con  el  de  la  goliernacron  de  ultramar  á  reforzar 
el  ministerio  de  marina,  donde  ambos  continúan:  mejor 
fíiera  que  se  crease  mi  verdadero  ministerio  general  de 
ultramar,  que  es  mas  necesario  de  lo  que  comunmente 
se  cree;  el  cual  podría  correr  unido  al  de  marina,  mien- 
tras que  la  instrucción  pública,  las  obras  públicas,  y  la 
industria  agricultora,  fabril,  y  comercial,  ó  sea  el  fc- 
lueuto,  formasen  otro  nuevo;  que  ni  en  él,  ni  en  el  que 
subsistiese  de  gobernación,  ni  en  el  de  marina  y  general 
de  uíliramar,  faltarían  ocupación  y  trabajo,  si  hablan  de 
estar  debidamente  servidos. 

El  consejo  de  ministros  delibera,  prescindiendo  aquí 
de  la  alta  política,  sobre  los  asuntos  de  suprema  admi- 
nistración, sol)re  la  acción  administrativa,  polig'a  gene- 
ral, seguridad  "del  estado,  y  sostenimiento  de  la  autorí- 
dad  real.  Decide  las  dudas  que  en  cada  ramo  ó  depar- 
tamejito  ocurren  sobre  materias  de  gravedad,  y  mantie- 
ííc  la  conveniente  armoma  en  las  disposiciones  trascen- 
dentales, para  que  obren  su  combinado  efecto,  como 
emanadas  de  un  sistema  constante,  suficiente,  y  acredi- 
tado. Sus  atribuciones  son  rigorosamente  consultivas, 
en  cuanto  no  puede  el  consejo  sin  la  aprobación  del  rey 
tomar  decisiones  obligatorias;  pero  sus  deliberaciones  y 
opiniones  son  de  suma  trascendencia,  en  cuanto  si  di- 
fieren de  las  del  monarca,  se  encuentra  este  privado  del 
concurso  de  sus  ministros,  y  tiene  que  cambiarlos,  mo- 
dificando generalmente  el  sistema  político  del  gobierno, 
ó  acaso  debilitándolo. 

Es,  pues,  el  consejo  de  ministros,  él  que  inmediata- 
mente aconseja  á  la  corona:  las  órdenes  de  esta  las  co-í 
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munica  y  hpce  ejecutar  cada  ministro  en  «i  ramo, 

Al  lado  de  la  suprema  ó  central  adiniuistraciou  acti- 
va, que  reside  en  los  ministros  sujetos  á  las  órdenes  del 
rey,  debe  haber  un  cuerpo  consultivo  á  quien  puedan 
pedir  informes  en  asuntos  de  entidad  y  de  prolijo  ira- 
í)ajo.  En  la  moi  ^irquía  absoluta  se  ven  hasta  cierto  pun- 
to vagar  y  mecerse  en  la  arbitrariedad  los  actos  ministe- 
riales, para  lo  cual  no  se  requiere  otra  habilidad  mas  que 
la  de  saber  preparar  y  cubrir  los  espedientes;  mas  eu  la 
monarquía  constitucional  en  que  todas  las  proposiciones 
son  combatidas,  en  que  todas  las  faltas  pueden  ydelmv 
r^n  ser  notadas,  y  todos  los  pasos  observados,  es  indis- 
pensable, al  dirigir  escrupulosa  aunque  desembarazada- 
mente la  ejecución  de  las  leyes,  tener  con  cjuieu  consul- 
tar las  dudas  fundadas  antes  de  resolver  sobre  ellas,  Y 
aun  cuando  no  se  trate  mas  que  de  actos  de  ejecución, 
conviene  no  perder  de  vista  que  mas  diíicultades  oír-ece 
el  ejecutar  las  leyes  que  el  formarlas. 

Los  lectores  sentirán  lo  nmclio  que  sobre  todo  «sli* 
hay  que  desear  en  Esparta.  A  principios  del  siglo  XVII 
se  contaban  en  Madrid  15  consejos,  con  atribucionesor- 
dinariaraente  consultivas,  judiciales,  y  aduiiuistrativas: 
organización  defectuosa,  y  aglomeración  confusa,  que, 
entorpecia  los  movimientos  de  1^  máquina  del  estado. 
Hoy,  bajo  una  constitución,  y  por  una  de  aquellas  ano- 
malías que  abundan  en  nuestro  pais,  no  í-e  encuentra  íjÍ 
hay  ninguno.  Se  ha  recurrido  por  los  ministros  (losquft 
han  querido  asesorarse)  á  comisiones  y  juntas  consulti- 
vas, sin  apoyo  generalmente  ni  representación  legal;  se 
hu  cometido  la  enorme  irregularidad  de  exigir  iiiforraes 
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y  consultas  en  lo  administrativo  y  político  á  los  tribunalej, 
cuyo  oficio  es  únicamente  pronunciar  sentencias;  y  en 
semejante  dislocación  en  que  por  todo  se  pasa,  no  hay 
ni  puede  haber  orden  y  freno  en  el  mando,  ni  respeto 
y  exactitud  en  la  obediencia. 

Un  alto  cuerpo  consultor  del  ministerio,  ó  sea  un 
consejo  de  estado,  es  de  necesidad  el  dia  que  se  trate 
seriamente  de  organizar  nuestra  administración.  No  pa- 
ra que  se  le  pida  informe  sobre  todos  los  espedientes 
sin  distinción,  de  modo  que  solo  tenga  el  ministro  que 
resolver  con  el  consejo,  convirtiendo  en  descansado  ofi- 
cio su  penosísimo  encargo  (¡tales  medianías  y  ami  nu- 
lidades van  ocupando  las  sillas  en  lo  que  llevamos  de 
siglo,  aunque  con  honrosas  escepciones!),sino  para  ilus- 
trar puntos  obscuros,  sin  participar  de  la  responsabili- 
dad inmediata,  ni  de  la  instabilidad  y  oscilaciones  pro- 
pias del  régimen  constitucional,  para  afirmar  un  sistema 
de  gobernación  fundado  en  principios,  antecedentes,  y  tra- 
diciones, atesorar  un  depósito  de  buenas  doctrinas,  rec- 
tificar errores,  educar  y  preparar  administradores  aven- 
tajados entre  los  jóvenes  que  instruyan  los  espedientes, 
discutir  los  proyectos  de  leyes,  reglamentos,  y  disposi- 
ciones de  administración  general,  aliviar,  ilustrar,  de- 
fender, y  fortificar  al  gabinete  sin  encadenarle,  tranquili- 
zar á  los  ciudadanos  acerca  de  la  imparcialidad  en  la  eje- 
cución, esparcir  el  orden,  la  luz,  y  la  unidad  en  todas 
las  partes  del  servicio  público,  y  sustentar  la  preroga- 
tiva  de  la  corona.  Y  claro  es  que  la  elección  de  los  con- 
sejeros se  habrá  de  hacer  con  el  mas  esquisito  tacto,  si 
ha  de  conseguirse  el  bien  en  lugar  de  aumentarse  el 


79 

mal:  otro  escollo  de  épocas  do  inmodestas  y  oiigcntps 

amljiciones tan  terrible,  que  acaso  carezcamos  d« 

un  regular  consejo  de  estado,  porque  se  haya  retroce- 
dido algún  dia  ante  la  idea  de  los  nombramientos. 

Después  de  esto,  falta  arreglar  en  la  suprema  ad- 
ministración el  fallo  final  de  los  negocios  contenciosos. 
En  los  antiguos  consejos  habia  salas  de  gobierno,  y  sa- 
las de  justicia;  y  un  orden  análogo  es  el  que  puede 
adoptarse  en  el  consejo  de  estado.  Ademas  de  las  salas 
ó  secciones  en  que  se  clasifiquen  y  distribuyan  los  asun- 
tos que  consulte  ó  informe  á  los  diferentes  ministerios, 
debe  haber  una  sección  compuesta  de  magistrados,  j 
cuando  sea  posible,  de  jueces  administrativos  en  mayo- 
ría, de  notoria  probidad,  saber,  y  esperiencia  de  nego- 
cios; la  cual  examine  los  espedientes,  y  en  unión  con 
la  sección  del  ramo  á  quien  corresponda  cada  uno  de 
estos,  formule  su  juicio,  para  ponerlo  en  conocimiento 
del  ministerio  respectivo.  Este  orden  de  proceder  no 
puede  ser  mas  que  transitorio,  y  hasta  tanto  que  se 
forme  una  C(jleccion  de  disposiciones  ó  cuerpo  de  dere- 
cho administrativo:  entonces  convendrá  que  la  sección 
contencioso-administrativa  del  consejo  de  estado,  ins- 
truya debidamente  el  espediente,  que  dé  cuenta  de  él 
en  consejo  pleno,  y  en  sesión  pública,  que  se  oiga  la 
defensa  verbal  de  los  abogados,  y  que  á  puerta  cerrada 
86  delibere  en  seguida,  se  escriba  el  acuerdo,  y  se  fun- 
de. Para  mejor  asegurar  la  imparcialidad,  debiera  el 
ministro  que  presentase  al  rey  los  acuerdos  ó  decisiones 
del  consejo  en  negocios  contencioso-administrativos,  ser 
completamente  desinteresado  en   ellos:  el  ministro  de 
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gracia  y  justicia  reúne  á  esta  circunstancia  la  de  dirigir 
Ja  magistratura,  y  estar  al  frente  de  los  tribunales  or- 
dinarios. 

Los  acuerdos  ó  decisiones  judiciales  del  consejo  de 
estado,  no  pueden  ser  mas  que  cuasi  sentencias,  que 
solo  mediante  la  real  aprobación  se  ejecutan.  Los  con- 
sejeros deben  ser  cuasi  inamovibles  en  sus  destinos;  y 
este  carácter  particular  que  afecta  á  las  personas  como 
á  las  cosas  en  toda  la  jurisdicción  contencioso-adminis- 
trativa,  es  inherente  á  su  índole  y  naturaleza.  Si  los 
consejeros  ó  jueces  fueran  inamovibles,  y  sus  decisio- 
nes llevaran  la  fuerza  absoluta  de  sentencias,  ellos  se- 
rian los  arbitros  de  la  administración  pública,  que  pe- 
trificarían tal  vez  sin  dejarle  juego  ni  acción:  los  minis- 
tros no  podrían  dirigir  los  negocios  ni  responder  de 
ellos;  y  eso  es  cabalmente  lo  que  se  ha  querido  evitar 
declinando  la  jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios. 
Si  por  el  contrario,  fueran  los  jueces  administrativos 
unos  meros  mandatarios  de  los  administradores  direc- 
tos, y  esclavos  de  sus  determinaciones,  taiílo  valiera  su- 
primir los  juzgados  de  atribución  y  entronizar  la  arbi- 
trariedad ministerial.  Y  como  sean  igualmente  pernicio- 
sos ambos  estremos,  el  temperamento  propuesto,  por 
mas  que  parezca  indefinido  hasta  que  adquiera  fijeza 
con  la  práctica,  es  el  único  que  puede  salvarlos:  lo  cual 
conviene  ademas  con  el  doble  carácter  que  tienen  to- 
dos los  jueces  administrativos,  de  ser  al  propio  tiempo 
cimsejeros. 

Son,  pues,  agentes  directos  de  la  administración  su- 
prema, los  ministros  secretarios  de  estado.  Son  iadirec- 
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los  ó  colaícrales  los  cousojoros  do  eslaiío.  Son  auiilia- 
res  los  STofes  superiores  fie.  ciertos  servicios  generales 
administrativos  dependientes  de  cada  ministerio ,' que 
exigen  formar  cuerpos  miidos,  disciplinados,  c  ¡ustrui- 
dos,  como  los  de  estudios,  caminos,  correos,  minas, 
presidios,  y  montes  en  el  ramo  de  gobernación,  los  de 
rentas  públicas  y  del  tesoro  en  el  de  hacienda,  y  las 
inspecciones  de  las  armas  en  el  de  guerra.  Cuyas  de- 
pendencias deben  establecerse  con  tino,  y  perfeccionar- 
se al  compás  de  los  tiempos:  el  pretender  suprimirlas, 
todas  ó  algunas,  para  refundirlas  en  los  ministerios, 
prurito  que  ha  tenido  alguna  boga  entre  nosotros,  es 
un  error  nacido  de  falsas  ideas  de  administración.  Esas 
direcciones  generales  deben  encomendarse  á  hombres 
de  especialidad  y  aplicación,  propios  para  preparar  y 
ejecutar  las  decisiones  de  los  ministros,  quienes  en  el 
régimen  constitucional  ni  suelen  durar  largo  tiempo  en 
los  puestos,  ni  ser  tan  especiales  como  políticos  y  par- 
lamentarios: son  las  oficinas  intermedias,  de  pormeno- 
res y  de  movimiento,  al  paso  cpic  las  funciones  del  mi- 
nisterio son  de  impulso,  de  discernimiento,  de  censura, 
y  de  generalidad.  Y  se  consideran  como  auxiliares  indi- 
rectos de  la  administración  suprema,  los  tribunales  de 
cuentas,  los  de  comercio,  y  alguno  que  otro  estableci- 
miento análogo. 
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La  administración  superior  en  lo  civil  está  on  cada 
provincia  á  cargo  de  uu  gefe,  qiio  no  debiera  llainaEso 
político,  porque  aun  iniciado  en  el  pensamiento  del  ga- 
binete, y  siempre  dócil  á  su  impulso,  no  tiene  otras 
funciones  mas  que  las  administrativas .  Si  sostiene  el  sis- 
tema político,  es  conservando  el  buen  orden  y  haciendo 
cumplir  las  leyes.  Lo  político  se  refiere  al  rt'gimen  del 
estado,  y  no  á  la  administración  delpais:  entre  nosotros 
el  adjetivo  político  se  ha  usado  en  contraposición  á  lo 
militar,  en  tiempos  en  que  no  se  discernía  bien  lo  ad- 
ministrativo; y  ahora  que  todo  se  ha  ensayado,  se  vé  y 
sabe  que  el  orden  político  en  la  monarquía  constitucio- 
nal, no  cae  bajo  la  autoridad  de  los  empleados  públicos, 
por  mas  que  la  ley  les  confiera  alguna  atribución  formu- 
laria, sino  que  se  eleva  á  una  atmósfera  particular,  don- 
de se  ejercen  espontáneamente  y  entre  ondulaciones  á 
veces  tempestuosas  los  derechos  concedidos  por  la  cons- 
titución á  los  ciudadanos  para  inflinr  en  la  formación  de 
las  leyes;  mientras  que  en  el  orden  administrativo  todo 
está  mesuradamente  compasado,  ajustado  á  la  ley,  y  su- 
jeto á  responsabilidad.  En  cuya  atención,  y  para  no  es- 
traviar  las  ideas,  parece  que  el  título  mas  acomodado 
sería  el  de  prefecto,  tomado  del  común  repertorio  de  ios 
romanos;  y  sino  agradase  por  el  escrúpulo  pueril  de  lia- 
berse  anticipado  los  franceses  á  apropiárselo,  el  de  <jo- 
bernador  ó  corregidor  de  la  provincia,  porque  el  carác- 
ter de  gobernador  ya  no  es  aplicable  con  propiedad  al 
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comandante  militar  ni  al  comandante  de  armas,  en  las 
plazas  fuertes  ni  en  otros  puntos. 

La  autoridad  del  gefe  superior  administrativo,  ó  gober- 
nador, es  delegada  de  la  administración  suprema.  Estos 
agentes  superiores,  encargados  de  ilustrar  al  ministerio, 
deben  inspeccionarlo  y  verlo  todo,  sin  (jue  sean  estraños 
á  ninguno  de  los  movimientos  del  cuerpo  social:  aplican 
á  su  provincia  las  medidas  estensivas  á  todo  el  reino, 
con  mas  las  particulares  que  les  fueren  comunicadas,  al 
mismo  tiempo  que  como  administradores  proveen  á  las 
necesidades  locales  y  atienden  á  los  intereses  de  econo- 
mía y  fomento.  Conviene  que  se  entiendan  directamen- 
te con  cada  uno  de  los  ministerios  cuyas  órdenes  reci- 
ban y  estén  encargados  de  ejecutar:  el  comunicarse  con 
ellos  por  el  intermedio  del  de  la  gobernación,  como  se 
hace  en  España,  es  pérdida  de  tiempo  y  trabajo. 

A.I  lado  del  (jobernador  ha  de  ponerse  una  corpora- 
ción, que  hasta  cierto  punto  se  asemeje  en  pequeño  al 
consejo  de  estado.  Se  ha  propuesto  por  nuestros  escrito- 
res y  por  varios  proyectos  de  ley,  llamarla  consejo  de 
provincia.  Su  utilidad  es  incontestable,  y  se  deduce  de 
los  principios  ya  sentados.  Sus  funciones  como  consejo 
deben  ser:  evacuar  las  consultas  é  informes  que  el  go- 
bernador le  pidiere  para  formar  ó  fortal(5cer  su  opinión, 
ya  en  cualquier  duda  ó  dificultad  que  se  le  ofrezca,  ya 
en  los  casos  prevenidos  por  las  leyes,  y  precisamente 
en  los  presupuestos  y  cuentas  de  los  pueblos,  y  en  las 
fimciones  consideradas  como  de  protección  y  tutela  res- 
pecto de  los  mismos  ó  de  establecimientos  públicos  pa- 
ra comprar  ó  vender  fincas,  y  para  entu!)lar  pleitos  ó 
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abandonarlos.  Gomo  juzgado  administrativo,  conocerá  de 
las  demandas  y  gestiones  contenciosas  relativas  á  todo 
lo  que  estaba  antes  á  cargo  de  las  subdelegaciones  de 
los  diversos  ramos  de  administración,  y  á  la  policía  ad- 
ministrativa. Las  decisiones  de  estos  juzgados  conviene 
que  se  funden:  si  hubiese  apelación,  sea  por  la  parte 
demandante,  sea  por  el  gobernador,  se  acudirá  al  rey 
en  consejo  de  estada. 

Aun  no  están  bien  fijas  las  opiniones  acerca  de  al- 
gunos puntos  concernientes  á  los  tribunales  administra- 
tivos de  las  provincias,  aunque  los  resultados  son  muy 
satisfactorios  donde  quiera  que  se  han  planteado.  Lo 
que  respecto  á  ellos  tratamos  y  proponemos,  ó  es  con- 
forme á  las  opiniones  mas  generalmente  acreditadas,  ó 
á  lo  que  entendemos  mas  del  caso  para  nuestro  pais. 

Asi  los  consejeros  de  provhicia  deben  ser  vitalicios, 
y  constantemente  nombrados  por  el  rey:  su  propuesta 
no  creemos  oportuno  confiarla  esclusivamente  al  gober- 
nador, sino  que  podría  encargársele  que  oyera  á  la  dipu- 
tación provincial,  y  acompañara  origimd  el  parecer  de 
ella,  fundado  en  la  carrera,  honradez,  aptitud,  y  labo- 
riosidad de  los  sugetos  elejibles,  para  que  en  vista  de  to- 
do consultase  el  consejo  de  estado.  El  número  de  cuatro 
ó  cinco  consejeros  es  el  mas  acomodado  para  cada  pro- 
vincia, la  mitad  lo  menos,  letrados  ó  jurisconsultos,  con 
goce  de  sueldo  fijo.  El  ministerio  podrá. suspenderlos: 
también  podrá  proponer  al  rey  con  justa  causa  el  sepa- 
rarlos; mas  para  esto  se  deberá  oír  precisamente  al  con- 
sejó de  estado,  y  si  su  dictamen  fuese  contrario  á  la  se- 
paración, se  considex'ará  sin  facultades  el  ministro  para 
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realizarla  ó  proponerla. — El  gobernador  presidirá  el  con- 
sejo de  provincia  en  negocios  consultivos.  En  los  conten- 
ciosos no  debiera  asistir,  en  obsequio  al  principio  de  que 
los  que  fallen  sean  distintos  de  los  que  obran,  y  cuyos 
actos  dan  motivo  á  las  reclamaciones  y  demandas.  Sin 
embargo,  las  circunstancias  en  que  se  halla  la  sociedad 
española,  en  que  las  autoridades  han  visto  eclipsar  su 
prestigio,  ya  por  efecto  de  una  legislación  insuficiente, 
ya  por  otras  causas,  quizas  exigirían  que  durante  algu- 
nos años  se  confiriese  á  los  gobernadores  la  presidencia 
del  juzgado  administrativo  de  su  provincia,  para  procu- 
rar autorizarlos  y  darles  influencia,  al  mismo  tiempo  que 
se  imbuyese  mas  el  juzgado  en  el  espíritu  de  la  admi- 
nistración. Cuanto  mayor  esmero  se  ponga  en  consti- 
tuir y  adiestrar  estos  cuerpos,  y  cuanto  mas  se  procure 
asegurar  el  acierto  en  sus  decisiones,  tanto  menor  será 
el  número  de  los  recursos  á  la  superioridad,  con  dimi- 
nución de  negocios  para  el  consejo  de  estado,  economía 
de  gastos  y  tiempo  para  los  interesados,  y  aumento  de 
moralización  ojeneral. 

Las  decisiones  del  consejo  de  provincia  deben  lle- 
varse á  efecto,  á  menos  que  se  interpusiese  apelación. 

Otra  corporación  reclama  un  lugar  distinguido  al 
frente  de  la  provincia,  y  es  la  diputación  provincial. 
Compuesta  generalmente  de  un  diputado  por  cada  par- 
tido judicial,  elegido  por  los  mismos  ó  mas  electores  que 
los  diputados  á  cortes  ó  al  parlamento,  no  está  pcrenue- 
raente  reunida,  sino  que  se  junta  en  épocas  señaladas, 
({ue  deben  serlo  por  el  rey.  Es  la  provincia  una  démar- 
Cí<cion  hasta   cierto   punto   arbitraria  ó   convencional. 
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crcadií  por  la  ley,  personificar  ion  civii  y  adminislralíva, 
((11(3  tiene  derecho  á  sn  consoivacion  y  mejora,  y  cuyos 
intereses  colectivos  estón  representados  por  la  diputa- 
ción provincial.  La  naturaleza,  origen,  y  carácter  de  es- 
ta le  confieren  un  grado  considerable  de  independencia 
é  irresponsabilidad;  y  por  lo  mismo  exige  la  prudencia 
que  sus  funciones  sean  tales,  que  no  comprometan  fácil- 
mente ni  perturben  la  correspondencia  y  concierto  en- 
tre las  diversas  partes  del  orden  administrativo,  y  que 
si  lo  hiciese  escedién  lose  ó  abusando  de  sus  facultades, 
pueda  ser  contenida  y  anulada. 

Cada  diputado  provincial  debiera  ser  elegido  por  cin- 
co años  al  menos,  porque  las  renovaciones  demasiado 
frecuentes  remueven  las  pasiones,  al  paso  que  disminu- 
yen el  estímulo  del  bien,  é  impiden  que  los  hombres 
puedan  después  de  aprendidos  los  negocios,  ser  útUes 
en  ellos,  y  concluir  las  obras  que  empezaron. 

El  objeto  de  las  diputaciones  no  puede  ser  otro  que 
repartir  las  contribuciones  y  cargas  generales  y  provin- 
ciales entre  los  distritos,  y  cuando  estos  no  estuviesen 
organizados,  éntrelos  pueblos,  asi  como  el  contingente  de 
hombres  para  reemplazo  del  ejército;  oir  y  decidir  las 
quejas  y  agravios  sobre  estos  puntos;  examinar  y  apro- 
bar en  su  caso  el  presupuesto  pro\incial  que  anualmen- 
te presente  el  gojjernador,  y  luego  sus  cuentas;  eva- 
cuar informes;  y  esponer  al  rey  el  estado  y  necesida- 
des de  la  provincia,  manifestando  su  opinión  y  deseos 
acerca  de  cuanto  pueda  interesar  á  su  mejor  adminis- 
tración y  fomento.  Las  diputaciones  debieran  dirigir  to- 
dos los  años  al  ministerio  una  memoria  ó  esposicion  so- 
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Lre  í\slos  puntos,  cuyos  documentos  se  publicasen.  Y 
conv¡«Mie  que  sean  necesariamente  consultadas  en  las 
cuestiones  generales  ó  particulares  Je  interés  provincial , 
para  que  sus  dictánuines  ilustren  á  la  administración  su- 
prema, después  de  llamar  la  atención  pública,  y  dirigir- 
la en  el  sentido  de  las  mejoras  verdaderamente  útiles. 

En  las  materias  administrativas  de  orden  perma- 
nente conexionadas  con  la  conservación  social,  corres- 
ponde á  la  diputación  de  la  provincia  el  observar  si  se 
deserapeíia  cnmplidamente  el  servicio  público,  para  re- 
presentar lo  conveniente  en  caso  contrario;  y  en  las  ma- 
terias de  interés  provincial  inmediato^  le  competen  mas 
bien  la  iniciativa,  la  preparación,  y  el  impulso.  La  eje- 
cución debe  estar  siempre  á  cargo  de  la  administración 
activa,  ó  sea  del  gobernador  responsable,  pues  que  las 
corporaciones  no  son  propias  para  operaciones  activas. 

Toda  otra  atribución  que  se  confiriera  á  las  diputacio- 
nes provinciales,  producirla  perturbación  administrativa. 
Sí  ejerciesen  funciones  de  autoridad  dependientes  de  la 
administración  suprema,  se  incumria  en  el  contraprin- 
cipio de  responder  los  ministros  de  actos  de  funciona- 
rios que  no  habian  nombrado.  Si  las  ejerciesen  con  in- 
dependencia, no  habría  unidad  ni  concierto  en  la  admi- 
nistración; y  si  se  las  colocase  bajo  la  dependencia  in- 
mediata* del  poder  supremo  legislador,  como  se  ha  visto 
un  tiempo  en  Espaiia,  se  daria  en  el  error,  ya  intolera- 
ble, de  suponer  en  los  que  hacen  leyes  incumbencias 
de  administración,  confundiendo  lo  qne  se  ba  llamado  di- 
visión de  poderes. 
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Adminislracior,  siiLnL'.crna  ó  de  partido. 


La  administración  civil  subaUefna  debe  estar  on  los 
partidos  ó  distritos  administrativos,  que  podrían  por  de 
pronto  ser  los  mismos  que  los  judiciales.  Un  teniente  de 
gobernador  á  su  cabeza,  nomljrado  por  el  rey,  baria 
ejecutar  las  órdenes  del  gobernador  de  la  provincia  en 
los  pueblos  del  partido,  sirviendo  de  intermedio  para 
las  comunicaciones  respectivas,  é  informando  todas  las 
reclamaciones,  pretensiones,  y  gestiones  de  los  pueblos 
y  de  ios  individuos.  Una  diputación  de  partido  á  imita- 
ción de  la  diputación  provincial,  tendría  por  objeto  pro- 
mover y  sostener  oportunamente  los  intereses  de  la  de- 
marcación. Cuya  organización  no  aconsejamos  hoy  para 
España,  porque  seria  superabundante  en  funcionarios  y 
demasiado  costosa;  pero  podrían  los  distritos  administra- 
tivos componerse,  para  destinarles  un  teniente  de  go-. 
bernador,  do  varios  partidos  judiciales,  ó  bien  podrían 
dejarse  en  los  actuales  límites  de  estos,  encargándose 
por  la  ley  al  alcaide  de  la  cabeza  de  partido  el  cuidado 
de  ios  pueljlos  de  su  dependencia,  aunque  fuera  preci- 
so señalarle  mayor  número  de  tenientes  que  los  que 
correspondiesen  á  su  vecindario.  Y  tal  podría  ser  ahora 
ó  con  el  tiempo  el  movimiento  de  la  población  é  indus- 
tria en  algún  partido,  que  conviniese  establecer  en  él  un 
consejo  para  decidir  en  primera  instancia  los  negocios 
contencioso-administrativüs,  y  desempeñar  cerca  del  te- 
niente de  goljcrnador  las  funciones  que  el  consejo  de 
pro\incia  cerca  del  gobernador.. 
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AdutinistrariüH  local  ó  viimicipal. 


Finalmente  la  administración  local  ó  inferior  está  en 
los  pueblos.  Aquí  la  acción  de  la  autoridad  se  halla  iren- 
te  á  frente  de  los  individuos,  á  quienes  obliga  al  cumpli- 
miento inmediato  de  las  leyes.  El  pueblo  es  la  unidad 
natural  é  inalterable  de  la  familia  social:  sh  organización 
administrativa  debe  respetar  la  propia  individualidad,  á 
la  par  que  conserve  la  armonia  en  el  cuerpo  del  estado. 
Porque  en  efecto,  el  mismo  abandono  de  libertad  natural 
que  supone  en  el  hombre  su  reunión  en  sociedad  civil, 
alcanza  al  pu(;blo  que  forma  comunidad  con  otros  pue- 
blos para  constituir  una  nación. 

El  pueblo  ó  la  sociedad  municipal  une  á  los  indivi- 
duos entre  sí,  sin  separarlos  ni  desprenderlos  del  estado. 
Aglomeración  de  hombres  relacionados  por  la  vecindad, 
y  parte  componente  de  una  nación,  es  objeto  de  la  ad- 
ministración pública  general.  Agregación  de  familias 
mancomunadas  por  intereses,  bienes,  y  derechos,  entra 
en  la  clase  de  persona  civil,  capaz  de  proveer  á  sus  me- 
joras, contratar,  adquirir,  poseer,  enagenar,  y  obrar  en 
justicia  como  los  particulares,  que  es  la  administración 
local.  El  ejercicio  de  estos  derechos  está  regido  en  par- 
te por  el  orden  administriitivo,  y  en  parto  por  el  civil. 

La  administración  general  necesita  en  cada  población 
un  agente  responsable,  y  como  tal  nombrado  por  ella. 
La  administración  local  necesita  también  un  encargado 
de  su  dirección  y  manejo,  elegido  por  el  vecindario  inte- 
resado. Si  en  cada  localidad  pagase  la  administración  ge- 
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neral  un  empleado  ó  agento,  resultaría  un  gasto  exorbitan- 
te, y  seria  defícil  conservar  la  buena  inteligencia  entre  él 
y  el  mandatario  y  magistrado  del  pueblo,  que  tales  la  ín- 
dole de  sus  funciones,  por  donde  se  turbaría  la  armonía 
social,  cuando  uno  y  otro  servicio  deben  conciliarse  apo- 
yáncíose  mutuamente.  Estas  consideraciones  han  aconse- 
jado reunir  ambos  cargos  en  un  mismo  funcionario,  que 
es  el  alcalde.  ílntre  el  principio  de  que  á  los  vecinos  cor- 
responde nombrar  su  administrador  especial,  y  el  de 
que  ninguna  parte  de  la  administración  general  puede 
ejjCECcrse  sin  delegación  del  monarca  y  responsabilidad 
de  sus  ministips,  cabe  un  avenimiento  y  conciliación  en 
los  términos  siguientes.  O  la  administración  suprema 
propone  cierto  número  de  individuos,  y  el  vecindario  eli- 
ge; ó  este  es  el  que  hace  la  propuesta,  y  aquella  la  elec- 
GÍo«;  ó  en  fin,  nombran  los  vecinos  sus  concejales,  y 
entre  ellos  se  designa  por  la  administración  general  el 
que  haya  de  desempeñar  las  funciones  de  alcalde.  Este 
áltimo  método  es  preferible  á  todas  luces. 

El  alcalde  no  estiende  su  autoridad  mas  allá  del  tér- 
mino ó  jurisdicción  deljpueblo;  pero  en  su  persona  se 
concentran  todas  las  funciones  de  ejecución,  en  lo  gene- 
ral y  en  lo  particular,  en  lo  político,  en  lo  administrativo, 
y  hasta  en  lo  judicial.  Es  una  representación  en  peque- 
ña escala  de  todos  los  ministerios,  ademas  de  ser  gene- 
ralmente delegado  de  los  tribunales.  Así  es  que  en  las 
poblaciones  de  alguna  consideración,  necesita  tener  el 
competente  número  de  adjuntos  ó  tenientes  para  que  le 
auxilien  en  sus  trabajos. 

A  su  lado  está  el  ayuntamiento,  de  elección  vecinal. 
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<-orporac¡on  que  reúne  respecto  í\v\  pueblo  las  funciones 
de  la  diputaciou  y  del  consejo  de  provincia  respecto  de 
esta,  con  la  diferencia  de  no  entender  en  negocios  con- 
tencioso-aduiinistrativos.  El  ayuntamiento  ó  concejo, 
«iristocráticaniente  constituido  por  los  romanos  en  los 
paises  de  conquista,  y  aislado  cuidadosamente  para  sus- 
citar rivalidades  de  pueblos  borrando  la  nacionalidad, 
reapareció  en  España  en  la  edad  media  animado  de  es- 
píritu democrático  para  resistir  las  demasías  de  los  se- 
ñores, y  rechazar  los  ultrajes  de  la  gente  de  guerra;  pos- 
teriormente se  apoderó  de  él  la  nobl(¿za,  y  hoy  es  cuan- 
do se  está  en  el  caso  de  imprimirle  su  verdadero  carác- 
t(;r,  y  señalarle  sus  atribuciones,  que  son  el  cuidado  de 
los  fondos  municipales,  la  acertada  inversión  de  sus  recur- 
sos, y  la  realización  de  las  mejoras  progresivas.  Sus  fun- 
ciones deben  ser  esencialmente  de  deliberación  é  inspec-r 
cion,  nunca  de  ejecución. 

Es  de  notar  que  ni  la  provincia  ni  el  pueblo  son  en 
rigor  propietarios,  sino  usufructuarios  de  los  bienes  de  la 
comunidad  como  persona  civil;  mucho  menos  lo  serán 
la  diputación  y  ayuntamiento,  que  no  pueden  mas  que 
administrarlos  en  provecho  común. 

Con  el  ayuntamiento  como  consejo,  debe  consultar 
el  alcalde  en  calidad  de  mandatario  del  pueblo,  y  aun 
como  agente  de  la  administración  general,  las  dificulta- 
des que  le  ocurran,  puesto  que  las  providencias  que  to- 
me han  de  afectar  á  los  vecinos  y  moradores;  mas  sin 
eludir  por  eso  la  responsabilidad  que  en  todo  caso  acora- 
paña  á  sus  actos.  Como  corporación  representante  de 
los  intereses  especiales  del  pueblo,  forma  el  ayuntamien 
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to  en  la  parte  econónjica,  y  en  lo  tocante  á  comodidad, 
ornato,  y  salubridad,  las  ordenanzas  y  reglamentos  mu- 
nicipales, que  son  la  legislación  interior  permanente,  y 
({uc  por  su  trascendencia  requieren  la  aprobación  del  go- 
bernador de  la  provincia. 

El  alcalde  representa  al  pueblo  en  juicio  y  fuera  de 
ól,  y  ejecuta,  tanto  lo  dispuesto  por  las  leyes  y  órdenes 
de  la  administración  superior  relativamente  á  intereses 
generales,  como  lo  correspondiente  á  los  locales  propio 
de  sus  atribuciones,  y  lo  acordado  por  el  ayuntamiento 
en  el  círculo  de  sus  .facultades;  á  cuyo  efecto  publica  re- 
glamentos, edictos,  y  Ijandos,  de  que  se  constituye  res- 
ponsable. Para  conciliar  y  arreglar  unos  y  otros  intere- 
ses, de  suyo  conexionados  aunque  no  siempre  acordes,  se 
necesita  inteligencia,  aplicación,  y  sobre  todo,  buena  fé 
y  patriotismo. 

Examina  el  ayuntamiento  el  presupuesto  municipal  y 
las  cuentas  anuales  del  alcalde,  dándoles  su  aprobación 
ni  la  merecen.  Y  de  todas  sus  disposiciones,  únicamen- 
te este  presupuesto  y  sus  cuentas,  las  ordenanzas  muni- 
cipales, y  otros  acuerdos  capaces  por  su  naturaleza  de 
comprometer  el  pago  de  las  contribuciones  generales,  ó 
los  derechos  de  las  generaciones  venideras,  ó  la  tranqui- 
lidad ó  los  intereses  de  la  generación  actual,  deben  so- 
meterse por  la  ley  al  previo  consentimiento  del  goberaa- 
nador  de  la  provincia  para  adquirir  el  carácter  ejecuto- 
rio: en  lo  demás  solo  conocerá  esta  autoridad  en  queja  ó 
reclamación  de  algún  vecino. 

Gomo  consecuencia  de  lo  arriba  sentado,  habrá  la 
administración  central  de  estar  revestida  de  las  necesa 
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á  los  ayuíitamiciitos,  a  encerrarse  en  el  círculo  do  sus 
respectivas  funciones,  y  á  llenarlas  según  las  leyes,  sus- 
pendiendo en  caso  necesario  á  unos  y  otros:  el  rey  po- 
drá deponer  á  los  alcaldes  y  sus  tenientes,  y  disolver 
los  ayuntamientos,  sin  perjuicio  de  la  acción  de  los  tri- 
bunales, cuando  á  ello  hubiere  lugar. 


Organización  de  la  policía  adminislraliva. 


La  organización  de  la  policía  requiere  especial  aten- 
ción y  esmero.  Los  gobiernos  suspicaces  y  asustadizos 
se  gozan  en  una  policía  política,  sistema  tenebroso  de 
pesf[uisicion  y  espionage,  conque  contra-restar  á  sus 
enemigos  y  a  toda  clase  de  descontentos.  Los  gobiernos 
astutos  y  poderosos  la  tienen  en  las  cortes  estrangeras 
para  influir  en  los  negocios  ágenos.  Y  en  los  gobiernos 
constitucionales  no  consolidados,  suelen  los  partidos  po- 
líticos organizar  también  su  policía  de  estado  para  con- 
servar el  poder,  y  en  el  fervor  de  las  pasiones  para 
oprimir  á  sus  adversarios:  ese  es  un  abuso,  y  ademas 
un  mal  cálculo.  Entre  nosotros  son  por  fortuna  tan  rui- 
nes y  corrompidos  los  elementos  que  se  prestan  á  tal 
oficio,  que  inspiran  desprecio  y  horror,  y  alejan  de 
aceptar  sus  servicios  al  hombre  en  autoridad  que  se 
precie  tan  solo  de  honrado.  En  la  monarquía  constitu- 
cional, donde  hay  el  desahogo  de  hablar  y  escribir  siu 
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censura,  debe  la  policía  ser  puramente  administrativa, 
y  judicial. 

Siendo  el  objeto  de  la  policía  administrativa  cuidar 
del  orden,  y  por  consiguiente  de  la  razonable  libertad 
en  las  cosas  de  disfrute  común,  se  divide  naturalmente 
como  la  administración,  en  general  y  local.  La  policía 
general  comprende  lo  relativo  ia  la  seguridad  pública  y 
privada,  á  la  tranquilidad  y  buen  orden,  y  á  lo  que 
llamamos  sanidad,  tanto  en  poblado  como  en  despoblado: 
está  encomendada  á  los  gobernadores  de  las  provincias, 
y  bajo  su  dependencia  á  los  alcaldes.  La  policía  local, 
que  se  suljdivide  en  municipal  y  rural,  se  endereza  al 
bienestar  interior,  al  aseo,  comodidad,  y  ornato  de  las 
poblaciones,  y  al  respeto  de  la  propiedad  en  su  térmi- 
no, estendiéadose  k  aquellas  cosas  en  que  la  falta  de  un 
sistema  general  y  uniforme  nunca  puede  ofender  al  cuer- 
po social:  está  á  cargo  de  los  alcaldes  como  administra- 
dores populares,  con  sujeción  á  las  ordenanza»  municipa- 
les, y  á  las  resoluciones  de  los  ayuntamientos,  que  han 
de  votar  en  los  presupuestos  los  gastos  respectivos,  sin 
perjuicio  de  superior  aprobación  cuando  pudieran  me- 
diar abusos  ó  desaciertos. 

La  policía  de  seguridad  necesita  de  agentes  organi- 
zados convenientemente  para  vigilar  los  diversos  puntos 
del  territorio,  porque  la  sociedad  considerada  en  masa 
es  el  objeto  constante  de  su  solicitud.  En  unas  partes, 
como  en  Francia,  forman  estos  agentes  la  gendarmería, 
constituida  militarmente,  aunque  con  dependencia  de 
varios  ministerios,  según  corresponde  á  sus  atribucio- 
nes. En  otras,  como  en  Inglaterra,  la  organización  de 
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este  ramo  de  policía  es  puramente  civil,  y  sus  iiulivi 
dúos,  aunque  arreglados  y  uniformados  por  compañías, 
son  mas  bien  alguaciles  sin  aruias,  que  soldados.  Las 
costumbres  de  cada  país  indican  los  medios  (jue  necesi- 
tan emplearse  para  conseguir  el  objeto:  en  Espafia  lia 
de  pasar  mucho  tiempo  antes  que  pueda  con  liarse  la 
seguridad  pública  á  agentes,  que  no  tengan  mas  recur- 
sos que  sus  pulios,  la  autoridad  de  la  ley,  y  la  coopera- 
ción de  los  transeúntes. 

La  policía  municipal  y  la  rural  exigen  ignalmenle  la 
organización  de  agentes  especiales,  para  la  conservación 
del  buen  orden  en  las  poblaciones  y  los  catnpos,  bajo  las 
órdenes  de  los  alcaldes. 

Una  consideración  muy  importante  conviene  esponer 
al  ocuparse  de  la  organización  de  la  policía.  En  toda  so- 
ciedad hay  gente  mal  inclinada,  y  á  quien  solo  contiene 
el  temor  del  ca?tigo;  mas  las  medidas  de  represión  par- 
licipari  necesariamente  del  carácter  de  la  época,  del  as- 
tado político,  y  de  la  legislación  vigente.  Guando  las  le- 
yes permiten  condenar  por  indicios,  sospechas,  ■é  infor- 
mes desfavorables  á  los  vagos,  mal  entretenidos,  y  a  los 
reputados  malhechores,  estando  al  arbitrio  délas  autori- 
dades el  purificar  las  poljlaciones  de  esta  manera  infor- 
mal, cualquiera  organización  de  policía  es  suficiente, 
pues  no  hay  mas  que  ensanchar  las  cárceles  y  los  pre- 
sidios, á  fin  de  que  reciban  cuanto  indisliiitameiile  se  les 
envíe,  devolviéndoselo  mas  tarde  á  la  sociedad  en  el  mas 
alto  grado  posible  de  corrupción. 

Mas  cuando  la  legislación  no  consiente  el  castigo  sin 
pruebas,  ni  c  1  simple  arresto  sin  fundadas  pre¿unciü- 
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URS,  entonces  el  delincuente  bastante  diestro  ó  afortuna- 
do para  no  ser  cogido  en  el  acto  de  cometer  los  robos, 
violencias,  ú  otros  esccsos,  ó  para  no  reunir  los  necesa- 
rios testigos  en  contra  suya,  goza  de  su  completa  liber- 
tad, y  suele  emplearla  en  concertarse  con  sus  compane- 
ros para  combinar  nuevas  espediciones.  Asi  es  como  en 
algunas  grandes  ciudades  de  Europa  forman  los  ladro- 
nes y  rufianes  masas  tan  numerosas,  que  merecerían  el 
nombre  de  ejércitos  si  se  presentasen  reunidos  y  en  ar- 
mas. La  sociedad  se  conturbariíi  á  toda  hora  si  seme- 
jante plaga,  inmunda  aglomeración  de  todas  las  heces 
coherentes  por  la  inmoralidad,  no  estuviese  incesante- 
mente vigilada  y  contenida;  y  para  vigilarla  y  contener- 
la, para  estorbarle  el  crimen,  ó  para  probárselo  de  rao- 
do  c[ue  le  alcance  el  castigo  de  la  ley,  es  indispensa])íe 
una  .  activa,  honrada,  y  fuerte  policía.  Si  á  ello  se  agre- 
gan, ya  el  pauperismo  filiado  é  indolente  que  se  desar- 
rolla en  el  seno  de  sociedades  muy  adelantadas,  reci- 
biendo como  socorro  ó  limosna  lo  que  negado  se  toma- 
rla como  despojo,  ya  el  otro  pauperismo  disimulado  y 
activo  de  decenas  de  millares  de  personas,  que  en  las 
mismas  poblaciones  saludan  al  sol  de  la  mañana  sin  sa- 
ber absolutamente  si  encontrarán  alimento  para  aquel  dia 
ó  albergue  para  aquella  noche,  se  comprenderá  todo  lo 
(¡na  debe  tener  de  vasto,  de  complicado,  y  de  bien  en- 
tendido el  servicio  que,  sujetando  tantos  elementos  de 
desorden,  mantiene  sin  esfuerzo  aparente  y  perceptible 
la  paz,  la  segundad,  y  el  bienestar  en  una  sociedad  nu- 
merosa, trabajadora,  y  confiada. 

Afortunadamente  no-hay  población  en  España  doiv- 
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de  se  concentren  tales  y  tantos  enemigos  del  buen  orden; 
pero  los  vicios  inseparables  de  la  humanidad,  el  uso  ge- 
neralizado en  las  clases  inferiores  de  las  armas  prohibi- 
das, fáciles  instrumentos  de  muerte  en  el  calor  de  las 
disputas,  y  la  tendencia  á  buscar  en  los  montes  el  refu- 
gio donde  se  fomenta  la  vida  airada,  son  circunstancias 
que  no  consienten  el  menor  descuido  en  la  administra- 
ción, si  ha  de  proporcionar  á  la  sociedad  la  seguridad  á 
que  tiene  derecho.  La  policía  deberá  organizarse  del  mo- 
do mas  adecuado  á  la  índole  y  estado  del  pais,  teniendo 
presente  que  su  carácter  es  el  proteger  sm  vejar,  y  su 
deber  el  no  hacerse  aguardar  donde  fuere  necesaria,  el 
estar  en  todas  partes  sin  mostrarse  inoportunamente  en 
ninguna,  el  acudir  á  los  incendios,  mantener  el  orden 
en  la  marcha  de  los  carruages,  cortar  riñas,  el  detener 
infraganti  al  que  quebrantase  las  leyes  ó  los  bandos  de 
la  autoridad,  ó  al  que  en  cualquier  manera  molestase  in- 
justamente á  otro,  el  imponer  saludable  terror  á  los  de- 
lincuentes, celar  á  los  sospechosos, y  proteger  las  per- 
sonas y  bienes,  sin  incomodar  absolutamente  en  nada  al 
hombre  bueno  y  pacífico,  ni  inspirarle  otro  sentimiento 
que  el  de  la  convicción  del  importante  servicio  que  le 
presta  noche  y  dia. 

Tanto  el  gobernador  como  los  alcaldes,  disponen  pa- 
ra llenar  sus  atribuciones  de  policía,  de  sus  respectivos 
dependientes  del  ramo;  mas  en  el  caso  de  peligrar  la 
tranquilidad  pública,  ó  la  seguridad  de  personas  ó  bie- 
nes, se  hace  general  la  obligación  de  acudir:  toda  fuer- 
za organizada  con  este  objeto  especial,  todo  agente  civil 
ó  municipal,  como  los  alcaldes  de  baiTÍo  y  celadores,  y 
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en  el  campo  los  peones  camineros,  los  guardas  rurales, 
etc.,  cada  cual  según  su  posición,  deben  presentarse  en 
auxilio  de  la  autoridad.  Cuando  fuese  necesario,  alcan- 
za igual  obligación  á  la  milicia  nacional,  á  las  tropas  del 
ejárcito,  y  á  todos  los  buenos  ciudadanos. 


Policía  judicial. 


La  policía  judicial  está  naturalmente  encomendada  en 
la  parte  preventiva,  á  los  agentes  de  seguridad  pública. 
En  la  parte  represiva  ó  criminal  es  una  delegación  de 
los  tribunales  ordinarios,  para  practicar  las  primeras 
diligencias  de  instrucción.  Y  en  la  penal  ó  correccional, 
es  un  suplemento  á  los  mismos  tribunales  en  materias 
leves,  con  objeto  de  evitar  espedientes  embarazosos  pa- 
ra ellos,  costosos  y  vejatorios  para  los  interesados,  y 
tardos  para  el  escarmiento. 

La  organización  que  instituye  á  los  alcaldes,  jueces 
conciliadores  en  demandas  civiles  y  en  las  injurias  ver- 
bales, jueces  ordinarios  para  fallar  en  cuestiones  civiles 
de  menor  cuantía,  jueces  de  policía  para  castigar  faltas 
leves,  y  jueces  ú  oficiales  de  instrucción  para  proceder 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  formando  las  primeras 
diligencias  en  los  crímenes  cometidos  dentro  de  su  tér- 
mino  mnnicipal,  es  ciertamente  sencilla  y  poco  costosa, 
es  una  fácil  concepción  para  salir  del  paso,  pero  que 
compromete  en  alto  grado  el  servicio  público.  Tantas 
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atribuciones,  lau  difíciles  y  trascendentales,  es  casi  im- 
posible que  sean  bien  desempeñadas,  cuando  se  acumu- 
lan sobre  las  muchas  que  ya  corresponden  á  los  alcal- 
des, como  agentes  de  la  administración  general,  y  como 
administradores  locales. 

Mejor  fuera  establecer  jueces  letrados  de  paz,  que 
repartidos  en  los  pueblos  de  alguna  consideración,  se 
encargaran  de  las  ínfimas  funciones  del  orden  judicial 
en  donde  no  hubiese  juzgados  ó  tribunales  de  primera 
instancia,  entregándose  á  olios  con  el  lleno  de  inteligen- 
cia, desembarazo,  y  asiduidad,  que  son  de  esperar  de 
su  carrera  y  posición.  Este  pensamiento  encontrará  di- 
ficultades en  Espafia,  á  causa  de  requerir  desembolsos 
del  erario  público:  mas  podria  adoptarse  el  partido  de 
elegir  á  los  ahogados  mas  idóneos  para  jueces  de  paz  en 
los  pueblos  de  su  residencia,  sin  señalarles  sueldo,  ni 
otras  erogaciones  que  las  de  un  arancel  muy  módico,  te- 
niéndoseles presente  el  mérito  contraído  y  la  práctica  ad- 
quirida en  estos  puestos,  para  ser  colocados  mas  ade- 
lante en  promotorías  fiscales  ó  juzgados. 

La  organización  de  los  juzgados  de  paz  no  es  de  este 
lugar,  por  no  pertenecer  propiamente  á  la  administración 
civil,  aun  cuando  sean  actos  civiles  las  comparecen- 
cias de  conciliación  que  ante  ellos  se  celebran.  De  todos 
modos,  y  aunque  se  creasen  estos  juzgados  tan  útiles, 
deberían  los  alcaldes  conservar  el  único  y  escepcionai 
carácter  en  el  orden  judicial,  y  bajo. la  dependencia  de 
los  tribunales  ordinarios,  de  jueces  de  simple  policía  mu- 
nicipal; es  decir,  que  en  los  puntos  donde  no  hubiese 
juez  de  paz,  entendiesen  y  juzgasen  á  prevención  con 
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t'l  de  su  comarca,  en  todas  las  faltas  leves  por  infracción 
de  reglamentos  y  bandos,  en  injurias  verbales,  y  en  de- 
mandas ó  reclamaciones  de  daños  y  perjuicios  por  cor  • 
tas  y  determinadas  cantidades. 


Recapitulación. 


Tal  es  según  buenos  principios,  la  organización  ad- 
ministrativa en  su  orden  gerárquico,  y  en  sus  diversos 
ramos.  Unidad  en  el  sistema;  acción  libre  y  despejada 
al  único  encargado  de  la  ejecución  en  cada  grado;  con- 
sejo no  obligatorio  para  ilustrar  su  conciencia;  y  fallo  ó 
decisión  espeditiva  para  allanar  obstáculos,'  dirimir  con- 
tiendas, y  facilitar  la  acción.  Responsabilidad  en  toda  la 
escala  administrativa,  con  presunción  de  mayor  impar- 
cialidad en  la  administración  suprema,  estraña  á  intere- 
ses y  sujestiones  locales,  y  constantemente  llamada  á  dar 
pública  razón  de  sus  determinaciones.  Un  orden  de  agen- 
tes únicos  y  subordinados,  que  forman  la  cadena  de  trans- 
misión y  ejecución;  un  orden  de  cuerpos  Colegiados,  que 
robusteciendo  el  impulsi)  central,  sirven  á  aquellos  de 
consejo  y  juzgado;  y  otro  orden  de  corporaciones  de  ín- 
dole popular,  que  inq^iden  los  descuidos  y  los  estraVíos; 
corapielau  el  sistema  donde  mejor  combinados  están  los 
intereses  sociales,  los  délas  partes  y  el  todo^los  del  cen- 
tro y  de  la  localidad,  sin  confusión,  sin  colisiones,  sin 
dificultades.  El  consejo  de  estado  en  su  elevación,   el 
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consejo  de  provincia  y  la  diputación  provincial  en  su 
medianía,  el  consojo  da  partido  en  su  caso,  y  el  ayun- 
tuniienlo  en  su  especialidad,  coustitiiyen  en  toda  la  es- 
tension  de  la  escala  unos  oportunísimos  apoyos,  al  paso 
que  sirven  de  contrapeso  á  la  opresión  administrativa, 
así  como  las  cortes  sirvan  de  contrapeso  á  la  opresión 
política;  con  la  dlíiírencia  de  que  (istas  votan  leyes  y 
cambian  ministerios,  cuiindo  aquellos  tienen  que  suje- 
tarse precisamente  á  la  ley,  y  abstraerse  de  la  política 
activa,  que  les  es  materia  inconexa  y  compleiamente  es- 
Iraña. 


De  los  funcionarios  ó  agentes  administrativos. 


Los  empleados  ó  agentes  de  la  administración  públi- 
ca son  libreínente  nombrados  y  separados  por  el  rey, 
aunque  con  mayores  formalidades  y  mas  detenidos  trá- 
mites los  que  ejercen  funciones  cuasi  judiciales.  Esta  es 
una  consecuencia  de  la  responsabilidad  que  á  todos  les 
alcanza,  obligándolos  á  ser  órganas  fieles  y  exactos  do 
las  leyes,  y  sirviendo  de  prenda  material  de  su  buen 
comportamiento.  Está  en  el  interés  del  estado  el  que  los 
empleados  permanezcan  largo  tiempo  en  sus  destinos  ó 
carrera;  mas  el  pretender  que  no  puedan  ser  despedi- 
dos sino  en  virtud  de  setencia  judicial,  es  un  error  pal- 
pable. No  bay  tribunal  que  alcance  á  graduar,  apreciar, 
y  castigar  ciertas  fallas  de  celo,  de  asiduidad,  de  inte- 
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ligencia,  de  carácter,  de  modales  para  con  el  público; 
pequeñas  generalmente,  pero  que  acumulándose  algunas 
á  otras,  ó  agravándose  por  despecho  de  defraudada  am- 
bición ú  otros  motivos,  sirven  de  mal  ejemplo,  y  sin  lle- 
gar á  constituir  crimen  ni  delito,  vienen  á  ocasionar  cuan- 
do menos  el  recargo  de  brazos  en  las  oficinas,  ó  de  tra- 
bajo en  los  demás  empleados.  Por  el  contrario,  aunque 
en  las  casas  ó  compaíiías  particulares,  donde  son  amo- 
vibles y  temporeros  los  encargados  y  dependientes,  se 
observa  por  lo  regular  mayor  y  mas  diu-o  trabajo,  mas 
subordinación,  y  mas  constante  empeño  en  acreditarse 
y  hacerse  necesario,  cada  cual  en  el  negociado  que  des- 
pacha; tampoco  esta  práctica  es  aplicable  á  la  adminis- 
tración púbÜca,  porque  no  mediando  el  agudo  y  perse- 
verante estímulo  del  interés  especulador  de  quien  paga, 
y  siendo  mas  bien  transitorios  los  gefes  de  los  ramos  y 
oficinas,  ó  podrían  estos  por  avaricia  dotar  mezquina- 
mente el  personal,  do  modo  que  no  fuese  bueno  ó  su- 
ficiente para  el  servicio,  ó  cambiar  por  genialidad  con 
suma  frecuencia  los  empleados,  por  donde  los  desalen- 
tarla su  instabilidad  no  contrastada  ni  aun  por  el  méri- 
to, y  se  imposibilitarían  de  adquirir  los  conocimientos 
csDeciales  y  la  práctica,  que  si  son  de  necesidad  para 
el  acertado  manejo  de  todos  los  negocios,  han  de  elevar- 
se á  un  carácter  profesional  en  los  del  público.  De  don- 
de resulta  cpie  si  la  responsabilidad  del  superior,  y  el 
incentivo  á  la  aplicación  del  inferior,  requieren  la  amovi- 
lidad en  los  empleos,  con  escepcion  ó  restricción  en  los 
de  judicatura,  el  interés  del  estado  aconseja  y  exige  que 
detal  facultad  no  se  haga  uso,  sino  con  prudente  y  dis- 
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creta  parsimonia.  En  mediando  crímenes  ó  delitos,  el  em- 
pleado ya  es  materia  al  brazo  inflexible  do  los  tribunales. 

Otro  carácter  de  las  funciones  administrativas  es  hi 
subordinación.  Cada  empleado  ha  de  tener  atribuciones 
propias  y  perfectamente  determinadas,  reconociéndose  su- 
jeto á  la  inspección,  y  reforma  ó  enmienda  del  superior. 
Lo  es  también  la  residencia,  pues  el  empleado  debe  es- 
tar en  su  puesto;  que  no  son  los  destinos  un  medio  de 
satisfacer  la  vanidad,  ó  de  entregarse  á  la  molicie,  sino 
un  servicio  continuo  y  penoso,  que  exige  mas  abnega- 
ción que  las  profesiones  independientes,  con  mucho  ce- 
lo público  y  muclia  actividad.  Si  la  administración  con- 
serva la  sociedad,  es  velando;  si  produce,  es  trabajan- 
do. Y  lo  es  en  fin  la  fidelidad.  El  empleado  que  pugne 
entre  su  conciencia  y  su  obligación  de  obedecer,  porque 
86  le  haga  concurrir  á  medidas  que  crea  inconstitucio- 
nales ó  inmorales,  debe  renunciar:  fuera  de  ese  caso  es- 
tremo, y  cualesquiera  que  sean  sus  opiniones  políticas, 
.  la  administración  superior  debe  prescindir  de  ellas,  asi 
como  el  empleado  no  tiene  para  qué  vociferarlas,  pues- 
to que  sirve  al  estado  y  no  á  los  partidos,  y  su  servicio, 
puramente  administrativo,  ha  de  ir  siempre  acompañado 
de  esmero  y  buena  voluntad.  El  espectáculo  de  muchos 
funcionarios  de  todas  categorías  conspirando  contra  el 
gobierno  que  los  mantiene,  y  gloriándose  de  ello  des- 
pués de  haberlo  trastornado,  es  repugnante,  y  revela 
una  degeneración  moral,  á  que  no  so  acostumbra  fácil- 
mente una  nación  pundonorosa. 

Los  empleados  tienen  derecho  á  un  sueldo,  á  ascen- 
sos, y  á  retiro,  habiendo  cumplido  con  probidad  y  ce- 
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lo.  Si  todo  capital  procede  del  trabajo,  justo  es  que  no 
sea  improductivo  el  de  hombres  que  contribuyen  muy 
activa  y  directamente  á  la  conservación  social  y  á  todos 
sus  progresos.  Y  contribuirán  cada  vez  mas  eficazmen- 
te, si  se  hace  su  elección  con  simia  escrupulosidad  y 
prudencia;  pues  son  como  las  diferentes  partes  de  una 
gran  máquina,  que  en  varios  y  compasados  giros  propa- 
gan el  moviento  en  virtud  de  un  impulso  central,  donde 
no  se  conseguirá  la  regularidad  y  buen  efecto,  sin  que 
cada  pieza  ocupe  su  lugar  del  modo  adecuado. 

El  estudio  de  la  ciencia  de  la  administración,  del  de- 
recho administrativo,  del  derecho  público  y  privado,  de 
la  economía  política,  y  de  las  ciencias  que  iluminan  á 
las  artes,  debe  formar  su  caudal  de  conocimientos:  los 
administradores  no  se  improvisan^  y  tan  necesario  les 
es  instruirse  para  saber  su  oficio,  como  para  dar  realce 
al  carácter  moral  y  temple  de  alma  de  que  han  de  estar 
revestidos  y  dotados.  Tienen  que  llevar  sobre  sí  una 
gran  carga,  y  han  de  poder  marchar  solos,  desembara- 
zados, y  firmes. 

La  naturaleza  y  el  ejemplo  forman  al  guerrero,  el 
estudio  al  juez:  mas  el  administrador  ha  de  formarse  á 
sí  propio,  uniendo  á  las  disposiciones  naturales,  el  tacto 
delicado  y  el  discernimiento  que  nacen  de. la  observa- 
ción, la  reflexión  ilustrada  que  resuelve  las  dificultades, 
y  la  paciencia  laboriosa  que  las  vence.  Con  virtud  y  sin 
talento,  sería  supeditado:  con  t:denlo  y  sin  virtud,  seria 
un  monstruo;  y  cuando  el  gobierno  llegase  á  notar  sus 
vicios,  ya  habrían  estos  causado  el  escándalo  de  unos,  • 
y  la  desmoralización  de  otros. 
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El  empleado  que  á  su  superior  obecicce,  cubre 'su* 
responsabilidad.  En  los  crímenes  y  delitos  comunes  to- 
dos deben  estar  sujetos  á  los  tribunales  ordinarios,  y  lo 
mismo  cuando  se  les  acuse  de  cohecho  ó  venalidad.  Sus 
funciones  los  sujetan  á  deberes  especiales;  y  cuando  ha- 
cen un  uso  torpe  de  la  posición  que  ocupan,  no  mere- 
cen ninguna  consideración.  Por  el  contrario,  en  el  ejer- 
cicio de  sus  atribuciones,  y  en  consecuencia  de  actos 
propiamente  administrativos,  no  conviene  que  puedan 
ser  encausados  (escepto  los  ministros),  sin  preceder  au- 
torización del  gobierno  en  consulta  del  consejo  de  esta- 
do. Esta  práctica  se  deriva  del  principio  de  la  indepen- 
dencia administrativa:  sin  ella  los  tribunales  podrían  in- 
vadir indirectamente  la  administración,  y  por  otra  par- 
te carecerían  los  empleados  de  escudo  y  defensa  en  el 
cumplimiento  de  su  deber.  No  han  de  ser  víctimas  de  su 
obediencia  á  la  autoridad  superior;  y  solo  respecto  de 
ella  les  cabe  la  responsabilidad,  ya  hayan  desconocido 
ó  resistido  su  impulso,  ya  hayan  dejado  de  prever  ó 
consultar  su  opinión.  Guando  el  inferior  ha  obrado  sin 
orden  ó  contra  ella,  ha  cubierto  con  protesto  de  admi- 
nistración sus  hechos  de  hombre,  y  debe  sufrir  su  cas- 
tigo. Mas  cuando  ha  obedecido  ó  cumplido  bien,  cuando 
un  ministro,  oido  ó  no  el  consejo  de  estado,  niega  el 
permiso  para  proceder  contra  el  empleado  por  actos  del 
servicio,  hace  suya  la  responsabiUdad,  acepta  las  con- 
secuencias del  hecho,  y  dando  un  aspecto  político  á  la 
cuestión,  se  dispone  á  defenderla  en  la  tribuna  parla- 
mentaria. 

Los  alcaldes  gozan  de  la  salvaguardia  de  los  emplea- 
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dofs,  que  nunca  se  refiere  á  la  persona  sino  á  las  funcio- 
.  nes,  mientras  han  procedido  como  agentes  de  la  admi- 
nistración general,  ó  como  ejecutores  de  los  acuerdos 
municipales.  Masen  sus  malversaciones  como  magistra- 
dos del  pueblo,  conviene  que  puedan  ser  perseguidos  al 
igual  de  los  particulares.  En  este  mismo  caso  se  hallan 
ios  recaudadores  de  contribuciones,  y  todo  depositario 
iníielde  caudales  públicos:  los  gobernadores  de  las  pro- 
vincias han  de  estar  autorizados  para  llevar  ante  los  tri- 
bunales ordinarios  á  unos  y  otros  cuando  á  ello  diesen 
lugar,  igualmente  que  los  gefes  superiores  de  ciertos 
servicios  especiales  á  sus  subalternos,  como  en  montes, 
correos,  loterías  mientras  subsistieren,  etc.  Porque  se- 
mejantes asuntos  no  dan  treguas,  y  la  dilación  podría 
alentar  la  esperanza  á  la  impunidad,  al  propio  tiempo 
que  entorpeciera  en  su  origen  los  servicios  que  mas 
afectan  á  los  intereses  púbhcos  y  á  los  privados. 

De  la  mas  alta  importancia  es  el  que  todas  las  res- 
tricciones á  la  libertad  absoluta  de  los  individuos,  todas 
sus  cargas  y  obligaciones,  así  como  sus  derechos  al  tenor 
de  las  leyes,  se  recopilen  y  consignen  clara  y  esplícita- 
menteen  códigos  que  fácilmente  se  consulten  y  manejen. 
En  todas  partes  consideramos  útil  la  codificación,  sin  que 
nos  hagan  fuerza  las  razones  alegadas  en  contrario:  en 
España  la  juzgamos  sobre  necesaria,  urgentísima.  Cuan- 
do no  hay  reglas  fijas  y  conocidas,  se  camina  por  entre 
azares,  y  se  para  comunmente  en  la  arbitrai'iedad:'  el 
que  manda,  ó  cede  inseguro  ante  cualquiera  oposición, 
ó  bien  irritándose  do  ella,  aunque  fundada,  la  castiga 
5Ín  cahíicarla;  mientras  que  el  mandado,  ó  se  resiste  aun 
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a  I.1S  providencias  inds  justas,  o  adquiere  <il  hábito  do 
doblegarse  á  la  obediencia,  poseído  de  un  terror  que  lo 
degrada . 

No  es  menos  necesario  el  dasiücar  terminantemenle 
los  crímenes,  delitos,  y  faltas  que  pueden  cometer  los 
empleados  coiao  tales,  y  el  establecer  las  penas  relati- 
vas, para  que  en  cada  caso  se  haga  efectiva  la  responsa- 
bilidad. De  otro  modo  el  desorden  de  la  injusticia  carco- 
merá las  raices  de  la  administración;  y  la  impunidad  os- 
tentará' su  triunfo  diario,  unas  veces  por  no  haber  pena 
señalada,  otras  por  parecer  desproporcionada  é  inapli- 
cable. ÍL[  código  penal  debe  contener  los  castigos  irre- 
misüjiemente  imponibles  á  los  empleados  que  se  concer- 
tasen contra  la  obediencia  á  la  autoridad  superior,  con- 
tra la  ejecución  de  las  leyes  ú  órdenes  del  gobierno,  ó 
contra  la.  seguridad  interior  del  estado;  á  los  que  falsifi- 
casen firmas,  suplantasen  ó  alterasen  documentos,  ó  des- 
naturalizasen los  hechos  en  los  estractos  é  instrucción 
de  los  espedientes;  á  los  que  entrasen  en  funciones  sin 
las  formalidades  requeridas,  ó  no  cesasen  legalmente  no- 
tificados; á  los  que  no  guardasen  sigilo  en  materias  que 
lo  requieran;  á  los  que  malversasen  los  caudales  públi- 
cos; á  los  que  faltasen  á  la  integridad  y  pureza  prestán- 
dose á  cualquier  género  de  cohecliips,  y  admitiendo  dá- 
divas ó  tratando  recompensas  por  hacer  una  cosa,  aun- 
que fuese  justa:  á  los  que  tomasen  parte  con  sus  pro- 
pios fondos  ó  sin  ellos,  en  las  contratas,  suministros,  ú 
otras  adjudicaciones,  que  á  ellos  les  tocase  administrar  ó 
vigilar,  ó  bien  en  créditos  que  hubiesen  de  liquidar  ó 
pagar;  á  los  que  violasen  la  correspondencia  pública;  á 
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tos  cpie  usasen  de  parcialidad,  ó  cometiesen  vejaciones; 
j  á  cuantos  iucurriescn  en  algún  género  de  esceso,  ó 
faltaren  de  cualquiera  manera  al  mas  estricto  cumpli- 
miento de  sus  deberes.  La  vaguedad  é  indeterminación 
arguyen  confusión  de  ideas  y  perpetúan  el  desorden:  el 
mejor  sistema  de  organización  personal,  y  el  mas  exacto 
método  de  espedicion  material,  valen  poco  si  los  em- 
pleados no  son  á  propósito;  y  no  es  fácil  que  lo  sean, 
si  ademas  de  cuidadosamente  elegidos,  no  tienen  perfec- 
tamente deslindadas  sus  atribuciones,  ni  están  íntima- 
menie  convencidos  de  que  obtendrán  la  recompensa  ó 
el  castigo,  segmi  lo  mereciesen  por  sus  obras. 


Funcionarios  de  elección  popular. 


Lo  que  se  ba  dicho  de  los  empleados  de  la  adminis- 
tración general,  y  lo  que  se  añadirá  muy  luego,  es 
igualmente  aplicable  á  los  funcionarios  de  mas  ó  menos 
íaía  elección  popular,  y  á  los  subalternos  que  estos  tu- 
viesen que  nombrar  á  su  vez.  La  esencia  de  las  cosas 
Ho  varía,  porque  la  grerogativa  del  nombramiento  radi- 
^iie  en  una  parte  ó  en  otra. 


109 
CAPÍTULO  IV. 

ACCIÓN  ADMINISTUATIVA, 

Su  carácter. 


Para  que  las  leyes  salgan  de  la  esfera  de  las  máximas 
ó  de  las  teorías,  necesitan  ser  puestas  en  acción.  La  ley 
es  aquí  el  derecho:  su  ejecución  es  el  hecho.  La  ley 
determina  la  acción,  pero  esta  pone  de  su  parte  las  lu- 
ces de  la  esperiencia;  de  manera  que  sus  relaciones  -sou 
las  de  la  teórica  á  la  práctica. 

Para  que  el  hecho,  que  es  la  consecuencia,  sea  cou- 
forme  al  derecho,  que  es  el  principio,  ha  de  ser  la  ley 
recta  y  sanamente  entendida  por  todos  los  funcionarios 
que  concurran  á  ejecutarla,  y  por  todos  los  individuos  i 
quienes  señale  oljligaciones.  EspHcaí'  la  ley,  amphlkar- 
la,  suplir  á  su  ^lencio,  determinar  lo  que  para  confor- 
marse con  ella  deben  practicar  unos  y  otros,  y  hacer  úc. 
modo  que  así  se  veriíi(|ue,  es  la  acción  administrativa: 
contrariar  la  ley  no  puede  nunca. 

No  consiste  la  acción  administrativa  en  apiirar  (co- 
mo hace  \jl  autoridad  judicial)  una  regla  iníIeiil)lo  á  Jj<5- 
chos  consumados,  resultantes  de  la  iastrucciou  de  \m 
proceso,  sino  en  antever  los  acontecimientos  venideros. 
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en  tomar  medidas  capaces  de  desviar  los  adversos  y  de 
atraer  los  prósperos,  y  en  satisfacer  las  necesidades  nu- 
merosas y  variables  de  la  sociedad.  Para  ello  tiene  que 
recorrer  de  una  ojeada  toda  la  superficie  del  territorio, 
combinar  los  intereses  frecuentemente  encontrados  de 
sus  diferentes  partes,  y  de  sus  diversas  industrias,  to- 
mar en  cuenta  los  obstáculos  morales  y  físicos  que  pre- 
sentan la  población  y  el  suelo,  fraccionarse  y  subdivi- 
dirse  hasta  llegar  á  los  puntos  y  atenciones  mas  distan- 
tes, y  hacer  uso  en  beneficio  de  todos,  de  un  poder  que 
precisamente  ha  de  tener  mucho  de  discrecional,  y  que 
lo  tiene,  aunque  dentro  de  un  círculo  trazado  porlasle- 
yes.  La  parte  discrecional  ó  indeterminada  deesa  ac- 
ción, consiste  en  que  la  administración  misma  es  la  única 
que  aprecia  los  motivos  fle  utilidad  de  algunas  de  sus 
medidas. 

Se  ha  dicho  que  el  mejor  gobierno  es  el  que  está  ani- 
mado de  mejores  inlcnciones;  y  la  proposición  es  cier- 
tísima  siempre  que  se  suponga  la  intehgencia  necesaria. 
No  basta,  en  efecto,  organizar  la  administración  púbiicaj 
es  preciso  darle  impulso,  regularizar  su  movimiento,  é 
inspirarle  el  espíritu  del  bien,  cuya  acción  é  influjo  pue- 
de decirse  que  no  conocen  límites,  porque  no  tienen 
cuento  las  ocasiones  y  los  instantes  de  satisfacer  una 
necesidad.  Supuesta  la  indispensable  preparación  en  los 
funcionarios  administrativos,  y  la  instrucción  de  que  ar- 
riba hicimos  mérito,  debe  su  carácter  moral  ó  su  buena 
intención  hacer  que  en  sus  reiariones  con  los  administra- 
dos sean  pacientes,  prestando  oido  á  las  quejas  y  recia- 
ma.ciones,  que  exentos  de  orgullo  rectifiquen  y  enmien- 
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den  sus  propios  errores,  que  juzguen  y  aprecien  losne- 
f^ocies,  no  las  opiniones  políticas  de,  los  interesados,  y 
que  no  den  crédito  esclusivo  á  ningún  partido  ó  clase  de 
personas,  por  temor  de  hacerse  parciales.  Una  decisión 
sin  límites  por  el  cumplimiento  de  su  deber,  una  integri- 
dad que  raye  en  vidriosa  delicadeza,  un  ardiente  deseo 
de  la  felicidad  pública,  un  honrar  sus  puestos  con  virtu- 
des privadas,  tanto  como  con  virtudes  públicas,  una  im- 
parcialidad inalterable,  una  benevolencia  activa,  una 
constante  solicitud,  miramientos,  yhasta  deferencia  don- 
de cupiese;  esa  buena  intención  es  la  que  atrae  y  se 
capta  la  confianza,  en  que  consiste  la  fuerza  principal  de 
la  administración,  y  que  escusa  y  economiza  mucha 
parte  del  mando.  A  este  precio  y  con  estas  condiciones 
tienen  también  derecho  los  funcionarios  públicos  á  la 
consideración  y  respeto  de  los  ciudadanos,  y  a  la  pro- 
tección que  les  dispensan  las  leyes,  señalando  propor- 
cionado castigo  á  todo  el  que  los  ofendiese,  ó  debiéndo- 
les obediencia  se  la  negase. 

Hemos  visto  que  la  aplicación  de  las  leyes  tiene  tres 
principales  objetos:  las  relaciones  de  la  nación  con  las 
demás;  las  relaciones  del  estado  con  los  individuos;  y 
las  de  los  individuos  entre  sí.  Según  el  objeto  toma  di- 
ferente carácter  la  acción  del  poder.  En  la  comunicación 
internacional  es  la  personificación  del  pais,  que  ocupa  su 
puesto  en  una  concurrencia  de  iguales,  donde  no  se  re- 
conoce juez  sobre  la  tierra,  si  ya  no  sirve  de  tal  la  razón. 
En  las  cuestiones  entre  individuos  instituye  la  autoridad 
judicial,  y  entregándole  el  depósito  de  la  justicia  se  anu- 
la ante  sus  sentencias.  En  las  relaciones  entre  los  indi- 
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viduos  y  el  estado,  lleva  al  contrario  una  fuerza  irre- 
sistible acompañada  de  responsabilidad. 

La  acción  administrativa  ha  de  ser  ilustrada,  justa,  y 
prudente.  Si  no  tuviese  bastante  ilustración  para  pene- 
trar el  pensamiento  creador  de  la  ley,  y  para  conocer 
la  índole  de  las  dificnltades  que  encuentra  su  aplicación, 
con  el  modo  de  salvarlas  ó  vencerlas,  faltarla  la  corres- 
pondencia entre  el  precepto  y  la  ejecución  y  los  resul- 
tados serian  cuando  menos  incompletos.  Si  no  tomase 
por  guia  la  justicia,  que  en  los  casos  indeterminados  es 
la  equidad,  carecería  de  fuerza  moral  y  de  ascendiente, 
suscitaria  la  oposición  de  los  agraviados,  porque  sola  la 
justicia  es  la  que  no  agravia,  y  tendria  que  sustituir  la 
fuerza  material  al  imperio  de  la  razón,  Y  si  le  faltase  la 
prudencia,  consejera  de  la  oportunidad  y  dispensadora 
del  tacto  para  manejar  á  los  hombres,  se  privaría  del 
cordial  apoyo  que  de  otra  manera  debiera  encontrar  en 
la  generalidad  de  los  administrados.  El  espíritu  vivifica- 
dor de  las  calidades  que  ha  de  tener  la  acción  adminis- 
trativa, es  la  buena  intención  que  tanto  hemos  enca- 
recido. 

Considerando,  pues,  planteada  la  organización  admi- 
nistrativa, tal  como  la  hemos  aplicado  á  la  monarquía 
constitucional,  y  puesta  siempre  la  vista  en  nuestra  Es- 
pana,  aunque  ciñéndonos  ai  desenvolvimiento  de  prin- 
cipios ya  sentados,  diremos  que  cuando  las  funciones  son 
desempeñadas  por  un  agente  único,  es  la  administración 
esencialmente  activa,  que  cuando  á  este  agente  se  le  dan 
consejos,  es  esencialmente  deliberante,  y  cjue  cuando  sé 
toma  decisión  en  derecho,  es  esencialmente  contenciosa. 
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La  gciioralklad  de  los  individuos  se  at(Miip<;ra  á  la  ley  en 
cuanto  la  conoce;  y  asi  le  bastan  las  comunicaciones  ó 
prescripciones  de  la  administración  activa  ó  dilecta.  Al- 
gunos se  liacen  los  sordos  ó  eluden  óquel)rantan  la  ley, 
y  para  ellos  son  las  disposiciones  coercitivas  ó  penahs. 
Y  otros  alegan  fundadas  escepciones,  que  deLen  deci- 
dirse por  la  via  contencioso-administrativa. 


Jccion  directa. 


La  administración  funciona  necesariamente  en  dos 
distintas  esferas:  ó  caminando  directa  é  inmediatamente 
á  su  objeto,  consulta  la  utilidad  pública,  provee  á  los 
varios  servicios,  y  obra  espontáneamente  sin  habtT  sido 
provocada,  sino  acaso  pidiéndosele  auxilio;  ó  liien  en- 
cuentra en  su  marcha  los  intereses  individuales,  con  que 
se  roza,  y  que  reclaman  contra  ella. 

Cuando  camina  directamente  al  objeto,  puede  ser: 

1."  Órgano  de  comprobación  para  buscar,  recoger, 
y  trasmitir  las  luces,  para  inspeccionar,  confrontar,  y 
apreciar  los  datos  é  inibrmes,  y  bact;r  declaraciones  au- 
ténticas; 

2."  Instrumento  de  operaciones  puramente  materia- 
les, que  maneja  los  Ijienes  y  propiedades  comunes,  ad- 
quiere y  enagena,  ejecuta  obras  públicas,  las  repara  y 
entretiene,  ejerce  acciones  activas  ó  pasivas  sosteniendo 
litigios,  percibe  las  rentas  públicas,  y  pata  ios  gastos, 
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liaciendo  las  correspondientes  liquidaciones; 

5."  Fuerza  moral,  con  cierto  poder,  aunque  sin  ri- 
gorosa autoridad,  que  goza  do  la  prerogativa  indetermi- 
nada y  eminentemente  benéfica  de  fomentar  instruyen- 
do, animando,  recompensando,  asistiendo,  protegiendo, 
y  socorriendo  á  los  individuos;  y  de  vigilar,  autorizar, 
y  dirigir  á  las  corporaciones  prestándoles  su  apoyo  tu- 
telar; 

4."  Autoridad  positiva  que  manda  en  nombre  del 
procomunal,  unas  veces  en  lo  que  concierne  á  las  co- 
sas, como  cuando  por  la  declaración  de  utilidad  pública 
somete  á  ciertas  servidumbres  la  propiedad,  y  otras  en 
lo  tocante  á  las  personas,  procurando  en  servicio  de  la 
sociedad  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  la  obediencia 
de  los  agentes  administrativos,  ó  de  los  contratistas  de 
la  administración,  ó  de  los  individuos  particulares. 

Esta  autoridad  se  ejerce:  ya  por  reglamentos,  orde- 
nanzas, é  instrucciones,  que  llevan  cierto  carácter  de 
fijeneralidad,  que  se  estienden  á  los  casos  análogos  anti- 
cipándose al  porvenir,  y  tienen  mucho  de  imperativo  ú 
obligatorio  en  el  ramo  del  servicio  que  abrazan;  ya  por 
medidas  locales,  mgmentáneas,  é  individuales.  En  su 
virtud  la  administración  requiere,  prescribe,  permite,  ó 
prohibe.  Suelen  llamarse,  reglamentos  de  administra - 
don  pública  los  que  firman  los  ministros;  reglamentos 
administrativos  los  que  emanan  de  los  gobernadores  de 
las  provincias;  y  municipales  los  de  la  autoridad  local. 

Los  pormenores  de  ejecución  de  las  leyes,  las  pre- 
cauciones previsoras  ó  accidentales,  y  las  cosas  que  re- 
quieren la  vigilancia  de  la  autoridad  que  administra. 


115 

nías  que  la  atención  del  supremo  poder  que  legisla,  son 
objeto  de  reglamentos,  ordenanzas,  decretos,  y  edictos, 
que  emanan  siempre  del  rey:  actos  de  magistratura,  asi 
como  las  leyes  lo  son  de  soberanía.  No  pueden  los  re- 
glamentos y  demás  disposiciones  de  aplicación^  autori- 
zar impuestos,  ni  definir  ó  calificar  delitos,  ni  estaljlc- 
cer  penas,  ni  perjudicar  á  los  derechos  públicos  de  los 
ciudadanos,  ni  estatuir  sobre  sus  derechos  privados,  por- 
que estos  puntos  son  objeto  de  ley;  sino  únicamente 
desenvolver  en  el  sentido  de  la  ley  misma,  los  princi- 
pios cuyas  consecuencias  les  son  por  ella  encomendadas. 
Todo  lo  demás  es  un  abuso,  y  una  infracción  de  las  re- 
glas constitucionales. 

Lo  concerniente  á  asuntos  locales,  especialmente  en 
materias  de  buen  orden  ó  policía,  es  objeto  de  regla- 
mentos y  bandos  particulares  ó  municipales,  que  pue- 
den dictarse  y  publicarse  por  las  autoridades  respecti- 
vas, siempre  sujetos  á  superior  revisión  ó  revocación, 
en  caso  de  contener  medidas  injustas  ó  erróneas,  ja 
porque  asi  lo  exige  el  mejor  acierto,  ya  porque  caen 
bajo  la  responsabilidad  ministerial. 


Acción  jurisdiccióna  L 


Cuando  la  administración  tiene  que  pronunciar  so- 
bre  intereses  que  se  le  oponen,  ó  que   chocan  entre 
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sí  en  asuntos  públicos,  puede  dar  ciuitro  gí'neros  de  de- 
cisiones: 

1.»  Repartir  equitativamente  las  cargas  y  goces  co- 
munes, entre  los  que  están  sometidos  á  aquellas,  ó  tie- 
nen derecho  á  estos.  Es  una  mera  operación  adminis- 
trativa, que  descansa  sin  embargo  sobre  el  juicio  esti- 
mativo de  los  respectivos  derechos,  y  í[ue  admite  discu- 
sión con  los  interesados:  la  administración  obra  do  ofi- 
cio. Es  decidir  equitativamente  entre  ios  particulares  en 
cosas  públicas. 

2.*  Examinar  y  glosar  las  cuentas  del  erario  público 
y  de  los  establecimientos  públicos.  Aqui  precede  siem- 
pre una  discusión  contradictoria,  sin  que  generalmente 
tome  carácter  de  htigio:  el  responsable  de  los  caudales 
presenta  los  documentos  comprobantes  de  la  legítima 
inversión;  y  la  decisión  administrativa  se  arregla  á  los 
méritos.  Es  negocio  entre  un  depositario  de  íondos  y  el 
estado  ó  sus  dependencias. 

5.*  Resolver  sobre  las  reclamaciones  que  se  elevan 
contra  sus  propios  actos.  Entonces  el  negocio  se  hace 
contimcioso,  y  tiene  cierta  analogía  con  los  juicios  de 
los  tribunales  en  materia  civil.  Es  entre  un  particular  y 
el  público. 

4.'  Reprimir  en  ciertos  y  determinados  casos  la  vio- 
lación de  las  leyes  y  reglamentos  administrativos,  por  una 
facultad  especial  emanada  de  la  ley,  ó  proveer  al  resar- 
cimiento de  danos  y  perjuicios.  El  negocio  es  también 
contencioso  al  tenor  de  los  juicios  ordinarios  en  materia 
de  simple  corrección.  Es  contra  un  individuo  en  aplica- 
ción ejecutiva  de  una  disposición  penal. 
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Jurisdicción  adminislraliva . 


En  lo  contencioso-admiiiistrativo,  el  litigio  supojir 
la  existencia  anterior  de  nn  acto  tic  adniinistracion,  y 
nace  de  la  rerlaiiiaciotí  á  que  este  acto  ha  dado  lugar. 
Lo  que  -en  su  origen  no  era  m.xs  que  una  operación  de 
administración  activa,  so  transforma  en  contencioso  con 
ocasión  del  perjuicio  que  espcriuíenta  ó  pretende  esp»- 
riraentar  el  que  reclama.  Este  litigio  es  la  lucha  real  ó 
aparente  del  interés  privado  contra  el  interés  común. 
Asi,  para  corlarla  basta  frecuentemente  definir  y  aclarar 
el  uno  ó  el  otro  de  amlK)s  intereses,  con  lo  que  se  pone 
en  evidencia  el  derecho,  y  suele  desvanecerse  la  recla- 
ciacion. 

A  los  litigios  administrativos  pueden  únicamente  dar 
origen:  la  repartición  (le  cargas  ó  disfrutes  comunes;  las 
operaciones  j'esiiltantes  de  contratas,  suministros,  y  em- 
presas de  obras  piiblicas;  la  aplicación  de  las  diversas 
servidumbres  de  utilidad  pública;  las  requisiciones  exi- 
gidas por  el  servicio  del  estado;  la  concesión  de  las  co- 
sas públicas  reclamadas  por  tercero;  y  en  general  lodo 
acto  administrativo,  que  habiendo  creado  entre  el  esta- 
do y  una  comunidad  ó  individuo  derechos  recíprocos 
IM)  fundados  en  el  derecho  común,  promueve  contesta- 
ciones que  tío  pueden  resolverse  sino  por  la  interpreta- 
ción de  aquel  acto.  Por  donde  se  ve  que  cuando  la  ad- 
ministración pública  forma  reglamentos  para  ia  ejecu- 
ción de  las  leyes,  ó  los  aplica  á  los  casos  particulares  é 
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indefinidos  que  su  presentan,  ejerce  e\mero  imperio:  se 
limita  á  exigir  la  obediencia  de  los  ciudadanos.  Mas 
cuando  decide,  después  de  debates  contradictorios,  so- 
bre las  reclamaciones  suscitadas  por  intereses  que  se  le 
oponen,  ejerce  el  mislo  imperio  á  que  es  inherente  la 
jurisdicción.  La  regla  para  deslindar  unas  y  otras  atri- 
buciones, es  que  pertenece  á  la  administración  pura  ó 
activa  lo  que  participa  mas  del  carácter  de  mando  que 
del  de  jurisdicción;  y  á  la  administración  jurisdiccional 
lo  que  tiene  mas  de  jurisdicción  que  de  mando.  En  la  pri- 
mera categoría  entra  lo  que  se  roza  únicamente  con  el 
interés  ó  la  conveniencia;  y  en  la  segunda  lo  que  daña 
ó  vulnera  los  derechos  existentes. 

La  ley  confiere  jurisdicción  siempre  que  dá  derecho 
de  aplicar  las  leyes  á  los  casos  particulares,  por  deci- 
siones cuya  forma  determina,  y  cuya  ejecución  auto- 
riza. * 

La  jurisdicción  administrativa  ó  el  derecho  de  cono- 
cer y  decidir,  tiene  dos  caracteres  distintos:  es  volun- 
taria, y  contenciosa. 

La  primera,  que  también  se  llama  reglamentaria  ó 
discrecional,  se  ejerce  por  reclamación  de  una,  ó  varias 
personas,  sin  trámites  contradictorios.  Sobre  este  acto 
espontáneo  de  uno  ó  muchos  particulares,  puede  ó  no 
recaer  resolución  administrativa. 

La  segunda  se  ejerce  entre  intereses  opuestos,  que 
son  el  privado  y  el  público,  ventilándose  contradictoria- 
mente el  derecho  entre  las  partes,  una  de  las  cuales  ha 
citado  á  la  otra  en  juicio.  Aqui  siempre  ha  de  recaer  í/e- 
cision  cuasi  judicial. 
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La  jurisdicción  voluntaria  corresponde  á  los  agentes 
activos  de  la  administración;  la  contenciosa  á  los  juzga- 
dos administrativos.  Y  hay  otros  actos  de  jurisdicción 
que  corresponden  privativamente  á  las  diputaciones  pro- 
vinciales, y  bajo  su  dependencia  á  las  diputaciones  de 
partido  cuando  las  hubiere,  que  son  las  decisiones  en 
materias  de  repartos  púbhcos. 

Para  que  un  litigio  conserve  el  carácter  de  adminis- 
trativo, es  menester  que  la  reclamación  no  se  funde  so- 
bre ningún  título  que  pertenezca  al  derecho  común,  por- 
que entonces  es  de  la  incumbencia  de  los  tribunales  or- 
dinarios, ó  de  lo  contencioso  judicial. 


Diferencias  entre  la  acción  judicial,  y  la  administrali  ■ 
va,  activa,  y  contenciosa. 

Entro  la  autoridad  juoicial,  y  la  acción  administra- 
tiva, activa  y  contenciosa,  hay  las  diferencias  esenciales 
siguientes: 

La  primera  aplica  las  leyes  á  casos  previstos;  pro- 
nuncia entre  personas  ó  cosas  privadas;  se  funda  en  con- 
venios, documentos,  y  testimonios  auténticos  para  fallar 
por  reglas  escritas  y  absolutas  sobre  derechos  positivos; 
necesita  ser  provocada  y  solicitada;  pronuncia  sobre  he- 
chos preexistentes  é  individuales;  declara  el  derecho;  y 
castiga  el  crimen,  el  delito,  ó  la  falta. 

La  segunda  debe  estar  encargada  por  las  leyes  do 
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estender  sus  prevenciones  cki  precepto  ó  prohil>icion  á 
particularidades  á  que  ellas  no  han  podido  ó  querido 
descender;  decide  sobre  asuntos  públicos,  ó  entre  la  co- 
sa pública  y  la  privada;  consulta  la  utilidad  general  y  el 
interés  del  orden  público,  guiándose  por  consideracio- 
nes de  eqaidad,  ó  de  pura  conveniencia;  obra  espontá- 
neamente; mira  á  lo  venidero  y  provee  á  las  eventuali- 
dades; hace  frecuentemente  nacer  el  derecho;  previene 
y  evita  ios  accidentes  y  el  desorden;  é  indemniza  de 
daños  y  perjuicios. 

Y  todavía  hay  otra  diferencia  muy  sustancial  entre 
la  auíoridíid  judicial  ordinaria  y  la  atUmnistracion  con- 
tenciosa, y  es  que  en  la  primera  se  deciden  los  negocios 
por  los  votos  de  cierto  número  de  jueces,  sin  recurso  en 
lo  humano  para  volver  á  la  luz  un  espediente  fenecido, 
ni  para  castigar  ¿  los  que  juzgasen  mal  en  último  térmi- 
no; mientras  que  en  la  segunda  puede  considerarse  que' 
los  negocios  nunca  fenecen  hasta  que  se  resuelven  en 
equidad,  porque  no  se  aquiet^en  los  paises  bien  gober- 
nados el  administrativamente  ofendido,  que  tiene  el  ar- 
bitrio de  apelar  á  la  opinión  pública,  y  de  probar  el 
agravio  ante  los  cuerpos  legislativos  donde  se  acusa  y 
se  exige  la  responsabilidad  á  los  órganos  de  la  suprema 
administración.  Si  estos  ejemplares  son  poco  frecuentes, 
es,  ó  porque  carecen  de  fortaleza  de  ánimo  los  agravia- 
dos, ó  porque  la  mayor  parte  de  los  que  se  quejan  no 
lo  harían  si  pudieran  los  que  escuchan  examinar  sus  es- 
pedientes y  pesar  unas  y  otras  razones,  ó  porque  se 
atraviesen  períodos  terribles  de  convulsión,  de  irregula- 
ridad, y  de  venganzas,  durante  ios  cJiales  no  se  puede 
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contar  con  nuoori  ni  con  justicia  en  ninguna  parle,  l.o 
♦ine  se  deduce  de  la  esencia  de  la  organización  adiniuis- 
Iraliva  y  de  su  orden  de  procedimientos,  es  que  las  se- 
guridades ó  garantías  que  allí  encuentran  en  el  estado 
uorinai  los  dereclios  de  cada  uno,  son  superiores,  como 
se  indicó  anteriormente,  á  las  de  cualquiera  otra  combi- 
nación, puesto  que  en  definitiva  es  el  país  quien  viene 
á  juzgar  y  decidir  las  i-eclamaciones  de  los  individuos. 


AutcUio  de  las  leyes  d  la  administración. 


Las  leyes  deben  prestar  á  la  administración  pública 
varios  géneros  de  asistencia  para  el  desempeño  de  su 
cometido.  Asi,  al  manejar  el  patrimonio  público,  sin 
otra  representación  ante  los  tribunales  que  la  de  perso- 
na privada,  disfruta  sin  embargo,  de  privilegios  á  favor 
del  tesoro  para  las  cobranzas,  emplea  formas  particula- 
res en  las  acciones  intentadas  por  ella  y  contra  ella,  y 
tiene  garantías  especiales  respecto  de  los  que  intervienen 
en  los  fondos  de  la  comunidad. 

Corresponde  á  las  leyes  establecer  y  atribuir  una 
sanción  penal  á  los  reglamentos  que  formare  la  adminis- 
tración, y  á  las  medidas  que  pudiere  tomar  en  el  des- 
empeño de  sus  funciones;  investirle  necesariamente  el 
carácter  lato  y,  dentro  de  ciertos  límites,  discreccional 
que  le  corresponde;  consagrar  por  igual  sanción  el  re- 
quisito de  varias  autorizaciones  conferidas  por  ella  á  los 
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particulares;  asegurar  la  independencia  del  orden  admi- 
nistrativo, y  la  consideración  que  le  es  debida;  reprimir 
y  castigar  los  abusos  de  poder  por  parte  de  sus  agentes; 
proteger  las  cosas  públicas  y  los  servicios  administrati- 
vos; y  encomendar  generalmente  á  los  funcionarios  y 
agentes  de  la  administración  algunas  atribuciones  relati- 
vas á  la  marcha  de  la  administración  criminal. 

En  la  represión  por  la  via  administrativa  délas  leves 
infracciones  á  los  reglamentos  y  mandatos,  y  en  la  in- 
demnización de  daíios  ocasionados  á  la  cosa  pública, 
obra  la  administración  de  un  modo  escepcional,  y  tan 
solo  en  virtud  de  facultades  concedidas  por  las  leyes  en 
casos  especiales  y  determinados.  El  efecto  de  las  con- 
denas administrativas  se  limita  á  destrucciones,  de- 
moliciones, restituciones,  y  resarcimientos:  las  multas  y 
arrestos  que  en  algunas  circunstancias  impone,  son  tam- 
bién, ó  una  especie  de  reparación,  ó  una  pena  al  desa- 
cato á  la  autoridad,  ó  un  suplemento  á  la  acción  de  los 
tribunales  en  asuntos  espeditivos  y  de  menor  cuantia. 


Acción  de  la  administración  suprema. 


Sentadas  las  máximas  que  reglan  la  acción  adminis- 
trativa, ó  las  relaciones  entre  los  administradores  y  los 
administrados,  examinemos  su  aplicación  en  el  orden  de 
las  categorías. 

La  acción  de  la  autoridad  regia  se  manifiesta  de  cua- 
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tro  maneras:  ó  haciendo  uso  de  la  forma  discrecional  y 
graciable  que  nombra,  instituye,  y  revoca  los  funciona- 
rios públicos,  y  distribuye  recompensas  y  condecora- 
ciones; ó  prescribiendo  medidas  en  los  diferentes  mi- 
nisterios, para  asegurar  el  buen  servicio;  ó  tomando 
disposiciones  supremas  que  estatuyen  de  una  manera 
general  y  solemne  con  relación  á  los  intereses  públicos; 
ó  resolviendo  definitivamente  en  consejo  de  estado  los 
asuntos  contencioso-administrativos . 

Los  ministros  refrendan  los  documentos  quo  llevan 
la  firma  del  príncipe,  autorizan  como  responsables  los 
actos  emanados  de  la  regia  voluntad,  y  tienen  parte  en 
el  gobierno  como  inmediatos  consejeros.  Ejecutan  ade- 
mas actos  de  simple  gestión  ministerial,  sin  intervención 
ni  concurso  de  la  corona.  Estos  últimos  actos,  que  son 
los  mas  numerosos,  debieran  llevar  el  sello  esclusivo  de 
la  autoridad  del  ministro,  pues  el  invocar  el  nombre  del 
rey  para  las  mas  insignificantes  disposiciones,  como  se 
hace  en  España,  es  perpetuar  una  costumbre  de  tiempos 
muy  diversos;  innecesaria,  porque  sabido  es  que  el  mi- 
nistro no  tiene  autoridad  sino  delegada  del  monarca;  vi- 
ciosa  porque  es  contraria  á  la  verdad  material  de  los  he- 
chos; é  inconveniente,  porque  sin  realzar  al  trono,  des- 
naturaliza el  carácter  de  sus  primeros  agentes,  que  no 
parece  sino  que  buscan  un  escudo,  cuando  ellos  debie- 
ran servir  de  tal.  En  esta  paite  las  fórmulas  mas  varo- 
niles y  galantes  son  las  usadas  en  Inglaterra. 

No  hay  autoridad  de  mando  en  los  ministros  cuando 
negocian  ó  contratan  en  nombre  del  estado,  ni  cuando 
dan  noticias  y  esplicaciones.  Los  demás  actos  son  de 
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autoridad,  y  los  ejercen,  ya  sobre  los  agentes  adminis- 
trativos que  les  están  subordinados,  confirmando,  refor- 
mando, ó  anulando  sus  disposiciones,  ya  sobre  la  ge- 
neralidad de  los  individuos  en  el  espíritu  de  las  leyes. 

Ejercen  también  los  ministros  cierta  jurisdicción,  eu 
cuanto  deciden  varios  negocios  de  natunüiíza  conten- 
ciosa, que  admiten  apelación  al  rey  en  consejo  de  esta- 
do. El  fallo  ó  la  decisión  del  rey  en  consejo  de  estado 
lia  de  recibir  la  aceptación  de  un  ministro,  y  llevar  su 
ürma  responsable:  mas  el  ministro  que  alguna  vez  se  re- 
Yolviese  á  instar  al  príncipe  para  separarse  de  aquella 
respetable  determinación,  usará  de  un  derecho  que  de- 
be economizar  muchísimo,  y  que  es  asmito  de  grave  res- 
ponsabilidad. Las  instituciones  se  acreditan  y  sostie- 
nen por  el  bien  que  hacen.  Si  el  consejo  de  estado  no 
adquiriese  una  alta  reputación  de  saijíduría  é  imparciali- 
dad, se  minaría  sus  propios  cimientos ;  y  si  los  ministros 
¡ser  pronunciasen  caprichosamente  contra  las  decisiones 
de  aquel  cuerpo,  desconcertarían  la  administración» 

Los  directores  generales  ó  gefes  de  los  diferentes 
servicios  especiales,  no  pueden  ejercer  autoridad  mas 
<|ue  sobre  sus  subalternos  y  dependientes:  las  medidas 
tpie  en  consonancia  con  las  leyes  hayan  de  dictarse  de 
resultas  de  sus  trabajos,  y  que  interesen  á  los  particu- 
lares, necesitan  ser  prescritas  ó  intimadas  á  estos  por  la 
autoridad  civH  ó  administrativa. 
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Acción  de  la  adminishacion  provincial. 


La  acción  de  autoridad  civil  de  la  provincia  es  del 
golwniador.  Notifica,  transmite,  y  hace  ejecutar  las  de- 
terminaciones <le  la  autoridad  suprema;  provee  por  sus 
propias  disposiciones  á  las  necesidades  del  senicio  pú- 
blico provincial  en  el  círculo  de  sus  atribuciones,  y  ohra 
on  el  interés  económico  del  territorio  que  administi'a.  To- 
dos los  í^efes  y  empleados  en  el  ramo  civil,  corresponde 
que  estén  bajo  sus  órdenes  en  lo  relativo  á  la  concurren- 
cia en  el  desempeño  de  las  funciones  respectivas.  Proce- 
de sin  carácter  de  autoridad  ó  de  mando  cuando  vigila, 
da  cuenta,  ó  evacúa  informes,  cuando  entabla  ó  sostie- 
ne acciones  sobre  la  propiedad  pública  ó  sobre  los  bie- 
nes provinciales;  y  cuando  maneja  alguna  parte  del  pa- 
uimonio  del  estado  en  nombre  de  este,  ó  las  rentas  par- 
ticulares de  la  provincia.  Al  inspeccionar  los  diferentt^5 
ramos  del  servicio  público,  no  solo  ejerce  un  derecho, 
sino  que  cumple  con  un  deber.  Obra  con  atributo  de 
protección  ó  tutela  respecto  de  los  establecimientos  pú- 
blicos y  de  los  concejos,  al  examinar  los  presupuestos, 
al  autorizar  obras,  al  revisar  las  cuentas,  y  al  aprobar 
ciertas  deliberaciones.  Y  ejerce  autoridad  de  mando  so- 
bre sus  sul ¡alternos,  y  en  algunos  casos  sobre  los  parti- 
culares, ordenando  en  determinadas  materias  por  medi- 
das generales,  requiriendo  ó  decidiendo,  especialmcnle 
<'n  puntos  de  apiicacion  y  pormenoies,  ya  en  el  interés 
de,  la  gOi>ernacion,  del  orden  público,  y  de  la  utilidad 
general,  ya  en  el  de  la  ejecución  de  obras,  ya  en  el  de 
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la  cobranza  de  los  impuestos.  Esta  última  atribución  le 
corresponde  naturalmente  cuando  hay  un  buen  sistema 
de  hacienda  pública,  y  están  metodizadas  las  contribu- 
ciones generales  y  las  provinciales. 

La  acción  del  gobernador  déla  provincia  es  de  trans- 
misión de  las  leyes  á  los  administrados,  y  de  las  recla- 
maciones de  estos  á  la  superioridad,  en  cuanto  no  las 
pudiere  satisfacer  por  sí,  como  una  agencia  de  comuni- 
caciones recíprocas  entre  la  voluntad  general  y  los  in- 
tereses particulares;  es  directa  sobre  las  cosas  y  perso- 
nas en  todo  lo  que  incumbe  á  su  autoridad;  y  lo  es  tam- 
bién en  procurar  la  ejecución  por  parte  de  sus  subor- 
dinados. Porque  el  gobernador,  lo  mismo  que  el  minis- 
tro, tienen  menos  que  ejecutar  por  sí,  que  obligar  á  los 
demás  á  que  ejecuten,  á  fin  de  que  esté  bien  desempe- 
ñado el  servicio  en  cada  uno  de  los  pueblos  de  su  de- 
marcación y  cuidado.  Y  respecto  del  público,  se  ha  di- 
cho con  oportunidad,  que  no  tanto  ha  de  quererse  que 
haga,  como  hacerse  que  quiera. 

El  mandar  y  hacer  cumplir  lo  mandado,  lleva  consi- 
go los  actos  siguientes:  1."  instrucción,  que  es  esplicar 
á  los  empleados  inferiores  las  leyes,  reglamentos,  ú  ór- 
denes que  deben  ejecutar,  y  á  los  administrados  lo  que 
les  corresponde  cumplir;  2.°  especificación,  que  es  dic- 
tar las  disposiciones  especiales  requeridas  por  las  cir- 
cunstancias de  tiempo  y  lugar;  3.°  impulso,  que  es  de- 
ter/ninar  y  activar  la  ejecución;  4."  inspección,  que  es 
enterarse  de  si  se  verifica;  5."  comprobación,  que  es 
hacerse  dar  cuenta  de  lo  ejecutado,  y  recibir  las  obser- 
vaciones de  los  subalternos,  asi  como  las  reclamaciones 
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de  las  personas  que  se  consideren  perjudicadas;  ^."au- 
torización, que  es  admitir  ó  desechar  las  proposiciones 
de  interés  público  en  el  círculo  de  sus  facultades;  7."  cen- 
sura, que  es  traer  á  sus  deberes  á  los  inferiores  que  los 
desconozcan  ú  olviden;  8."  revocación,  que  es  reformar 
é  anular  los  actos  contrarios  á  leyes  ú  órdenes  superio- 
res; 9."  enmienda,  que  es  hacer  reparar  las  omisiones  ó 
injusticias;  y  10.°  corrección  ó  castigo,  que  consiste  en 
suspender  á  los  funcionarios  incapaces,  destituir  ó  hacer 
destituir  á  los  negligentes,  y  perseguir  criminalmente  ú 
los  prevaricadores. 

El  gobernador,  aunque  en  ciertos  casos  ejerce  juris- 
dicción que  debo  conferirle  la  ley,  nunca  puede  deci- 
dir por  sí  solo  los  negocios  que  tomen  la  forma  conten- 
ciosa; pues  esta  atribución  corresponde  al  consejo  de 
provincia. 

Respecto  de  la  diputación  provincial,  obra  el  gober- 
nador, ó  como  representante  de  la  autoridad  real,  ó  co- 
mo administrador  de  la  provincia.  Con  el  primer  carác- 
ter mantiene  á  la  diputación  dentro  de  los  límites  de  sus 
atribuciones  legales,  como  incumbencia  de  orden  y  poli- 
cía represiva,  y  establece  las  relaciones  entre  ella  y  la 
administración  suprema.  Con  el  segundo  le  comunica  da- 
tos y  noticias  que  le  sirven  de  gobierno  en  sus  delibe- 
raciones; le  propone  los  trabajos  y  gastos  de  utilidad 
provincial,  ylos  medios  de  cubrirlos;  le  presenta  los  pre- 
supuestos y  sus  cuentas  después  de  verificadas  las  obras; 
y  de  la  misma  diputación  recibe  á  su  vez  las  propuestas, 
proyectos,  y  consultas  en  beneficio  de  la  provincia,  que 
con  su  aprobación  puedan  reahzarsc,  ó  que  deba  rerai- 
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lir  al  minislorio  con  su  informe.  Es,  cu  fin,  el:  ejecutor 
de  todo  lo  convenido  y  legiilraente  apro}3ado. 

La  acción  de  la  dijjutacion  provincial  participa  de  tres 
caracteres:  el  cargo  de  repartir  el  cupo  de  las  contribu- 
ciones generales  y  el  de  homljres  para  el  ejército,  que 
se  hubiesen  señalado  á  la  provincia,  con  el  derecho  de 
resolver  definitivamente  en  las  reclamaciones;  la  obliga- 
ción de  deliberar  sobre  las  contribuciones  provinciajes, 
y  sobre  las  materias  de  interés  administrativo  para  la  pro- 
vincia, con  sujeción  á  la  aprobación  de  la  administración 
general;  y  la  facultad  de  esponer  y  pedir  al  rey  las  me- 
joras que  juzgue  convenientes  al  bien  de  la  misma  pro- 
vincia. En  el  primer  concepto  obra  la  diputación  como 
soberana,  á  manera  de  emanación  del  poder  supremo  en 
sus  funciones  legislativas:  creación  que  se  ha  juzgado  ne- 
cesaria para  procurar  la  mayor  independencia  en  una 
atribución  importantísima,  cuya  responsabilidad  moral 
es  ante  los  propios  electores  interesados  en  la  mas  es- 
crupulosa equidad.  Sin  embargo,  hay  un  interés  social, 
que  es  el  de  dar  la  mayor  latitud  posible  á  los  derechos 
y  reclamaciones  de  los  particulares,  el  cual  en  nuestra 
opinión  aconsejaría  la  admisión  del  recurso  contencioso 
al  rey  en  consejo  de  estado,  contra  las  injusticias  ó  er- 
rores que  en  los  repartimientos  pudiese  cometer  una  di- 
putación provincial,  porque  nada  es  mas  doloroso  que 
el  cerrar  herméticamente  la  puerta  á  las  quejas  del  que 
se  considere  agraviado.  En  el  segundo  y  tercer  concep- 
to representa  la  diputación  los  intereses  generales  de  la 
provincia,  en  todo  lo  que  concierne  á  promoverlos  con 
oportunidad,  y  á  evitar  que  la  administración  suprema 
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ó  central  los  desatienda  en  ningún  caso,  ó  resuelva  so- 
bre ellos  de  una  manera  desacertada. 

Si  una  diputación  se  escediese  de  sus  atribuciones, 
corresponde  al  rey  pronunciar  la  nulidad  de  sus  actos 
ilegales. 

Los  tenientes  de  gobernador  en  los  partidos  han  de 
tener  una  acción  limitada,  dependiente  de  la  del  gober- 
nador, en  especial  respecto  del  cobro  de  las  contribu- 
ciones. 


Acción  de  la  uíhninistracion  municipal. 


La  acción  del  alcalde  en  el  orden  administrativo,  y 
prescindiendo  de  sus  funciones  como  oficial  del  orden 
judicial,  es,  ó  de  delegación  de  la  administración  gene- 
ral para  la  ejecución  de  las- leyes  y  reglamentos,  ó  de 
representante  y  órgano  del  concejo  ó  del  pueblo. 

En  el  primer  concepto,  y  por  delegación  bajo  las  ór- 
denes de  la  administración  superior,  certifica  y  autori- 
za informaciones  y  comprobantes;  notifica  y  ejecuta, 
procurando  la  aplicación  última  é  inmediata,  individual 
y  positiva  de  las  leyes,  reglamentos,  y  disposiciones  de 
administración  general,  y  celando  su  ejecución;  man- 
tiene el  orden  público  en  el  pueblo  y  su  término,  con 
facultad  de  prescribir  medidas  de  policía  al  efecto;  y 
en  algunos  casos  pronuncia  y  falla  en  dificultades  cuya 
solución  se  le  somete,  ejerciendo  jurisdicción  contenciosa. 
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En  el  segundo  concepto,  y  por  delegación  directa 
de  la  ley  y  bajo  la  simple  vigilancia  de  la  administración 
superior,  maneja  y  cuida  el  patrimonio  del  pueblo,  di- 
ríje  las  obras  públicas  de  él,  libra  para  los  gastos,  ejer- 
ce las  acciones  del  común,  y  en  ocasiones  debe  estar 
revestido  de  una  especie  de  patronato  oficioso  hacia  los 
vecinos.  A^sistido  en  todo  lo  de  alguna  gravedad  de  las 
luces  del  ayuntamiento,  ejecuta  sus  acuerdos  relativos 
al  reparto  de  cargas  locales,  y  á  los  demás  puntos  en 
que  la  corporación  municipal  está  facultada  para  legis- 
lar y  acordar,  previa  la  superior  aprobación  cuando  fue- 
se necesaria. 


Tutela  administrativa. 


La  tutela  ejercida  por  el  gobernador  de  la  provincia 
sobre  los  pueblos  alcanza  también  á  las  provincias,  y  á 
ciertos  establecimientos  públicos,  no  en  un  sentido  hu- 
millante, sino  en  un  espíritu  previsor,  y  en  un  ramo  de- 
terminado. Destinadas  estas  existencias  sopiales  á  perpe- 
tuarse, se  halla  frecuentemente  el  interés  de  la  genera- 
ción actual  en  pugna  con  el  de  las  generaciones  venide- 
ras. A  los  habitantes,  por  ejemplo,  de  un  pueblo,  les 
vendiia  muy  holgado  el  repartirse  todos  los  bienes  con- 
cejiles, ó  venderlos  para  pagar  las  contribuciones  algu- 
nos años,  asi  como  el  ccleljrar  empréstitos  cuyo  produc- 
to se  apropiasen  ellos,  dejando  á  los  venideros  la  car- 
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ga  del  interés  y  amortización.  Podría  suceder  asimismo 
que  algunos  administradores  de  los  pueblos  ó  de  esta- 
blecimientos públicos,  sacrificasen  a  su  particular  inte- 
rés los  bienes  de  los  administrados,  ó  que  los  compro- 
metiesen imprudentemente  en  pleitos  injustos  ó  ruinosos. 
Contra  tales  y  otros  abusos  hay  que  prevenirse,  esta- 
bleciendo la  protección  y  defensa  de  los  habitantes  futu- 
ros, y  confiándolas  á  una  autoridad  imparcial  y  desintere- 
sada. Esta  no  puede  ser  otra  mas  que  la  administración 
responsable,  la  cual  no  solo  cuidará  de  que  no  sean  sa- 
crificados los  intereses  posteriores  á  los  presentes,  sino 
también  de  evitar  el  vicio  opuesto  por  falta  de  inteligen- 
cia ó  de  zelo  para  promover  los  diferentes  ramos  del 
público  bienestar.  El  gobernador  de  la  provincia  es  el 
tutor  natural  de  tales  intereses  en  su  demarcación:  el 
consejo  de  provincia  es  su  consejo  de  tutela.  El  rey  con 
el  consejo  de  estado  debe  decidir  en  las  dificultades  y 
discordancias. 


Acción  de  la  policía. 


La  acción  de  la  policía  administrativa  ha  de  distin- 
guirse por  la  vigilancia,  por  la  celeridad,  por  la  exac  - 
titud,  y  por  aquel  carácter  paternal  propio  de  una  admi- 
nistración protectora  é  ilustrada.  Al  obligar  á  cada  indi- 
viduo á  someterse  á  reglas  de  miramiento  en  las  rela- 
ciones de  buena  vecindad  y  en  el  disfrute  de  las  cosas* 
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coraimcs,  se  propone  evitar  desagrado»,  molestia»,  y 
perjuicios  á  la  generalidad. 

Al  alcance  de  todo  individuo  que  infringiere  las  dis- 
posiciones de  policía  administrativa,  debe  estar  el  cono- 
cimiento de  la  pena  en  que  incurre  según  el  caso,  lo  mis- 
mo que  puede  estarlo  al  del  juez  encargado  de  imponer- 
la. La  ley  mejor  en  esta  parte  será  la  que  clasificando 
las  varias  transgresiones  ó  infracciones,  les  señale  por 
grados  la  pena  correspondiente,  desde  la  multa  de  me- 
dia peseta  hasta  la  de  50  reales,  ú  otra  que  figure  como 
superior  en  las  facultades  del  juez  de  simple  policía.  En 
cada  grado  debe  haber  su  máximo  y  mínimo  de  pena,  en- 
tre cuyos  límites  quepa  cierta  regulación  al  arbitrio  pru- 
dencial del  juez,  según  las  circunstancias  de  la  falta  y  de 
la  persona,  y  también  ha  de  estar  señalado  el  oportuno 
recargo  álos  reincidentes;  pero  todo  con  arreglo  á  ley, 
nada  arbitrario,  nada  que  pueda  dar  entrada  al  acalora- 
miento ó  la  parcialidad.  Por  carecerse  entre  nosotros  de 
semejante  lejislacion,  se  oyen  tantas  quejas  diarias  de 
impunidad,  y  no  pocas  de  tropelías. 

El  primer  grado  de  la  policía  correccional  es  el  que 
entiende  en  materias  que  suelen  llamarse  de  simple  po- 
licía municipal,  y  castiga  las  injurias  verbales,  é  infrac- 
ciones de  ley,  ordenanzas,  reglamentos,  ó  bandos  en 
puntos  tenues,  pero  que  exijen  represión.  Justificada  la 
falta  ó  infracción  en  juicio  verbal  y  público,  debe  apli- 
carse la  pena  procedente  en  cada  caso,  sin  separarse  de 
lo  establecido  por  la  ley.  Su  aplicación  corresponde  al 
juez  de  paz,  haciendo  de  fiscal  el  alcalde;  y  mientras  no 
existan  los  juzgados  de  paz,  le  tocará  al  mismo  alcald» 
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como  juez  de  simple  policía.  Mas  lo  que  es  de  todo  pun- 
to irregular  é  intolerable,  es  el  que  se  crean  competen- 
tes para  aplicar  la  ley  exigiendo  multas  los  celadores, 
alguaciles,  j  otros  dependientes,  gente  por  lo  comnii 
^bitraria,  mal  avezada,  propensa  á  abusos,  y  que  nunca 
ejerce  autoridad. 

La  falta  de  pago  de  la  multa  impuesta  por  el  juez  de 
policía,  lleva  generalmente  consigo  ejecución  en  la  per- 
sona, y  su  detención  por  tiempo  determinado.  La  deten- 
ción, sin  embargo,  puedo  considerarse  como  pena  bien 
pesada  en  el  actual  estado  de  las  cárceles  de  España.  De- 
biera haber  en  las  poblaciones  importantes:  casa  de  de- 
tención para  los  ligeros  castigos  de  policía  municipal;  ca- 
sa de  arresto  para  ios  presos  que  hayan  de  ser  juzga- 
dos por  el  tribunal  de  policía  correccional;  cárcel  para 
los  complicados  en  materia  criminal  ante  los  tribunales 
ordinarios;  y  establecimiento  de  corrección  páralos  con- 
denados á  tiempo  de  prisión  sin  merecer  la  pena  de  pre- 
sidio. Aun  reclama  mayores  subdivisiones  carcelarias  el 
progreso  d£  la  civilización;  mas  si  lo  que  acabamos  de 
indicar,  «nido  al  buen  régimen  interior,  se  consiguiera 
entre  nosotros  por  los  esfuerzos  del  gobierno,  ó  de  la 
asociación  filantrópica  que  de  ello  se  ocupa  en  la  capi- 
tal del  reino,  no  sería  pequeño,  sino  muy  grande  y  tras- 
cendental el  servicio  prestado  á  la  moral  pública,  á  la 
humanidad,  y  también  á  la  ilustrada  política  que  busque 
su  apoyo  en  el  bienestar  social. 

En  ciertas  ocasiones  conviene  permitir  el  recurso  del 
que  se  considere  agraviado  «n  el  juzgado  de  simple  po- 
licía, al  tribunal  inmediato,  que  deberá  se-rlo  el  de  pri- 


154 

mera  instancia  del  partido,  ya  colegiado^,  ya  compuesto 
de  un  solo  juez,  como  hoy  está  en  España.  Ante  él  y  en 
su  calidad  de  tribunal  de  policía  correccional  ó  de  segun- 
do grado,  se  apelará  de  los  juicios  verbales  del  prime- 
ro, que  á  los  ojos  de  la  ley  mereciesen  esta  importan- 
cia, ó  cuando  mediasen  nulidad  ó  injusticia  notoriü;  *1 
paso  que  se  acudirá  á  él  directamente  siempre  que  la 
materia  lo  requiera  por  su  entidad,  ó  por  corresponder 
penas  mas  fuertes  que  las  qne  están  en  las  facultades 
del  inferior. 


Represión  de  atentadus  contra  el  orden  público. 


Para  el  caso  de  que  la  vigilancia  de  la  policía  no  ha- 
ya alcanzado  á  impedir  la  turbación  de  la  tranquilidad 
pública,  han  de  estar  prevenidas  y  dispuestas  por  la  ley 
las  medidas  que  mas  pronta  y  eficazmente  puedan  res- 
lalílecerla.  Si  la  alteración  es  poco  importante,  bastará 
probablemente  la  intervención  de  los  agentes  de  policía 
municipal  ó  rural,  según  que  la  ocurrencia  fuese  dentro 
ó  fuera  de  poblado:  si  presentase  mayor  seriedad,  toca 
á  la  milicia  cívica  ó  nacional  el  salir  al  encuentro  de  los 
grupos  constituidos  en  asonada,  procurando  que  se  dis- 
persen pacíficamente.  De  no  conseguirse  este  resultado, 
tiene  la  autoridad  que  disponerse  á  tomar  medidas  enér- 
gicas: nuestras  leyes  previenen  que  se  publique  un  ban- 
do en  que  so  intime  la  dispersión  de  los  sediciosos,  y 
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que  en  seguida  se  proceda  á  la  prisión  de  los  inobedien- 
tes, empleando  la  fuerza  militar  contra  los  que  hiciesen 
resistencia.  Esta  práctica  está  conforme  con  la  seguida 
en  Inglaterra;  pero  la  legislación  francesa  nos  parece 
mucho  mas  perfecta  sobre  el  particular.  Según  ella  so 
hacen  por  la  autoridad  revestida  de  la  faja  tricolor  que 
es  su  insignia,  tres  intimaciones  solemnes  precedidas  de 
redoble  de  tambor  ó  toque  de  corneta;  después  de  cada 
una  de  las  dos  primeras  se  procura  arrestar  á  los  deso- 
bedientes, y  principalmente  á  los  que  hiciesen  cabeza 
del  motin;  y  al  cabo  de  la  tercera  se  dispersa  á  viva 
fuerza  la  reunión,  sin  responsabilidad  por  las  consecuen- 
cias, y  aun  antes  si  los  alborotadores  hiciesen  uso  de 
armas  para  hostilizar  en  forma  de  ataque,  ó  se  diesen 
al  pillaje,  asesinato,  ó  incendio.  En  tales  casos  se  em- 
plea á  las  tropas  del  ejército  llamadas  á  prevención.  Los 
aprehendidos  se  entregan  á  los  tribunales  ordinarios, 
y  no  á  comisiones  militares,  para  ser  juzgados  según  su 
culpabilidad,  agravada  gradualmente  por  la  insistencia 
en  el  desobedecimiento  á  cada  una  de  las  intimaciones 
de  la  ley.  Los  presos  después  de  la  tercera  inticaacion 
responden  civil  y  solidariamente  de  las  condenas  pecu- 
niarias por  indemnización  de  los  daños  causados  en  el 
motin:  y  ademas  se  aplica  individualmente  á  los  presos 
antes  y  después,  la  pena  que  les  corresponda  por  crí- 
menes que  pudiesen  haljer  cometido  durante  el  desor- 
den. De  todos  modos,  y  cualquiera  que  sea  el  procedi- 
miento formulado  á  la  autoridad  para  cortar  una  asona- 
da, tumulto,  ó  sedición,  diíberá  conducirse  con  sereni- 
dad, firmeza,  y  proutilud,  procurando  economizar  1ü 
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sangre  de  ilusos  y  desatentados  ciudadanos,  pero  no 
consintiendo  que  triunfen,  ni  queconla  vacilación  cobren 
aliento,  ni  que  quede  hollada  y  escarnecida  la  ley,  por- 
que seria  entregar  la  sociedad  á  la  anarquía. 


Contratos  administrativos . 


Los  contratos  de  la  administración  con  los  particu- 
lares pueden  ser  de  cuatro  maneras:  ó  arrendando  bie- 
nes ó  aprovechamientos  públicos;  ó  estipulando  sumi- 
nistros; ó  contratando  obras  públicas;  ó  arrendando  el 
derecho  á  percibir  rentas  generales  ó  locales. 

En  el  primer  caso,  las  cuestiones  que  sobre  el  cum- 
plimiento del  arrendatario  se  susciten,  deben  ventilarse 
ante  los  tribunales  ordinarios,  porque  la  administración 
lio  tiene  otro  carácter  que  el  de  persona  privada.  Si  el 
arrendatario  no  paga,  acude  el  agente  de  la  administra- 
ción ante  un  juez  para  que  le  compela:  si  el  juez  se  des- 
entendiese de  proceder,  se  le  demandaría  ante  su  supe- 
rior por  negativa  de  justicia,  derecho  inherente  á  todo 
individuo  cuando  hay  leyes  de  enjuiciamientos  y  se  ob- 
servan; y  si  fallase  con  parcialidad,  se  apelaría  de  su 
sentencia.  Lo  mismo  sucedería  si  la  administración,  en 
vez  de  arrendadora,  fuese  arrendataria. 

En  el  segundo  caso,  la  complicación  de  la  materia, 
y  la  necesidad  de  examinar  la  buena  calidad  de  los  efec- 
tos suministrados,  y  de  no  consentir  que  quede  desaten- 
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dido  ningún  ramo  del  servicio  público,  aconsejan  que 
las  contestaciones  se  decidan  por  los  tribunales  conten- 
cioso-administrativos.  Si  hubiese  retraso  en  los  suminis- 
tros, si  no  correspondiesen  á  lo  pactado,  si  no  se  entre- 
gasen en  los  términos  y  puntos  convenidos,  ha  lugar  á 
que  la  administración  activa  celebre  con  otras  personas 
contratos  de  urgencia  para  cubrir  el  servicio,  siendo  de 
cuenta  del  contratista  primitivo  las  pérdidas  por  diferen- 
cia de  precios,  con  la  responsabilidad  de  su  fianza.  Las 
representaciones  del  contratista  primitivo  deben  resol- 
verse por  el  ministerio;  mas  las  reclamaciones  con  carác- 
ter judicial,  han  de  decidirse  por  el  consejo  de  provin- 
cia, ó  por  el  rey  en  consejo  de  estado,  según  las  cir- 
cunstancias. No  asi  las  disputas  entre  un  contratista  y 
sus  asociados  ó  subalternos,  pues  se  consideran  como 
cuestión  entre  particulares,  y  se  ventilan  en  los  tribu- 
nales ordinarios.  Por  regla  general  se  desecha  la  inter- 
posición de  arbitros  en  todo  negocio  contencioso  en  que 
aea  parte  el  estado,  porque  seria  de  temer  que  resulta- 
sen perjuicios  á  los  intereses  públicos.  En  los  paises  don- 
de la  lejislacion  autoriza  la  prisión  por  deudas^  procede 
la  ejecución  en  la  persona  del  contratista  ó  asentista 
deudor  á  los  fondos  públicos;  y  de  todos  modos  debe 
estar  sujeto  á  penas  señaladas  y  terminantes,  si  malicio- 
samente dejase  en  descubierto  el  ramo  del  servicio  que 
habia  tomado  á  su  cargo,  especialmente  en  artículos 
destinados  al  ejército  de  mar  ó  tierra. 

En  el  tercer  caso,  la  administración  inspecciona  las 
obras,  y  las  recibe  después  de  concluidas  y  probadas. 
La  misma  entiende  en  las  contestaciones  relativas  á  las 
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cláusulas  dul  pliego  do  condiciones  y  á  su  exacto  cum- 
"plimiento.  Si  por  falta  de  materiales  acopiados  ó  do 
jonialeros  resulta  en  las  obras  tal  lentitud,  que  haga  te- 
mer con  fundamento  el  que  no  se  concluyan  al  plazo  se- 
ñalado y  convenido,  debe  estar  al  arbitrio  de  la  admi- 
nistración el  rescindir  el  contrato,  celebrando  otro  de 
urgencia  á  costa  del  adjudicatario  primitivo,  ó  bien  el 
hacerse  cargo  por  sí  de  los  trabajos,  con  igual  respon- 
sabilidad para  el  negligente.  Toda  reclamación  relativa 
á  las  obras  en  queja  de  lo  dispuesto  por  la  administra- 
ción activa,  se  decide  por  la  contenciosa,  es  decir,  por 
el  consejo  de  provincia  en  las  resoluciones  del  goberna- 
dor, y  por  el  rey  en  consejo  de  estado  en  las  de  los  mi- 
íiistros.  Se  entienden  regularmente  por  obras  pública's 
las  que  interesan  á  la  generalidad  de  los  habitantes  de 
la  nación,  de  una  provincia,  y  aun  de  un  concejo,  cuan- 
do el  interés  ó  la  utilidad  no  proceden  de  propiedad  pa- 
trimonial ó  privada. 

Y  en  el  cuarto  caso,  si  un  gobierno  se  halla  en  la 
triste  situación  de  apelar  al  arriendo  de  rentas  públicas, 
como  hoy  vemos  en  Espaíia,  copia  y  trasunto  de  lo 
practicado  en  los  tiempos  de  mayor  decadencia  de  la 
monarquía,  es  aplicable  lo  dicho  en  el  segundo  respec- 
to á  los  suministros,  con  las  dos  diferencias  siguientes; 
1.*  qub  siendo  operación  puramente  administrativa  la 
coiicerniente  á  hacer  efectivas  las  rentas,  á  la  adminis- 
tración toca  la  decisión  de  todos  jos  puntos  dudosos  que 
ella  decidiría  porsí,ya  activa,  ya  contenciosamente  si  no 
hubiese  arrendado;  y  2.*  que  desde  el  momento  fpie  el 
arrendiilario  deje  de  pagar  d  precio  estipulado,  se  cotlS- 
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lituye  detentador  de  los  caudales  públicos,  y  sujeto  á 
todas  las  acciones  reales  y  personales  autorizadas  por 
la  lejislacion  en  tales  circunstancias.  Y  si  la  renta  arren- 
dada consistiese  en  el  producto  de  objetos  monopoliza- 
dos y  de  consumo  público,  toca  á  la  administración  cui- 
dar de  que  nunca  falten  en  los  sitios  convenientes  al 
espendio,  y  de  que  su  calidad  sea  la  contratada.  Las 
gestiones  para  rescisión  ó  modificación  de  este  contrato, 
como  de  los  demás  administrativos,  deben  tener  lugar 
ante  la  autoridad  misma  que  los  celebró:  las  reclamacio- 
nes en  justicia,  ante  los  juzgados  contencioso-adminis- 
trativos,  á  cuyo  frente  está  el  consejo  de  estado. 

En  los  contratos  administrativos  debiera  conceder- 
f,<d  el  recurso  á  los  tribunales  ordinarios,  siempre  que 
fuera  posible  una  administración  tan  inmoral,  ó  un  go- 
bierno tan  inicuo,  que  se  negasen  al  pago  de  lo  estipula- 
do con  los  particulares,  cuando  estos  hubiesen  cumplido 
bien.  Mas  en  el  régimen  constitucional,  en  que  los  inci- 
dentes administrativos  pueden  llevarse  hasta  la  censura'y 
responsabilidad  ministerial  mediante  la  discusión  parla- 
mentaria, parece  escusada  tan  denigrante  precaución. 


Modo  de  proceder  en  administración. 


Por  regla  general,  el  modo  de  proceder  en  el  orden 
administrativo,  ha  de  ser  sencillo,  espedito,  y  ajustado  á 
razón,  equidad,  y  prudencia.  En  cada  negocio  se  ave- 
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rigaan  y  comprueban  los  hechos,  se  aprecian  las  cíf- 
cunstan€ias  ventajosas,  y  se  toma  en  consideración  el 
porvenir.  Cuando  los  hechos  se  refieren  á  cosas  de  ar- 
te que  exigen  conocimientos  especiales,  se  hacen  infor- 
maciones periciales,  se  oye  á  los  interesados,  se  convo- 
ca á  veces  per  edictos  la  concurrencia  de  los  que  pu- 
dieran reclamar;  y  con  estos  datos  se  recoge  la  admi- 
nistración, examina  el  dictamen  del  ayuntamiento,  de  la 
diputación  provincial,  del  consejo  de  provincia,  ó  del 
consejo  de  estado,  según  el  grado  de  la  escala  y  la.  int- 
píwtancia  del  asunto,  é  instruido  el  espediente  en.  las.  ofi- 
cinas con  metódico  estudio  de  los- antecedentes  y  docu- 
mentos reunidos,  se  pone  en  estado  de  temar  una  reso- 
lución. 

En  materias  contencíoso-administrativas  la  instruc- 
ción es  contradictoria  y  por  escrito  en  el  consejo  de  pro- 
vincia, sin  intervención  de  abogado,  y  siil  costas.  En  el 
consejo  de  estado  podrán  admitirse  á  informar  verbal- 
mente  los  abogados. 

Guando  un  acto  de  la  administración  activa  ocasio- 
na representaciones  de  parte  de  los  particulares,  es  bien 
que  estos  tengan  franco  acceso  basta  los  administradores 
superiores,  que  en  último  término  han  de  sobrellevar 
su  responsabilidad:  es  el  modo  de  desvirtuarlas  influen- 
cias locales,  y  de  instruir  oportunamente  al  ministerio, 
cuyos  agentes  pueden,  sin  intención  ó  con  ella,  haber 
desfigurado  los  hechos.  Estas  representaciones,  á  menos 
tfe  poner  en  cuestión  la  competencia  de  la  administra- 
ción misma,  solo  versan  sobre  la  ittiiidad  ó  convenien- 
cia de  las  medidas  dispuestas  ó  ejecutadas:  los  que  las 
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promueven  se  apoyan  en  el  interés  general,  ó  sostienen 
que  este  se  conciliaria  con  el  suyo  privado  por  medio 
de  otra  medida  que  indican  y  proponen.  Y  como  se 
trata  de  cosas  que  dependen  de  la  facultad  discrecional 
de  la  administración,  debe  ser  la  representación  senci- 
lla, y  dirigirse  generalmente  al  mismo  funcionario,  cu- 
yo acto  se  solicita  modificar  ó  reformar  mediante  mas 
amplia  información. 

En  lo  contencioso  al  contrario,  como  el  que  obra  no 
invoca  un  simple  interés,  sino  que  reclama  un  derecho, 
la  demanda  debe  estar  sujeta  á  formas  legales  para  se- 
guir los  trámites  necesarios,  aunque  breves,  del  juicio 
administrativo.  , 


Penas  administrativas.  Interpretación  de 
puntos  dudosos. 


Hemos  dicho,  y  no  nos  cansaremos  de  repetirlo,  que 
por  punto  general  no  puede  la  administración  establecer 
en  sus  reglamentos  y  bandos  penas  arbitrarias,  ni  otras 
que  las  determinadas  en  las  leyes,  aunque  sea  con  algu- 
na generalidad,  para  las  respectivas  faltas  y  transgre- 
siones. Si  estas  disposiciones  administrativas  tienen  fuer- 
za y  sanción  penal,  es  porque  de  la  ley  la  traen,  y  por- 
que estén  en  el  círculo  de  ella.  Del  mismo  modo  care- 
cen los  tribunales  ordinarios  de  facultad  para  inter- 
pretar los  reglamentos  y  bandos  en  los  puntos  dudosos 


•       142 

ú  oscuros:  á  la  admmistracion  incumbe  hacer  las  nece- 
sarias aclaraciones  de  sus  anteriores  providencias,  y  á 
ios  tribunales  el  obrar  en  consecuencia  de  cada  acla- 
ración. 


Recursos  contra  la  administración. 
Competencias. 


Puede  la  administración  activa  pecar  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  por  incompetencia,  por  esceso  de  po- 
der, ó  por  abuso.  Por  incompetencia,  cuando  se  entro- 
mete á  ordenar  y  determinar  sobre  materias  que  no  son 
de  su  atribución;  por  esceso,  cuando  se  propasa  á  esta- 
blecer penas  que  esceden  á  las  de  la'  ley,  con  objeto  de 
contener  las  infracciones  á  sus  reglamentos  y  medidas; 
y  por  abuso,  cuando  obra  con  arbitrariedad,  ya  vejando 
en  lugar  de  proteger,  ya  prevaricando  en  la  aplicación 
penal,  que  en  concepto  de  simple  policía  pueda  estarle 
encomendada. 

Contra  la  incompetencia  y  esceso  debe  tener  dere- 
cho á  representar  gubernativamente  todo  individuo  á  la 
autoridad  superior  administrativa,  para  procurar  la  de- 
rogación y  corrección.  Por  la  via  contencioso-adminis- 
trativa  corresponde  únicamente  el  recurrir  á  aquel  á  quien 
se  hubiese  hecho  aplicación  particular  y  espresa  del  re- 
glamento, bando,  ó  mandato,  no  ajustados  á  ley. 

Contra  los  abusos  del  juez  de  simple  policía  convic-; 
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ne,  según  se  ha  diclio,  que  haya  recurso  eii  algunost 
casos  á  la  justicia  ordinaria  ó  delegada.  Y  no  solo 
contra  íos  abusos,  siuo  también  contra  los  errores 
notorios.  Si  aplica  una  pena  no  ajustada  áley,  ó  incur- 
re en  nulidad,  procede  la  apelación  ante  el  tribunal  de 
primera  instancia,  ó  sea  de  policía  correccional,  á  quien 
incumbe  reformar  el  fallo. 

Aquí  se  divisa  una  importante  precaución  para  obli- 
gar á  la  administración  á  atemperarse  constantemente  á 
las  leyes.  Los  reglamentos,  ordenanzas,  y  bandos  que  S(; 
espiden  según  las  facultades  conferidas  por  la  ley  y  den- 
tro del  círculo  de  ella,  hemos  dicho  que  llevan  la  misma 
fuerza  que  la  ley  de  que  emanan:  mas  si^  en  las  materias 
ó  en  las  penas  se  esceden  de  la  ley,  todo  el  esceso  es. 
nulo,  y  pierde  el  carácter  de  obligatorio.  Así  es  que  de- 
biendo la  pena  á  los  inobedientes  ser  aplicada  por  el  juez 
de  paz  ó  por  el  de  simple  policía,  faltaría  á  su  deber, 
cualquiera  de  ellos  que  impusiese  castigo  á  un  acto  no 
reprobado  por  las  leyes,  porque  en  un  pais  libre  sola- 
mente á  la  ley  es  debida  la  obediencia.  Si  lo  hiciesen, 
deberían  ser  corregidos  por  el  tribunal  superior  ordi- 
nario. 

Por  manera  que  si  la  administración  pública  espidie- 
se una  ordenanza,  instrucción,  reglamento,  ii  orden,  ó 
tomase  una  disposición,  general  ó  parcial,  fuera  de  sus 
facultades,  y  por  consiguiente  inconstitucional,  hay  pa- 
ra todos  los  ciudadanos  tres  caminos  por  donde  hacerle 
frente.  Acudir  al  rey  mejor  informado,  suplicándole  la 
revocación  de  la  orden  sorprendida  á  su  religión  por  el 
ministro  responsable;  usar  del  derecho  de  petición  ante 
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las  asambleas  legislativas,  solicitando  la  acusación  de  los 
ministros;  y  oponer  la  resistencia  pasiva,  ó  la  fuerza  in- 
dividual de  inercia,  á  los  mandatos  ilegales.  Los  tribu- 
nales no  pueden  imponer  pena  á  tal  resistencia;  pues 
aunque  no  está  en  su  atribución  el  reformar  las  disposi- 
ciones administrativas,  obrarían  contra  buena  ley,  si  ado- 
leciendo del  vicio  de  ilegalidad  les  prestasen  concurso  y 
apoyo.  El  orden  judicial  y  el  administrativo  se  sostienen 
recíprocamente  sin  mezclarse;  pero  se  sostienen  para  la 
ejecución  de  las  leyes,  no  para  quebrantarlas. 

En  lo  contencioso-administrativo  cabe  conflicto  de 
jurisdicción,  que  es  cuando  dos  autoridades  del  ramo 
disputan  la  competencia  á  conocer  de  un  negocio.  El  con- 
flcito  se  dirime  por  el  rey  en  consejo  de  estado.  Los  esce- 
sos  ó  abusos  que  cometan  los  tribunales  adminisirativos, 
deben  ventilarse  en  el  mismo  consejo  de  estado,  á  recla- 
mación de  parte  agraviada.  «, 

Los  mas  acreditados  publicistas  dan  ese  nombre  de 
conflictos  de  jurisdicción  á  la  disputa  entre  autorida- 
des, juzgados,  ó  tribunales  de  un  mismo  ramo,  y  el  de 
conflicto  de  atribución  al  que  se  produce  entre  ramos 
distintos,  como  la  autoridad  judicial  ordinaria  y  la  admi- 
nistrativa. Son  los  conflictos  positivos  cuando  se  reclama 
por  ambos  lados  el  derecho  de  conocer,  y  negativos  cuan- 
do uno  y  otro  lo  rehusan.  Nosotros  nos  atreveríamos  á 
aventurar  la  opinión  de  que  habría  mas  exactitud  si  se 
invirtiesen  tales  denominaciones.  Con  efecto,  parece  que 
el  conflicto  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y  la  administra- 
tiva debiera  llamarse  propiamente  de  jurisdicción,  y  que 
el  que  dentro  de  una  jurisdicción  determinada  surje  en- 
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tredos  autoridades  niiiduti  por  un  l;i?;o  roinun,  es  de  ór- 
d(Mí  iiiterior  y  versa  sobre  airilniciones. 


V'iticimies,  reclümacioiies,  ¡j  de<taQr&vios. 


La  acción  admiiiislrativa  ha  d<í  procurar  que  los  in- 
dividuos respeten  y  cumplan  las  leyes,  conservándoles 
leda  la  libertad  compatible  con  el  buen  orden;  ba  do 
obligar  á  los  algentes  y  erapleados,públicos  á  llenar  sus 
deberes,  dejáiuioles  la  necesaria  latitud  para  obrar  el 
lti«n  en  el  ej.cr<;icio  de  sus- funciones;  y  ha  de  precaver 
todo  error  ó  esceso  de  su  parte,  estableciendo  una  es- 
cala de  dependencia  para  ia  responsabilidad,  y  de  re- 
curso para  ias  reclamaciones.  Dése  tacilidad  á  unos  y 
otros  para  enterarse  y  aprender  los  respectivos  deberes 
y  derechos,  isí,  el  individuo  que  se  crea  perjudiíado 
por  actos  administrativos,  debe  poder  hacerse  oir  de 
quien  tenga  autoridad  para  satisficerle,  con  las  únicas 
limitaciones  oportunas  y  necesarias  á  fin  de  que  esta  i"a- 
eultad  defensiva  no  llegue  á  hacerse  viciosa. 

Todo  error  pueda  ser  enmendado,  todo  abuso  cor- 
regido y  reprimido.  Para  ello  se  necesita  una  legislación 
clara,  precisa,  y  perceptible  á  la  generalidad.  El  indivi- 
duo particular  que  falte  á  la  ley,  sepa  el  castigo  que  le 
espera:  el  foncionario  de  cualquier  categoría,  el  conse- 
jo de  provincia,  la  diputación  provincial,  el  ayuntamien- 
to, sepan  ig«alnuuite  que  faltas  ó  escesos  cometen,  y  en 
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qué  penas  incurren.  Todo  tribunal  tenga  á  la  vista  tan 
comprensible  y  fácil  el  derecho,  tan  detallado,  tan  esplí- 
cito,  que  una  vez  aclarado  el  hecho,  ninguna  vacilación 
quepa  en  llenar  la  fórmula  de  aplicación  del  correctivo. 
No  de  otro  modo  se  consigue  el  que  cada  cual  conozca 
su  verdadera  posición,  perciba  el  limitado  círculo  de  sus 
facultades,  y  pueda  encerrarse  en  él,  firme  y  seguro  en 
su  terreno,  sabedor  de  cuando  obra  bien,  y  cuando  obra- 
ría mal.  Sin  tan  prolija  y  esmerada  exactitud,  y  por 
consiguiente  sin  una  legislación  que  provea  á  tan  pro- 
funda y  universal  necesidad,  no  hay  ni  puede  haber  ad- 
ministración. 

Doloroso  es  que  muchos  espedientes  relativos  á  ma- 
nejo de  fondos  públicos  y  de  intereses,  generales,  pro- 
vinciales, y  municipales,  se  hayan  sepultado  bajo  el 
polvo  de  los  archivos,  con  sospechas  de  no  estar  sufi- 
cientemente depurados  y  castigados.  Mas  en  la  necesi- 
dad de  darlos  por  fenecidos  después  de  ciertos  trámites, 
como  lo  aconseja  el  mismo  interés  social  que  sanciona 
la  prescripción  y  señala  término  fatal  á  los  asuntos  que 
se  fallan  en  juicio,  lo  que  se  exige  es  que  los  trámites 
sean  tan  solemnes ,  tan  acrisolados ,  tan  de  inmediata 
responsabilidad,  que  pueda  descansar  la  conciencia  pú- 
blica sobre  la  justificación,  pureza,  y  exactitud  en  todas 
las  operaciones  de  examen,  revisión,  comprobación,  glo- 
sa, y  reparos. 

Por  el  mismo  principio  de  estirpacion  de  abusos  de- 
biera todo  el  que  sufra  el  mas  leve  vejamen  ó  cualquier 
condena,  por  insignificante  que  parezca,  hallar  espedito 
el  caiaiflo  para  apelar  de  ella,  á  fin  de  obtener  su  des- 
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agravio,  ó  tocar  el  deseiigiuio  de  su  sinrazón.  Y  tal  es  la 
regla  para  la  generalidad  de  los  casos:  hay  algunos,  sin 
eníibargo,  en  que  la  corta  entidad  ó  la  calidad  del  asunto 
aconsejan  que  no  se  permita  darles  importancia  con  ape- 
laciones ó  recursos;  perqué  la  cavilosidad,  la  ignorancia,  ó 
el  capricho  podrían  complicar  estraordinariamente  las  ac- 
tuaciones, produciendo  á  la  sociedad  uu  verdadero  per- 
juicio con  el  embarazoso  curso  de  los  mas  livianos  ne- 
gocios. Pero  al  cortar  los  vuelos  al  genio  del  enredo  y  la 
capciosidad,  es  preciso  dejar  bien  franco  y  accesible  el 
camino  á  la  reclamación  en  las  lesiones  positivas  que 
afecten  á  la  honra  ó  la  hacienda,  ya  en  la  administra- 
ción activa,  ya  en  la  contenciosa,  ya  en  el  orden  judicial 
ordinario  cuando  á  ello  dieren  lugar  los  abusos  de  los 
jueces  de  policía. 

Asi  como  las  funciones  de  la  administración  activa 
descienden  del  rey  por  los  ministros  á  los  gobernadores, 
de  allí  á  sus  tenientes  si  los  hubiese,  y  luego  á  los  al- 
caldes, que  hacen  llegar  las  órdenes  álos  administrados; 
en  las  peticiones,  y  reclamaciones  se  sigue  el  orden 
inverso.  De  las  disposiciones  del  alcalde,  ya  como  agen- 
te de  la  autoridad  central,  ya  como  órgano  del  pueblo, 
se  acude,  en  defecto  de"  reparación  por  su  parte,  al  go- 
bernador de  la  provincia  cuando  se  trate  de  corregir 
errores  administrativos;  y  al  tribunal  ordinario  de  pri- 
mera instancia  en  apelación  de  las  penas  que  hubiese 
impuesto  como  juez  de  policía,  siempre  que  sean  arbi- 
trarias ó  escedan  del  límite  señalado.  De  los  acuerdos 
del  ayuntamiento  se  recurre  en  asuntos  de  quintas  y 
reparto  de  contribuciones  generales  á  la  diputación  pro- 
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\iucial^  y  en  los  roslaníns  al  gobernador,  quien  despa- 
chará por  sí  lo  activo,  y  pajsará  lo  cojiUnicioso  al  con- 
sejo de  provincia.  Del  gobernador  se  acadc  al  ministro; 
del  consejo  de  provincia  se  apelará  al  rey  en  consejo 
de  estado  por  la  via  contenciosa,  y  lo  mismo  de  las  di- 
putaciones provinciales  si  la  ley  llegase  á  determinarlo 
en  negocios  de  repartimientos.  De  las  órdenes  firmadas 
por  los  ministros  se  acude  al  rey  por  la  via  guberna- 
tiva ó  graciable;  y  si  dan  lugar  á  litigio,  se  recurre  al 
rey  en  consejo  de  estado. 

La  administración  debe  ser  circunspecta  y  morige- 
rada: sus  vicios  estragan  á  los  pueblos;  sus  virtudes  con- 
tribuyen poderosamente  á  reformarlos. 

No  estará  bien  arreglada  la  administración  piíblica, 
mientras  tenga  algo  t|ue  temer  de  ella  el  particular  que 
no  infrinja  las  leyes,  mientras  los  agentes  en  vez  de  i'es- 
petar  como  deben  á  los  ciudadanos  que  contribuyen  para 
pagarlos,  les  causen  la  mas  mínima  moleslia,  les  inspi- 
ren temor  ó  sobresalto,  ó  les  exijan  otra  cosa  mas  que 
lo  mandado  por  la  ley,  y  eso  con  miramientos.  Sobrado 
frecuente  es  que  los  en>p}eados  se  escedan  cíe  sus  Aicul- 
tades,  especialmente  á  medida  que  se  alejaíi  de  k  su- 
prema autoridad,  aspirando  en'  su  pequeíiez  á  ser  los 
tiranuelos  de  los  pacíficos  y  apocados  habitantes. 

En  todos  los  pueblos,  en  el  mas  ignorado  casería, 
ha  dft  poder  el  último  y  mas  oscuro  individuo,  atrope- 
llado en  su  persona,  insultado  en  su  honor,  ó  pcrturba- 
tlo  en  su  propiedad  por  un  agente  de  la  administración 
en  abuso  de  sus  funciones,  obtener  directamente,  y  por 
la  via  criminal  delante  del  juzgado  ordinario  tlel  distrito. 
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sin  \^jjes,  sin  gastos^  sia  riesijos,  sin  dilación,  las  repara- 
ciones é  indemnizaciones  que  le  sean  debidas.  La  admi- 
nistración superior  d(i!>e  inmedialamente  y  sin  vacilar, 
á  menos  de  envilecerse,  poner  el  agente  acusado  á  ilis- 
posicion  del  tribunal,  y  no  apoyarlo  ni  en  manera  algu- 
na protegerlo  si  resultase  delincuente.  Mientras  esto  no 
suceda,  podrá  interirse  sin  mas  examen  qne  no  hay  bue- 
na administración  ni  espíritu  público  en  el  pais. 


150 
CAPÍTULO  V. 

REFORMAS  ADMJ?HlSTRATíVAS  EiN  ESPAÑA. 

Consideraciones  p reparcilorias . 


Establecidos  los  principios  fundamentales  de  la  cien- 
cia de  la  administración,  ya  respecto  de  las  atribuciones 
ó  sea  del  objeto,  ya  de  la  organización,  ya  de  la  acción 
ó  sea  de  las  relaciones  entre  administradores  y  admi- 
nistrados, principios  cuya  exactitud  está  demostrada  por 
el  diverso  aspecto  que  ofrecen  los  paises  cpie  procuran 
írselos  aplicando,  y  los  que  todavia  los  desconocen,  di- 
remos alguna  cosa  acerca  de  las  mejoras  de  que  nues- 
tra España  carece,  y  que  después  de  ofrecidas  se  le  ha- 
cen, demasiado  tiempo  desear. 

Concebido  un  gran  pensamiento  de  organización  ad- 
ministrativa, se  pueden  desenvolver  especulativamente 
todas  sus  aplicaciones,  concordar  sus  diferentes  parles, 
y  arreglar  sus  funciones  de  manera  cpie  se  obtengan  to- 
das las  probabilidades  de  un  resultado  completo  y  satis- 
factorio. 

Hasta  aquí  no  se  habrá  hecho  mas  que  fundar  una 
teoría,  pero  esta  es  la  marcha  natural  de  las  acciones 
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humanas:  pensar  para  formar  juicio  y  tomar  una  reso- 
lución, y  después  ejecutar.  El  proceder  sin  plan  con- 
certado, y  siguiendo  los  impulsos  del  momento,  es  poco 
menos  qne  caminar  á  ciegas;  y  eso  es  cabalmente  lo 
que  ha  sucedido  en  España. 

La  ciencia  social  progresa  rápidamente  sobre  la  faz 
del  mundo;  y  asi  como  el  frecuente  comercio  de  ideas 
entre  las  naciones  contribuye  al  incremento  de  la  civi- 
lización refluyendo  sobre  las  costumbres,  á  veces  sin 
concurrencia  y  aun  contra  la  intención  de  los  gobiernos, 
del  mismo  modo  y  por  una  consecuencia  inevitable  sur- 
gen las  necesidades  administrativas  inherentes  á  cada 
época,  y  se  va  haciendo  sentir  la  importancia  de  satis- 
facerlas. De  aquí  proviene  el  que  para  apreciar  el  esta- 
do de  la  sociedad  sea  indispensable  tomar  conocimiento 
de  lo  que  se  hubiere  adelantado  en  otras  sociedades, 
puesto  que  comparando  se  aprende,  y  que  en  adminis- 
tración, como  en  las  demás  cienciüs,  los  descubrimientos 
hechos  por  el  entendimiento  del  hombre  en  este  ó  aquel 
pais,  entran  indisthitamente  á  ser  patrimonio  de  la  hu- 
manidad. 

Mas  la  ojeada  escrutadora  que  examine  las  agenas 
instituciones,  que  gradúe  su  mayor  ó  menor  perfección 
respectiva,  y  que  abrace  su  conexión  y  relaciones  al  te 
ñor  de  las  diversas  circunstancias  que  todavia  dan  á  las 
naciones  cierto  carácter  de  especialidad,  tiene  que  con- 
centrarse en  seguida  sobre  el  propio  pais,  para  analizar 
y  desentrañar  su  situación,  y  reconocer  con  exactitud 
lu  capacidad  y  distribución  de  los  elementos  morales,  que 
regularmente  hayan  de  combinarse  en  un  buen  sistema 
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administrativo.  Esta  es  niil^riu  de  prolunda  meditación 
y  prolijo  discernimi(>nto. 

No  basta,  en  efecto,  haher  tenido  ocasión  de  palpar 
los  Í4iconveraent©s  de  t.d  ó  cual  ramo  de  administraeiou, 
si  faltan  nociones  de  los  medios  iaiaíjinaflos  en  otras 
partes  para  corregirlos,  y  si  se  carece  de  la  suticionle 
elevación  de  miras  para  referir  todas  las  mejoras  á  un 
sistema  que  las  enlace  en  la  debida  trabazón  y  consistcn- 
í^ia.  Ni  basta  por  el  contrario,  el  baber  viajado  ni  el  ha- 
ber leido  libros;  que  la  sociedad  ha  de  estudiarse  en  la 
sociedad  misma,  bien  que  sea  conveniente  y  necesaria 
la  luz  de  las  investigaciones  de  los  hombres  pensadores, 
que  nos  preceden  en  la  carrera  sirviéndonos  de  guia.  Para 
sa!>er  realmente  lo  que  puede  y  debe  importarse  del  es- 
tranjero,  y  para  achmatarío  y  profundamente  arraigar- 
lo, se  necesita  ser  capaz  de  haber  concebido  ó  inventado 
aquello  mismo,  á  haber  llegado  á  punto  de  ser  primero. 

Combinado  un  sistema  de  administración  pública 
con  presencia  de  las  necesidades  del  pais,  y  de  los 
adelantamientos  universales  de  la  ciencia ,  todavia  es 
grande  y  difícil  empeño  el  infiltrarlo  en  el  mecanis- 
mo social,  el  hacerlo  estimar  de  los  pueblos,  el  obte- 
ner su  concurso,  y  el  llevarlo  á  cabo  sin  convulsio- 
nes ni  violencias.  En  €sta  parte  mucho  puede  esperarse 
de  la  España:  después  de  tantas  tentativas,  de  tanto 
desorden,  de  tanto  desengaño,  ningún  proyecto  razona- 
ble debe  encontrar  grandes  dificultades,  por  lo  mismo 
que  no  hay  apego  á  nada.  Fuera  de  algunos  espíritus 
turbulentos  cuyas  intenciones  se  han  desacreditado  por- 
que se  han  conocido,  no  se  divisan  obstáculos  serios 
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para  que  la  sensatez  púlilica,  y  el  carador  honrado, 
noble,  y  á  [wisar  de  loá  malos  ejemplos,  religioso  de  los 
españoles,  cooperen  eficazmente  á  las  reformas  necesa- 
rias en  la  administración,  cnando  de  ellas  dependen 
nniy  principalmente  el  irse  recobrando  del  actual  aba- 
timie«to,  y  el  que  de  entre  los  despojos  de  una  vieja 
y  derruida  sociedad,  acabe  de  levantarse  otra  nueva, 
llena  de  vida  y  legítima  esperanza. 


Ojeada  kistórica. 

El  impulso  dado  á  la  administración  pública  por  los 
reyes  católicos  y  por  Felipe  II  en  aquella  época  tan 
grande  para  la  monarquía,  no  encontró  quien  lo  condu- 
jese á  perfección  bajo  sus  descendientes  de  la  dinastía 
austríaca:  establecido  en  la  corte  un  número  exorbitante 
de  consejos,  que  juzgaban  y  adm  inistraban  á  vista  de  la 
autoridad  real,  ejercían  las  chancíllerías  y  aundíencias 
iguales  funciones  en  la  estension  de  las  provincias;  y 
tan  embarazosa  resultó  la  marcha  de  los  negocios,  que 
se  hizo  proverbial  la  lentitud  española.  La  casa  de  Bor- 
hon  trajo  las  ideas  é  instituciones  administrativas  cono- 
cidas en  Francia  en  tiempo  de  Luis  XIV:  la  creación  de 
cinco  secretarías  del  despacho,  la  organización  de  las 
capitanías  generales,  y  el  establecimiento  de  las  inten- 
dencias, dieron  robustez  y  autoridad  al  poder,  al  propio 
tiempo  que  algún  orden  á  las  rentas,  pero  en  nada  se 
^legó  ma  s  que  á  la  mitad. 
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La  f;!ieiTd  de  la  independencia  á  qne  habia  dado  lu- 
gar el  favoritismo  de  una  corte  viciada,  fué  ocasión  d« 
que  legislaiíores  impregnados  en  los  preceptos  de  la  es- 
cuela enciclopédica  qae  apenas  habia  tenido  tiempo  de 
desacreditarse,  creyesen  hacer  imposible  la  repetición 
de  lo3  pasados  abusos  en  el  gobierno  y  administración, 
con  imitar  en  1812  el  sistema  francamente  popular  que 
había  en  1789  abierto  lis  puertas  á  la  revolución  fran- 
cesa. Según  las  ideas  que  redujeron  á  practica,  una 
asamblea  nacional  legislaba,  mandaba,  y  administraba 
en  el  estado,  otra  provincial  gobernaba  y  regía  las  pro- 
vincias, y  otra  local  dirigíalos  pueblos,  en  orden  de  gra- 
dual dependencia.  Al  lado  de  la  primera  y  á  su  sombra 
hajjia  un  trono  sin  el  necesario  poder,  al  lado  de  la  se- 
gunda un  gefe  político  sin  la  competente  autoridad,  y 
al  lado  de  la  tercera  un  alcalde  sin  hbre  movimiento.  A 
poco  de  nacida  esta  concepción  democrática,  se  procuró 
corregirla  algún  tanto  en  el  sentido  de  dar  cabida  á  la 
concentración  y  unidad  de  acción  administrativa;  mas 
la  ley  de  5  de  febrero  de  1825,  hoy  vigente,  le  resti- 
tuyó con  largas  usuras  su  prístina  tendencia  y  carácter, 
que  fué  retroceder  en  vez  de  adelantar. 

Juzgado  está  este  sistema:  á  su  advenimiento  no  pu- 
do reunir  la  aprobación  de  los  poquísimos  hombres  que 
en  España  enlendian  entonces  de  tales  materias;  y  hoy 
ha  caido  ante  la  generación  que  rápidamente  se  ilustra, 
ante  la  juventud  que  avanza  grave  y  reflexiva,  en  el  pro- 
fundo descrédito  reservado  á  las  cosas  intempestivas  ó 
impracticables.  Vino  la  constitución  de  1857,  acomoda- 
da á  las  luces  de  la  época,  y  fundada  generalmente  en 
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buenos  principios;  y  el  criterio  público  la  acogió  como 
obra  de  oportunidad.  En  ella  los  cuerpos  colegislado- 
res no  administran,  y  ¿cuál  ha  sido  el  resultado?  Oue 
la  cadena  antiguamente  ideada  y  formada  entre  los  ayun- 
tamientos, las  diputaciones  provinciales,  y  las  cortes,  se 
halla  cortada  é  interrumpida,  y  que  aquel  sistema,  por 
imperfecto  que  fuese,  está  ahora  falseado  y  aparece  mas 
imperfecto  todavía,  pues  que  las  diputaciones  administran 
sin  reconocer  superior  en  muchas  materias  en  que  antes 
lo  tenian,  habiendo  quedado  en  posesión  de  una  verda- 
dera soberanía  sin  ningún  género  de  responsabilidad. 

Semejante  orden  de  cosas  llamó  desde  luego  la  aten- 
ción á  cuantos  apetecían  la  existencia  de  un  régimen  ad- 
ministrativo, y  buscaban  la  armonía  entre  la  constitu- 
ción del  estado  y  las  leyes  orgánicas  que  de  ella  deben 
derivarse.  Uniforme  puede  decirse  que  ha  estado  la  opi- 
nión de  los  hombres  públicos  en  la  necesidad  de  la  re- 
forma: los  puntos  de  discordancia  en  cuanto  al  modo  son 
contados,  y  provienen  de  la  diversidad  de  principios  po- 
líticos, que  forzosamente  habia  de  trascender  en  la  cues- 
tión. Respecto  de  cuya  disidencia,  la  conclusión  debe  ser 
perentoria  é  irrefragable.  Aquel  sistema  será  bueno,  que 
produzca  administración;  y  será  malo  el  que  no  alcan- 
ce á  sahr  del  desorden  y  la  impotencia. 


Cuál  haya  descr  la  ¿asede  laadminislracionen  España. 
¿  Conviene  á  Espaíia  establecer  su  administración  so- 
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Lre  una  base  latamente  popular,  donde  se  dé  nuevo  es- 
eitaute  al  provincialismo,  y  se  localice  esen^ialiuente  la 
a.ccion;  ó  le  conviene  mas  bien  adoptar  la  unidad  y  ceii- 
ti'aliziaciou  administrativas,  con  raiwnable  participación 
tie  las  provincias  y  localidades? 

Nuestra  opinión  es  ya  conocida,  porque  este  proble- 
m  i  es  el  de  la  centralización  ó  escentralizacion  adminis- 
trativa, que  en  la  iniroduccion  resolvimos  por  medio  d<í 
una  íoiniula  geuiíral.  El  sistema  administrativo  debe 
.guardar  consonancia  con  el  sistema  político;  y  estando 
este  lijado  para  España  por  la  constitución  vigente,  aquel 
tio  puede  autorizarse  sino  en  el  mismo  principio,  ni  es- 
tribar sino  en  el  mismo  cimiento,  so  pena  de  producir 
Hila  creación  incoherente  é  ineficaz. 

La  utilidad  do  las  instituciones  humanas  es  princi- 
palmente de  tiempo  yrebicion.  La  mejor  administración 
será  la  que  ofrezca  mayores  benelicios  y  menores  incon- 
venientes, concillando  según  las  épocas  los  intereses  de 
los  individuos  con  los  de  la  comunidad;  y  por  eso  se  re- 
«piifice  sumo  discernimiento  para  no  partir  de  datos  equi- 
vocados, viniendo  á  parar  en  el  absurdo.  Guando  un 
pueblo  laborioso,  frngal,  morigerado,  exaltado  en  ma- 
teria do  religión,  discutidor  sin  violencia,  y  fácil  apre- 
ciador de  sus  derechos  y  deberes,  se  encuentra  en  cir- 
cunstancias de  recibir  ó  darse  una  organización  política 
y  administrativa,  donde  apenas  cabe  elección,  sino  que 
ía  fuerza  de  las  cosas  hace  refluir  hacia  las  masas  y  los 
individuos  lo  principal  del  gobierno  de  sí  propios;  se  ve- 
rifica una  rara  reunión  de  condiciones  para  adjudicarle 
y  mantenerle  una  existencia  democrática,  cuya  duración^ 
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sin  embargo,  dopcndc  de  varia  combinación  de  siici^s(»s 
vn  <íl  Irauscurso  de  los  anos.  Mas  cuando  otro  {nicltlo 
cslá  avezado  á  no  discariir  sino  á  rallai",  cuando  se  !e 
ha  escasí^ado  la  instrucción,  cuando  se  ¡(iban predicado 
doclrinas  irreligiosas  é  inmorales,  cuando  le  son  tl^^sco- 
nocidos  los  bábitos  de  la  tolerancia,  y  cuando  carec<^ 
de  preparación  para  ejercer  el  arte  difiril  de  mandar  y 
«bcdííccr  á  un  tiempo;  claro  (\s  (]«e  siendo  tan  distinlas 
las  situaciones,  í'aera  dí'sacertaiio  pi-opósiio  d  a[<IÍLiii° 
cieííamente  el  mismo  sistema  de  ffoberna("ion  al  unotnie 
al  otro  caso.  Esle  es  el  error  Cítinelido  en  1812.  Lus  na- 
ciones no  adelantan  á  saltos,  sino  á  jüíso  lento;  pero  í^- 
le  paso  las  contííuce  muy  lejos  si  se  curda  de  sepaiades 
ios  estorbos  del  camino. 

El  pueblo  e^spañol  ba  progresado  en  todos  sentidas 
durante  el  curso  de  sus  Aicisiíntks,  y  por  e$o  se  b«lk 
hoy  en  disposiciítn  de  comprender  y  uliüzar  su  <'0i!í>;li- 
tucion  politica,  y  recibir  una  adminisli^acjon  en  armosi^;* 
con  ella,  Pero  sería  notable  desacnerdo  el  pretender  Up- 
\»ño mas  allá .  Si  los  hombres  que  teb usan  reco«<íc.(!r í^ije 
se  equivocaron,  afectan  aun  seguir  er5iii¡d:mien{ea<if'l;»T 
te,  soii  bien  ciegos  cíi  no  jiercihir  que  van  jsokis,  j  qvm 
f.0  espacian  en  un  miando  qwe  no  <'s  el  de  la  ép»ca,  :ni 
el  de  la  realidad,  \  pronto  se  deát'nganaiian,  si  en  nw- 
diode  sns  abstracciones  se  parasen  áe.iiamiiüfr  la  s««;5e- 
dad,  lo  bastante  para  conocer  tjíie  una  bn+'wa  adijíki:^- 
ü-acion,  eníírgica,  templada,  y  muy  diferente  de  ««sibi- 
sorias  vaguedades,  es  lo  que  se  necesita  en  lispaíla  pnr^ 
generalizar  la  educación  y  las  luces,  acrecentar  k  luím- 
geracion,  inaugurar  el  lómenlo  pú])lico,  y  presentar  €4»r- 
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Dofi  sistemas  propuestos  en  épocas  recientes. 


Dos  sistemas,  aunque  no  completos,  de  administra- 
ción, han  sido  presentados  á  los  cuerpos  colegisladores; 
diferentes  entre  sí  como  los  tiempos  y  las  ideas  domi- 
nantes: el  uno  posterior  á  la  revolución  de  setiembre 
de  1840,  el  otro  anterior  á  ella.  Es  el  trastorno  revolu- 
cionario como  el  terremoto,  que  si  después  de  derribar 
las  eminencias  de  las  torres  donde  son  las  oscilaciones 
nías  sensibles,  continúa  por  lai'go  espacio  trabajando 
con  sacudidas  los  edificios,  grande  ha  de  ser  necesaria- 
mente el  conflicto  que  ocasione,  estenso  y  duradero  su 
estrago.  Si  el  movimiento  de  setiembre  se  propuso  al- 
gún objeto  de  utilidad  al  pais,  si  el  poder  creado  por  él 
ha  comprendido  que  á  todo  poder  acompaña  una  misión, 
dígalo  la  singular  empresa  de  prolongar  la  revolución 
cuando  se  estinguía,  y  de  emplearla  como  elemento  per- 
manente de  gobierno  hasta  oportunidad  de  sofocarla  ba- 
jo el  peso  del  terror;  díganlo  la  inquietud  general  de  \q& 
ánimos  durante  la  regencia,  el  triste  aspecto  de  la  admi- 
nistración pública,  y  los  proyectos  de  ley  presentados 
para  modificarla. 
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Exclmfn  del  sistema  propuesto  por  el  ministerio 
González, 


No  entraremos  a  examinarlos  menudamente.  Los 
formados  por  el  ministerio  González  flanquean  á  nuestro 
<'ntender  en  tres  principales  puntos:  la  falta  de  claridad 
y  esplicacion  en  materia  de  presupuestos  y  cuentas;  las 
atribuciones  impropiamente  conferidas  á  las  corporacio- 
nes populares;  y  la  dependencia  de  ellas  entre  sí.  Mas 
no  es  este  el  espíritu  reinante  en  los  proyectos,  ni  de- 
Len  ser  esas  mas  que  concesiones  sagaces  á  las  exigen- 
cias de  la  situación,  porque  en  muy  contrario  sentido  se 
vé  resaltar  una  tendencia  reaccionaria  á  la  centraliza- 
ción escesiva,  encargando  á  la  administración  suprema 
la  aprobación  de  los  presupuestos  de  todos  los  pueblos, 
y  poniendo  en  completa  sumisión  á  las  diputaciones  pro- 
vinciales; así  como  se  advierte  incesante  conato  á  uu 
mando  duro  y  violento,  atribuyendo  sobradas  facultades 
á  los  gefes  políticos,  y  encomendando  el  desempeño  in- 
terino de  esta  autoridad  á  los  gefes  militares  en  vacan- 
tes, ausencias,  enfermedades,  y  casos  estraordinarios. 
Ciertamente  es  de  necesidad  en  toda  nación,  y  especial- 
mente en  una  nación  monárquica,  un  poder  fuerte  que 
asegure  la  obediencia  á  las  leyes;  pero  la  libertad  es  al 
mismo  tiempo  la  vida  y  el  alma  del  orden  social;  y  entre 
la  administración  enérgica  que  funciona  paternalmente 
abundando  en  medios  de  legalidad,  y  la  dominaciou  se- 
vera apoyada  en  adustos  asomos  de  fuerza  material,  hay 
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la  misma  diferencia  que  entre  la  monarquía  constitucio- 
nal y  la  dictadura. 

No  se  esplica  satisflictoriamente  el  hecho  de  prescri- 
birse en  los  proyectos  mencionados  del  ministerio  Gonzá- 
lez regias  menudas  y  generalmente  acertadas  para  la 
formación  de  los  presupuestos  provinciales  de  gastos  é 
ingresos,  y  de  suprimirse  tan  importantes  prevenciones 
en  los  presupuestos  y  cuentas  municipales.  Gahalm^nte 
aquí  radica  uno  de  los  vicios  de  la  administración  espa- 
ñola, de  aquí  proceden  quejas  amargas  de  nmchos  pue- 
I)los  cuyos  intereses  han  sido  y  son  mal  manejados,  y 
aquí  es  donde  debió  acudirsecon  el  remedio  que  cabe  en 
la  ley,  que  es  la  especificación,  la  claridad,  el  orden,  y 
la  fácil  inspección  y  correctivo  para  hacer  posible  la  res- 
ponsabilidad. Ponpie  la  confusión  es  velo  con  que  se 
cubren  perfectamente  los  abusos. 


Principios  que  dehnn  rerjir  respecto  n  corporaciones 
populares. 


Respecto  de  las  atribuciones  de  los  cuerpos  popula- 
res en  la  monarquía  constitucional,  y  sus  relaciones  en- 
tre sí,  no  se  vendrá  á  encontrar  un  deslinde  preciso, 
exacto,  y  correcto,  hasta  que  se  fijen  los  principios  de 
una  manera  positiva,  y  se  deduzcan  sus  consecuencias 
rigorosas  é  incontestables. 

El  primero  de  cuyos  principios  sea,  que  no  debien- 
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(lo  las  corporadonos  loner  otras  incumbencias  que  las 
que  puedan,  cuüiplidaraente  desempeñar  en  beneficio  pú- 
l)lico,  nunca  convwie  atribuiíies  funciones  de  ejecución. 
Sobre  lo  cual  añadii'émos  á  lo  dicho  mas  arriba,  alguna 
breve  reflexión  que  acabe  de  esclarecer  la  materia. 

Si  se  considerase  á  los  cuerpos  colegiados  aptos  pa- 
ra obrar,  seria  lógico  y  consecuente  el  darles  lugar  y 
acción  en  toda  la  escala  del  orden  social.  Si  en  la  cate- 
goría inferior  se  pusiesen  ayuntamientos  activos,  y  en 
la  superior  diputaciones  provinciales  con  igual  carácter, 
¿por  qué  no  colocar  en  la  suprema,  otra  corporación  que 
gobierne  y  administre,  como  las  cortes  en  el  régimen  de 
1812,  ó  como  los  consejos  en  la  antigua  monarquía?  La 
forma  que  S(í  adopte  por  buena,  debe  serlo  por  igual, 
pues  que  en  la  unidad  ó  en  la  exacta  correspondencia 
entre  las  partes  es  donde  se  reconoce  el  sistema.  Y  si  la 
concepción  es  absurda  en  su  aplicación  á  un  punto,  lo 
os  también  relativamente  á  los  demás. 

La  afición  al  mando  y  administración  de  las  corpo- 
raciones se  comprende  y  aun  se  disculpa,  cuando  por  es- 
tar confusas  é  ind(ifinidas  las  funciones,  hormiguean  los 
conflictos  y  los  compromisos,  que  es  lo  que  ha  sucedi- 
do en  Espacia,  resultando  que  buscaba  refugio  en  el  se- 
no de  una  reunión  de  muchos,  quien  no  se  atrevia  á  lan- 
zarse solo  como  sin  brújula  en  un  mar  lleno  de  escollos, 
dond^  tropezar  con  frecuencia  á  riesgo  de  perderse.  Pe- 
ro se  entiende  y  dá  por  sentado,  y  con  ello  desaparece 
la  disculpa,  que  á  una  buena  organización  administrativa 
ha  de  acompañar  precisamente  la  legislación  que  señale 
de  una  manera  clarísima  las  atribuciones  de  todo  funcio- 
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nario,  y  que  haga  fácil  la  autoridad  ea  el  completo  doi- 
arrollo  de  su  acción,  Sin  este  auxilio  ningún  sistema  pro- 
ducirá efecto. 

Sea  el  segundo  principio,  que  consistiendo  las  fun- 
ciones que  según  su  índole  y  composición  pueden  des- 
empeñar satisfactoriamente  los  cuerpos  colegiados,  en  las 
de  deliberación,  deregiUarizacion,  y  de  censura,  esas 
son  y  no  otras,  las  que  les  convienen  y  corresponden. 

El  ayuntamiento  tiene  un  doble  carácter.  Represen- 
ta los  intereses  privativos  y  peculiares  del  común,  en 
cuyo  concepto  se  asemeja  hasta  cierto  punto  á  la  dipu- 
tación provincial  respecto  de  los  colectivos  de  la  provin- 
cia; y  aconseja  ó  ilustra  al  alcalde  en  los  negocios  de 
orden  general,  á  la  manera  que  lo  hace  el  consejo  de 
provincia  en  su  parte  consultiva  con  el  gobernador.  En 
el  primer  sentido  es  el  ayuntamiento  elegido  por  el  ve- 
cindario: en  el  segundo  debiera  serlo  por  la  administra- 
ción superior.  Tal  complicación  por  un  lado,  y  la  armo- 
nía por  otro,  que  ha  de  reinar  entre  el  todo  y  la  parte 
del  cuerpo  social,  harían  escusada  semejante  duplicidad 
de  elección,  ó  acaso  de  corporaciones,  sino  mediase  otra 
razón  mas  fuerte  que  crea  un  derecho  en  favor  del  su- 
fragio vecinal;  y  es  que  en  el  ayuntamiento  prepondera 
notablemente  el  carácter  de  conservador  y  moderador 
de  los  intereses  locales,  sobre  el  de  mero  aconsejador, 
cuando  consejo  y  luces  se  le  pidieren,  en  los  generales. 
No  asi  en  el  alcalde:  ejecutor  este  de  unos  y  otros  man- 
datos; de  los  de  la  ley  y  suprema  administración,  y  de 
los  del  concejo;  délos  que  afectan  al  estado,  y  délos  que 
solo  conciernen  á  la  localidad;  de  los  que  se  refieren  al 
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orden  público  y  á  las  mejoras  generales,  y  d*o  los  que 
tienden  á  las  mejoras  materiales  que  pudieran  llamarse 
domésticas;  alcanza  mayor  acción  y  responsabilidad  en 
el  primer  concepto  que  en  el  segundo,  puesto  que  en  la 
coexistencia  de  unos  y  otros  intereses,  cuando  están  en- 
contrados, son  los  del  pueblo  los  que  tienen  que  ceder 
y  anonadarse  ante  los  de  la  sociedad. 

Las  funciones  que  en  su  doble  carácter  competen  al 
ayuntamiento,  lo  constituyen  legislador  del  pueblo,  cen- 
sor de  la  ejecución  de  sus  disposiciones,  y  vigilante  de  la 
acción  del  representante  déla  administración  central.  La 
legislación  municipal  ó  las  ordenanzas  de  buen  gobierno 
del  pueblo,  ha  de  procurarse  que  tenganrespeclo  de  es- 
te el  mismo  carácter  que  tiene  la  ley  respecto  de  la  na- 
ción, de  generalidad,  previsión,  j  conveniente  estabili- 
dad, porque  no  se  estatuye  bien  haciendo  variaciones 
cadadia,  sino  para  que  dure  mucho  tiempo.  Cuyos  ob- 
jetos se  consiguen  todos  sin  necesidad  de  continuas  y 
superabundantes  sesiones  de  ayuntamiento.  Esta  pro- 
posición choca  con  la  costumbre,  pero  se  adapta  á  la 
razón;  y  bien  pronto  se  disiparían  las  preocupaciones 
si  por  algún  transcurso  de  tiempo  se  viera  á  los  alcal- 
des cuidar  de  la  ejecución,  y  á  los  ayuntamientos  con- 
gregarse en  épocas  fijas  y  apartadas,  á  menos  de  rarí- 
simos casos  de  urg*íncia,  á  examinar  lo  hecho,  y  dispo- 
ner en  cuanto  hubiese  lugar,  materia  de  trabajo  para  olra 
temporada.  En  el  ayuntamiento  con  el  alcalde  se  divisa 
un  remedo  de  las  cortes  y  el  ministerio,  y  en  cierto  mo- 
do de  la  diputación  provincial  y  el  gefe  pohtico;  y  los 
mismos  motivos  que  aconsejan  laño  perenne  reunión  de 
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estos  c«eq)os,  militan  para  que  sean  periódicas  y  no  de- 
masiado frecuentes  las  juntas  de  la  corporación  municipal. 

Muchos  son  los  puntos  de  desemejanza  entre  la  di- 
putación provincial  y  el  ayuntamiento,  porque  taml)ien 
los  hay  entre  la  provincia  y  el  pueblo.  Gomo  los  inte- 
reses de  las  localidades  ya  tienen  quien  los  cuide,  lo 
que  naturalmente  recae  sobre  la  diputación  es  la  vigi- 
lancia de  los  colectivos  que  afecten  á  toda  la  provincia 
ó  á  buena  parte  de  ella,  y  que  hayan  de  atenderse  con 
los  recursos  ó  los  fondos  provinciales.  Son  también  fun- 
ciones.propias  de  la  diputación,  porque  puede  desem- 
peñarlas-mejor  que  nadie,  las  muy  importantes  del  re- 
parto de  contribuciones  y  cargas  generales  entre  los 
pueblos. 

Una  razón  que  luego  se  espondrá,  ocasiona  continuos 
esfuerzos  en  España  para  hacer  posibles  otras  atribucio- 
nes en  la  diputación  provincial;  esfuerzos  cpie  se  estre- 
llan en  una  serie  visible  de  incompatibilidades,  de  que 
en  otro  lugar  queda  hecha  sucinta  mención.  Siendo  la 
diputación  de  origen  electivo  y  de  funciones  gratuitas, 
es  impropio  el  colocarla  bajo  la  dependencia  de  la  ad^ 
ministracion  activa,  con  quien  ocurrirían  ademas  fre- 
cuentes desavenencias.  Estando  aislada,  no  puede  el  mi- 
nisterio responder  de  sus  actos,  lo  cual  trmica  la  cadena 
de  la  responsabilidad,  tan  necesaria  en  el  orden  admi- 
nistrativo. Siendo  independiente  é  irresponsable  la  dipu- 
tación por  actos  que  interesan  á  los  individuos  y  á  los 
pueblos,  falta  la  garantía  del  cabal  desempeño,  pues  si 
Lien  puede  ser  contenida  por  la  administración  central 
de  manera  que  no  se  salga  del  círculo  de  sus  atribuciones. 
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cabe  aun  dentro  de  él  el  error,  y  caLeii  todas  las  co- 
sas que  se  tratan  de  evitar  cuando  no  se  admite  por  ba- 
se de  las  instituciones  la  presunción  de  la  impecabilidad 
humana.  A  lo  cual  es  fuerza  añadir  una  dificultad  ma- 
terial, que  está  acreditada  por  la  esperiencia.  Los  dipu- 
tados provinciales,  hacendados  en  los  partidos,  no  pue- 
den dejar  abandonadas  sus  casas  y  atenciones,  sino  por 
cortas  temporadas,  sucediendo  que  en  la  aglomeración 
de  espedientes,  ó  tiene  que  encargarse  á  comisiones  su 
despacho  ó  ilustración  para  darles  vado,  ó  vendrá  á  de- 
cidirlos quien  por  cualquier  motivo  resida  mas  largo 
tiempo  en  la  capital,  si  acaso  no  quedaren  confiados  á 
los  dependientes,  con  las  malas  resultas  que  sallan  á  la 
vista. 

La  consecuencia  racional  é  indestructible  de  lo  que 
precede  es,  que  la  corporación  administrativa  provincial 
no  puede  tener  atribuciones  de  resolución  definiva,  si- 
no acaso  en  los  reparlimienlos  (ni  tampoco  le  correspon- 
de intervenir  en  negocios  políticos,  como  las  elecciones 
á  cortes),  que  no  debe  ejercer  autoridad  sobre  las  cor- 
poraciones locales,  pues  todo  eso  es  propio  de  la  admi- 
nistración general  responsable,  y  que  la  influencia  y  cen- 
sura que  competen,  tanto  á  la  diputación  como  al  ayun- 
tamiento, son  precisamente  respecto  del  gobernador  de 
la  provincia  á  la  primera,  y  respecto  del  alcalde  al  se- 
gundo. 

De  paso  será  bien  hacer  notar  lo  erróneo  de  la  dis- 
posición contenida  en  los  proyectos  del  ministerio  Gon- 
zález, que  requiere  la  intervención  de  una  ley  para  la 
disolución  de  una  diputación  provincial,  ó  de  un  ayun- 
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tamiento.  La  ley  tiene  por  objeto  derogar  ó  modificar 
otra  ley,  crear  derechos  ú  obligaciones;  pero  en  nin- 
guna manera  el  cumplimiento  de  las  leyes,  que  esa  es 
simple  medida  de  ejecución,  ni  el  examen  del  modo  de 
aplicarlas  en  ejercicio  de  la  autoridad,  qne  esa  es  en  su 
caso  materia  de  censura  parlamentaria. 

Y  el  tercer  principio  consistirá  en  que,  aun  cuando 
convenga  dar  latitud  y  fuerza  á  las  disposiciones  pro- 
pias de  los  cuerpos  populares  administrativos,  es  nece- 
saria en  ciertas  ocasiones  La  autorización  de  La  adminis- 
tración superior  para  imprimirles  el  carácter  ejecutorio . 

Si  un  ayuntamiento,  por  equivocación  ó  malicia,  im- 
pusiera al  pueblo,  aun  cuando  fuese  para  objetos  plau- 
sibles, derramas  gravosas  que  imposibilitaran  el  pago  d© 
las  contribuciones  generales,  de  que  resultase  en  las  ren- 
tas públicas  un  vacio  que  habria  de  recaer  sobre  los  de- 
más pueblos;  si  aun  con  los  recursos  ordinarios  empren- 
diera una  obra  innecesaria,  ó  aunque  necesaria,  de  des- 
proporcionadas dimensiones,  escesivo  costo,  ó  nulidad 
de  efúcto,  por  donde  quedasen  frustrados  los  derechos 
y  esperanzas  del  vecindario;  si  se  abandonasen  las  obras 
comerizadas,  aunque  útiles,  por  el  prurito  de  comen- 
zar otras  al  capricho  de  cada  temporada;  si  los  es- 
tablecimientos locales  de  educación,  beneficencia,  y  cor- 
rección, no  estuviesen  debidamente  atendidos  y  adminis- 
trados; si  por  salir  de  una  penuria  momentánea,  ó  por 
espíritu  de  especulación  ó  manejo,  se  empeñasen  ó  ena- 
jenasen livianamente  los  bienes  del  común,  irrogando  un 
perjuicio  irreparable  á  las  generaciones  venideras;  y  en 
iin,  si  un  pueblo  se  resistiera  á  seguir  el  mo^iiento 
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general  do  civilización,  haciendo  mala  vecindad  á  los 
otros,  ó  alterando  la  armonía  social;  claro  é  incontesta- 
ble es  que  se  originarían  gravas  inconvenientes,  y  que 
las  leyes  deben  anticiparse  á  prevenirlos  y  evitarlos. 
En  todos  estos  casos  las  facultades  del  ayuntamiento  no 
pueden  menos  de  estar  coartadas  y  sometidas  á  superior 
aprobación. 

Respecto  de  la  diputación,  como  que  sus  funciones  de- 
ben ser,  ó  de  resolución  definitiva  en  negocios  de  reparto 
de  contribuciones  y  cargas,  ó  de  vigilancia,  informe,  ó 
propuesta  en  los  restantes,  resulta  que  en  ningún  caso 
está  sujeta  á  reforma  ó  censura,  á  menos  de  invadir 
agenas  facultades.  Arriba  se  indicó  la  especie  de  que 
podria  ser  útil  y  necesario  conceder  á  los  que  se  con- 
ceptuasen agraviados  en  los  repartos  de  la  diputación  y 
no  alcanzasen  reparación  por  su  parte,  el  recurso  á  la 
administración  suprema:  así  parece  aconsejarlo  la  ra- 
zón; pero  tanto  para  conservar  á  la  diputación  su  consi- 
deración y  prestigio,  cuanto  para  alejar  la  oficiosa  in- 
tervención ministerial,  debería  el  negocio  adquirir  pre- 
cisamente el  carácter  contencioso-administrativo,  y  de- 
cidirse con  todas  las  ritualidades  por  el  rey  en  consejo 
de  estado. 

Que  las  corporaciones  son  ruedas  laterales  en  el  or- 
den administrativo,  distantes  y  sin  comunicación  entro 
sí,  y  que  su  modo  de  participación  en  el  movimiento 
general  es  únicamente  por  el  contacto  con  la  adminis- 
tración activa  colocada  á  su  respectiva  altura  ó  nivel,  es 
la  idea  precisa  que  se  forma  quien  haya  concebido  ol 
Tcrdadero  sistema,  y  esto  agono  de  prevenciones  é  m- 
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justas  repugnancias.  Si  la  uioiiarquía  no  es  ya,  como 
cu  otros  tiempos,  mía  religión,  es  la  forma  política  mas 
acomodada  para  introducir  y  mantener  el  orden  en  la 
libertad.  Y  si  los  agentes  directos  de  la  suprema  admi- 
nistración representan  ó  deben  representar  la  opinión 
preponderante  en  los  cuíírpos  colegisladores ,  y  estos 
reasumen  la  razón  política  diseminada  en  el  pais  como 
Iiechura  que  son  de  la  opinión  pública  soleuniemente* 
}>ronunciada,  toda  resistencia  parcial  equivaldrá  á  re- 
chazar la  condición  fundamental  de  las  mayorías,  á  des- 
(islimar  la  garantía  de  la  responsabilidad,  y  á  sostener 
la  perpetuidad  del  caos  en  la  administración. 

La  razón  de  la  esterilidad  de  los  esfuerzos  para  ar- 
reglar convenientemente  las  diputaciones  provinciales, 
lio  puede  ya  desconocerse,  ni  ponerse  en  duda:  se  lia 
pretendido  vanamente  conciliar  cosas  incompatibles,  que 
se  escluyen  y  contrarían.  Y  de  semejante  situación,  de 
tan  enmarañado  laberinto,  no  liay  mas  que  una  íalida:  se- 
parar en  dos  partes  las  atribuciones  y  funciones  que  se 
contraponen,  y  distribuirlas  en  dos  corporaciones  dis- 
tintas, la  diputación  provincial,  y  el  consejo  de  provin- 
cia. Guando  se  establecieron  en  España  las  diputacio- 
nes, no  se  echó  de  ver  el  gran  vacío  que  habiade  quedar, 
ó  no  se  creyó  llegado  el  momento  de  colmaiio.  Se  adop- 
tó del  estrangero  una  parte  del  sistema  administrativo, 
aunque  con  reminiscencia  española,  y  hecha  la  opera- 
ción á  medias,  el  resultado  aparece,  como  era  de  presu- 
mir, incompleto. 

De  lo  espuesto  se  deduce  que  el  principal  defecto 
en  la  organización  facultativa  de  los  proyectos  del  mi- 
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nistciio  González,  depende  de  no  liabersc  decidido  á 
jtroponer  los  consejos  ó  Iribiniales  contencioso-adminis- 
irativos ,  cuya  institución  habría  permitido  modificar 
oportunamente  la  planta  de  las  corporaciones  adminitra- 
tivas  que  hoy  existen. 


Inconstitiicionalidad  de  los  proyetos  del  ministerio 
González. 


Pero  lo  que  admira  en  aquellos  proyectos,  lo  que 
pone  el  sello  al  espíritu  de  desenfado  y  audacia  en  que 
están  concebidos,  es  el  infringirse  sin  rebozo  y  casi  sin 
objeto  la  constitución  del  estado,  no  solamente  confirien- 
"do  asiento  y  presidencia  al  gefe  político  en  la  (Tiputacion 
provincial  y  el  ayuntamiento,  sino  concediéndole  tam- 
bién el  derecho  de  votar,  y  aun  el  de  voto  doble  en  ca- 
so de  empate,  según  los  artículos  46  y  69  respectivos. 
Ya  en  13  de  setiembre  de  1837,  tres  meses  después  de 
publicada  la  constitución,  se  le  habia  abierto  una  bre- 
cha espaciosa  en  una  ley  que  está  en  observancia,  don- 
de se  asignan  plazas  efectivas  en  la  diputación  provincial 
al  gefe  político  y  al  intendente.  ¡Y  en  el  intermedio  de 
estos  hechos,  que  lo  mas  alarmante  y  espantoso  que 
tienen  es  el  correr  casi  inapercibidos,  se  les  ocurrió  á 
los  hombres  que  de  tal  modo  se  conducían  y  se  condu- 
cen, un  escrúpulo  sobre  la  forma  de  la  designación  de 
los  alcaldes  en  otra  ley;  escrúpulo  que  destituido  del 
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mas  leve  fundamento,  según  se  demostró  hasta  la  eri- 
dencia  en  el  campo  permitido  del  debate  parlamentarios- 
hubo  sin  embargo  de  robustecerse  hasta  prorumpir  en  el 
alzamiento  de  setiembre  de  1840,  que  sostenido  por  ve- 
dados auxiliares,  dejó  en  horfandad  al  trono,  y  en  anar- 
quía á  la  nación!!!  La  historia,  al  recojer  semejantes  su- 
cesos de  tres  épocas  de  nuestros  dias,  distinguirá  la 
causa  del  pre testo,  decidirá  de  qué  lado  está  el  respeto 
á  la  legalidad,  é  inferirá  si  en  falta  de  un  socolor  se  ha- 
bría ó  no  encontrado  otro  para  sustituir  á  las  cuestiones 
de  principios  la  cuestión  de  poder  á  toda  costa.  Xa  fría 
razón,  superior  á  las  pasiones  transitorias  de  los  hom- 
bres y  de  los  partidos,  no  necesita  para  haber  pronun- 
ciado su  fallo,  de  la  confesión  de  culpas  de  los  que  tal 
lección  dieron  al  pais,  porque  llano  es  .que  un  estreme- 
cimiento involuntario  ha  de  recordarles  que  las  naciones 
buscan  e[  remedio  en  otros  que  en  los  causantes  de  su* 
daño. 


Su  modificación  por  el  ministerio  Rodil. 


Reemplazado  el  ministerio  González  por  el  del  ge- 
neral Rodil,  se  apresuró  este  á  retirar  los  proyectos  de 
ley  de  diputaciones  provinciales  y  gefes  políticos,  y  á 
poco  tiempo  les  sustituyó  otros,  purgados  de  las  infrac- 
ciones de  constitución  y  de  la  tendencia  reaccionaria,  si 
bien  conservando  algunos  errores  como  en  obsequie  á 
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las  idea?  exageradas  reinantes,  y  atollándose  en  la  em- 
barazosa situación  originada-  de  la  carencia  de  tribuna- 
les administrativos.  Lo  mas  chocante  en  los  nuevos  pro- 
yectos, y  que  por  ese  lado  empeora  mucho  á  los  ante- 
riores, son  ciertas  disposiciones  heterogéneas  á  mane- 
ra de  aditamentos  de  mano  grotesca  y  ansiosa  de  falsa 
popularidad,  que  pretenden  atribuir  á  las  cortes  actua- 
ciones y  referencias  estrauas  á  su  carácter  en  el  orden 
constitucional  y  en  el  administrativo.  No  es  en  el  minis- 
terio donde  debiera  suponerse  ni  donde  pueda  tolerarse, 
aquel  temperamento  empírico,  que  con  capa  de  Tácil  y 
bastardo  eclecticismo  encubre  ú  la  ignorancia. 


Reseña  de  los  provectos  presentados  hasta 
mediados  de  1840. 


Examinados  en  su  esencia  los  proyectos  de  ley  pre- 
sentados después  de  setiembre  de  1840,  corresponde 
hacer  mención  de  los  que  lo  liabian  sido  anteriormente, 
y  yacen  en  los  archivos.  Fundados  generalmente  ensa- 
ñas doctrinas  de  administración,  y  sin  que  los  conside- 
remos absolutamente  perfectos,  satisfacen  en  lo  posible 
á  las  necesidades  de  la  sociedad,  fundan  un  sistema  acor- 
de con  los  progresos  de  la  ciencia,  y  dispe^isan  la  li- 
bertad y  protección  que  reclaman  los  desatendidos  pue- 
blos. Porque  conviene  no  perder  de  vista  que  las  pasio- 
nes acabarán,  es  verdad,  do  calmarse   por  efecto  del 


tiempo,  pero  subsistirá  el  interés  de  los  abusos,  que  sa- 
crilíca  el  tUírecho  de  los  mUchos  en  ilegal  provecho  de 
los  pocos. 

La.  ley  de  ajuntamientos  sancionada  en  14  de  julio 
de  1840,  subsiste  en  la  región  del  derecho,  pues  que 
no  ha  sido  rctormatla  ó  derogada  por  otra  ley.  Abunda 
en  disposiciones  tutelares,  aunque  acaso  las  incidencias 
de  la  discusión  en  asambleas,  donde  no  en  todo  se  me- 
j;<>ran  siempre  las  leyes  debatidas,  ocasionasen  la  pos- 
tergación de  algún  punto  secundario,  como  en  la  reelec- 
ción y  duración  de  los  oficios;  pequeños  lunares  casiim- 
perceptiblcs  en  monumento  de  tan  grandiosas  propor- 
ciones. 

Acerca  de  diputaciones  provinciales,  presentó  una 
comisión  del  congreso  de  diputados  el  12  de  mayo  de 
1838,  su  dictamen  sobre  un  proyecto  de  ley  del  señor 
Silvela;  cuyo  dictamen  nos  parece  preferible  al  pro- 
yecto del  ministerio  Pérez  de  Castro  en  1840,  y  muy 
propio  con  ligeras  variaciones  para  fijar  la  legislación 
eiir  esta  parte  importante  de  la  administración  pública. 

Otros  dos  proyectos  se  leyeron  al  congreso  en  9 
«fe  marao  de  1858  sobre  consejos  de  provincia,  y  get'es 
políticos,  suscritos  por  el  mismo  laborioso  señor  Silvela, 
quien  después  de  haberlos  retocado  y  ampliado,  los  vol- 
vió á  presentar  en  12  de  noviembre  siguieiite.  El  pri- 
mero recibió  algunas  modificaciones  en  el  dictí'imen  de 
la  comisión  leído  el  2  de  febrero  de  1859;  y  ambos  pro- 
ceden de  los  mas  acreditados  principios  administrativos, 
siendo  sustancialtílente  dignos  de  ocupar  el  puesto  á 
que  son  llamados,  sino  en  el  orden  de  la  presente  rea- 
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lidnd  legal,  en  la  serie  de  ideas  bien  concebidas  que  al- 
^m\  dia  han  de  realizarse. 

Para  completar  la  escala  de  la  administración  falta 
el  consejo  de  estado.  En  1858  se  estendió  un  proyecto 
de  ley  por  una  comisión  que  el  goltieriio  lial)ia  nombra- 
do af  intento:  en  dos  de  enero  de  1839  se  presentó  por 
el  ministerio  Pérez  de  Castro  al  senado  otro  proyecto  de 
iey  poco  diferente,  y  otro  el  11  de  setiembre  del  misuío 
aíio..Este  último  sufrió  varias  alteraciones,  hasta  que  vo- 
tado en  10  de  Abril  de  1840,  pasó  al  congreso  de  dipu- 
tados, donde  no  llegó  á  discutirse.  En  todos  esos  pro- 
yectos se  mencionan  las  materias  contencioso-adminis- 
irativas;  pero  en  ningimose  establecen  los  trámites  del 
procedimiento  en  el  consejo,  análogos  hasta  cierto  pun- 
to á  los  de  los  juzgados  inferiores,  y  trámites  que  no  pue- 
den dejar  de  ser  obgeto  de  ley.  Este  notable  vacío  re- 
quiere llenarse,  como  se  deduce  de  las  indicaciones  que 
quedan  hechas  al  tratar  de  la  organización  administrati-' 
va,  bien  se  intente  cubrir  provisionalmente  las  necesi- 
dades de  la  actual  situación,  bien  se  procure  dar  desde 
luego  á  la  institución  toda  la  amplitud  y  c-onsistencia 
posibles.  Lo  cual  es  tanto  mas  importíinte,  cuanto  que 
por  un  lado  se  completará  el  sistema  contencioso-admi- 
nistrativo,  y  por  otro  resultará  determinada  y  cspedita 
la  acción  directa,  armonizándose  ^cn  todas  sus  partes  la 
administración  general. 
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Comparación. 


Los  proyectos  de  ley  que  acaban  de  reseñarse,,  ela- 
borados antes  del  trastorno  de  1840,  son  mucho  mas 
acertados  y  convenientes  para  la  España  que  los  idea- 
dos con  posterioridad,  y.  esto  por  dos  razones  principa- 
les. Primera,  porque  exentos  de  la  exageración  y  de 
las  imposibles  pretensiones  que  acompañan  y  subsiguen 
á  las  violentas  crisis  sociales,  transpiran  el  estudio  com- 
parativo y  la  sosegada  meditación  déla  verdad,  en  con- 
traste con  las  ilusiones  del  error,  que  no  suele  discernir 
la  muchedumbre  hasta  que  las  desacredita  el  escarmien- 
to. Y  segunda,  porque  admitiendo  y  organizando  en  to- 
da su  esteusion  el  régimen  contencioso-  administrativo, 
no  solamente  corrijen  uno  de  los  principales  defectos  de 
nuestro  actual  sistema,  sino  que  facilitan  y  completan 
la  clasificación,  ordenamiento,  y  regularizacion  de  los 
cuerpos  administrativos  de  origen  popular,  cosa  vana- 
mente intentada  por  otros  medios.  Asi  es  que  habiendo 
sido  presentados  en  aquellos  tiempos  otros  varios  pro- 
yectos de  ley,  encaminados  á  la  reforma  especial  de  di- 
ferentes institutos  y  dependencias  en  conexión  con  la 
administración  púbhca,  bien  puede  decirse  que  si  ésta 
no  existe  entre  nosotros,  si  serán  impotentes  é  infruc- 
tuosas cuantas  tentativas  se  repitiesen  para  establecerla 
sobre  cimiento  efímero  y  deleznable,  que  lo  es  todo  el 
que  discrepe  de  la  constitución  de  la  monarquía  y  de 
los  verdaderos  principios;  están  preparados  y  de  reser- 
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va  escelentes  materiales  para  levantarla  de  una  manera 
digna  y  duradera. 


Hacienda  y  Justicia. 


Grande  ha  de  ser  la  obra,  difícil  y  penosa  la  tarea  de 
consolidarla;  pero  es  de  precisión  el  emprenderla.  No 
hablaremos  del  ramo  especial  de  hacienda,  tan  entrela- 
zado con  la  administración  civil,  el  cual  ha  menester  una 
refundición  absoluta;  que  no  es  lo  que  se  gasta  lo  que 
abruma  y  destruye,  sino  lo  que  se  desperdicia  y  mal- 
versa; y  el  desorden  económico  y  los  apuros  pecunia- 
rios de  los  gobiernos  ayudan  á  las  revoluciones  aun  mas 
que  las  ambioiones  políticas.  Para  que  el  estado  consiga 
verdadera  y  sólida  existencia,  han  de  igualarse  los  pro- 
ductos á  los  gastos;  para  que  las  rentas  prosperen,  tie- 
ne que  establecerse  con  inteligencia  el  sistema  tributario, 
y  llevarse  con  pureza  y  celo;  y  para  poner  orden,  tanto 
en  la  recaudación  como  en  la  distribución,  ha  de  pro- 
cederse  con  equidad  concienzuda,  contabilidad  sencilla 
y  clara,  y  responsabilidad  severa  é  infalible.  Todo  es- 
to debe  crearse,  porque  se  puede  decir  que  nada  existe. 
Las  inten'dencias  de  rentas  necesitan  incorporarse  á  los 
gobiernos  civiles  de  las  provincias,  si  acaso  no  en  estos 
momentos  angustiosos  en  que  los  intendentes  son  unos 
obligadas  ministros  de  apremio  y  desolaciou,  el  dia  en 
que  un  buen  sistema  combinado  permita  verificar  los  co- 
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bros  con  menos  dificnltad,  y  atenerse  francamente  ca- 
da funcionario  á  sus  propias  y  conocidas  atribuciones. 
Ni  nos  ocuparemos  de  la  justicia  civil  y  criminal,  tan 
indispensable  para  la  vida  ordenada  de  los  pueblos,  tan 
identificada  con  los  progresos  sociales.  Cuando  falta  una 
legislación  civil,  criminal,  y  de  procedimientos,  acomo- 
dada á  las  luces  de  la  época,  cuando  aun  se  crean  a  dis- 
creción tribunales  escepciouales  después  de  cometidos 
los  delitos,  cuando  es  ilusoria  la  responsabilidad,  y  cuan- 
do á  las  impasibles  funciones  de  la  magistratura  sirven 
de  mérito  y  escala  las  exageraciones  y  los  escesos  de 
partido;  fácil  es  inferir  cuanto  reclama  de  mejoras  la 
aplicación  de  las  leyes  en  el  derecho  privado,  para  al- 
canzar el  grado  de  perfección  que  le  corresponde.  Tam- 
bién para  esta  reforma  y  para  la  de  hacienda  hay  bue- 
nos materiales  acopiados:  no  tenemos  espacio  para  es- 
tendernos sobre  estos  puntos;  pero  sí  afirmaremos,  que, 
el  dia  en  que  satisfecha  y  rendida  de  cansancio  el  ansia 
por  la  contienda  política,  se  dé  principio  con  firme  vo- 
luntad y  entera  convicción  á  h  tarea  regeneradora  recla- 
mada á  voz  en  grito  por  las  clases  y  los  hombres  que 
no  especulan  con  otra  cosa  mas  que  con  su  trabajo  y  su 
industria,  ningún  ramo  consentirá  permanecer  rezagado, 
y  el  aspecto  público  general  cambiará  ventajosamente 
con  seguridad  y  hasta  con  rapidez. 
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Ocasión^ malograda  de  las  reformas  administrativas. 


Lo  que  podrá  y  lo  que  debe  ser  el  orden  adminis- 
trativo en  España,  se  concibe:  lo  que  es,  todos  desgra- 
ciadamente lo  tocamos  y  lo  sentimos.  Fatalidad  merece 
llamarse  el  que  las  principales  reformas  administrativas 
no  estuviesen  hechas  y  arregladas  cuando  en  1854  se 
abrió  la  puerta  á  las  novedades  políticas  al  estallido  de 
una  guerra  civil,  que  fué  confiar  la  nave  á  un  mar  don- 
de se  soltaban  los  vientos,  desprovista  de  jarcia  y  gober- 
nalle, y  á  la  ventura  de  ejecutarse  los  reparos  cuando  te- 
nia que  sostenerse  un  combate,  al  mismo  tiempo  que  se 
corría  una  borrasca:  fatalidad  que  no  es  á  cargo  de  los 
hombres  de  aquella  época,  porque  habían  llegado  tarde. 


Correctivo  de  los  males  públicos  por  medio  de  las  leyes . 


Los  males  y  los  estragos  inseparables  de  las  guerras, 
y  el  desencadenamiento  de  las  pasiones  políticas,  han  em- 
peorado lo  que  ya  tenia  la  administración  pública  de  de- 
fectuoso. Su  remedio  ha  de  consistir  de  hoy  en  adelan- 
te, en  las  leyes,  en  el  desempeño  de  las  funciones  admi- 
nistrativas, y  en  la  cooperación  de  los  particulares. 

Las  antiguas  leyes  y  reglamentos  cuidaban  á  la  ver- 
dad de  prescribir  y  prohiljir,  frecuentemente  con  esce- 
so; pero  variada  la  sociedad,  nuevas  las  ideas,  distmta 
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la  constitución  política,  de  corto  auxilio  es  lo  hecho  en 

tan  diferentes  circunstancias  y  tiempos,  muchas  veces 
contradictorio,  y  no  pocas  bajo  la  impresión  de  acciden- 
tes fugaces  y  mal  apreciados.  Sirvan  de  ejemplo  entre 
otras  leyes  recopiladas,  la  que  prohibe  cazar  con  perdi- 
gones en  Madrid  y  veinte  leguas  en  contorno,  y  la  que 
no  consiente  que  se  pongan  balcones  en  las  casas;  así  co- 
mo merece  citarse  otra  disposición,  que  sería  algún  auto 
acordado  del  consejo  ó  providencia  de  corregidor,  pro- 
hibiendo la  venta  de  harina  de  maiz  en  la  corte,  cuyos 
efectos  se  tocan  aun  al  presente.  Por  cierto  que  cual- 
quiera esplicacion  que  se  busque  á  tales  mandatos,  con- 
duce á  suposiciones  que  escitan  la  hilaridad. 

En  el  caos  de  la  indefinición  é  incertidumbre  carece 
la  autoridad  de  reglas  para  saber  en  qué  términos  y  has- 
ta qué  punto  ha  de  sostenerse  á  fin  de  llenar  su  deber, 
atenida  siempre  á  superior  censuía  discrecional;  al  paso 
que  las  cuestiones  con  los  cuerpos  administrativos  se  des- 
naturalizan, y  tal  vez  se  enconan,  siendo  el  público  por  lo 
general  el  perdidoso  en  ellas.  Por  otro  lado,  los  indivi- 
duos que  solo  conciben  una  idea  vaga  de  libertad  é  in- 
dependencia, toman  á  violación  de  sus  derechos  cuanto 
hiere  su  interés,  ó  contraría  sus  proyectos  y  esperanzas; 
y  como  aun  en  los  verdaderos  abusos  de  la  administra- 
ción sean  un  fenómeno  la  reparación  y  el  castigo,  pues 
regularmente  el  particular  vejado  ó  atropellado  con  su  da- 
llo se  queda,  bastándole  al  causante  del  desmán  la  protes- 
ta de  su  buena  intención,  para  temer  á  lo  mas  una  tras- 
lación, ó  una  cesantía,  si  ya  no  logra  un  ascenso;  de  ahí 
es  que  cunden  por  el  pais  el  escándalo,  la  irritación,  ó 
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la  indiferencia,  que  fácilmente  degenera  en  menosprecio, 
Las  leyes  necesitan  por  lo  mismo  organizar  la  admi- 
nistración, y  en  seguida  determinar  el  movimiento  que 
haya  de  tener  en  medio  de  la  sociedad,  darle  acción, 
conferirle  virtud  benéfica  y  vivificadora.  Lo  que  las  le- 
yes estatuyen,  las  disposiciones  reglamentarias  lo  aplican: 
la  recopilación  de  las  primeras  sería  la  legislación  esta- 
blecida ó  el  código   administrativo;  la  de  las  segmidas 
formaría  manuales  ó  prontuarios  especiales  para  los  di- 
*•  ferentes  servicios  administrativos,  acomodados  a  las  cir* 
cvmstancias  de  los  tiempos.  Al  código  corresponden  las 
leyes  orgánicas,  que  son  la  parte  material  ó  la  forma  ad- 
ministrativa, y  las  obligatorias,  que  son  su  parte  moral, 
ó  la  razón  escrita  que  mueve  á  los  funcionarios,  y  que 
gobierna  á  los  individuos.  Su  ordenación  natural  pare- 
ce la  siguiente:  principios  generales  de  administración, 
y  reglas  de  conducta  de  sus  agentes,  ó  sea  de  la  auto- 
ridad; acción  administrativa  sobre  las  personas;  acción 
sobre  las  cosas  ó  sobre  la  propiedad:  obras  públicas, 
gastos,  y  contabilidad  administrativa;  y  decisión  ó  fallo 
en  materias  contenciosas  de  administración.  Los  pron- 
tuarios ó  manuales  deben  tener  por  cabeza  el  fragmento 
de  legislación  que  les  sirve  de  título  primordial,  y  que  á 
continuación  se  desenvuelve  en  la  metódica  distribución 
y  articulación  de  reglamentos,  órdenes,  y  mandatos  ad- 
ministrativos, con  aquel  rigor,  escrupulosidad,  y  nitidez, 
que  constituyen  la  esencia  de  este  género,  grave,  diüciL 
y  útilísimo  de  trabajos.  El  prolijo  y  concienzudo  estudio 
que  suponen,  la  necesaria  intervención  y  aprobación  de 
los  gobiernos,  y  los  sucesivos  retoques  que  requieren 
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para  llevarse  al  corriente,  son  causa  de  que  en  ninguna 
nación  hayan  llegado  al  grado  de  perfección  y  amplitud 
de  que  son  susceptibles.  ¡  Quién  sabe  si  la  España,  de 
las  últimas  en  emprender  la  carrera,  pero  ávida  de  re- 
correrla con  rapidez,  será  de  las  primeras  ó  la  primera, 
que  después  de  completar  su  reforma  administrativa,  no 
se  detenga  en  el  impulso  adquirido,  sino  que  prosiga 
hasta  dar  la  última  mano  á  la  obra,  coordinando  á  la  vez 
el  código  y  los  prontuarios,  magnífico  don  al  pais,  dig- 
no recuerdo  á  la  historia! 


Por  medio  de  los  funcionarios. 


Mucho  puede  contribuir  al  remedio  de  los  males  que 
se  espcrimentan  en  administración  el  buen  desempeño 
de  los  funcionarios;  pero  será  cuando  haya  leyes,  cuan- 
do haya  sistema:  entre  tanto  su  acción  está  como  para- 
lizada, hieficaz  es  el  esfuerzo  de  los  bien  intencionados, 
escaso  el  efecto  de  las  parciales  tentativas  de  algunas  cor- 
poraciones populares,  porque  falta  la  base  para  todo.  El 
ayuntamiento  de  Madrid  ha  publicado  recientemente  un 
reglamento  de  policía  urbana,  que  en  medio  de  la  reinan- 
te anarquía  de  ideas  administrativas  es  un  ensayo  digno 
de  alabanza;  pero  que  sin  punto  fijo  de  apoyo  no  puede 
ostentar  consistencia  y  precisión,  ni  siquiera  la  mate- 
rial claridad  y  el  orden,  que  solo  abundan  cuando  se 
parte  de  definiciones  exactas.  Las  mejoras  que  aun  así 
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contiene  el  reglamento,  liaceu  presumir  que  en  especta- 
tiva  do  buenas  leyes  se  tomarán  por  guia  las  buenas  doc- 
triiijs,  y  que  adelantando  algunos  pasos  y  cubriendo 
gradualmente  todas  las  atenciones,  llegará  á  formarse 
un  modelo  de  policía  municipal,  propio  para  ser  imitado 
en  las  provincias;  prescindiendo  aqui  de  examinar  si  la 
importancia  y  población  de  la  capital  de  la  monarquía 
piden,  como  en  otras  naciones,  un  régimen  especial  ad- 
ministrativo, mas  inmediatamente  en  contacto  con  la  ad- 
ministración suprema.  Y  que  ao  hay  reglas  fijas  en  los 
conflictos  de  administración,  el  ayuntamiento  de  Madrid 
lo  esperimenta,  y  el  pueblo  lo  sufre:  sobre  la  alineación 
do  dos  casas  en  una  misma  calle  se  ha  visto  en  pocos 
años,  que  en  la  una  sucumbió  el  cuerpo  municipal  sien- 
do asi  que  tenia  razón,  y  en  la  otra  triunfa  según  los 
efectos,  siendo  asi  que  no  tiene  razón  ninguna,  no  aque- 
lla al  menos  que  al  público  convendría  que  tuviese. 

Si  los  funcionarios  de  buena  intención,  de  celo  y  co- 
nocimientos, pueden  adelantar  poco  en  el  actual  estado 
de  cosas,  menos  hay  que  esperar  de  hombres  despro- 
vistos de  prendas,  desnudos  de  ciencia,  advenedizos  en 
la  administración,  é  injeridos  en  ella  por  la  parcialidad 
ó  los  amaños  á  favor  de  la  dislocación  general,  en  que 
no  hay  mesura  en  el  pedir  m  en  el  conceder,  y  en  que 
á  los  mas  altos  puestos  de  hacienda  y  de  gobernación 
aspira,  y  aveces  sube,  quien  para  ninguna  otra  cosa  ha 
parecido  bueno  ni  mediano.  De  allí  es  el  que  en  muchas 
partes  no  se  administra,  porque  no  se  sabe  lo  que  es  admi- 
nistrar, sino  que  se  manda  con  violencia,  ó  se  pone  toda 
la  atención  en  intrigas  políticas;  de  allí  el  figurarse  quo 
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se  cumple  maravillosamente  con  solo  dirigir  campanu- 
das y  ridiculas  proclamas  donde  se  echa  á  lucir  la  igno- 
rancia; de  ahí  el  contentarse  con  repetir  lo  cien,  veces 
mandado  sin  curarse  de  su  cumplimiento,  y  el  trasladar 
escuetamente  las  disposiciones  superiores  á  manera  d« 
estampilla,  sin  esplicar,  sin  facilitarla  ejecución,  sin  ha- 
cer el  menor  Lien  á  los  pueblos;  de  ahi  en  fin,  los  abu- 
sos, las  concusiones,  y  el  mal  ejemplo. 

Los  buenos  empleados  veudrtán  cuando  se  busquen, 
y  abundarán  cuando  se  formen,  y  cuando  observen  que 
se  trata  seriamente  de  regenerar  la  administración.  No 
faltan  en  Espaiía  hombres  aptos,  honrados,  y  dignos: 
el  presidio  de  Valencia,  es  entre  otros  testimonios,  uno 
de  los  que  indican  y  demuestran  lo  que  alcanza  el  mé- 
todo ayudado  de  la  constancia,  cuando  llevan  impreso  el 
sello  de  la  especialidad.  Dediqúese  á  cada  uno  á  aquello 
que  m^jor  desempeñe:  hónresele  y  recompénsesele 
sin  sacarlo  de  su  elemento,  si  fuera  de  él  hubiere  de  con- 
fundirse en  la  medianía;  y  entonces  aparecerá  la  gran- 
dísima influencia  que  pueden  ejercer  los  empleados,  dis- 
tribuidos en  una  organización  atinada,  y  apoyados  en 
una  legislación  previsora,  para  hacer  nacer  bienes  es- 
tirpando  males. 


Por  medio  üe  los  particulares. 
Son,  finalmente,  eficaz  correctivo  los  esfuerzos  de  los 
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particulares,  siempre  que  se  utilizan  y  no  se  desprecian. 
Innumerables  son  los  monumentos,  casi  todos  en  ruinas, 
déla  caridad  con  que  acudían  nuestros  abuelos  al  socorro 
de  sus  semejantes,  á  la  propagación  de  la  enseñanza,  y 
á  las  mejoras  sociales  que  comprendían.  Mas  cuando 
muchas  de  aquellas  fundaciones  han  caido  en  malas  ma- 
nos, y  es  notoria  la  distracción  ó  la  dilapidación  de  los 
recursos  que  instituyeron,  nada  hay  de  estraño  en  que 
otros  se  guarden  de  imitar  beneficencia  tan  indignamen- 
te ^retribuida.  La  buena  administración  hará  renacer  la 
confianza;  los  sentimientos  de  humanidad  que  resplan- 
decen entre  nuestras  calamidades,  cobrarán  vigor  y 
acrecentamiento,  y  el  espíritu  público  adquirirá  la  ten- 
sión y  el  poder  que  le  corresponden  en  ima  nación  co- 
mo la  española.  Los  ateneos,  liceos,  institutos,  y  otros  es- 
tablebimientos  análogos,  donde  se  dan  á  la  juventud 
gratuitas  esplicaciones  de  las  ciencias  por  hombres  ce- 
losos y  á  veces  por  varones  eminentes,  indican  la  pro- 
pensión de  la  época  al  verdadero  progreso,  y  el  desar- 
rollo de  los  principios  de  sociabilidad  por  entre  el  des- 
crédito de  la  charlatanería.  Y  sobre  estos  elementos  de 
reunión  de  fuerzas  individuales  se  formará  la  legítima 
opinión  pública,  antemural  de  los  derechos  comunes,  y 
perpetuo  regulador  de  las  operaciones  administrativas, 
que  ayudará  á  los  funcionarios  de  todas  clases  á  mante- 
nerse en  la  senda  de  la  legalidad  y  noble  anhelo  de  glo- 
ria, mediante  la  merecida  censura  ó  el  aplauso. 
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Pensamiento  fijo  capaz  de  realizar  las  mejoras. 


Tales  son  los  medios  de  mejorar  la  administración 
en  España;  tales  serán  los  resultados.  Un  sistema  per- 
severante, patrimonio  del  estado  y  no  de  banderías, 
y  menos  dependiente  de  vicisitudes  personales  que  de 
un  pensamiento  fijo  de  alto  interés  socitd,  es  el  que  pue- 
de obrar  la  pacífica  regeneración  que  se  desda,  trayendo 
la  justicia,  el  orden,  y  la  libertad.  No  sería  tolerable  la 
inercia  del  frió  egoísmo,  que  se  retrajese  de  procurar 
transmitir  á  nuestros  hijos  mía  situación  alhagiieña,  que 
acaso  no  disfrutemos  nosotros;  ni  admitiría  disculpa  el 
ciego  despecho  que  vanamente  aguardase  la  cura  del  es- 
ceso del  mismo  mal;  ni  conocería  á  los  españoles  quien 
imaginase  que  en  esta  tierra  de  pasiones  ardientes  todo 
se  bastardea  y  se  hace  imposible,  cuando  aun  cabe  de- 
cirse que  no  ha  disfrutado  los  beneficios  positivos  del  ré- 
gimen constitucional,  y  menos  los  del  administrativo. 
Los  partidos  políticos  que  se  respetan,  son  los  que  dis- 
putan á  buena  ley  la  ocasión  y  la  prez  de  engrandecer  y 
ensalzar  á  su  pais,  sin  estorbárselo  unos  á  oíros*  hasta 
que  á  cada  uno  lo  llamen  al  puesto  las  exigencias  de  la 
situación,  y  las  oscilaciones  propias  de  la  instabilidad  de 
las  cosas  y  de  las  voluntades.  Y  los  partidos  pueden  es- 
tar en  España  persuadidos  y  satisfechos  de  que  á  ninguno 
de  ellos  le  es  dado  gobernar  por  carecerse  de  adminis- 
tración pública;  por  donde  si  no  les  bastara  considerar 
la  sima  en  que  está  la  patria  hundida,  y  la  elevación  á 
que  es  llamada,  debiera  su  propio  interés  aconsejarles 
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el  entenderse  para  establecer  y  consolidar  un  buen  régi- 
men administrativo,  y  para  conservar  tradicionalnicnle 
el  ordenado  movimiento  de  la  máquina,  procurando  aña- 
dirle mejoras,  en  lugar  de  pensar  en  hacerla  pedazos. 

Todavía  habrá  muchos  que,  aun  admitiendo  la  exacti- 
tud de  la  doctrina,  juzguen  conveniente  irla  aplicando  por 
grados,  para  preparar  el  terreno,  para  evitar  transicio- 
nes violentas,  y  para  no  herir  susceptibilidades.  Nece- 
sarias son  en  todas  cosas  la  prudencia  y  la  oportunidad; 
mas  no  hay  que  confundir  el  sofisma  con  el  raciocinio. 
Los  que  no  tienen  fé  y  apenas  alcanzan  persuasión,  sue- 
len estar  por  los  términos  medios,  como  menos  peligro- 
sos en  todo  caso,  sin  hacerse  cargo  de  que  entre  el 
bien  y  el  mal,  entre  la  verdad  y  la  mentira,  no  caben 
temperamento  ni  composición.  La  preparación  se  re- 
quiere ciertamente  y  se  obtiene  por  medio  de  la  instruc- 
ción progresiva  para  ir  ensanchando  la  participación  en 
el  goljierno  y  administración  pública,  de  los  individuos 
que  en  las  masas  adquieran  la  correspondiente  aptitud; 
pero  cuando  reconocido  el  estado  social,  se  advierte  que 
por  efecto  de  ilusorias  teorías  se  ha  avanzado  de  mas 
por  ese  camino,  y  se  tocan  las  consecuencias  lamenta- 
bles de  tal  error,  siempre  se  está  á  tiempo  de  retroceder 
del  punto  de  perdición  al  de  consistencia  y  posible  per- 
fección temporal,  no  con  aparato  reaccionario,  sino  con 
el  templado  y  franco  continente  de  quien  desoye  las  pa- 
siones, pero  escucha  la  significativa  lección  de  la  espe- 
riencia.  La  opinión  pública  no  es  estacionaria,  sino  que  se 
modifica  y  cambia,  lo  mismo  en  este  que  en  aquel  sen- 
tido, en  fuerza  de  las  impresiones  que  recibe  y  de  las 
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cansas  que  la  impelen.  El  resistir  obcecadamente  sus 
exigencias  es  lo  que  origina  las  crisis  sociales,  ora  en  el 
sentido  domagógico,  ora  también  en  el  absolutista,  en- 
trando por  mucho  para  acelerarlas,  retrasarlas,  ó  conju- 
rarlas, la  casualidad,  las  coyunturas,  y  las  miras  de 
otros  gobiernos:  el  comprobar  en  cada  época  aquellas 
exigencias  y  satisfacerlas  oportunamente,  es  la  esencia  y 
el  baluarte  del  sistema  constitucional.  Varias  naciones 
de  Europa  han  esperimentado  sus  temporadas  de  lanzar- 
se en  la  carrera  de  la  irrehgion  y  el  desgobierno;  y  ya 
vemos  como  el  desengaño  las  vuelve  religiosas,  y  les  en- 
sena á  adoptar  los  sanos  principios  que  presiden  á  la  po- 
lítica y  la  administración;  principios  que  antes  oscuros 
é  indeterminados,  han  sido  elevados  en  nuestros  dias  al 
rango  de  las  verdades  demostradas.  Ya  no  hay  en  saber- 
los y  profesarlos  el  mérito  de  la  novedad,  pero  sí  el  del 
juicio;  de  modo  que  si  hoy  el  deseo  de  reformas  útiles  y 
prudentes,  es  honroso,  y  propio  como  siempre  de  hom- 
bres generosos  é  ilustrados;  las  insistencias  y  aberracio- 
nes revolucionarias  arguyen  aun  mas  ignorancia  que  lo- 
cura. Pretender  que  el  desarreglo  administrativo  no  se 
corrija  sino  á  medias,  es  una  especie  de  puerilidad  de 
viejos,  es  querer  capitular  en  favor  del  amor  propio,  es 
aspirar  á  lo  mediano  pudiendo  conseguir  lo  bueno,  y  ol- 
vidarse de  que  la  razón,  como  se  ha  dicho  muy  bien, 
acaba  siempre  por  tener  razón.  Y  en  fin,  el  recelar  de 
individuos  ó  de  corporaciones,  cuya  costumbre  de  man- 
do irresponsable  pueda  haber  echado  raices,  seria  ha- 
cerles agravio,  y  contar  muy  poco  con  su  lealtad  y  su 
entendiaiienlo;  sería  suponerles  menos  patriotismo  que 
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á  tantos  antiguos  servidores  y  partidarios  de  la  monar- 
quía pura' ó  absoluta  como  callan  y  se  atemperan  al  mo- 
vimiento que  esta  trabajando  á  la  sociedad  española;  y 
sería  ignorar  que  la  mayor  parte  de  los  sugetos  que  han 
ejercido  cargos  de  elección  popular,  reconocen  y  deplo- 
ran lo  vicioso  de  la  actual  legislación  sobre  la  materia. 

Cuando  se  pondrá  mano  á  la  obra,  cuando  se  empe- 
zará á  organizar  y  plantear  la  administración,  no  es  fá- 
cil determinarlo  de  antemano.  Hay  sin  emi)argo  una  se- 
ñal precursora  é  infalible:  cuando  haya  gobierno.  Entre 
tanto  tenemoí'í  por  útil  y  laudable  el  esclarecer  las  ideas, 
disponer  los  ánimos,  y  generalizar  el  convencimiento, 
tanto  de  su  urgencia,  como  de  su  posibilidad. 
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CAPÍTULO  VI. 

coNCLüSíorí. 

Escelencias  dB  la  admimstracion  pública. 


Poco  mas  que  indicaciones  son  las  contenidas  en  es- 
te escrito,  materia  de  reflexión  á  los  inteligentes,  y  de 
estímulo  á  los  laboriosos. 

La  administración  es  una  ciencia,  porque  no  solamen- 
te consiste  en  la  acción  que  cuida  y  asegura  el  cuniplimien- 
Sode  las  leyes,  sino  que  buscando  á  cada  necesidad  social 
su  satisfacción,  y  fomentando  los  intereses  legítimos,  se 
encuentra  en  estos  diferentes  conceptos  en  contacto  con 
todos  los  individuos,  y  en  pre,sencia  de  todas  las  even- 
tualidades, teniendo  que  confiar  una  multitud  de  cosas 
á  la  sagacidad,  prudencia,  é  ilustración  de  los  agentes. 
Como  ciencia  que  enseña  á  conocer  las  necesidades  y  los 
intereses,  y  el  mejor  modo  de  darles  satisfacción  y  fo- 
mento según  los  casos,  tiene  su  teoría,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  su  sistema  de  principios  metódicamente  ordena- 
dos; que  son  los  que  hasta  aquí  se  han  procurado  enun- 
ciar. Y  la  aplicación  de  la  teoría  á  la  práctica  constitu- 
ye el  arte  de  los  administradores.   La  prosperidad  del 
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países  su  objeto;  hacer  el  bien  es  su  medio;  y  el  celo 
ilustrado  es  su  móvil. 

No  es  ciencia  vana  la  de  la  administración,  ni  escu- 
sado  su  estadio:  por  el  contrario  es  tan  importante  y 
trascendental,  q«ve  de  ella  dependen  la  grandeza  de  las 
naciones  y  la  existencia  de  los  estados.  La  misma  dife- 
rencia que  hay  entre  una  casa  arreglada,  donde  esláa 
corrientes  los  pagos,  se  sostiene  el  orden,  y  se  goza  de 
crédito,  y  otra  desarreglada,  donde  se  contraen  deudas, 
se  introduce  la  anarquía,  y  se  cae  en  el  descrédito  y  la 
abyección;  ó  entre  una  gran  fábrica  en  que  reinan  la  re- 
gularidad, la  armonía,  y  el  aprovechamiento  de  tiempa 
y  materiales,  y  otra  en  que  no  se  vean  mas  que  des- 
cuido, indisciplina,  malversación,  y  miseria;  esa  misma 
diferencia  coloca  en  la  región  del  respeto  y  la  conside- 
ración universal  á  la  nación  que  estuviere  bien  adminis- 
trada, y  deja  caer  en  el  abismo  de  la  postración,  del 
desorden,  y  de  la  nulidad  política,  á  la  que  lo  estuvie- 
re mal,  por  poderosa  que  haya  sido  en  otros  siglos, 
por  mucho*  que  sea  su  ámbito  geográfico,  el  valor  .de  -so. 
suelo,  y  el  merecimiento  de  sus  hijos.  En  esta  no  se  sa- 
be cuidar  la  cosa  pública:  para  su  representante  no  lia- 
brá  asiento  entre  las  potestades  de  la  tierra. 

Ni  se  afecte  un  miedo  exagerado  á  la  acción  admi- 
nistrativa. Si  la  administración  es  el  orden,  ¿quién  po- 
drá temerla,  fuera  de  los  que  apetecen  y  necesitan  el 
desorden?  En  una  siembra  ó  en  un  plantío,  lo  que  hace 
el  cultivador  es  proporcionar  á  cada  vegetal  espacio  li- 
bre, aire,  agua,  y  terreno  convenientemente  abonado: 
con  estas  condiciones  se  desarrollan,  crecen,  y  frucíi- 
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fican,  asi  los  pomposos  y  elevados  árboles,  como  las 
tiernas  y  modestas  hortalizas.  El  cultivador  hace  obrar 
á  la  naturaleza:  al  intento  le  aproxima  materiales  y  au- 
xilios. Si  se  empeñase  en  manosear  demasiado  las  plan- 
tas, ó  en  atormentarlas  por  cualquier  estilo,  privándo- 
las de  su  libre  vivir,  ó  de  alguna  de  sus  condiciones, 
aunque  no  fuese  mas  qne  la  luz,  se  morirían  ó  arras- 
trarían una  existencia  lánj^uida  y  penosa:  por  el  contra- 
rio, desde  el  momento  que  se  descuide  y  abandone  la 
naturaleza  á  sus  propias  fuerzas,  brotan  yerbas  estranas, 
acuden  los  insectos,  y  el  campo  que  ofrecía  cosecha,  el 
vivero  que  debía  dar  arbolado,  el  huerto,  y  el  jardín, 
pierden  su  vigor  y  hermosura,  convirtiéndose  poco  á 
poco  en  un  erial  miserable,  y  duramente  ofensivo  á  los 
ojos.  Lo  propio  sucede  con  la  administración:  si  quiere 
hacer  demasiado,  ahoga  y  mata;  si  no  hace  lo  necesa- 
rio,  deja  morir.  Así  la  mala  gobernación  de  un  país  no 
es  culpa  de  la  ciencia,  sino  de  quienes  no  la  compren- 
den, ó  no  saben,  ó  no  quieren  aplicarla  del  modo  con- 
veniente. 


Punto  de  vista  para  la  administración  1/  la  legislación . 


Para  formar  cabal  idea  de  la  administración,  es  pre- 
ciso huir  de  dos  puntos  de  vista  peligrosos:  ni  remontar- 
se á  la  región  especulativa,  donde  libremente  se  espa- 
cia la  imaginación  por  el  mundo  como  si  su  superficie 
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fuera  enleramente  lisa  y  sin  tropiezos;  ni  encerrarse  en 
el  mezquino  círculo  donde  uno  nació  ó  donde  vive,  y 
pretender  amoldar  á  él  á  toda  la  sociedad  política.  En 
el  primer  caso  so  generaliza  sin  sentir,  y  sea  que  se 
centralice  ó  que  se  escentralicc  la  acción  administrativa, 
se  cuenta  demasiado  fácilmente  con  la  unidad  de  miras, 
con  la  igualdad  de  condiciones,  con  la  uniformidad  de 
institutos,  y  con  la  armonía  de  movimientos.  En  el  se- 
gundo se  incurre  en  el  error  de  juzgar  sin  haber  com- 
parado, y  de  aplicar  al  todo  lo  que  acaso  convenga  á  la 
parte.  La  teoría  administrativa  ha  de  abrazar  la  genera- 
lidad de  los  intereses  legítimos,  pero  discerniéndolos, 
clasiBcándolos,  y  dando  su  lugar  á  cada  uno,  de  mane- 
ra que  sean  proporcionalraente  atendidos  sin  daíiarse;  y 
la  práctica  administrativa  ha  de  descender  hasta  las  lo- 
calidades mas  diminutas,  bastante  ilustrada  para  cono- 
cer la  necesidad  diaria  y  eventual,  y  bastante  elástica  pa- 
ra encontrar  medios  espeditos  de  satisfacerla. 

Ni  es  menos  indispensable  el  fijar  las  relaciones  en- 
tre la  legislación  y  la  administración:  en  todas  materias 
lo  primero  es  definir  y  ponerse  de  acuerdo  sobre  los 
principios  fandanientales.  En  la  economía  social  el  po- 
der supremo  es  ó  debe  ser  el  pensamiento  público:  él 
arregla  los  intereses  generales  y  parciales,  y  las  leyes 
son  su  espresion.  Mas  la  legislación,  ora  civil,  ora  penal, 
ora  política,  ora  industrial,  necesita  ser  ejecutada:  nos- 
otros llamamos  acto  de  administración  á  todo  lo  que  sea 
cuidar  y  asegurar  el  cumplimiento  de  lo  que  la  legisla- 
ción dispone.  En  cuyo  sentido  lato  no  hay  leyes  pro- 
piamente administrativa'!,  pues  que  todas  las  leyes  son 
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una  letra  muerta  en  tanto  que  la  administración  no  las 
hace  ejecutar,  ya  por  la  via  judicial,  ya  por  medios 
de  autoridad  que  se  le  atribuyen.  Un  círculo  hay  mas 
estrecho,  dentro  del  cual  se  considera  á  la  administra- 
ción manejando  el  patrimonio  público,  protegiendo  á  los 
iidividuos,  y  promoviendo  las  mejoras:  funciones  que 
exijen  facultades  hasta  cierto  punto  discrecionales,  co- 
mo arriba  dijimos.  Pero  también  aquí  ha  de  haber  le- 
gislación que  le  señale,  y  en  cuanto  posible  sea,  le  tra- 
ze  sus  redas  de  conducta;  teniendo  la  administración 
en  todo  lo  discrecional  que  las  leyes  no  han  podido  mi- 
nuciosamente prescribir,  que  dar  cuenta  y  responder 
siempre  que  en  las  asamljléas  legislativas  fuese  interro- 
gada ó  reconvenida.  Porque  la  legislación  que  ordena  la 
sociedad,  y  que  encarga  á  la  administración  responsa- 
ble la  realización  del  pensamiento  púbHco  ó  social,  asi 
en  grande  como  en  pequeño,  indica  y  previene  á  esta 
misma  administración,  que  es  su  agente,  el  modo  con 
que  debe  desempeñar  su  cometido.  Con  mala  legislación 
es  imposible  una  administración  buena:  con  buena  legis- 
lación es  difícil  que  la  administración  sea  mala;  como 
cpie  la  legislación  es  á  la  administración  lo  que  el  pre- 
cepto á  la  obediencia,  lo  que  la  voluntad  á  la  acción,  lo 
que  el  impulso  al  movimiento. 


Necesidad  de  la  administración,  sentida  en  España. 
La  importancia  de  la   administración  es  universal- 
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mente  sentida.  En  EvSpaíía  puede  decirse  que  hay  sed 
de  ella,  porque  el  pais,  que  lamenta  sus  males,  demasia- 
do conoce  que  lo  que  le  hace  falta  es  Lnen  (johieruo, 
que  quiere  decir  estar  bien  administrado.  A.si  es  que 
en  pocos  años  se  han  ocupado  de  la  materia,  aunque 
parcialmente,  clarísimos  ingenios  y  acreditados  patri- 
cios. 

Don  Javier  de  Burgos,  ministro  de  fomento  general, 
propuso  á  la  aprobación  de  S.  M.  la  instrucción   que 
acompaña  al  real  decreto  de  50  de  noviembre  de  1833, 
para  gobierno  de  los  subdelegados  en  las  provincias, 
precioso  manual  de  administradores.    A  principios  de 
1841  dio  también  en  el  liceo  de  Granada  algunas  lumino- 
sas esplicaciones  con  el  título  de  ideas  de  administra- 
ción, que  se  publicaron  en  los  periódicos,  Don  Pedro 
Juan  Morell,  abogado  del  colegio  de  Palma  en  Mallorca, 
y  posteriormente  diputado  á  cortes,  imprimió  en  1854 
la  primera  parte  de  sus  invesliyaciones  filoso [¡co-poií- 
ticas  sobre  la  naturaleza  del  fomento  y  su  influencia 
en  la  prosperidad  pública,  que  muy  injustamente  ha 
pasado  inapercibida  y  sin  leerse,  á  pesar  de  estar  escri- 
ta con  una  reflexión  profunda,  y  una  fuerza  lógica  pro- 
pia de  los  hombres  de  primer  orden.  El  señor  Morell 
haría  muy  mal  de  desanimarse,  porque  del  público  hay 
apelación  al  mismo  público,  especialmente  cuando  solo 
se  necesita  llamar  su  atención  y  fijar  su  mirada.  D.  J. 
M.  Saavedra  tradujo  en  1834  y  35  los  tratados  de  Mr. 
Bonniny  Mr.  Gandillot.  D.  Luis  Rodríguez  Gamaleño  pu- 
blicó en  1855  un  folbíto  con  el  título  de:  consideraciones 
sobre  el  nuevo  ministerio  de  lo  interior.  D.  Cristóbal  Bor- 
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din  y  D.  Antonio  Gil  y  Zarate  csciüjieron  en  1836  dos  cua- 
dernos de  cuestiones  políticas  y  administrativas,  cuya 
interesante  3'  útil  publicación  cesó,  sin  duda,  por  efecto 
del  trastorno  político  de  mediados  de  aquel  aiio.  El  señor 
Gil  ha  dado  ademas  á  luz  dos  buenos  é  instructivos  ar- 
tículo sobre  tribunaLes  con'.encioso-administrativos,  y 
sobre  ayuntamientos  en  los  números  de  la  Envista  de 
Madrid,  correspondientes  á  los  meses  de  julio  y  no- 
viembre de  1858.  Don  Alberto  Lista  escribió  otro  artí- 
culo muy  oportuno  en  el  número  1.°  de  la  misma  Re- 
vista, de  junio  también  de  1858,  acerca  del  régimen 
municipal  en  España.  Don  Patricio  de  la  Escosura  pu- 
so en  el  número  de  octubre  de  aquel  año  otro  esceleu- 
te  artículo  rebrtivo  á  las  corporaciones  populares  con 
atrib aciones  administrativas.  Don  Juan  Donoso  Cortés 
insertó  en  la  Gaceta  de  Madrid  por  los  meses  de  abril, 
sptieiAbre,  y  diciembre  del  referido  año  de  1838,  varios 
artículos  razonados  sobre  administración  municipal. 
El  difunto  marqués  de  Pontejos  publicó  también  en  el 
Semanario  pintoresco  español  algunas  ideas  de  policio, 
urbana  y  administrativa.  Don  Agustín  Silvela  impri- 
mió en  1839  un  volumen  con  una  introducción  muy  jui- 
ciosa sobre  la  necesidad  de  la  reforma  administrativa, 
el  cual  contiene  una  colección  de  proyectos,  dictámenes, 
y  leyes  orfjánicas,  ó  estudios  prácticos  de  administra- 
ción, recomendable  repertorio,  en  que  el  autor  tiene  el 
mérito  de  la  compilación  y  de  buena  parte  de  los  mate- 
riales. Don  Joaquín  Francisco  Pacheco  publicó  en  la 
Revista  de  3Iadrid  de  fejnx^ro  de  1839,  un  artículo  sobre 
el  consejo  de  estado,  con  el  proyecto  de  ley  presenta- 
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do  al  gobierno  por  una  comisión  de  que  el  escritor  ha- 
bía sido  secretario,  y  cuyo  sazonado  trabajo  sirvió  d(4 
base  para  todos  los  proyectos  sucesivos;  y  en  el  núme- 
ro del  siguiente  abril  se  puso  otro  artículo  acerca  del 
mismo  asunto  por  el  Enarques  de  Valgornera,  nutrido 
de  datos  y  de  advertencias  interesantes.  Don  Miguel 
Puche  y  Bautista  dio,  con  merecido  aplauso,  lec- 
ciones de  administración  en  el  ateneo  de  Madrid;  y 
su  escogido  discurso  inaugural  se  insertó  en  los  nú- 
meros de  marzo  y  abril  de  1841  del  Boletín  ad- 
ministrativo. Este  apreciable  periódico,  redactado  por 
Don  Manuel  Beltran  de  Lis  y  Rives,  apenas  tuvo  medio 
año  de  vida,  probablemente  por  efecto  del  vértigo  y 
preocupación  política  de  la  época.  Don  llamen  de  la 
Sagra  ha  dado  á  luz  su  curioso  informe  sobre  el  estado 
actual  de  la  industria  Lclfja  con  aplicación  á  España, 
donde  hay  buenas  máximas  de  administración  relativas 
á  las  fábricas  y  sus  consecuencias.  Don  Fermín  Gonza- 
lo Morón  trata  é  ilustra  algunos  puntos  administrativos 
en  la  escelente  y  acreditada  Revista  de  España  ¡j  del 
cstramjero,  que  está  dirigiendo  en  esta  capital;  y  lo  mis- 
mo Don  Ensebio  3Iaría  del  Valle,  especialmente  por  lo 
respectivo  á  la  hacienda,  en  su  estimable  Revista  eco- 
nómica de  Madrid.  Finalmente,  D.  M.  Ortiz  y  Zúñi- 
ga,  ya  ventajosamente  conocido  por  algunos  manuales, 
como  el  libro  de  los  alcaldes  y  ayuntamientos,  ha  em- 
pezado en  Granada  la  publicación  por  entregas  de  sus 
elementos  de  derecho  administrativo;  y  Don  Pedro  Gó- 
mez de  Laserna  acaba  de  anmiciar  el  primer  tomo  de 
sus  instituciones  de  derecho  adutinisírativo  español; 
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oportunas  y  \'\ú\c?<  recopilaciones  de  las  disposiciones 
que  rigen,  y  que  esperamos  ver  dignamente  continua- 
das, como  indicantes  del  camino  que  ha  de  seguirse  con 
mejor  fruto,  cuando  la  administración  sea  mas  adecuada 
y  correcta. 

A  lo  que  precede,  y  á  otros  impresos  contemporá- 
neos que  pueden  haberse  escapado  al  examen  del  que 
esto  escribe,  ha  de  añadirse  como  comprobante  del  es- 
tado de  la  opinión  pública,  la  ansiosa  aceptación  coa 
que  ha  sido  recibido  el  establecimiento.de  una  escuela 
especial  de  administración  en  Madrid,  dispuesta  y  reali- 
zada muy  recientemente  (febrero  de  184o)  por  el  go- 
bierno. Este  primer  paso  es  acreedor  á  elogio,  especial- 
mente si  \iene  seguido  de  otros  que  le  presten  mayor 
eficacia,  amplitud,  y  perfección.  JXo  merece  por  cierto 
igual  acogida  la  anunciada  creación  de  un  consejo  de 
gobierno,  que  ha  sorprendido  á  todas  las  personas  sen- 
satas por  lo  estemporáneo  y  mezquino  de  la  concepción, 
y  por  su  nulidad  en  el  régimen  administrativo,  no  menos 
que  por  su  impertinencia  en  el  orden  político. 

Unánimes  están  los  escritores  de  que  va  hecho  mé- 
rito, en  adoptar  y  desenvolver  los  buenos  principios  de 
la  ciencia  administrativa;  unánimes  la  prensa  y  la  tri- 
buna parlamentaria  en  sus  artículos  y  discursos  razo- 
nados sobre  la  materia;  y  también  lo  estarán  los  profe- 
sores de  la  nueva  escuela  especial,  si  aspiran  á  labrarse 
una  reputación,  y  responden  á  lo  que  el  pais  se  promete 
de  sus  esfuerzos.  Cuando  en  la  aplicación  ha  podido  tal 
vez  notarse  alguna  discordancia,  apenas  es  perceptible. 
Prueba  clara  y  evidente  de  que  en  el  terreno  del  racio- 
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cinio,  y  cuando  los  hombres  trabajiín  de  buena  fé  por 
descubrir  la  verdad,  se  encuentran  aun  sin  buscarse. 
Prueba  asimismo  de  que  los  grandes  axiomas  sobr^  que 
asiei^an  y  reposan  las  sociedades,  están  íuera  de  discu- 
sión, y  que  el  despreciarlos  es  tan  privativo  de  la  igno- 
rancia, como  de  la  malicia  el  intentar  eludirlos  ú  oscu- 
recerlos. 


La  admímslracion  en  distinta  esfera  de  la  política. 


La  administración  funciona  en  una  esfera  distinta  y 
separada  de  la  política,  en  un  terreno  que  puede  consi- 
derarse neutral  para  los  partidos.  Las  diputaciones  pro- 
vinciales, consejos  de  provincia,  y  ayuntamientos,  son 
cuerpos  pura  y  esciusivamente  administrativos:  desna- 
turalizarlos es  lo  mismo  que  confundirlos  y  corromper- 
los. Inocular  en  ellos  los  debates  políticos,  sería  soltar 
las  pasiones  en  el  recinto  administrativo,  y  falsear  la 
política  y  la  administración.  Y  el  considerarles  dere- 
cho de  resistencia  abierta  á  la  autoridad  del  golJÍerno, 
valdría  tanto  como  constituir  en  régimen  permanente  la 
anarquía.  Tampoco  los  empleados  públicos  ó  agentes  de 
la  administración  tienen  contacto  con  el  orden  político: 
únicamente  los  ministros  pertenecen  á  él,  siendo  sensi- 
ble que  las  exigencias  del  sistema  constitucional  hagan 
recaer  á  veces  la  alta  dirección  de  los  negocios  en  hom- 
bres de  tribuna,  mas  bien  que  en  admkiislradorcs  fortí- 
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ficados  con  la  práctica  de  los  negocios  públicos,  y  con 
la  esperiencia  de  las  funciones  subalternas.  La  prolija 
investigación  de  los  hechos,  el  estudio  de  las  cuestiones, 
el  aprecio  de  las  deducciones  de  la  economía  social;,  y 
aquella  aplicación  instantánea  y  exacta  que  domina  las 
diíicultades  y  se  connaturaliza  con  el  acierto,  suelen  pa- 
recer ingrata  tarea  á  los  entendimientos  aficionados  á 
disertar  y  generalizar  con  brillantez,  que  es  lo  que  bas- 
ta para  escitar  el  aplauso  del  momeuto  en  las  asambleas. 
Este  inconveniente  no  se  disminuirá  hasta  que  el  públi- 
co se  acostumbre  á  dar  su  verdadero  valor  á  cada  cosa, 
pues  que  si  la  política  modera  y  censura  al  gobierno, 
no  pasa  de  ser  un  medio  para  llegar  al  fin,  que  es  el 
buen  manejo  de  los  asuntos  públicos. 

Asi  es  que  los  principios  políticos  pierden  diaria- 
mente en  importancia,  ó  al  menos  en  interés  de  nove- 
dad, porque  se  encuentran  agotidos:  los  administrati- 
vos ganan,  porque  aun  no  están  difundidos,  y  porque 
sus  puntos  de  aplicación  son  innumerables,  continuos,  é 
interesantes  á  todos  y  á  cada  uno  de  los  individuos  de 
la  sociedad.  Dos  épocas  hay  en  que  se  escribe  y  discu- 
te poco  sobre  una  ciencia:  cuando  es  desconocida,  y 
cuando  por  el  contrario  pasa  á  ser  trivial.  En  este  últi- 
mo caso  se  halla  la  política:  la  administración  ocupa  hoy 
ol  término  medio,  que  es  la  temporada  en  /jue  movida 
la  atención  y  acreditada  la  utilidad,  abundan  los  intér- 
pretes y  obtienen  aceptación  sus  investigaciones.  La  po- 
lítica levanta  y  decora  los  muros  y  la  techumbre  del 
edificio  social;  pero  la  administración  arregla  las  estan- 
cias, é  instituye  el  régimen  interior.  Y  es  evidente  que 
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dentro  de  magnífica  fachada  y  Lajo  entallado  artesón 
podra  haber,  si  se  carece  de  dirección  y  tino,  impropio 
compartimiento,  molestas  habitaciones,  y  desagradables 
método  do  vida,  originando  mi  desorden,  que  venga  á 
parar  hasta  en  el  abandono  de  aquel  local,  que  con  me- 
jor arreglo  habria  sido  objeto  de  celebridad  c  imitación. 


Si  la  administración  podria  establecerse  en  España 
de  un  modo  oriijinal. 


V\\  punto  nos  queda  únicamente  por  tocar,  y  es  sí 
podria  combinarse  y  establecerse  una  administración  pu- 
ramente d  la  española,  y  sin  mezcla  de  estrañas  usan- 
zas; pensamiento  que  tiene  en  su  favor  ó  en  su  discul- 
pa el  provenir  de  un  instintivo  apego  al  decoro  nacional. 

Si  la  administración  hubiera  de  formarse  de  los  ele- 
mentos que  existian  en  España  en  los  tiempos  mismos 
en  que  dominaba  y  disponía  de  dos  hemisferios,  mal 
acopio  resultaría  para  las  necesidades  de  nuestros  días. 
Aun  entonces  entendían  y  se  cuidaban  mas  los  espaiioles 
de  conquistar  y  adquirir,  que  de  administrar;  porque  el 
orden,  la  economía,  y  la  especulación  han  nacido  de  la 
escasez  de  los  pobres,  y  no  de  los  sueiios  dorados  de 
los  ricos,  ni  aun  de  la  orgullosa  indolencia  de  sus  men- 
guados herederos.  En  el  cambio  de  costumbres,  en  la 
actividad  que  se  apodera  de  todos  los  ánimos,  en  el  mo- 
vimiento que  sigue  á  las  guerras  y  á  las  revoluciones,  y 
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cii  la  fuerza  de  los  sucesos  que  impele  hacia  la  industria 
á  hombres  de  capacidad  que  pareciau  únicamente  naci- 
dos para  los  empleos,  las  ideas  y  las  cosas  de  la  admi- 
nistración de  otros  siglos  son  completamente  inoportu- 
nas é  ineficaces,  así  como  los  antiguos  y  preciados  te- 
lares de  Sevilla,  Toledo,  y  Segovia,  si  hoy  existiesen, 
los  desmontariamos  para  sustituirles  mecanismos  moder- 
nos, mucho  mas  fáciles  y  productivos. 

Si  por  lo  que  se  suspira  es  por  abrir  un  camino  nue- 
vo, é  ignorado  de  las  demás  naciones,  se  manifiesta  des- 
conocer la  índole  del  entendimiento  humano,  la  espon- 
taneidad de  sus  creaciones,  y  la  mancomunidad  de  sus 
recursos.  T\o  porque  los  límites  de  las  ciencias  estén  aco- 
lados de  modo  que  los  venideros  no  puedan  pasar  mas 
allá,  sino  porque  el  mundo  intelectual  tiene  una  marcha 
señalada  en  cada  época,  y  mal  se  exigiría  de  una  frac- 
ción lo  que  no  produzcan  los  esfuerzos  reunidos  de  to- 
dos los  hombres.  Las  verdades  que  se  descubren  y  se 
demuestran,  las  que  obtienen  el  asentimiento  de  los  in- 
teligentes, pasan  de  derecho  á  propagarse  entrando  en 
el  dominio  de  la  generalidad.  Y  el  no  hacerles  caso,  y 
el  lanzarse  en  busca  de  originalidad  por  tarea,  arguye 
tanto  idiotismo,  concretándonos  á  la  administración,  co- 
mo el  pretender  inventar  una  nueva  geometría,  ó  una 
nueva  mecánica,  ó  una  nueva  astronomía. 
•  La  nación  que  mas  ha  adelantado  en  administración 
es  la  francesa;  lo  cual  se  esplica  por  dos  razones.  Pri- 
mera, porque  es  la  única  que  en  un  estado  avanzado  de 
civilización  destruyó  todas  sus  instituciones  antiguas,  y 
pudj  sin  obstáculo  formular  y  plantear  un  sistema  com- 
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píelo  fiindado  en  teorías  luminosas,  que  sus  direrentes 
formas  de  gobierno  han  contribuido  á  perfeccionar.  Y 
segunda,  porque  el  genio  fecundo,  lógico,  y  metódico 
de  sus  pid)licistas,  que  cuando  no  consigue  la  iniciativa 
de  las  grandes  ideas,  se  encarga  siempre  de  propagar- 
las, lia  encontrado  en  el  pueblo,  ó  sea  en  la  opinión  pú- 
Mica,  la  mejor  acogida  y  cooperación  para  los  progre- 
íios  de  la  doctrina  administrativa,  que  pronto  se  han 
convertido  en  hechos  por  el  común  asentimiento  y  con- 
curso. La  Inglaterra  y  la  Europa  continental  no  apartan 
los  ojos  de  aquellas  instituciones,  y  poco  á  poco  se  las 
van  apropiando  en  cuanto  lo  consienten  las  circunstan- 
cias particulares  de  cada  pais;  que  es  privilegio  de  la 
verdad  el  prevalecer  tarde  ó  temprano,  é  interés  de 
quien  procura  adelantar  el  admitir  los  medios  mas  ade- 
cuados y  seguros.  El  código  romano,  por  ser  el  mejor 
de  \(m  conocidos,  ha  sido  al  renacimiento  de  las  luces 
el  código  de  las  naciones  civilizadas,  y  todavía  forma  y 
formará  constantemente  su  parte  esencial:  las  leyes  fran- 
cesas, especialmente  en  administración,,  pueden  llamar- 
se un  código  europeo,  porque  á  ellas  se  consulta  en  to- 
das partes,  y  ellas  sirven  de  guía  en  los  vacíos  de  la 
propia  y  doméstica  legislación,  siempre  que  pueden 
aplicarse  como  reglas  de  eterna  razón  y  equidad.  La  In- 
glaterra pide  por  ahora  leyes  administrativas  á  la  Fran- 
cia, asi  como  la  Francia  encarga,  también  por  ahora, 
máquinas  de  vapor  á  la  Inglaterra. 

No  es  esto  abogar  ciegamente  por  cosas  estrangeras, 
no.  Oue  no  es  estrangero  todo  lo  contenido  en  el  pre- 
sente escrito,  ni  estrangero,  sino  muy  espaíiol,  el  cspi- 
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ritu  que  lo  ha  dictado.  Esto  es  aconsejar  que  se  estudie 
y  se  medite  lo  bueno,'  y  (|ue  se  procure  adoptar  de  un 
modo  juicioso  y  apropiado,  aquello  que  las  demás  nacio- 
nes alaban  é  imitan,  aquello  que  hace  falta  en  nuestra 
sociedad,  y  que  pueda  uuplanlarse  en  ella,  florecer,  y 
fructificar.  El  verdadero  españolismo  no  ha  de  consistir 
en  rechazar  lo  útil  de  los  estrangcros,  sino  en  (ilejirlo,  y. 
d.'spues  de  asimilado  ó  incorporado  á  nuestro  sistema, 
prociu-ar  superarlos  á  ellos. 

De  consiguiente,  los  que  con  sano  aunque  desalum- 
brado propósito,  anhelan  una  administración  propiamen- 
te española,  dejjen  penetrarse  de  que  esa  administración 
se  ha  de  formar  de  la  reunión  de  lo  mejor  que  por  todos 
lados  se  viese  y  adquiriese,  y  que  en  seguida  toca  al  pa- 
triotismo el  utilizarla,  perfeccionarla,  y  enaltecerla. 

Mas  los  que  con  ánimo  mezquino  afectan  presuntuo- 
so desden  por  las  instituciones  forasteras,  cuando  'ello* 
no  han  hecho  toda  su  vida  mas  que  copiarlas,  pero  co- 
piarlas en  lo  malo  y  desacreditado,  para  traerlo  á  infes- 
tar nuestro  suelo;  los  que  en  su  pueril  insipidez  envían 
á  estudiar  á  Alemania  lo  cjue  ignoran  que  no  puede  trans- 
portarse á  España  porque  consiste  en  temperamento 
y  en  costumbres,  mi(;ntras  que  en  Francia  encontrarían 
lo  que  puede  venir  con  un  poco  de  cuidado,  que  son  los 
buenos  reglamentos  y  las  autorizadas  prácticas  adminis- 
trativas   esos  no  merecen  mas  que  una  sonrisa  de 

compasión.  El  desvivirse  por  lo  que  pasó  y  de  nada  sir- 
ve, ó  por  u!ia  originalidad  irrealizable,  es  quimera;  el 
preferir  lo  mediano  por  ser  de  un  pais,  desechando  lo 
bueno  por  ser  de  otro,  es  mas  que  miseria. 


205 

Escilacion  d  (os  hujenios  que  pueden  difundir  las 
nociones  adminislralivas. 


Tenninaréraos  protcstantlo  la  ínliina  convicción  que 
nos  asisto  de  la  exactitud  de  las  doctrinas  esparcidas  en 
«ste  escrito,  aunque  las  sometemos  á  la  censura  de  los 
conocedores  y  al  criterio  del  público.  Al  emitir  un  dic- 
t;imen  de  conciencia  sobre  el  estado  de  nuestro  pais,  y 
al  juzgar  alguna  vez  los  actos  y  las  opiniones,  respeta- 
mos y  dejamos  á  salvo  los  partidos,  las  corporaciones  y 
las  personas  en  cuanto  á  su  intención,  que  constante- 
mente creemos  pura,  aunque  no  siempre  bastante  ilustra- 
da. Los  falsos  amigos  disimulan  la  verdad,  los  adulado- 
res la  tuercen,  los  hombres  de  carácter  la  dicen. 

Y  escitarrmos  á  los  buenos  ingenios  que  posean  teó- 
rico y  prácticamente  la  administraciow,  no  solamente  á 
trabajar  por  seguir  difundiendo  las  nociones  de  la  cien- 
cia reunidas  en  cuerpo  completo  de  doctrina,  sino  tam- 
bién a  ocuparse  de  los  ramos  especiales,  de  hacienda, 
y  de  justicia.  La  erección  de  la  escuela  de  administra- 
ción de  Madrid  podrá  dar  productos,  pero  requiere  sos- 
tenerse y  estimularse,  para  que  oportunamente  se  estien- 
da la  enseñanza  alas  universidades,  proveyendo  al  pais 
de  los  hábiles  administradores  que  necesita,  y  que  has- 
ta ahora  no  han  tenido  donde  aprender  ni  donde  formar- 
se. Lu  coordinación  ya  empezada  y  la  multiplicación  de 
prontuarios  y  manuales,  donde  se  contengan  con  clari- 
dad los  derechos  y  deberes  de  administradores  y  admi- 
nistrados, por  clases  y  servicios,  y  donde  se  recoja  la 
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sucesÍY»  juFisprudencia,  que  emane  y  se  desprenda  de 
las  díícisiones  de  los  juzgados  administrativos  y  del  con- 
sejo de  estado,  cuando  estén  creados  estos  cuerpos,  es 
también  sumamente  interesante  y  trascendental.  ¡Tra- 
bajo modesto,  que  por  no  ser  asunto  de  parcialidades  es 
asunto  de  españoles,  y  que  por  no  tener  gran  brillo  pero 
sí  mucha  milidád,  se  aviene  con  el  genuino  espíritu  del 
siglo,  tan  poco  aficionado  á  Yana  palabrería,  como  dis- 
puesto ,í  admitir  y  ensalzar  todo  esfuerzo  que  conduzca 
á  resultados  positivos,  especie  de  culto  tributad®  por  el 
dtísengañ&á la  verdad  de  vuelta  délas  ilusiones!. 
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